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CONTRATO DE ADMINISTRACIÓN, MANTENIMIENTO Y APROVECHAMIENTO ECONÓMICO DEL ESPACIO 
PÚBLICO No. ____ DEL _____ DE _____ SUSCRITO ENTRE EL BANCO DE SUELOS E INMOBILIARIO DEL 
MUNICIPIO DE MONTERÍA Y _______________________________ 
 


 
MINUTA DEL CONTRATO DE ADMINISTRACIÓN, MANTENIMIENTO Y APROVECHAMIENTO 


ECONÓMICO DEL ESPACIO PÚBLICO 
 


CLASE DE CONTRATO:  ADMINISTRACION, MANTENIMIENTO Y APROVECHAMIENTO 
ECONOMICO SOBRE ESPACIO PUBLICO. 


CONTRATISTA:    
NUMERO:   
FECHA:    
 
Entre los suscritos a saber, por una parte, BANCO DE SUELOS E INMOBILIARIO representado legalmente 
por FABIAN DUARTE VOLADO identificado con la cédula de ciudadanía número __________________ 
expedida en Cúcuta, en su calidad de Gerente, según Decreto de Nombramiento ________________, 
posesionada por Acta No. ________________ del mismo año, quien para los efectos del presente contrato y 
en adelante se denominará  el CONTRATANTE y por la otra, _________________________, identificada con 
_______________________, quien ejerce la representación legal de ___________________, que tiene NIT 
______________, según los documentos que se anexan, declara que no se encuentra incursa en ninguna de 
las causales de inhabilidad e incompatibilidad consagradas en la Constitución Política o en la ley y que no se 
encuentra reportada en el Boletín de Responsables Fiscales de la Contraloría General de la República, quien 
para efectos del presente contrato se denominará el CONTRATISTA, hemos acordado celebrar el presente 
CONTRATO DE ADMINISTRACION, MANTENIMIENTO Y APROVECHAMIENTO ECONOMICO, el cual se 
regirá por las siguientes cláusulas: CLÁUSULA PRIMERA. OBJETO. Autorizar la administración, 
mantenimiento y aprovechamiento económico de la(s) zona(s) de uso público, localizadas en el(los) Plano(s) 
Nos. _______________, correspondiente al Barrio ___________________, Urbanización 
____________________, aprobado mediante Resolución No.________ de la Secretaría de Planeación 
Municipal, la(s) cual(es) se identifican por su destinación, dirección, linderos y área como sigue:  
 
Destinación:  
Dirección:  
Mojones:  
Área: ___ m2 


 
CLÁUSULA SEGUNDA. PLAZO. El presente contrato tendrá una duración de TRES (3) años contados a 
partir de la suscripción del acta de inicio. El mismo podrá ser prorrogado por dos (2) años más, hasta por un 
máximo de CINCO (5) años, si ninguna de las partes manifiesta su voluntad de terminarlo dentro del mes 
anterior a su culminación.  
 
CLÁUSULA TERCERA. OBLIGACIONES DEL CONTRATISTA: 1.) Realizar las actividades de 
mantenimiento previstas en el plan de manejo. 2.) Respetar y hacer respetar los reglamentos de uso y de 
administración de las zonas entregadas en administración. 3) Destinar los recursos producto del 
aprovechamiento económico en el mantenimiento y reinversión en los porcentajes presentados en el proyecto 
de administración. 4.) Renovar las pólizas de garantía de cumplimiento del contrato tres meses antes de su 
vencimiento. 5) Permitir el libre acceso, circulación sin restricción alguna de la comunidad en general, a la(s) 
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zona(s) o área(s) objeto del presente contrato, excepto las restricciones propias de la naturaleza del espacio 
entregado en ADMINISTRACION. 6) Dar tratamiento prioritario a la(s) zona(s) o área(s) de uso público objeto 
del presente contrato en los programas que directamente desarrolle EL MUNICIPIO y, a su vez y de análoga 
manera, en los programas que éste adelante con otras autoridades. 7) Llevar a cabo las actividades que se 
contemplan en el presupuesto que procuren la conservación de la zona, la preservación de su uso y la 
sostenibilidad de la misma en el tiempo. 8) Presentar trimestralmente un informe contentivo de la gestión 
adelantada en la zona, con su respectivo registro fotográfico. 9) Abstenerse de dar en garantía los bienes 
objeto de este contrato, así como de celebrar contratos de arrendamiento, cesión o cualquier otro acto que 
implique  enajenación o negociación de la(s) zona(s) objeto del presente contrato. 10) Dar aviso al BANCO 
INMOBILIARIO y a la autoridad competente, dentro de las 24 horas siguientes a la ocurrencia de los hechos 
que perturben la tenencia y/o uso o la existencia de un proceso judicial, administrativo o de cualquier índole 
en los que se involucren los bienes objeto del presente contrato originado por acción u omisión del 
CONTRATISTA o de terceros, que lleguen a su conocimiento. 11) En caso de cambio del representante legal 
de la organización, EL CONTRATISTA deberá informar al BANCO INMOBILIARIO con diez (10) días hábiles 
de anterioridad a que se produzca el cambio y remitir dentro del mes siguiente el acto formal (documento) del 
nuevo nombramiento y/o reconocimiento, con el fin de efectuar el empalme destinado a garantizar la normal 
ejecución del presente contrato. 12) Asumir bajo su propio riesgo y seguridad, la adquisición de bienes y 
servicios destinados al cumplimiento y observancia del reglamento de uso; así como consultar y pedir 
aprobación al BANCO INMOBILIARIO sobre las obras de adecuación, construcción o intervención que se 
pretendan llevar a cabo en la(s) zona(s) o área(s) objeto del presente contrato, que se estiman de 
conformidad con la normatividad vigente. Estas obras serán de propiedad del Municipio y formarán parte del 
equipamiento comunal de la(s) zona(s) o área(s) objeto del presente contrato, por lo que no procede su retiro, 
desmejora o negociación. 13) Efectuar los trámites pertinentes y necesarios ante las autoridades competentes 
para obtener los permisos y licencias requeridos para realizar intervenciones u ocupaciones sobre el espacio 
público objeto del presente contrato, al igual que trámites de arborización o ambientales. 14.) Cumplir con el 
plan de inversión que se determine en conjunto con el supervisor previo a la liquidación del contrato. 15) 
Colaborar con los profesionales del BANCO INMOBILIARIO que llevan a cabo el seguimiento al contrato 
atendiendo sus llamadas, visitas, auditorías contable y financiera y en general cualquier tipo de 
requerimientos que garanticen la cumplida ejecución contractual. 16.) Cumplir las recomendaciones y planes 
de mejoramiento acordadas con el equipo de seguimiento. 17.) Asistir mínimo dos (2) representantes de la 
directiva de la organización en caso de no haberlo hecho con anterioridad, a la charla de formación en 
administración, mantenimiento y aprovechamiento económico dictada por el BANCO INMOBILIARIO. 18) Las 
demás derivadas que le encomiende el profesional de seguimiento designado por el BANCO INMOBILIARIO 
a este contrato, relacionadas con su objeto. PARÁGRAFO PRIMERO: EL CONTRATISTA será responsable 
ante las autoridades de los actos u omisiones en el ejercicio de las actividades que desarrolle en virtud del 
contrato, cuando con ellos cause perjuicio a la administración o a terceros. PARÁGRAFO SEGUNDO: EL 
CONTRATANTE se reserva el derecho a solicitar en cualquier momento copia de las constancias de pago a 
los aportes, a que hace alusión el numeral tres (03) de la presente cláusula. CLÁUSULA CUARTA. 
OBLIGACIONES DEL CONTRATANTE: 1) Ejercer el control y seguimiento respecto del cumplimiento del 
presente contrato; 2) Recepcionar y tramitar las quejas y/o sugerencias que la ciudadanía formule en relación 
con el cumplimiento del contrato; 3) Apoyar al CONTRATISTA en las gestiones interinstitucionales que 
emprenda en relación con la zona objeto del presente contrato; 4) Orientar de manera técnica y pedagógica al 
CONTRATISTA, en relación con las actividades que proponga adelantar para la sostenibilidad de la zona 
objeto del contrato. CLÁUSULA QUINTA. VALOR: El presente contrato no genera erogación alguna para la 
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Entidad ni tampoco afecta el presupuesto de la misma, por tanto no existe un valor estimado del mismo. 
PARÁGRAFO PRIMERO: Si en el desarrollo de las actividades orientadas a la sostenibilidad de la zona se 
requiere la inversión de recursos, éstos serán aportados por el CONTRATISTA. CLAUSULA SEXTA: 
TERMINACIÓN ANTICIPADA. EL BANCO INMOBILIARIO podrá terminar en forma anticipada el presente 
contrato y sin que haya lugar a indemnización alguna, por cualquiera de las siguientes causales: 1) Cuando 
la(s) zona(s) o área(s) objeto del presente contrato requiera(n) ser intervenida(s) por una entidad pública de 
cualquier orden. 2) Cuando la(s) zona(s) o área(s) objeto del presente contrato sea (sean) necesarias para 
ejecutar obras y/o proyectos de acuerdo con el Plan de Desarrollo o el Plan de Ordenamiento Territorial.3) 
Cuando la(s) zona(s) o área(s) objeto del presente contrato no se le(s) esté dando el uso correspondiente a 
su destinación urbanística. 4) Cuando EL CONTRATISTA incumpla alguna de las obligaciones de que trata la 
Cláusula Tercera del presente contrato. CLÁUSULA SEPTIMA: LEGALIZACION Y EJECUCIÓN. El presente 
contrato se perfecciona con la firma de las partes y para su ejecución se requerirá la suscripción del Acta de 
Inicio. CLÁUSULA OCTAVA: LIMITACIONES. Acorde con lo establecido en el artículo 19 del Decreto 1504 
de 1998, el presente contrato no confiere la propiedad ni derecho alguno adquisitivo de dominio al 
CONTRATISTA, ni a la persona que representa, conservando El MUNICIPIO, la titularidad y posesión 
efectiva del espacio público al que se refiere la cláusula primera del presente contrato. Conforme con lo 
anterior, no genera prestación alguna de tipo económico ni de ninguna otra especie, a cargo del BANCO 
INMOBILIARIO y no podrá ser invocado por EL CONTRATISTA, ni ningún otro particular como fuente 
generadora de derechos adquiridos. CLÁUSULA NOVENA: RÉGIMEN LEGAL. El presente contrato se rige 
por lo establecido en las siguientes normas: Leyes 9ª de 1989, 80 de 1993 y 1150 de 2007 y el Acuerdo 
Distrital 017 de 2000 y, demás normas vigentes. Sin perjuicio de lo anterior, el presente contrato se ajustará a 
las modificaciones que puedan surgir como consecuencia de la reglamentación que haga el Plan de 
Ordenamiento Territorial o el Decreto que desarrolle lo relacionado con este tipo de contratos y en el 
momento en que estas se produzcan. CLÁUSULA DECIMA: EXCLUSIÓN DE LA RELACIÓN LABORAL: El 
presente contrato no genera vínculo laboral alguno entre EL BANCO INMOBILIARIO Y EL CONTRATISTA o 
entre el primero y el personal al servicio del segundo. CLÁUSULA DECIMA PRIMERA: SUPERVISIÓN Y 
VIGILANCIA: El seguimiento y acompañamiento a la ejecución del presente contrato estará a cargo del 
profesional designado por el BANCO DE SUELOS E INMOBILIARIO. CLÁUSULA DECIMA SEGUNDA: 
NOTIFICACIONES. Para efecto de realizar las notificaciones a que haya lugar durante la vigencia del 
presente pacto se tendrán en cuenta los siguientes datos: a) Para BANCO DE SUELOS E INMOBILIARIO: 
XXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXX, Teléfono: XXXXXXXX XXXXXXXXX b) Para el 
CONTRATISTA: Dirección: ______________, Teléfonos: __________--, correo electrónico: 
_____________________ 
 
Para constancia de lo anterior, se firma por las partes  
 
 
___________________________ 
FABIAN DUARTE VOLADO 
Gerente BANCO DE SUELOS E INMOBILIARIO 
 
_________________________________ 
XXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXX 
Representante Legal 







CONTRATO DE ADMINISTRACIÓN, MANTENIMIENTO Y APROVECHAMIENTO ECONÓMICO DEL ESPACIO 
PÚBLICO No. ____ DEL _____ DE _____ SUSCRITO ENTRE EL BANCO DE SUELOS E INMOBILIARIO DEL 
MUNICIPIO DE MONTERÍA Y _______________________________ 
 
Persona Jurídica Sin Ánimo de Lucro 
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BORRADOR DE INVENTARIO DE LAS ACTIVIDADES QUE SE REALIZAN DENTRO DE LA 
GESTION DEL PATRIMONIO INMOBILIARIO - FORMATO PARA PROCESOS 


 


Área responsable  


Nombre quien suministra la información  


Profesional que realiza la gestión  


 


 


ITEM FUNCIÓN SERVICIO PRODUCTO 


1 


Coordinar y ejecutar las 
investigaciones, estudios y análisis 
de la documentación requerida 
para emitir los conceptos técnicos 
sobre el dominio, destino y uso del 
patrimonio inmobiliario del 
municipio.  


Investigación predial, catastral, 
urbanística y jurídica sobre los 
predios de los que se requiere 
concepto técnico. 


Emisión del concepto técnico 
de los predios que hacen 
parte del patrimonio 
inmobiliario del municipio. 


2 


Elaborar los conceptos técnicos 
sobre el dominio, destino y uso del 
patrimonio inmobiliario del 
municipio para la firma del jefe 
inmediato. 


Proyecto del documento físico, de 
acuerdo con los lineamientos 
establecidos y la normatividad 
vigente.  


Concepto técnico. 


3 


Ejecutar directamente por parte del 
profesional líder ó el área de 
trabajo designada las visitas 
técnico administrativas en los 
casos en que sean requeridas. 


 Informe de visita 


Realizar la verificación  física 
de los predios y confrontar la 
información urbanística del 
mismo. 


4 


Informar y actualizar por parte del 
profesional líder ó el área de 
trabajo designada los procesos 
pendientes de elaboración o 
corrección de actas de recibo o 
toma de posesión sobre zonas de 
cesión gratuita al municipio que 
cuenten con concepto técnico. 


Solicitud al profesional líder ó el 
área de trabajo designada la 
verificación de la información y 
determinación de procesos 
pendientes. 


 Saneamiento técnico de los 
predios que conforman el 
inventario del patrimonio 
inmobiliario del municipio. 


5 Informar y actualizar por parte del 
profesional líder ó el área de 


Solicitud al profesional líder ó al 
área de trabajo designada 


 Saneamiento técnico de los 
predios que conforman el 
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trabajo designada, sobre procesos 
pendientes de saneamiento y 
titulación del patrimonio 
inmobiliario del municipio. 


encargada del saneamiento 
técnico la verificación de la 
información y determinación de 
procesos pendientes. 


inventario del patrimonio 
inmobiliario del municipio. 


6 


Elaborar los proyectos de 
conceptos técnicos, constancias, 
informes y en general, todo oficio 
expedidos por causa o con 
ocasión del ejercicio de las 
funciones asignadas al profesional 
líder ó el área de trabajo. 


Proyección del documento físico, 
de acuerdo con los lineamientos 
establecidos por el BIM y la 
normatividad vigente. 


Emisión del concepto técnico 
y/o conceptos solicitados. 


7 
Suministrar la información que se 
requiera sobre la propiedad del 
patrimonio inmobiliario municipal.  


Respuesta a la solicitud. 


Concepto técnico de los 
bienes de la propiedad  del 
patrimonio inmobiliario 
municipal. 


8 


Realizar los estudios y definir los 
componentes técnicos para 
efectuar la contratación que 
requiera por parte del profesional 
líder ó el área de trabajo 
designada. 


Análisis de requerimientos 
contractuales y establecimiento de 
los componentes técnicos para 
dichas contrataciones. 


Entrega de las obligaciones 
técnicas, perfiles 
profesionales y objetos 
contractuales. 


9 


Remitir al profesional líder o el 
área de trabajo designada para 
verificación y revisión la 
documentación y resultados del 
trabajo realizado sobre los predios 
de la propiedad del patrimonio 
inmobiliario del municipio. 


Remisión de información al 
profesional líder o el área de 
trabajo designada de la 
verificación y revisión de la 
información. 


Consolidación del inventario y 
emisión de conceptos 
técnicos sobre los bienes del 
patrimonio inmobiliario del 
municipio. 
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Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio 


Dirección: Calle 17 No.9 - 36, Bogotá D.C., Colombia 


Conmutador: (+57) 601 332 34 34 


Bogotá, D.C. 


Señora.  


ASUNTO:  Consulta: Cesiones obligatorias a entes 


territoriales. 


 Radicado 2023ER0129848 de fecha 24/10/2023, 2023ER0130002 


de fecha 25/10/2023. 
Recibido en esta Oficina Asesora Jurídica el 25/10/2023. 


Respetada señora : 


En atención a la consulta del asunto, en la que plantea interrogantes 
relacionados, y cesiones obligatorias a entes territoriales, al respecto se exponen 
algunas consideraciones en relación con sus inquietudes, no sin antes señalar 
que esta Oficina Asesora Jurídica dentro de las funciones asignadas por el 
Decreto Ley 3571 de 20111, emite conceptos de carácter general dentro de la 
abstracción que le permiten sus competencias, sin pronunciarse sobre asuntos 
de carácter particular y concreto. 


Las peticiones serán atendidas en la modalidad de consulta, para lo cual se 
cuenta con el término de treinta (30) días hábiles, de conformidad con lo 
establecido en el numeral 2° del artículo 14 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, sustituido mediante la Ley 
1755 del 30 de junio de 2015. 


CONSIDERACIONES: 


Sea lo primero señalar que los conceptos que el Ministerio de Vivienda, Ciudad 


y Territorio emite en atención a las consultas formuladas sobre las materias de 


su competencia, tienen sentido general y abstracto, y en esa medida no tienen 


carácter vinculante, ni comprometen la responsabilidad de la entidad como 


tampoco pueden condicionar el ejercicio de sus competencias administrativas. 


Igualmente, es pertinente señalar que el Ministerio de Vivienda, Ciudad y 


Territorio tiene como objetivo primordial lograr, en el marco de la ley y sus 


1 “Por el cual se establecen los objetivos, estructura, funciones del Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio y se integra el 


Sector Administrativo. de Vivienda, Ciudad y Territorio.”  


“Artículo 7. Oficina Asesora Jurídica. Son funciones de la Oficina Asesora Jurídica, las siguientes: (…) 14. Atender las peticiones 


y consultas relacionadas con asuntos de competencia del Ministerio. (…)” 


 



mailto:lauram642@hotmail.com
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Dirección: Calle 17 No.9 - 36, Bogotá D.C., Colombia 


Conmutador: (+57) 601 332 34 34 


 


competencias, formular, adoptar, dirigir, coordinar y ejecutar la política pública, 


planes y proyectos en materia del desarrollo territorial y urbano planificado del 


país, la consolidación del sistema de ciudades, con patrones de uso eficiente y 


sostenible del suelo, teniendo en cuenta las condiciones de acceso y financiación 


de vivienda, y de prestación de los servicios públicos de agua potable y 


saneamiento básico.2 


En este orden, la Oficina Asesora Jurídica, está facultada para resolver consultas 


relacionadas con la aplicación e interpretación de normas relacionadas con 


temas o materias que son objeto de regulación por esta cartera ministerial sin 


pronunciarse sobre casos particulares y concretos, razón por la cual en lo 


referente al tema se pronuncia de la siguiente manera: 


CONSULTA: 


“(…) CORDIAL SALUDO. POR MEDIO DE LA PRESENTE ME PERITO SOLICITAR 


CONCEPTO ACERCA DEL SIGUEINTE CASO: UNA URBANIZACION YA 


PROTOCOLIZADA MEDIANTE REGLAMENTO DE URBANIZACION DETERMINA 


COMO DE "USO EXCLUSIVO" UNA DE LAS ZONAS VERDES SOLO PARA PARQUE 


INFANTIL Y/O RECREACION (MIDE MENOS DE 1000M2). POSTERIORMENTE SE 


REALIZA LA RESPECTIVA CESION AL MUNICIPIO EL CUAL CAMBIA LA 


DESTINACION DEL USO DEL PREDIO PARA EQUIPAMENTO COMUNAL POR MEDIO 


DE ACUERDO MUNICIPAL, SOLICITANDO LICENCIA DE CONSTRUCCION PARA 


EJECUTAR EL SALON COMUNAL. ANTE LO ANTERIOR, PARTE DE LA COMUNIDAD 


SE OPONE TODA VEZ QUE MANIFIESTA QUE PARA EL CAMBIO DE DESTINACION 


EL MUNICIPIO DEBIO HABER AGOTADO REALIZAR ACTA DE ASAMBLEA PARA 


REFORMAR EL REGLAMENTO DE URBANIZACION. UNA VEZ REALIZADA LA 


CESION, ¿EL MUNICIPIO PUEDE DISPONER DEL PREDIO CAMBIANDO SU 


DESTINACION LA CUAL SIGUE SIENDO DE USO PUBLICO O SE DEBE 


HACER LA REFORMA MENCIONADA POR LOS OPOSITORES PARA PODER 


PROSEGUIR CON LA SOLICITUD DE LICENCIA DE CONSTRUCCION? (SIC).  


 


En primer lugar, es pertinente indicar que dentro de las funciones del Ministerio 


no está la competencia de resolver el conflicto o controversias planteada en la 


consulta y por ello, para atender su derecho de petición de consulta se abordara 


el tema de manera general y abstracta. 


 


Acorde a lo anterior, para otorgar respuesta a su consulta, resulta procedente, 


desarrollar la exposición de varios conceptos relativos a los bienes comunes, 


bienes comunes no esenciales de la copropiedad, sus presupuestos para 


desafectación y lo relativo al otorgamiento de cesiones obligatorias a los entes 


territoriales. 


                                                           
2 “Artículo 1° del Decreto Ley 3571 del 27 de septiembre de 2011 “Por el cual se establecen los objetivos, estructura, 


funciones del Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio y se integra el Sector Administrativo de Vivienda, Ciudad y 


Territorio”. 
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Es importante establecer que la propiedad horizontal en Colombia se rige por la 
Ley 675 de 20013, la cual “(…) regula la forma especial de dominio, denominada 


propiedad horizontal, en la que concurren derechos de propiedad exclusiva sobre bienes 


privados y derechos de copropiedad sobre el terreno y los demás bienes comunes, con 


el fin de garantizar la seguridad y la convivencia pacífica en los inmuebles sometidos a 


ella, así como la función social de la propiedad.”4 (Subrayado extra texto). 


Por su parte el artículo 3 de la normatividad en mención5, en cuanto a  las 


definiciones, ha establecido que los bienes comunes esenciales de la propiedad 
horizontal son aquellos bienes indispensables para la existencia, estabilidad, 


conservación y seguridad del edificio o conjunto, así como los imprescindibles 
para el uso y disfrute de los bienes de dominio particular. Los demás tendrán el 
carácter de bienes comunes no esenciales. Se reputan bienes comunes 


esenciales, el terreno sobre o bajo el cual existan construcciones o instalaciones 
de servicios públicos básicos, los cimientos, la estructura, las circulaciones 


indispensables para aprovechamiento de bienes privados, las instalaciones 
generales de servicios públicos, las fachadas y los techos o losas que sirven de 


cubiertas a cualquier nivel; por otra parte, son bienes comunes no esenciales 


aquellos que cumplen con una característica en especial y es que no son 
necesarios o utilizados para el disfrute y goce  de todos los copropietarios, 


sino en específico para algunos copropietarios dueños de unidades 


privadas inmobiliarias, dentro de estos encontramos terrazas, cubiertas, 
patios interiores y retiros6, estos podrán ser asignados de manera 


exclusiva a los propietarios de los bienes privados que por su localización 
puedan disfrutarlos siempre y cuando la asignación se haga de forma 


equitativa, y sin contrariar las normas municipales y distritales en materia 
de urbanización y construcción. 


Para efectos de su desafectación, esta no procede para los bienes comunes 


esenciales, sin embargo para los bienes comunes no esenciales, se debe contar 
con previa autorización de las autoridades municipales o distritales competentes 


de conformidad con las normas urbanísticas vigentes,  y con la disposición y 
aprobación  de la asamblea general máximo órgano de administración en el 
régimen de propiedad horizontal, en la cual se debe otorgar voto favorable de 


un número plural de propietarios de bienes de dominio privado que representen 
el setenta por ciento (70%) de los coeficientes de copropiedad de un conjunto o 


edificio7. 


                                                           
3 “Por medio de la cual se establece el régimen de propiedad horizontal” 
4 Ley 675 de 2001, Artículo 1. 
5 Ley 675 de 2001, Art bienes comunes esenciales: bienes comunes esenciales de la propiedad horizontal son aquellos bienes 


indispensables para la existencia, estabilidad, conservación y seguridad del edificio o conjunto, así como los imprescindibles 


para el uso y disfrute de los bienes de dominio particular. Los demás tendrán el carácter de bienes comunes no esenciales. 


Se reputan bienes comunes esenciales, el terreno sobre o bajo el cual existan construcciones o instalaciones de servicios 


públicos básicos, los cimientos, la estructura, las circulaciones indispensables para aprovechamiento de bienes privados, las 


instalaciones generales de servicios públicos, las fachadas y los techos o losas que sirven de cubiertas a cualquier nivel 
6 Ley 675 de 2011, Art 22 literal primero en cuanto a los bienes que comprende los bienes comunes de uso 


exclusivo de la copropiedad.  
7 Ley 675 de 2001, Art 20 de la desafectación de bienes comunes no esenciales o de uso exclusivo.  
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Una vez se tiene claro el concepto de bienes comunales esenciales, bienes 
comunes  no esenciales o de uso exclusivo de la copropiedad, es consecuente 


abordar el tema de las cesiones obligatorias a favor de los municipios o distritos 
a lo cual se expone que:  


Según artículo 2.2.6.1.4.5 del Decreto 1077 de 2015, la determinación de las 
áreas de cesión se realizará conforme a: “Sin perjuicio de las normas nacionales que 


regulan la materia, los Planes de Ordenamiento Territorial o los instrumentos que lo 


desarrollen o complementen determinarán las especificaciones para la conformación y 


dotación de las cesiones gratuitas destinadas a vías, equipamientos colectivos y espacio 


público en general. Cuando las zonas de cesión presenten áreas inferiores a las mínimas 


exigidas, o cuando su ubicación sea inconveniente para el municipio o distrito, se podrán 


compensar en dinero o en otros inmuebles, en los términos que reglamente el Concejo 


municipal o distrital. Estas previsiones se consignarán en las respectivas licencias de 


urbanización o parcelación. (...)”. 
 


En este orden, es pertinente señalar que las áreas de cesión obligatoria8, son 
cargas locales de la urbanización y comprenden las áreas de terreno con destino 
a la construcción de redes secundarias y domiciliarias de servicios públicos, vías 


locales, equipamientos colectivos y espacio público para parques y zonas verdes 
que se deben transferir a los municipios y distritos para que se incorporen al 


espacio público, cómo contraprestación a los derechos de construcción y 
desarrollo que se otorgan en las licencias de urbanización. 


Dicho concepto de cesiones obligatorias tiene su origen constitucional en el 


reconocimiento y desarrollo del espacio público, que establece que es deber del 
Estado velar por la protección de la integridad del espacio público y por su 
destinación al uso común, el cual prevalece sobre el interés particular9. 


  
El desarrollo normativo del espacio público llevo a concebir la institución  jurídica 


de las áreas de cesiones obligatorias10, como el resultante de los procesos de 
urbanización y construcción que se incorporará con el sólo procedimiento de 
registro de la escritura de constitución de la urbanización en la Oficina de 


Instrumentos Públicos, en la cual se determinen las áreas públicas objeto de 
cesión y las áreas privadas, por su localización y linderos. La escritura 


correspondiente deberá otorgarse y registrarse antes de la iniciación de las 
ventas del proyecto respectivo". 
  


Por su parte el Decreto Único Sectorial 1077 de 201511 estableció en virtud del 
desarrollo del espacio público que este es un deber del Estado en el cual se debe 


velar por la protección, integridad y destinación al uso común, el cual prevalece 
sobre el interés particular, y en el cumplimiento de la función pública del 
urbanismo, los municipios y distritos deberán dar prelación a la planeación, 


                                                           
8 Decreto 1077 de 2015, Art 2.2.1.1. de la definición de áreas de cesión obligatoria.  
9 Constitución política de 1991, Art 82.  
10 Ley 388 de 1997, Art 117. 
11 Decreto 1077 de 2015, Art  2.2.3.1.1 



https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?dt=S&i=62512#2.2.3.1.1
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construcción, mantenimiento y protección del espacio público sobre los demás 
usos del suelo. 


Dicho esto, el Decreto 1077 de 2015, establece las regulaciones relacionadas, 
entre otros aspectos, con el espacio público, las áreas de cesión, la incorporación 


de áreas públicas, la entrega material de las áreas de cesión y la entrega 
anticipada de cesiones. 


A su vez, los artículos 2.2.6.1.4.6 y 2.2.6.1.4.712  del decreto anteriormente 
mencionado, atribuyen a los municipios y distritos la función de determinar las 


demás condiciones y procedimientos para garantizar la incorporación de las 
áreas públicas al inventario inmobiliario municipal o distrital y establecer los 


mecanismos y procedimientos para asegurar el cumplimiento de las obras y 
dotaciones a cargo del urbanizador.  


En relación con su interrogante de manera concreta  el artículo 2.2.6.1.4.6 del 
Decreto 1077 de 2015 establece el procedimiento de incorporación de áreas de 


cesión a áreas públicas, con el registro de la escritura respectiva en la Oficina de 
Registro de Instrumentos Públicos, en la cual se determinen las áreas públicas 


objeto de cesión y las áreas privadas, por su localización y linderos, con base en 
los planos aprobados en la licencia urbanística, sin que sea necesaria la 


concurrencia de la autoridad municipal o distrital. 


La norma indicada expone que en la escritura pública correspondiente se incluirá 
una cláusula en la cual se expresará que el acto implica cesión gratuita de las 
zonas públicas objeto de cesión obligatoria al municipio o distrito; igualmente, 


se incluirá una cláusula en la que se manifieste que el acto de cesión está sujeto 
a condición resolutoria, en el evento en que las obras y/o dotación de las zonas 


de cesión no se ejecuten, o se ejecuten parcialmente  durante el término de 
vigencia de la licencia o su revalidación, lo cual acarreará la consecuencia de no 
urbanización del predio objeto de desarrollo. 


Ahora para hacer efectiva dicha condición resolutoria basta con acreditar la 
ocurrencia o incumplimiento en la entrega material de las áreas de cesión, 
previa inspección ocular13 que dará origen a  certificación expedida por la entidad 


municipal o distrital responsable de la administración y mantenimiento del 
espacio público; es así como la administración podrá devolver las áreas de cesión 


obligatoria a título gratuito, no entregadas, por ocurrencia de no materialización 
de un proyecto urbanístico.  


De la exposición normativa, se concluye que si el área otorgada en virtud de 
cesión gratuita al municipio obedece a la contraprestación del urbanizador por 


la construcción del proyecto inmobiliario, esta debe ser tomada como una carga 
obligatoria establecida por la ley, conforme al proceso de construcción y 


edificación que se llevó a cabo; por otra parte, si el área cedida al municipio no 
responde a una carga impuesta al urbanizador en virtud del proceso de 


12 Decreto 1077 de 2015, Arts 2.2.6.1.4.6 y 2.2.6.1.4.7 
13 Decreto 1077 de 2015, Art 2.2.6.1.4.7.  



https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?dt=S&i=62512#2.2.6.1.4.6
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desarrollo inmobiliario, sino a la voluntad de la copropiedad de ceder libremente 
el terreno, la propiedad horizontal debió previo a la cesión contar con la 


autorización por parte de la asamblea general en los términos del artículo 20 de 
la Ley 675 de 2001, para efectuar la desafectación del bien común no esencial y 
posterior a esto realizar la transferencia del bien inmueble.   


En los anteriores términos se da respuesta a las inquietudes planteadas en su 


petición radicada bajo el número 2023ER0129848, siendo oportuno reiterar que, 
en atención al derecho de petición en la modalidad de consulta, la Oficina Jurídica 


del Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio con fundamento en los artículos 
14 y 2814 de la Ley 1437 de 2011, sustituidos por el artículo 1º de la Ley 1755 
de 2015, emite un concepto de carácter general sobre las materias a su cargo, 


que no se dirige a resolver situaciones de orden particular ni constituye asesoría 
encaminada a solucionar controversias. 


Atentamente, 


NELSON ALIRIO MUÑOZ LEGUIZAMÓN 


Jefe Oficina Asesora Jurídica. 


Elaboró: 


Gabriel Alejandro González Díaz 


Abogado Contratista. 


Oficina Asesora Jurídica 


Revisó: 


Mike Castro Roa 


Profesional Especializado 


Oficina Asesora Jurídica 


Aprobó: 


Nelson Alirio Muñoz Leguizamón 


Jefe Oficina  


Oficina Asesora Jurídica 


14 “ARTÍCULO 28. ALCANCE DE LOS CONCEPTOS. <Artículo modificado por el artículo 1 de la Ley 1755 de 2015. El nuevo 
texto es el siguiente:> Salvo disposición legal en contrario, los conceptos emitidos por las autoridades como respuestas a 


peticiones realizadas en ejercicio del derecho a formular consultas no serán de obligatorio cumplimiento o ejecución. 


 








DECRETO 540 DE 2018 
(Septiembre 21) 


 
Por medio del cual se reglamentan los Distritos Especiales de Mejoramiento y organización Sectorial – 
DEMOS de que trata el artículo 461 del Decreto Distrital 190 de 2004 – Plan de Ordenamiento Territorial 


 
EL ALCALDE MAYOR DE BOGOTÁ, D.C. 


En ejercicio de sus atribuciones legales, en especial las conferidas por los numerales 1°, 3°, 4º, 5° y 
16° del artículo 38 del Decreto Ley 1421 de 1993 y el artículo 461 del Decreto Distrital 190 de 2004 y, 


 
CONSIDERANDO: 


 


Que el inciso primero del artículo 82 de la Constitución Política de Colombia, establece que: “Es deber del 
Estado velar por la protección de la integridad del espacio público y por su destinación al uso común, el cual 
prevalece sobre el interés particular”. 


Que de conformidad con el artículo 3 de la Ley 388 de 1997, el ordenamiento del territorio constituye en su 
conjunto una función pública, para el cumplimiento de los siguientes fines: “(…) 1. Posibilitar a los habitantes el 
acceso a las vías públicas, infraestructuras de transporte y demás espacios públicos y su destinación al uso 
común, (...). 2. Atender   los procesos de cambio en el uso del suelo y adecuarlo en aras del interés común, 
(...), 3.  Propender por el mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes, la distribución equitativa de las 
oportunidades y los beneficios del desarrollo y la preservación del patrimonio cultural y natural (...)”. 


Que el artículo 461 del Decreto Distrital 190 de 2004 establece los Distritos Especiales de Mejoramiento y 
Organización Sectorial - DEMOS y dispone: “Las comunidades organizadas, asociaciones cívicas, gremiales y 
comerciales, pueden proponer y constituir Distritos Especiales de Mejoramiento y Organización Sectorial 
(DEMOS), con el objeto de promover el mejoramiento, mantenimiento, administración y preservación de las 
condiciones urbanas, ambientales y socioeconómicas de la ciudad, claramente delimitados. Las actividades de 
los Distritos Especiales de Mejoramiento y Organización Sectorial (DEMOS) deberán desarrollarse en forma 
coordinada, complementaria y armónica con las políticas, programas y competencias de la Administración 
Distrital. 


La Administración Distrital reglamentará las disposiciones necesarias para establecer la conformación, 
funcionamiento y control de los Distritos Especiales de Mejoramiento y Organización Sectorial (DEMOS), 
garantizando que se atienda y consulten los intereses de los residentes, vecinos y usuarios del sector y que se 
respete la naturaleza, uso, destinación y acceso a los espacios públicos cobijados por los Distritos Especiales 
de Mejoramiento y Organización Sectorial (DEMOS), para lo cual sus políticas, programas y proyectos deberán 
ser aprobados por la Defensoría del Espacio Público.” 


Que el artículo 3º del Acuerdo 018 de 1999 establece que son funciones del Departamento Administrativo de la 
Defensoría del Espacio Público - DADEP, sin perjuicio de las atribuciones de otras autoridades, la defensa, 
inspección, vigilancia, regulación y control del espacio público del Distrito Capital; la administración de los bienes 
inmuebles y la conformación del inventario general del patrimonio inmobiliario Distrital. 


Que el inciso primero del artículo 278 del Decreto Distrital 190 de 2004 establece que: “Las entidades del Distrito 
Capital a cuyo cargo estén las zonas recreativas de uso público y las zonas viales, podrán contratar o convenir 
con particulares la administración, el mantenimiento y el aprovechamiento económico de las zonas viales y 
recreativas de uso público, incluidas las zonas de estacionamientos y el equipamiento colectivo que hacen parte 
integrante de las cesiones obligatorias gratuitas al Distrito Capital, ajustándose a los mecanismos legales que 
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se fijen para el caso. Parágrafo 1. El Alcalde Mayor regulará lo concerniente a la administración, mantenimiento 
y aprovechamiento económico del espacio público. Para ello contará con un plazo de dos (2) años, contados a 
partir de la aprobación del presente Plan.” 


Que mediante el Decreto Distrital 215 de 2005 se adoptó el Plan Maestro del Espacio Público para el Distrito 
Capital de Bogotá en donde se estableció la promoción y conformación de los Distritos Especiales de 
Mejoramiento y Organización Sectorial - DEMOS como uno de los componentes fundamentales para regular la 
generación, el mantenimiento, la administración, el financiamiento y manejo del espacio público en la ciudad. 
El artículo 26 establece el programa de renovación, recuperación y revalorización de espacios públicos, el cual 
plantea como uno de los componentes fundamentales, la promoción y conformación de los DEMOS como 
estrategias para mejorar, mantener y recuperar el espacio público en zonas centrales y en áreas urbanizadas 
y edificadas con alto potencial de revalorización económica de los inmuebles privados; es así como define la 
constitución de los DEMOS como parte de sus metas, en todos los núcleos de las centralidades de escala 
urbana. 


Que el artículo 2.2.3.1.5 del Decreto Único Reglamentario 1077 de 2015 del Sector Vivienda, Ciudad y Territorio, 
regula todos los elementos del espacio público, los cuales se clasifican en elementos constitutivos y 
complementarios del espacio público. 


Que teniendo en cuenta lo anterior, se hace necesario reglamentar los Distritos Especiales de Mejoramiento y 
Organización Sectorial - DEMOS. 


Que, en mérito de lo expuesto, 


DECRETA: 


Artículo 1°. OBJETO. Reglamentar los Distritos Especiales de Mejoramiento y Organización Sectorial - 
DEMOS, en cumplimiento de las disposiciones del Plan de Ordenamiento Territorial y en armonía con la política 
de espacio público definida para el Distrito Capital de Bogotá. 


Artículo 2°. DEFINICIÓN. Los Distritos Especiales de Mejoramiento y Organización Sectorial - DEMOS son un 
instrumento de iniciativa privada, que promueve acciones complementarias a las intervenciones y actuaciones 
que adelanta el Distrito Capital en áreas delimitadas de la ciudad. Estos tienen por finalidad el mejoramiento, 
mantenimiento, administración y preservación de las condiciones urbanas, ambientales y socioeconómicas de 
los espacios públicos respectivos. 


Artículo 3°. PRINCIPIOS. En cumplimiento de las actuaciones administrativas que se desarrollen en los 
Distritos Especiales de Mejoramiento y Organización Sectorial - DEMOS, se deberán observar todos los 
principios constitucionales y legales aplicables a la función administrativa, de conformidad con las normas 
vigentes. Adicionalmente deberán observarse los siguientes principios: 


1. Gobernabilidad. El Distrito Capital debe garantizar la gobernabilidad en la preservación del derecho colectivo 
al disfrute del espacio público de la ciudad. 


2. Gobernanza. El Distrito Capital deberá procurar un desarrollo económico, social e institucional duradero 
promoviendo el equilibrio entre la Administración, la sociedad civil, las condiciones económicas y ambientales. 


3. Cooperación Público-Privada. El Distrito Capital podrá promover sinergias con comunidades organizadas, 
asociaciones cívicas, gremiales y comerciales para el mejoramiento, el mantenimiento, la administración y la 
preservación de las condiciones urbanas, ambientales y socioeconómicas del área delimitada. 
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4. Presencia y debida ocupación del espacio público. El Distrito Capital deberá fomentar el empoderamiento de 
los ciudadanos para hacer uso eficiente, ordenado y responsable del espacio público. 


Artículo 4°. OBJETIVO. Promover la participación organizada de la comunidad para el mejoramiento, el 
mantenimiento, la administración y la preservación de las condiciones urbanas, ambientales y socioeconómicas 
del área delimitada. 


Todas las actividades que se desarrollen en los Distritos Especiales de Mejoramiento y Organización Sectorial 
- DEMOS son complementarias a los programas y actuaciones que adelanten las entidades del Distrito Capital 
en cumplimiento de sus funciones. Por lo anterior, ninguna actividad puede implicar la sustitución de las 
acciones administrativas a cargo del Distrito Capital. 


Los proyectos que desarrollen los Distritos Especiales de Mejoramiento y Organización Sectorial - DEMOS 
deberán garantizar el uso común, propender por el libre acceso al espacio público y no generan derechos 
adquiridos. 


PARÁGRAFO 1. - De igual manera todos los programas y proyectos que desarrolle la Administración Distrital 
en cumplimiento de sus funciones solo requieren la coordinación entre la entidad correspondiente y el Distrito 
Especial de Mejoramiento y Organización Sectorial - DEMOS en cuanto a la programación de uso de los 
espacios públicos sin que ello implique que debe obtener permisos o aprobaciones. 


En todo caso, los Distritos Especiales de Mejoramiento y Organización Sectorial - DEMOS no podrán hacer 
cobro alguno por la utilización de los espacios públicos cuando la Administración Distrital desarrolle actividades 
en cumplimiento de sus funciones. 


PARÁGRAFO 2. - Para el cumplimiento del objetivo que trata el presente artículo los Distritos Especiales de 
Mejoramiento y Organización Sectorial - DEMOS podrán realizar actividades de aprovechamiento económico 
del espacio público en los elementos a su cargo, de acuerdo con lo establecido en el Marco Regulatorio de 
Aprovechamiento Económico de Espacio Público - MRAEEP o las normas que lo modifiquen, sustituyan o 
complementen. 


Artículo 5°. SOLICITUD DE CREACIÓN. Las comunidades organizadas, asociaciones cívicas, gremiales y 
comerciales a través de una persona jurídica sin ánimo de lucro debidamente reconocida o constituida por la 
autoridad competente, con sede principal en el área delimitada, podrá solicitar la creación de un Distrito Especial 
de Mejoramiento y Organización Sectorial - DEMOS. 


Toda solicitud de creación y delimitación de un Distrito Especial de Mejoramiento y Organización Sectorial - 
DEMOS deberá acompañarse de los siguientes documentos: 


1. Certificado de existencia y representación legal de la persona jurídica mediante el documento legal idóneo, 
cuya fecha de expedición no sea superior a un (1) mes y autorización del órgano respectivo si sus estatutos así 
lo requieren. 


2. Poder debidamente otorgado por la persona jurídica, donde se faculte de manera expresa para la solicitud 
de creación del Distrito Especiales de Mejoramiento y Organización Sectorial - DEMOS, cuando se actué 
mediante apoderado. 


3. Estatutos de la persona jurídica. 


4. Copia del documento de identificación del representante legal de la persona jurídica. 


5. Ortofotografía o imagen satelital de la Unidad Administrativa Especial de Catastro Distrital - UAECD con la 
localización del área delimitada propuesta. 







6. Propuesta de funcionamiento y operación. 


7. Plan de acción presentando las actividades del proyecto que se pretende desarrollar. 


8. Cronograma de ejecución. 


9. Modelo de financiamiento previsto para la ejecución de las actividades. 


10. Reglamento(s) de uso y administración de los espacios públicos administrados por el Distrito Especial de 
Mejoramiento y Organización Sectorial - DEMOS. 


PARÁGRAFO 1. - Se entenderá radicada la solicitud en legal y debida forma cuando cumpla todos los requisitos 
anteriores. 


PARÁGRAFO 2. - Con el fin de ajustar la propuesta de delimitación del correspondiente Distrito Especial de 
Mejoramiento y Organización Sectorial - DEMOS, el Departamento Administrativo de la Defensoría del Espacio 
Público - DADEP, podrá solicitar a los interesados revisión de la solicitud en los términos previstos en el artículo 
17 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo - Ley 1437 de 2011, 
modificado por la Ley 1755 de 2015 o las normas que lo modifiquen, sustituyan o complementen. En el evento 
dado, el DADEP decretará el desistimiento de la solicitud y el archivo del expediente, mediante acto 
administrativo motivado, en los términos de la norma citada. 


De no cumplir con los principios y objetivos establecidos en el presente decreto o incumplir las normas 
urbanísticas y de ordenamiento territorial vigentes, el Departamento Administrativo de la Defensoría del Espacio 
Público - DADEP rechazará la solicitud, la cual podrá volverse a presentar cumpliendo con los requisitos 
señalados en el presente artículo. 


PARÁGRAFO 3. - Si sobre uno o más espacios públicos se presentan pluralidad de solicitudes de creación de 
uno o varios Distritos Especiales de Mejoramiento y Organización Sectorial - DEMOS, el Departamento 
Administrativo de la Defensoría del Espacio Público - DADEP, realizará la respectiva evaluación teniendo en 
cuenta la fecha de solicitud radicada en legal y debida forma. 


PARÁGRAFO 4. - Radicada la solicitud en legal y debida forma, el Departamento Administrativo de la 
Defensoría del Espacio Público - DADEP procederá a solicitar a las Entidades Administradoras del Espacio 
Público la entrega de los espacios públicos incluidos en la propuesta de delimitación a su cargo, con el fin de 
integrarlos al área propuesta del respectivo Distrito Especial de Mejoramiento y Organización Sectorial - 
DEMOS en los términos definidos por el Marco Regulatorio de Aprovechamiento Económico de Espacio Público 
- MRAEEP o las normas que lo modifiquen, sustituyan o complementen. 


Artículo 6°. CREACIÓN. El Departamento Administrativo de la Defensoría del Espacio Público - DADEP creará 
mediante actos administrativos motivados los Distritos Especiales de Mejoramiento y Organización Sectorial - 
DEMOS y establecerá las actividades que se desarrollarán en el área delimitada. 


Una vez realizada la evaluación de la propuesta por parte del Departamento Administrativo de la Defensoría 
del Espacio Público – DADEP y considerarla conveniente para la ciudad, podrá expedir el respectivo acto 
administrativo motivado. 


PARÁGRAFO. - La propuesta deberá ser socializada ante la Comisión Intersectorial del Espacio Público - CIEP 
o quien haga sus veces, y posteriormente puesta en consideración de terceros interesados en la página web 
del Departamento Administrativo de la Defensoría del Espacio Público - DADEP por un periodo no menor a 
cinco (5) días hábiles con el fin de recibir comentarios y observaciones. 



https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=41249#17
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Artículo 7°. CONTENIDO DEL ACTO ADMINISTRATIVO DE CREACIÓN. El contenido del acto administrativo 
de creación y delimitación de los Distritos Especiales de Mejoramiento y Organización Sectorial - DEMOS 
contendrá: 


1. La persona beneficiaria. 


2. Delimitación del área. 


3. Esquema de funcionamiento y operación. 


4. Inventario de los elementos de espacio público incluidos en el área delimitada incluyendo las condiciones 
que para dicho fin se establezcan. 


5. Adopción de los reglamentos de uso y administración de los espacios públicos incluidos en el área delimitada. 


6. Causales de terminación. 


7. Pólizas de cumplimiento y responsabilidad correspondientes. 


La delimitación del Distrito Especial de Mejoramiento y Organización Sectorial - DEMOS, se registrará en el 
Sistema de Información de la Defensoría del Espacio Público - SIDEP. 


En cumplimiento de lo dispuesto en el numeral 8 del artículo 8 del Código de Procedimiento Administrativo y de 
lo Contencioso Administrativo - Ley 1437 de 2011, se deberá proceder a la publicación del proyecto de acto 
administrativo en la página web del Departamento Administrativo de la Defensoría del Espacio Público - DADEP. 


El acto administrativo de creación y delimitación del respetivo Distrito Especial de Mejoramiento y Organización 
Sectorial - DEMOS deberá ser expedido por el Director de Departamento Administrativo de la Defensoría del 
Espacio Público – DADEP, publicado, comunicado y notificado al interesado personalmente de conformidad 
con lo establecido en los artículos 66 y siguientes de la Ley 1437 de 2011 o las normas que la reglamenten, 
sustituyan, modifiquen, adicionen o complementen. Contra el acto administrativo procederá el recurso de 
reposición que trata los artículos 74 y siguientes de la Ley 1437 de 2011 o las normas que la reglamenten, 
sustituyan, modifiquen, adicionen o complementen. 


PARÁGRAFO 1. - El Distrito Especial de Mejoramiento y Organización Sectorial - DEMOS no podrá ocupar, 
usar o intervenir el espacio público en el área delimitada, sin que se haya expedido el respectivo acto 
administrativo de creación. 


PARÁGRAFO 2. - La persona jurídica se obliga a constituir a favor del Distrito Capital - Departamento 
Administrativo de la Defensoría del Espacio Público - DADEP las garantías que se requieran para amparar las 
actividades aprobadas en el respectivo acto administrativo de creación y delimitación del Distrito Especial de 
Mejoramiento y Organización Sectorial - DEMOS. Éstas deberán allegarse dentro de los cinco (5) días hábiles 
siguientes a la notificación del respectivo acto administrativo. 


Artículo 8°. FUNCIONAMIENTO Y OPERACIÓN. Una vez haya sido creado el Distrito Especial de 
Mejoramiento y Organización Sectorial - DEMOS, durante los primeros quince (15) días de cada semestre a 
partir de la fecha de creación, la persona jurídica deberá presentar para seguimiento del Departamento 
Administrativo de la Defensoría del Espacio Público - DADEP, el informe de las actividades realizadas y 
programadas en el área delimitada. Para este fin, la persona jurídica presentará los siguientes contenidos 
actualizados: 


1. Informe general de las actividades realizadas. 


2. Informe gráfico y descriptivo de las actividades realizadas. 



https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=41249#8.8
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3. Informe de ingresos y gastos. 


4. Presupuesto y plan de acción de las actividades programadas. 


Artículo 9° PLAZO. - El tiempo de duración de los Distritos Especiales de Mejoramiento y Organización 
Sectorial - DEMOS será máximo de cinco (5) años. 


Artículo 10°. RECURSOS POR APORTES VOLUNTARIOS. Los Distritos Especiales de Mejoramiento y 
Organización Sectorial - DEMOS podrán realizar aportes voluntarios en especie para el mejoramiento, el 
mantenimiento, la administración y la preservación de las condiciones urbanas, ambientales y socioeconómicas 
del área delimitada. 


PARÁGRAFO. - Tales aportes voluntarios se realizarán a título de donación y a partir de ellos se podrán obtener 
los beneficios tributarios establecidos en la normatividad vigente. 


Artículo 11°. RECURSOS POR ACTIVIDADES DE APROVECHAMIENTO ECONÓMICO DEL ESPACIO 
PÚBLICO. Los recursos que se generen por aprovechamiento económico en los elementos del espacio público 
entregados en administración, conforme a la reglamentación vigente, se destinarán al mejoramiento, el 
mantenimiento, la administración y la preservación de las condiciones urbanas, ambientales y socioeconómicas 
del área delimitada por el Distrito Especial de Mejoramiento y Organización Sectorial - DEMOS. 


PARÁGRAFO. - En caso de generarse excedentes por el desarrollo de actividades de aprovechamiento en 
espacio público, deberán ser reembolsados al Distrito Capital de Bogotá en las condiciones que fije el 
Departamento Administrativo de la Defensoría del Espacio Público - DADEP, atendiendo los criterios de 
razonabilidad y proporcionalidad, y en todo caso se destinarán al mejoramiento, el mantenimiento, la 
administración y la preservación de las condiciones urbanas, ambientales y socioeconómicas del espacio 
público. 


Artículo 12°. SEGUIMIENTO. La verificación del funcionamiento y operación de los Distritos Especiales de 
Mejoramiento y Organización Sectorial - DEMOS será ejercido por el Departamento Administrativo de la 
Defensoría del Espacio Público - DADEP. 


Artículo 13°. INSPECCIÓN, VIGILANCIA Y CONTROL. La inspección, vigilancia y control de los Distritos 
Especiales de Mejoramiento y Organización Sectorial - DEMOS será realizada por el Departamento 
Administrativo de la Defensoría del Espacio Público - DADEP de conformidad con sus competencias y de 
acuerdo a lo que se establezca en los respectivos actos administración de creación y delimitación de los 
DEMOS. 


Sin perjuicio de lo anterior, las autoridades de control urbano mantienen sus competencias según las normas 
vigentes en materia de protección de la integridad del espacio público. 


Artículo 14°. VIGENCIA. El presente decreto rige a partir del día hábil siguiente a su publicación en el Registro 
Distrital. 


PUBLÍQUESE, Y CÚMPLASE. 


Dado en Bogotá, D.C., a los 21 días del mes de septiembre del año 2018. 


 


ENRIQUE PEÑALOSA LONDOÑO 
Alcalde Mayor 


 



https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=81054





 
MIGUEL URIBE TURBAY 


Secretario Distrital de Gobierno 
 
 


NADIME YAVER LICHT 
Directora 


Departamento Administrativo de la Defensoría del Espacio Público 
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LA DESTINACIÓN ESPECÍFICA DE LOS DINEROS FRUTO DE LA 
COMPENSACIÓN DEL ESPACIO PÚBLICO:  


Septiembre 2024 


Se hace el análisis, por petición de la Gerencia del BIM, del destino de los recursos provenientes de 
los procesos de compensación previstos en las normas nacionales y en el Plan de Ordenamiento 
Territorial del municipio de Montería. 


TEMA: El instrumento jurídico de la compensación de espacio público. 


ASUNTO A DEBATIR: 


¿Es posible invertir los dineros producto de la compensación de las obligaciones de espacio 
público en la compra de predios con destinación diferente a espacio público? 


¿Es posible recibir obras de urbanismo como forma de pago de la compensación de las 
obligaciones de espacio público? 


Para dar respuesta al presente tema se hace necesario entender como primera medida el concepto jurídico 
de espacio público, su marco normativo y desarrollo jurisprudencial, para luego entrar a revisar el objeto y 
finalidad de la figura de la COMPENSACIÓN DE ESPACIO PÚBLICO que está atada a la figura de la 
SUSTITUCIÓN, en función de las cargas urbanísticas generadas por las actuaciones urbanísticas que señala 
la Ley 388 de 1997 y concluir si es posible o no invertir los recursos generados por dicha figura en la compra 
de predios con destinación diferente a la de espacio público. 


1. La Constitución y el Espacio Público


El espacio público se constituye en uno de los pilares y principios fundamentales del cumplimiento del 
precepto del Estado Social de Derecho al hacer explícito el “principio de prevalencia del interés general sobre 
el interés particular”, dicho principio se encuentra previsto en otros apartes de la Constitución Política 
(Artículos 1, 58 y 82). 


La prevalencia del interés general sobre el particular se refiere a la consideración de preponderancia de lo 
social por encima de lo individual. Los intereses de la comunidad priman sobre los individuos, pero deben 
garantizar que los fines que se esbocen, realmente beneficien a todos (Artículo 58 C.P. 1991). 
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“…Cuando de la aplicación de una ley expedida por motivos de utilidad pública o interés social, resultare en 
conflicto los derechos de los particulares con la necesidad por ella reconocida, el interés privado deberá ceder 
al interés público o social. 
 
La propiedad es una función social que implica obligaciones. Como tal, le es inherente una función ecológica. 
 
El Estado protegerá y promoverá las formas asociativas y solidarias de propiedad…”. (Artículo 58) 


 
Dicha situación implica que no se excluyen los intereses individuales sino que la consideración antes que a 
referirse a que cada individuo busque que los beneficios incluyan al individuo y al resto de la sociedad. No 
desconoce los derechos individuales, más bien los realiza pero de manera armónica y solidaria en la 
sociedad. 
 
De otra parte el artículo 631 de la Constitución Política, establece que los bienes de uso público y los demás 
bienes que determine la ley, son inalienables, imprescriptibles e inembargables. 
 
La Constitución Política de 1991 continua en su artículo 822 primer inciso, incluido en el capítulo III: de los 
derechos colectivos y del ambiente, consagrando como uno de los derechos colectivos garantizados y 
protegidos por la Constitución, el derecho al espacio público, y en esa medida, impone al Estado, y 
concretamente a todas las autoridades el deber de velar por su protección integral del espacio público y su 
destinación al uso común, el cual prevalece sobre el interés particular. 
 
De conformidad con la norma fundamental resulta claro que el espacio público, por su naturaleza, debe ser 
destinado al uso común, es decir al uso y goce de la colectividad en general. 
 
Ahora bien, la Carta Política no solo se encargó de consagrar los derechos colectivos y del ambiente, sino 
que además diseño unos mecanismos judiciales de protección y del ambiente, como son las conocidas 
acciones populares.3 Así, el artículo 88 de la Constitución establece este mecanismo como una de las formas 
de protección de los intereses colectivos, relacionados, en el caso que nos interesa con el espacio público y el 
ambiente. 
 
Por lo anterior, la defensa del espacio público, en general, y de los bienes de uso público, en particular, es un 
deber legal que le corresponde al Estado en su integralidad, no solo a las autoridades administrativas de los 
entes territoriales que tienen las competencias específicas en estas materias, sino al conjunto de las 
autoridades públicas, incluidas por su puesto, las autoridades jurisdiccionales del Estado. 
 
 
 
 


 
1 “Art. 63. Los bienes de uso público, los parques naturales, las tierras comunales de grupos étnicos, las tierras de resguardo, el 
patrimonio arqueológico de la Nación y los demás bienes que determine la ley, son inalienables, imprescriptibles e inembargables”. 
2 “Es deber del Estado velar por la protección de la integridad del espacio público y por su destinación al uso común, el cual prevalece 
sobre el interés particular. Las entidades públicas participarán en la plusvalía que genere su acción urbanística y regularán la 
utilización del suelo y del espacio aéreo urbano en defensa del interés común.” 
3 Acciones Populares, cuyo origen remoto, en nuestra legislación colombiana, se encuentra en el artículo 1005 del Código Civil de 
1873 (adoptado por toda la República de Colombia por la Ley 57 de 1887). 
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2. Doctrina Constitucional sobre Espacio Público. 
 
La Corte Constitucional profirió la sentencia de unificación de jurisprudencia SU 360 y SU 601A de 1999, 
mediante las cuales se sentó doctrina constitucional respecto al derecho al espacio público y su protección 
constitucional, a continuación se transcriben algunos de los apartes pertinentes expuestos por la Corte en la 
sentencia SU 601A de 1999 4: 
 


"1. Del concepto de espacio público y su protección constitucional  
 
"1. La búsqueda de una mejor calidad de vida para las personas y la protección de los derechos y libertades de 
los ciudadanos, es uno de los fundamentos sobre las cuales se estructura el concepto de Estado Social de 
Derecho. Es por ello que, de conformidad con el artículo 82 de la Constitución Política, la integridad del espacio 
público y su destinación al uso común, son conceptos cuya protección se encuentran a cargo del Estado, 
precisamente por la necesidad de asegurar el acceso de todos los ciudadanos al goce y utilización común de 
tales espacios colectivos.  
 
"La protección del espacio público, así entendida, responde a la necesidad de conciliar los diferentes ámbitos y 
esferas sociales en un lugar común, sin desconocer, en todo caso, el principio constitucional consagrado en el 
artículo primero de la Carta, mediante el cual se garantiza la prevalencia del interés general frente a los 
intereses privados, en beneficio de la colectividad.  
 
"Si bien en la Constitución anterior no existía una norma expresa que tratara el tema del espacio público5, en la 
Constitución de 1991 sí existen múltiples artículos que hacen alusión al mencionado tema, y que ponen de 
presente las responsabilidades estatales en estas materias. Al respecto, tenemos entre otras, las siguientes 
normas:  
 
"Artículo 82. Es deber del Estado velar por la protección de la integridad del espacio público y por su 
destinación al uso común, el cual prevalece sobre el interés particular. 
 
"Artículo 63. Los bienes de uso público, los parques naturales, las tierras comunales de grupos étnicos, las 
tierras de resguardo, el patrimonio arqueológico de la Nación y los demás bienes que determine la ley, son 
inalienables, imprescriptibles e inembargables." 
 
"Artículo 102. El territorio, con los bienes públicos que de él forman parte, pertenecen a la Nación." (…) 
 
"2. Para comprender la esencia de lo anteriormente mencionado, debe entenderse por espacio público, en 
virtud de la ley 9ª de 1989 sobre reforma urbana, el "conjunto de inmuebles públicos y los elementos 
arquitectónicos y naturales de los inmuebles privados, destinados por su naturaleza y por su uso o afectación, 
a la satisfacción de necesidades urbanas colectivas que trascienden, por tanto, los límites de los intereses 
individuales de los habitantes."6 
 
"Esta definición amplía conceptualmente la idea de espacio público tradicionalmente entendida en la legislación 
civil7 (artículos 674 y 678 C.C.), teniendo en cuenta que no se limita a reducirla a los bienes de uso público 
(calles, plazas, puentes, caminos, ríos y lagos) señalados en la mencionada legislación, sino que extiende el 
alcance del concepto a todos aquellos bienes inmuebles públicos, que al ser afectados al interés general en 
virtud de la Constitución o la ley, están destinados a la utilización colectiva.”8 
 


 
4 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia SU 601A del 18 de Agosto de 1999. Magistrado Ponente Dr. Vladimir Naranjo Mesa. 
5 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-183 de 1993. Magistrado Ponente Dr. Jorge Arango Mejia. 
6 Artículo 5° de la Ley 9ª de 1989. 
7 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-346 de 1997. Magistrado Ponente Dr. Antonio Barrera Carbonell. 
8 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-183 de 1993. Magistrado Ponente Dr. Jorge Arango Mejía. 
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"En ese orden de ideas, los bienes de uso público son entendidos por la legislación colombiana como 
inalienables, imprescriptibles e inembargables (artículo 63 de la C.P.), lo cual implica que en virtud de su 
esencia son inapropiables, pues están destinados al uso público y cualquier acto de comercio podría vulnerar 
el fin para el cual han sido concebidos (...) ningún particular puede considerar que tiene derechos adquiridos 
sobre los bienes de uso público9 y tampoco podría alegar una posible prescripción adquisitiva de dominio sobre 
ellos. En efecto, estos bienes están fuera de todas las prerrogativas del derecho privado.10 (…)”. 


 
3. Desarrollo legal de la figura de las Cesiones Obligatorias de Espacio Público en relación con la 


sustitución y la compensación. 
 
Sobre el marco jurídico específico de la figura de sustitución y/o compensación de Espacio Público, se hará 
una presentación en orden cronológico de expedición de las normas nacionales y luego se presentará la 
municipal, para poder comprender de manera integral e histórica el tema. 
 
LEY 9 DE 1989 
 
Anterior al concepto establecido en la Constitución Política de 1991, la Ley 9 de 1989, conocida como la Ley 
de Reforma Urbana, estableció en el artículo 511 la definición del concepto de espacio público, norma que fue 
adicionada por el artículo 117 de la Ley 388 de 199712, de igual forma en el inciso 3° del artículo 613, norma 
vigente actualmente, se establece, que no se puede privar a la ciudadanía del uso, goce, disfrute visual y libre 
tránsito del espacio público. 
 
También señaló, para efectos del presente concepto que, cuando las áreas de cesión para zonas verdes y 
servicios comunales cumplan con las siguientes condiciones: i) sean inferiores a las mínimas exigidas por las 
normas urbanísticas, o ii) cuando su ubicación sea inconveniente para la ciudad, se podrá compensar la 
obligación de cesión en dinero o en otros inmuebles: 
 


“Artículo 7º. 
 
(…) 


Cuando las áreas de cesión para zonas verdes y servicios comunales sean inferiores a las mínimas exigidas 
por las normas urbanísticas, o cuando su ubicación sea inconveniente para la ciudad, se podrá 
compensar la obligación de cesión, en dinero o en otros inmuebles, en los términos que reglamenten los 
concejos, el consejo intendencial y las juntas metropolitanas. Si la compensación es en dinero, se deberá 
asignar su valor a los mismos fines en lugares apropiados según lo determine el Plan de Desarrollo o Plan de 


 
9 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-551 de 1992. Magistrado Ponente Dr. José Gregorio Hernández Galindo. 
10 Marienhoff, Garrido Falla, Sayagúes lazo y García de Enterría. “Sobre la imprescriptibilidad del dominio público.” En revista de la 
Administración Pública No. 13. Tomado de Gustavo Penagos. Derecho Administrativo. Parte Especial. Librería el Profesional. 1995. 
11 “Entiéndase por espacio público el conjunto de inmuebles públicos y los elementos arquitectónicos y naturales de los inmuebles 
privados, destinados por su naturaleza, por su uso o afectación, a la satisfacción de necesidades urbanas colectivas que transcienden, 
por tanto, los límites de los intereses, individuales de los habitantes.” 
12 Incorporación de áreas públicas. Adicionase el artículo 5 de la Ley 9 de 1989, con el siguiente parágrafo: "Parágrafo.- El espacio 
público resultante de los procesos de urbanización y construcción se incorporará con el solo procedimiento de registro de la escritura 
de constitución de la urbanización en la Oficina de Instrumentos Públicos, en la cual se determinen las áreas públicas objeto de cesión 
y las áreas privadas, por su localización y linderos. La escritura correspondiente deberá otorgarse y registrarse antes de la iniciación 
de las ventas del proyecto respectivo." 
13 “…Los parques y zonas verdes que tengan el carácter de bienes de uso público, así como las vías públicas, no podrán ser 
encerrados en forma tal que priven a la ciudadanía de su uso, goce, disfrute visual y libre tránsito.” 
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Desarrollo Simplificado. Si la compensación se satisface mediante otro inmueble, también deberá estar ubicado 
en un lugar apropiado según lo determine el mismo plan. 


Los aislamientos laterales, parámetros y retrocesos de las edificaciones no podrán ser compensados en dinero ni 
canjeados por otros inmuebles.” Subrayado fuera de texto. 


La norma señala entonces, que para compensar, se debe dar una de dos condiciones: 
 
Que sean las áreas de cesión inferiores a las mínimas exigidas, que es de fácil verificación por la autoridad 
responsable de tramitar el licenciamiento. O que su ubicación sea inconveniente para la ciudad, cláusula que 
contiene un señalamiento vago y debe ser reglamentada por la entidad territorial, con el propósito de definir el 
concepto de “inconveniente para la ciudad”, ya que la reglas de la sana y lógica interpretación nos impide 
hacerlo de tal manera que se termine, por parte de la administración, remplazando al legislador en cada caso 
particular. No puede pasarse entonces de la discrecionalidad administrativa a la arbitrariedad de la 
administración, hecho que puede terminar significando investigaciones disciplinarias, fiscales y hasta penales 
si fuera el caso. 
 
Finalmente debe decirse que la misma norma advierte [Y ESTÁ VIGENTE] que si la compensación es en 
dinero, se deberá asignar su valor a los mismos fines, es decir: ÚNICAMENTE A ESPACIO PÚBLICO. 
 
DECRETO NACIONAL 1077 DE 2015 (SUBROGA AL DECRETO NACIONAL 1504 DE 1998) 
 
Posteriormente, según el Decreto Nacional 1077 de 2015, los municipios y distritos deberán dar prelación a 
la planeación, construcción, mantenimiento y protección del espacio públicos sobre los demás usos 
del suelo, dado que el espacio público, tiene las características atribuidas por el artículo 63 de la Constitución 
Política, de inalienables, imprescriptibles e inembargables. Nótese que el mandato legal no es potestativo 
(podrá) sino obligatorio (deberán). 
 
El mismo Decreto Nacional 1077 de 2015, reglamentó el manejo del espacio público en los planes de 
ordenamiento territorial, reiterando que es deber del Estado velar por la protección de la integridad del 
espacio público y por su destinación al uso común, el cual prevalece sobre el interés particular.14 
 
Así mismo, y para los efectos específicos de nuestro tema, dicho Decreto consagró la posibilidad de variar el 
destino de los bienes de uso público incluidos en el espacio público, a través de los planes de ordenamiento 
territorial o de los instrumentos que los desarrollen, siempre que sean sustituidos por otros de 
características y dimensiones equivalentes o superiores, atendiendo, entre otros criterios, los de 
calidad, accesibilidad y localización. 
 
La norma señala que el espacio público es uno de los elementos estructurales de los planes de ordenamiento 
territorial: 
 


 
14 Artículo 1° del Decreto 1504 de 1998. 
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“Artículo 7º.- El espacio público es el elemento articulador y estructurante fundamental del espacio en la ciudad, 
así como el regulador de las condiciones ambientales de la misma, y por lo tanto se constituye en uno de los 
principales elementos estructurales de los Planes de Ordenamiento Territorial” (Decreto 1504 de 1998) 


 
El artículo 21 del anterior decreto regulatorio 1504 de 1998 (Derogado por el art. 78 del Decreto Nacional 1600 de 
2005.) decía que se podía compensar el espacio público en dinero, si ello fuera necesario, según unas 
condiciones, pero al igual que la norma de la Ley 9 de 1989, dicho valor SE DEBERÁ ASIGNAR 
ÚNICAMENTE A LA PROVISIÓN DE ESPACIO PÚBLICO: 
 


“Artículo 21º.- Cuando las áreas de cesión para zonas verdes y servicios comunales sean inferiores a las 
mínimas exigidas por las normas urbanísticas, o cuando su ubicación sea inconveniente para la ciudad, o cuando 
existan espacios públicos de ejecución prioritaria, se podrá compensar la obligación de cesión en dinero u 
otros inmuebles, en los términos que reglamenten los consejos a iniciativa de los alcaldes. Si la compensación 
es en dinero o en otros inmuebles, se deberá asignar su valor a la provisión de espacio público en los 
lugares apropiados según lo determine el plan de ordenamiento territorial. 
 
Los antejardines, aislamientos laterales y parámetros retrocesos de las edificaciones, no podrán ser 
compensados en dinero, ni canjeados por otros inmuebles.” 


 
DECRETO NACIONAL 1077 DE 2015 
 
Finalmente, el Gobierno Nacional desde el Decreto 1469 de 2010, que derogó el Decreto 564 de 200615, 
derogado a su vez por el Decreto 1077 de 2015, retoma lo que fuera derogado del Decreto 1504 de 1998 por 
el Decreto 1600 de 2005 y establece en su artículo 57 que:  
 


“Determinación de las áreas de cesión. Sin perjuicio de las normas nacionales que regulan la materia, los 
Planes de Ordenamiento Territorial o los instrumentos que lo desarrollen o complementen determinarán las 
especificaciones para la conformación y dotación de las cesiones gratuitas destinadas a vías, equipamientos 
colectivos y espacio público en general. Cuando las zonas de cesión presenten áreas inferiores a las 
mínimas exigidas, o cuando su ubicación sea inconveniente para el municipio o distrito, se podrán 
compensar en dinero o en otros inmuebles, en los términos que reglamente el Concejo municipal o distrital. 
Estas previsiones se consignarán en las respectivas licencias de urbanización o parcelación.  
 
Si la compensación es en dinero, se destinará su valor para la adquisición de los predios requeridos 
para la conformación del sistema de espacio público, y si es en inmuebles, los mismos deberán estar 
destinados a la provisión de espacio público en los lugares apropiados, según lo determine el Plan de 
Ordenamiento Territorial o los instrumentos que lo desarrollen o complementen. Subrayado y negrilla fuera de 
texto 
 
(…)” 
 


 
 


15 Artículo 50. Determinación de las áreas de cesión. Sin perjuicio de las normas nacionales que regulan la materia, los Planes de 
Ordenamiento Territorial o los instrumentos que lo desarrollen o complementen determinarán las especificaciones para la 
conformación y dotación de las cesiones gratuitas destinadas a vías, equipamientos colectivos y espacio público en general. Cuando 
las zonas de cesión presenten áreas inferiores a las mínimas exigidas, o cuando su ubicación sea inconveniente para el municipio o 
distrito, se podrán compensar en dinero o en otros inmuebles, en los términos que reglamente el Concejo municipal o distrital. Estas 
previsiones se consignarán en las respectivas licencias de urbanización o parcelación. Si la compensación es en dinero, se destinará 
su valor para la adquisición de los predios requeridos para la conformación del sistema de espacio público, y si es en inmuebles, los 
mismos deberán estar destinados a la provisión de espacio público en los lugares apropiados, según lo determine el Plan de 
Ordenamiento Territorial o los instrumentos que lo desarrollen o complementen. 



http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=16545#78

http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=16545#78
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También es claro y complementario al tema, que el avalúo de las zonas de cesión que no podrán ser dejadas 
in situ, se hará con base en el valor comercial, con el propósito de aplicar la figura de la compensación, como 
también lo han señalado las normas nacionales sobre avalúo de zonas de espacio público hoy vigentes. 
(Resolución 620 de 2008 IGAC)16 
 
CONCLUSIÓN 
 
¿Es posible invertir los dineros producto de la compensación de las obligaciones de espacio 
público en la compra de predios con destinación diferente a espacio público? 
 
¿Es posible recibir obras de urbanismo como forma de pago de la compensación de las 
obligaciones de espacio público? 
 
NO Teniendo en cuenta el principio de legalidad que establece el marco jurídico previamente señalado al que 
debe someterse el ejercicio de la función pública y que debe respetar el servidor público17. 
 
Por ello, el Municipio SOLO PUEDE RECIBIR DINERO proveniente del pago compensatorio de la 
obligación de espacio público (cesiones obligatorias) Y DESTINARLO ÚNICA Y EXCLUSIVAMENTE a los 
fines de GENERAR NUEVO ESPACIO PÚBLICO para la entidad territorial.  
 
Las normas descritas nos indican sin lugar a dudas18, que la compensación SOLO ES EN DINERO cuando 
aplica y este dinero generado cuenta con una DESTINACIÓN ESPECÍFICA por expreso mandato legal (Ley 9 
de 1989 y Decreto Nacional 1077 de 2015) y es para la generación de nuevo suelo para la conformación del 
sistema de espacio público que requiere la entidad territorial, máxime si se califica al espacio público como un 
factor estructural de los planes de ordenamiento territorial. 
 
Luego, NO ES POSIBLE para el municipio recibir como pago de la compensación de la obligación de espacio 
público obras de urbanismo y tampoco es posible destinar los recursos de pago compensatorio de dichas 
obligaciones a la compra de predios para VIS, ni a la compra de cualquier otro tipo suelo que no sea para 
espacio público, inclusive, la misma norma al ser tan clara, no permite la destinación de estos dineros ni 
siquiera a la construcción, mantenimiento o adecuación de espacios públicos, solo, y se reitera, se puede 
destinar para la ADQUISICIÓN DE SUELO para espacio público. 
 


 
16 ARTÍCULO 28. AVALÚO DE ÁREAS DE CESIÓN. Cuando sea necesario avaluar las áreas de cesión, para efectos de 
compensación, según lo autorizado en el artículo 7o de la Ley 9ª de 1989, el avalúo debe realizarse a valores comerciales del terreno 
urbanizado, así el terreno al momento del avalúo se encuentre en bruto. 
17 Es claro dentro de nuestro régimen jurídico, que los planes urbanísticos son actos administrativos que permiten responder al 
ordenamiento del suelo a través de un modelo urbanístico concreto y cuya competencia se atribuye a las entidades locales en 
armonía con el Plan de Desarrollo Municipal o Distrital. Pero de igual manera es cierto que, en relación a las normas que son 
aprobadas por los concejos municipales, éstas responden dentro de una “discrecionalidad administrativa normativa”, con la creación 
de una regla, subregla o norma inferior, pero siempre dentro del marco de una norma superior y que para el caso que nos ocupa es la 
Ley 9 de 1989, artículo 7 y el Decreto Nacional 1469 artículo 57, que complementan y subordinan la potestad de ordenación 
urbanística que el régimen jurídico colombiano le concede a los municipios y distritos a través de sus corporaciones públicas. 
18 Es un principio de nuestro ordenamiento jurídico que cuando la norma es clara no le es dable al intérprete consultar su espíritu. 
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El papel del Banco Inmobiliario, en este caso de las compensaciones de espacio público, tiene como alcance 
el manejo administrativo, presupuestal y contable de los dineros que se recauden, para luego ser orientados 
en la adquisición de suelo para espacio público, hacer cosa distinta podría implicar responsabilidades 
disciplinarias, fiscales y penales. 
 
Finalmente no se debe olvidar que el Espacio Público es un indicador de la calidad de vida urbana, es un 
instrumento privilegiado de la política urbanística para hacer ciudad sobre la ciudad, para cualificar espacios 
deteriorados y para dar un valor ciudadano a las infraestructuras, entre muchos otros aspectos. 
 
FUENTE JURÍDICA: 
 
Ley 9 de 1989 
Ley 388 de 1997 
Ley 2044 de 2020 
Ley 2079 de 2021 
Decreto Nacional 1504 de 1998 
Decreto Nacional 1600 de 2005 
Decreto Nacional 564 de 2006 
Decreto Nacional 1469 de 2010 
Decreto Nacional 1077 de 2015 
 
 
Cordialmente, 
 
 
 
CARLOS ANDRÉS TARQUINO BUITRAGO 
Abogado Especialista en Derecho Urbanístico 
Asesor Banco de Suelos e Inmobiliario de Montería 
Contrato de prestación de servicios No. BIM-CD-006-2024 
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PROCESO CONTABLE DENTRO DEL SANEAMIENTO INTEGRAL DEL PATRIMONIO 
INMOBILIARIO MUNICIPAL 


 
Septiembre 2024 


 
¿Dentro del saneamiento integral de los bienes inmuebles, el aspecto contable como se debe 
entender al momento de entregar bienes a terceros bajo diversas modalidades? 
 
De conformidad con el marco jurídico nacional de la Contabilidad Pública Ley 298 de 1996 y las resoluciones 
reglamentarias de la Contaduría General de la Nación, se debe precisar lo siguiente en relación con la 
OBLIGATORIEDAD DE REALIZAR los respectivos registros de los bienes inmuebles entregados a terceros o 
recibidos de terceros de la siguiente manera: 
 
TÍTULO 1 CATÁLOGO GENERAL DE CUENTAS 
 
Tema 1.1 1 920 Bienes entregados a terceros 
 
Subtema 1.1.1 Reconocimiento por parte de una entidad de gobierno de la entrega en cualquier figura 
jurídica, v. gr. Comodato, de propiedades, planta y equipo al terceros como por pueden ser las Juntas de 
Acción Comunal. 
 
Dentro del Manual de Procedimientos Contable, sobre reconocimiento y revelación de hechos relacionados 
con las propiedades, planta y equipo, en especial sobre bienes de uso permanente sin contraprestación 
(Comodatos), existe inicialmente un vacío ya que no se menciona el caso. 
 
Por ello el tratamiento contable de bienes entregados en comodato a particulares sin ánimo de lucro debe 
tener como fundamento lo siguiente: 
 
El contexto legal definido en el Código Civil sobre el Contrato de Comodato o Préstamo de Uso, establece: 
 


“ARTÍCULO 2200. DEFINICION Y PERFECCIONAMIENTO DEL COMODATO O PRÉSTAMO DE 
USO. El comodato o préstamo de uso es un contrato en que una de las partes entrega a la otra 
gratuitamente una especie mueble o raíz, para que haga uso de ella, y con cargo de restituir la misma 
especie después de terminar el uso. 
 
Este contrato no se perfecciona sino por la tradición de la cosa. 
 
ARTÍCULO 2201. DERECHOS DEL COMODANTE. El comodante conserva sobre la cosa prestada 
todos los derechos que antes tenía, pero no su ejercicio, en cuanto fuere incompatible con el uso 
concedido al comodatario. 
 



http://www.noticieroficial.com/secCodigos.php/CODIGO_CIVIL2.htm
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ARTÍCULO 2202. LIMITACIONES DEL COMODATARIO. El comodatario no puede emplear la cosa 
sino en el uso convenido, o a falta de convención en el uso ordinario de las de su clase”.  


 
El Catálogo General de Cuentas contenido en el Manual de Procedimientos del Régimen de Contabilidad 
Pública, describe la siguiente cuenta así:  
 


1920-BIENES ENTREGADOS A TERCEROS: “Representa el valor de los bienes muebles e inmuebles 
de propiedad de la entidad contable pública entregados a terceros mediante contrato, para su uso, 
administración o explotación que deberán restituirse en las condiciones establecidas en los contratos 
que amparan la entrega de los mismos… 
 
La contrapartida corresponde a las subcuentas que integran las cuentas 1605-Terrenos, 1610- 
Semovientes, 1640-Edificaciones, 1645-Plantas, ductos y túneles, 1650-Redes, líneas y cables, 1655-
Maquinaria y equipo, 1660-Equipo médico y científico, 1665-Muebles, enseres y equipo de oficina, 
1670-Equipos de comunicación y computación, 1675-Equipos de transporte, tracción y elevación, y 
1680-Equipos de comedor, cocina, despensa y hotelería. 
 
Dinámica. Se debita con el valor de los bienes entregados a terceros para su uso, administración o 
explotación” 


 
CONCLUSIÓN 
 
Los bienes que la alcaldía municipal de Montería entrega en comodato o bajo cualquier otra modalidad sin 
contra prestación, como a particulares sin ánimo de lucro (JAC, Fundaciones, Asociaciones, etc.), deben 
registrarse debitando la subcuenta que corresponda de la cuenta 1920-BIENES ENTREGADOS A 
TERCEROS, y acreditando la subcuenta que corresponda de las cuentas 1605- Terrenos, 1610-Semovientes, 
1640-Edificaciones, 1645-Plantas, ductos y túneles, 1650-Redes, líneas y cables, 1655-Maquinaria y equipo, 
1660-Equipo médico y científico, 1665-Muebles, enseres y equipo de oficina, 1670-Equipos de comunicación 
y computación, 1675-Equipos de transporte, tracción y elevación, y 1680-Equipos de comedor, cocina, 
despensa y hotelería. 
 
Cordialmente, 


 
 
CARLOS ANDRÉS TARQUINO BUITRAGO 
Abogado Especialista en Derecho Urbanístico 
Asesor Banco de Suelos e Inmobiliario de Montería 
Contrato de prestación de servicios No. BIM-CD-006-2024 
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ZONAS DE CESIÓN OBLIGATORIAS PARA EQUIPAMIENTO:  
BIENES PÚBLICOS CON FINES Y CARACTERÍSTICAS ESPECIALES 


 
Septiembre de 2.024 


 
 
 
Este concepto se elabora con el fin especial de explicar en que consisten las zonas de 
cesión obligatoria, como cargas urbanísticas derivadas del desarrollo urbano y que fines y 
características comportan, al amparo constitucional y legal vigente. 
 
1. UNA APROXIMACIÓN A SU DEFICIÓN 
 
En este sentido, el primer punto que se debe abordar es la definición de las zonas de cesión 
obligatoria gratuitas, que son porciones de suelo que los promotores de un proyecto 
urbanístico deben ceder a las entidades municipales o distritales para uso público. Estas 
zonas se destinan, por expreso mandato legal contenido en las leyes 9 de 1989 y 388 de 
1997 y en el Decreto Único Nacional 1077 de 2015, a la conformación del espacio público, 
consistente en los suelos para las zonas verdes y/o parques, vías y equipamientos y están 
aprobadas y señaladas en los planos urbanísticos aprobados por la respectiva autoridad. 
 
2. MARCO LEGAL DE LAS ZONAS DE CESIÓN OBLIGATORIAS COMO CARGA 


URBANÍSTICA 
 
El segundo punto obligado es el marco legal que ampara a las zonas de cesión obligatorias 
y que tiene su origen, incluso, al amparo del anterior marco constitucional contenido en la 
Constitución Nacional de 1886 y el Decreto Ley 1333 de 1986, veamos: 
 


“Artículo 34°. La planeación urbana comprenderá principalmente: 
 
1°. La reglamentación de la construcción y el desarrollo de programas habitacionales según 
las necesidades de protección y restauración de la calidad ambiental y de la vida, dando 
prelación a las zonas con mayores problemas; 
2°. La localización adecuada de servicios públicos cuyo funcionamiento pueda afectar el 
ambiente; 
3°. La fijación de zonas de descanso o de recreo y la organización de sus servicios para 
mantener ambiente sano y agradable para la comunidad; 
4°. La regulación de las dimensiones adecuadas de los lotes de terreno, de las unidades de 
habitación y de la cantidad de personas que pueda albergar cada una de estas unidades y 
cada zona urbana.” 


 
La Ley 9 de 1989, a través de su artículo 2º, modificó el artículo anterior de la siguiente 
manera: 
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El artículo 34 del Decreto Ley 1333 de 1986 (Código de Régimen Municipal), quedará así: 
 
"Los planes de desarrollo incluirán los siguientes aspectos: 
 
1. Un plan y un reglamento de usos del suelo y cesiones obligatorias gratuitas, así como 
normas urbanísticas específicas. 
(…)” 


 
La Ley 9 de 1989 define en su artículo 5 el espacio público de la siguiente manera: 
 


“Artículo 5º.- Entiéndese por espacio público el conjunto de inmuebles públicos y los 
elementos arquitectónicos y naturales de los inmuebles privados, destinados por su 
naturaleza, por su uso o afectación, a la satisfacción de necesidades urbanas colectivas que 
transcienden, por tanto, los límites de los intereses, individuales de los habitantes. 
 
Así, constituyen el espacio público de la ciudad las áreas requeridas para la circulación, tanto 
peatonal como vehicular, las áreas para la recreación pública, activa o pasiva, para la 
seguridad y tranquilidad ciudadana, las franjas de retiro de las edificaciones sobre las vías, 
fuentes de agua, parques, plazas, zonas verdes y similares, las necesarias para la instalación 
y mantenimiento de los servicios públicos básicos, para la instalación y uso de los elementos 
constitutivos del amoblamiento urbano en todas sus expresiones, para la preservación de las 
obras de interés público y de los elementos históricos, culturales, religiosos, recreativos y 
artísticos, para la conservación y preservación del paisaje y los elementos naturales del 
entorno de la ciudad, los necesarios para la preservación y conservación de las playas marinas 
y fluviales, los terrenos de bajamar, así como de sus elementos vegetativos, arenas y corales 
y, en general , por todas las zonas existentes o debidamente proyectadas en las que el interés 
colectivo sea manifiesto y conveniente y que constituyan, por consiguiente, zonas para el uso 
o el disfrute colectivo. 
 
Parágrafo. El espacio público resultante de los procesos de urbanización, parcelación y 
construcción se incorporará con el solo procedimiento de registro de la escritura de 
constitución en la Oficina de Instrumentos Públicos, en la cual se determinen las áreas 
públicas objeto de cesión y las áreas privadas, por su localización y linderos, con base en lo 
aprobado en la licencia urbanística.” 


 
En el artículo 7 de la misma ley se dijo lo siguiente: 
 


Artículo 7.- Los municipios y la Intendencia Especial de San Andrés y Providencia podrán 
crear de acuerdo con su organización legal, entidades que serán responsables de administrar, 
desarrollar, mantener y apoyar financieramente el espacio público, el patrimonio inmobiliario 
y las áreas de cesión obligatoria para vías, zonas verdes y servicios comunales. Así 
mismo, podrán contratar con entidades privadas la administración, mantenimiento y 
aprovechamiento económico de los bienes anteriores.  Ver el Concepto del Consejo de 
Justicia 220 de 1997  
 
Cuando las áreas de cesión para zonas verdes y servicios comunales sean inferiores a las 
mínimas exigidas por las normas urbanísticas, o cuando su ubicación sea inconveniente para 
la ciudad, se podrá compensar la obligación de cesión, en dinero o en otros inmuebles, en los 



https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=1234#34
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términos que reglamenten los concejos, el consejo intendencial y las juntas metropolitanas. Si 
la compensación es en dinero, se deberá asignar su valor a los mismos fines en lugares 
apropiados según lo determine el Plan de Desarrollo o Plan de Desarrollo Simplificado. Si la 
compensación se satisface mediante otro inmueble, también deberá estar ubicado en un lugar 
apropiado según lo determine el mismo plan. (Texto subrayado declarado INEXEQUIBLE por la 
Corte Constitucional mediante Sentencia C-295 de 1993) 
 
Los aislamientos laterales, parámetros y retrocesos de las edificaciones no podrán ser 
compensados en dinero ni canjeados por otros inmuebles.” 


 
Finalmente, el artículo 40 de la Ley 2079 de 2021 modificó el artículo 7 de la Ley 9 de 1989 
anterior y ahora prevé lo siguiente: 
 


Artículo 7º.- Los Concejos Municipales y Distritales podrán, de acuerdo con sus 
competencias, crear entidades responsables de administrar, defender, desarrollar, mantener 
y apoyar financieramente el espacio público, el patrimonio inmobiliario y las áreas de cesión. 
Así mismo, el alcalde Municipal o Distrital en el marco de sus competencias podrá crear 
dependencias u organismos administrativos, otorgándoles autonomía administrativa y 
financiera sin personería jurídica. 
 
Los alcaldes municipales y distritales mediante decreto reglamentarán lo concerniente a la 
administración, mantenimiento y aprovechamiento económico del espacio público. Así mismo, 
podrán entregar a particulares la administración, mantenimiento y aprovechamiento 
económico de los bienes de uso público, utilizando el mecanismo contenido en el Capítulo XVI 
de la Ley 489 de 1998. Igualmente podrán expedir actos administrativos que permitan la 
ocupación temporal de dichos bienes, considerando en ambos casos lo dispuesto por el 
artículo 63 de la Constitución. 
 
(…) 
 
Parágrafo 1°. Se presume de derecho que, en los actos y contratos que se expidan y 
suscriban para el aprovechamiento económico del espacio público, se encuentra contenida la 
cláusula de reversión contenida en el Artículo 14, Numeral 2 y 19 de la Ley 80 de 1993 y 
Artículo 29 de la Ley 1150 de 2007, la cual operará una vez se extinga el plazo dispuesto en 
los actos y contratos. 
 
Parágrafo 2°. Para la intervención u ocupación de los espacios públicos, la entidad 
administradora del espacio público o el tercero encargado no requerirá la obtención de licencia 
de ocupación e intervención. 
 
(…)” 


 
Los artículos descritos dejan claro que, los suelos que tienen este origen urbanístico DE 
CESIÓN PÚBLICA llegan para conformar el espacio público de la entidad territorial, tienen 
un fin específico y gozan de unas características y amparos legales, incluido el marco legal 
para su gestión, administración, mantenimiento y aprovechamiento económico, estando 
entre este tipo de suelos las denominadas CESIONES PÚBLICAS PARA EQUIPAMIENTO. 
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Luego, la Ley 388 de 1997, expedida al amparo de la Constitución Política de 1991, prevé 
en el artículo 37 suelo para equipamientos colectivos, entre otros, de la siguiente manera: 
 


“Artículo 37º.- Espacio público en actuaciones urbanísticas. Las reglamentaciones 
distritales o municipales determinarán, para las diferentes actuaciones urbanísticas, las 
cesiones gratuitas que los propietarios de inmuebles deben hacer con destino a vías locales, 
equipamientos colectivos y espacio público en general, y señalarán el régimen de permisos y 
licencias a que se deben someter así como las sanciones aplicables a los infractores a fin de 
garantizar el cumplimiento de estas obligaciones, todo ello de conformidad con lo dispuesto 
en el Capítulo XI de esta Ley. 
 
También deberán especificar, si es el caso, las afectaciones a que estén sometidos por efectos 
de reservas de terreno para construcción de infraestructura vial, de transporte redes matrices 
y otros servicios de carácter urbano o metropolitano. Para las actuaciones que lo requieran 
como la urbanización en terrenos de expansión y la urbanización o construcción en terrenos 
con tratamientos de renovación urbana, deberá señalarse el procedimiento previo para 
establecer la factibilidad de extender o ampliar las redes de servicios públicos, la 
infraestructura vial y la dotación adicional de espacio público, así como los procesos o 
instrumentos mediante los cuales se garantizará su realización efectiva y la equitativa 
distribución de cargas y beneficios derivados de la correspondiente actuación.” 


 
El Decreto 1077 de 2015, reglamentario de la Ley 388 de 1997 señala lo siguiente: 
 


“ARTÍCULO 2.2.6.1.4.5. Determinación de las áreas de cesión. Sin perjuicio de las normas 
nacionales que regulan la materia, los Planes de Ordenamiento Territorial o los instrumentos 
que lo desarrollen o complementen determinarán las especificaciones para la 
conformación y dotación de las cesiones gratuitas destinadas a vías, equipamientos 
colectivos y espacio público en general. Cuando las zonas de cesión presenten áreas 
inferiores a las mínimas exigidas, o cuando su ubicación sea inconveniente para el municipio 
o distrito, se podrán compensar en dinero o en otros inmuebles, en los términos que 
reglamente el Concejo municipal o distrital. Estas previsiones se consignarán en las 
respectivas licencias de urbanización o parcelación. 
 
(…) 
 
En todo caso, por lo menos el cincuenta por ciento (50%) de las zonas de cesión con destino 
a parques, zonas verdes o equipamientos se distribuirán espacialmente en un sólo globo de 
terreno y cumplirán con las siguientes características: 
 
1. Garantizar el acceso a las cesiones públicas para parques y equipamientos desde una vía 
pública vehicular. 
 
2. Proyectar las zonas de cesión en forma continua hacia el espacio público sin interrupción 
por áreas privadas. 
 
3. No localizar las cesiones en predios inundables ni en zonas de alto riesgo. 
(…).” 


Sobre las cesiones urbanísticas, la jurisprudencia de la Corte Constitucional, en Sentencia 
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C-295 de 1993, ha dicho que:  
 


“Tales cesiones nacen de la obligación que tienen los propietarios que construyen 
urbanizaciones, edificios, realizan parcelaciones, etc., de ceder gratuitamente a los entes 
municipales una parte de su terreno, destinada a calles, parques, plazas, vías de acceso, 
zonas verdes, etc. 
 
El Tratadista Allan Brewer Carias define tales cesiones como "una forma indirecta de 
contribución en especie para hacer revertir a la colectividad -uso público- el mayor valor 
(plusvalía) que adquiere la propiedad del urbanizador, por el hecho de la urbanización 
autorizada por el ente municipal". (Urbanismo y propiedad privada) 
 
Nuestra Corte Suprema de Justicia expresó sobre ellas que "no tienen el alcance de una 
expropiación, razón por la cual el legislador no previó pago de indemnización, pues no tiene 
significación distinta a un acto de enajenación voluntaria, no propiamente donación, según se 
desprende del artículo 1455 del Código Civil, que deben hacer los propietarios de los predios 
con fines urbanísticos de claro interés social, ligados a la función social de la propiedad, y que 
puede exigir el Estado en ejercicio de las facultades que le asisten de dictar normas para 
planificar ordenamente el urbanismo de las ciudades, y que los Concejos municipales 
desarrollan según lo dispuesto en el Estatuto Fundamental (art. 197-1)". (sent. 97 noviembre 
9 de 1989). 
 
En este orden de ideas aparecen las cesiones obligatorias gratuitas como una 
contraprestación a la que se obligan los propietarios de terrenos al solicitar el correspondiente 
permiso para urbanizar o edificar, y al aceptar las condiciones que exigen las autoridades 
competentes, dados los beneficios que pueden obtener con tal actividad, las que se imponen 
en desarrollo de la función social urbanística de la propiedad, consagrada en el artículo 
58 de la Carta, y en ejercicio del poder de intervención del Estado en el uso del suelo 
"con el fin de conseguir el mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes, la distribución 
equitativa de las oportunidades y los beneficios del desarrollo y la preservación de un ambiente 
sano" (art. 334 C.N.), como también del artículo 82 ibidem que faculta a las entidades públicas 
para "regular la utilización del suelo" en defensa del interés común”. 


 
3. CARACTERÍSTICAS DE LAS ZONAS DE CESIÓN OBLIGATORIAS  
 
3.1. Visto lo anterior, los predios que tienen su origen como zonas cedidas, también 


llamados predios públicos de cesión pasan a formar parte del espacio público, 
que tiene protección especial por parte del Estado, conforme al artículo 82 de la CP, 
y cuya destinación al uso común, es apenas una consecuencia del principio que 
antepone el interés común al individual. 
 


3.2. Dichas cesiones obligatorias, que surgen con ocasión de la actividad urbanística, 
son una carga para los propietarios que se enmarca en la función social de la 
propiedad y su inherente función ecológica, que requiere regulación legal en los 
términos del art. 58 de la Constitución y responde al principio del reparto equitativo 
de las cargas y beneficios. 
 


3.3. Tales zonas de cesión son incorporadas en la definición de espacio público 
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contemplada por el artículo 5º de la Ley 9 de 1989, como "el conjunto de inmuebles 
públicos y los elementos arquitectónicos y naturales de los inmuebles privados, 
destinados por su naturaleza, por su uso o afectación, a la satisfacción de 
necesidades urbanas colectivas que trascienden, por tanto, los límites de los 
intereses individuales de los habitantes", señalando en su inciso segundo, entre 
otras, las áreas requeridas para la circulación, tanto peatonal, como vehicular, las 
franjas de retiro de las edificaciones sobre las vías, los parques, plazas, zonas 
verdes y similares, las áreas necesarias para la instalación y mantenimiento de los 
servicios públicos básicos, los elementos constitutivos del amoblamiento urbano en 
todas sus expresiones, etc., y en general "todas las zonas existentes o debidamente 
proyectadas en las que el interés colectivo sea manifiesto y conveniente y que 
constituyan por consiguiente zonas para el uso o el disfrute colectivo". 
 


3.4. Sobre ellas y su gestión, se puede ejercer la administración, mantenimiento y 
aprovechamiento económico, como lo dice la ley, competencia que estará en 
cabeza de la entidad pública que la entidad territorial cree para este propósito, que 
para el caso de Montería podría ser el BIM. 
 


3.5. Dentro de las funciones que pueden adjudicarle al BIM, en relación con los predios 
públicos de cesión y los bienes inmuebles, pueden estar las siguientes: 
 
“Establecer lineamientos para formular las políticas, planes, programas y proyectos 
para la administración y aprovechamiento de las zonas de cesión y de los bienes 
inmuebles del sector central del Municipio y dirigir las acciones para su cumplimiento 
y aplicación, conforme con la normativa vigente”. 
 
“Ejercer la administración, directa o indirectamente, de todos los bienes inmuebles 
del nivel central del Municipio”. 
 
“Mantener, administrar y aprovechas las zonas de cesión, con la facultad de recibir 
y entregarlas materialmente a nombre del Municipio mediante la suscripción de los 
contratos a que haya lugar, de conformidad con las normas vigentes”. 
 
“Definir, gestionar y autorizar los instrumentos de administración y aprovechamiento 
económico del espacio público, de conformidad a los lineamientos de la entidad”. 
 
“Dirigir, gestionar y efectuar el seguimiento y supervisión a la ejecución y 
cumplimiento de los convenios, contratos, asociaciones público-privadas y todo 
instrumento suscrito por el Municipio y el BIM, con terceros para la administración 
de los bienes inmuebles a cargo del BIM, de conformidad a la norma vigente”. 


 
3.6. Sobre los predios públicos de cesión que tengan como NATURALEZA JURÍDICA 


ser BIENES DE USO PÚBLICO, no puede viabilizarse transferencia alguna del 
derecho de dominio a la entidad que los requiera para su funcionamiento, por tener 
la condición de inalienables, imprescriptibles e inembargables, por ello, como se 
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describe en el numeral anterior, se cuenta en la ley con los mecanismos legales y 
contractuales para que los predios públicos de cesión presten su función, a través 
de la suscripción de los convenios, contratos y demás instrumentos jurídicos de 
gestión, que autoriza la ley.  
 
No pasa lo mismo con los predios públicos de cesión que tengan como 
NATURALEZA JURÍDICA ser BIENES FISCALES, como lo pueden ser los suelos 
públicos para equipamiento, que al ser fiscales puede viabilizarse su transferencia, 
de ser necesario, porque no están sometidos a las condiciones de inalienables, 
imprescriptibles e inembargables 
 


3.7. Para la disposición de los predios públicos de cesión y su puesta al servicio de la 
comunidad como fin último que les da su origen, se puede adelantar un contrato de 
administración, mantenimiento y/o aprovechamiento económico de espacio público, 
conocidos por su sigla CAMAEP, con los terceros interesados, que podría ser 
suscrito entre la entidad que los representa en la entidad territorial, que considero 
poder ser el BIIM y la entidad pública o privada que los requiere. 
 


3.8. Los bienes fiscales pueden ser sometidos a los contratos que existen dentro de 
nuestro régimen jurídico, como pueden ser el Contrato de Arrendamiento o de 
Comodato o de Usufructo, o a los propios para este tipo de bienes públicos. 
 


3.9. Estos contratos facultan al contratista a adelantar las acciones de administrador 
sobre el o los predios públicos de cesión o sobre los bienes fiscales, lo que le permite 
desarrollar los servicios propios que requiera, entre los que está la facultad de 
construir dotacionales educativos, centros de salud, centros de acopio y distribución 
de productos agrícolas (plazas de mercado, puntos de abastecimiento alimentario 
PAS), food halls con arquitectura efímera, senior suites, etc., conforme la norma 
urbana contenida en el POT Acuerdo 003 de 2021. 
 


3.10. La vigencia del contrato suscrito puede ser hasta de cinco (5) años para los bienes 
de uso público con prorrogas indefinidas, en tanto y en cuanto, el servicio que allí 
se prestará responde a la obligación que tiene el Estado, conforme la Constitución 
Política.  
 


3.11. Para los bienes fiscales la vigencia puede ser la que sea determinada entre las 
partes, porque no se someten al régimen de los bienes de uso público. 


 
4. CONCLUSIONES 
 
Las cesiones obligatorias o bienes públicos de cesión surgen como una carga urbanística, 
por lo que no se pueden considerar como gratuitas, en tanto que, constituyen una 
contraprestación de los propietarios de inmuebles por la plusvalía que genera las diferentes 
actuaciones urbanísticas de los distritos y municipios.  
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Las cesiones obligatorias o bienes públicos de cesión son bienes inmuebles que se 
incorporan al patrimonio municipal, con ocasión de la actividad urbanística y que 
indudablemente contribuyen a la integración del espacio público y al fortalecimiento de la 
infraestructura social y de equipamientos de los territorios.  
 
Dichas cesiones obligatorias o bienes públicos de cesión surgen con ocasión de la actividad 
urbanística y comportan una carga a los propietarios del suelo, que se enmarca en la 
función social de la propiedad y su inherente función ecológica y en el reparto equitativo de 
cargas y beneficios. 
 
Las cesiones obligatorias o bienes públicos de cesión pueden terminar siendo de dos 
naturalezas:  
 
1-. BIENES PÚBLICOS como las vías, ciclo vías, parques, plazas, plazoletas, alamedas, 
malecones, etc.  
2-. BIENES FISCALES como las cesiones públicas para equipamiento. 
 
Por expreso mandato constitucional, las cesiones obligatorias o bienes públicos de cesión 
son predios que por su naturaleza son inembargables, imprescriptibles e inalienables y 
cuentan con un régimen legal y contractual propio, amparado en la Leyes 9 de 1989 y 388 
de 1997, modificadas por las Leyes 2044 de 2020 y 2079 de 2021 y reglamentadas por el 
Decreto Único Nacional 1077 de 2015. 
 
FUENTE JURÍDICA: 
 
Constitución Nacional de 1886, Constitución Política de 1991 
Decreto Ley 1333 de 1986, Ley 9 de 1989, Ley 388 de 1997, Ley 2044 de 2020, Ley 2079 
de 2021. 
Decreto Nacional 1504 de 1999 (Subrogado por el Decreto 1077 de 2015), Decreto Único 
Nacional 1077 de 2015 
Sentencia C-295 de 1993  
 
 
Cordialmente, 
 
 
 
Carlos Andrés Tarquino Buitrago 
Abogado Especialista en Derecho Urbanístico 
Asesor Banco de Suelos e Inmobiliario de Montería 
Contrato de prestación de servicios No. BIM-CD-006-2024 
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Presentación  
 
Las cesiones urbanísticas son las porciones de suelo que tienen el deber de ceder los 


promotores de una actuación urbanística con destino a la conformación del espacio 


público, los equipamientos y las vías que permiten darle efectivamente soportes urbanos 


a un desarrollo inmobiliario.  Estas cesiones son  uno de los mecanismos con los que 


cuentan los municipios para la obtención de suelos que se destinan a usos públicos.  


Como consecuencia de los procesos de urbanización, los municipios reciben porciones 


de terrenos que se destinan a la satisfacción de necesidades urbanas colectivas: vías, 


zonas verdes o zonas para equipamientos colectivos.  


Esta figura que apareció por primera vez regulada en la Ley 9 de 1989, ha sido objeto de 


amplias controversias judiciales, debido a que reiteradamente ha sido vista como una 


forma arbitraria de expropiación sin indemnización que vulnera la protección 


constitucional del derecho de propiedad.  


El análisis de esta figura desde la óptica clásica de las atribuciones al dominio 


reconocidas por el Código Civil, efectivamente resulta problemática y difícil de 


encuadrar. Por este motivo, en la base de las discusiones jurisdiccionales que se han 


presentado al respecto siempre ha estado presente la idea de la falta de contrapartida que 


supone para el propietario o promotor la obligación de cesión de suelo, sin que se 


verifique un pago o una retribución, como típicamente ocurre en el caso de la 


expropiación. Esta discusión  ha sido abordada por todas las Altas Cortes (Corte 


Suprema de Justicia, Corte Constitucional y Consejo de Estado), quienes han tenido que 


decidir sobre la constitucionalidad  y legalidad de las normas que las consagran y 


desarrollan o concretan. 


La discusión judicial sobre las cesiones urbanísticas ha sido muy amplia y 


enriquecedora. Como era de esperarse el debate en torno a las mismas no ceso con los 


debates que se han promovido contra la constitucionalidad de las Leyes 9 de 1989 y 388 


de 1997. La inclusión de las mismas en las normas urbanísticas locales ha nutrido de 


forma muy importante el debate, como lo evidencia el que se ha promovido  ante la 







jurisdicción contencioso- administrativa  contra normas locales expedidas por la ciudad 


de Bogotá. Esta discusión inicia contra normas adoptadas por esta ciudad antes de la 


entrada en vigencia de la Ley 9 de 1989 y se dirige siempre fundamentalmente contra la 


llamada cesión del 7% para malla vial arterial.  


El objetivo de este artículo es mostrar en detalle los diferentes momentos y 


características de la jurisprudencia sobre cesiones urbanísticas, y realizar un análisis de 


su evolución, mostrando los diferentes hitos y tensiones de  la  línea jurisprudencial con 


el fin de establecer el estado actual de tal discusión y la forma en que la mismo ha 


contribuido a aclarar el alcance de las competencias municipales en materia urbanística 


y especialmente lo relativo a la imposición de deberes o cargas a la propiedad del suelo.  


 


El Diccionario Jurídico Espasa, define las cesiones obligatorias “como instrumentos de 


absorción de las plusvalías en el planeamiento general”, cuyo fundamento “reside en la 


obligación de contribuir el suelo susceptible de edificación a las necesidades y 


equipamientos urbanísticos que el mismo genera por el hecho de la edificación.”1 


 


Por su parte, Allan Brewer-Carías  constitucionalista venezolano, las define como “una 


forma indirecta de contribución en especie para hacer revertir a la colectividad –uso 


público-el mayor valor (plusvalía) que adquiere la propiedad del urbanizador, por el 


hecho de la urbanización autorizada por el ente municipal.”2  En este mismo sentido las 


definía el inciso 5º del artículo 1º del Decreto 1319 de 19933, al establecer que “la 


cesión obligatoria es la enajenación gratuita de tierras a favor de la entidad 


correspondiente, que se da en contraprestación a la autorización para urbanizar o 


parcelar.” 


 


El debate jurisprudencial en torno al alcance y naturaleza de las cesiones 


 


El análisis de esta figura desde la óptica clásica de las atribuciones al dominio 


reconocidas por el Código Civil, efectivamente resulta problemática y difícil de 


                                                 
1 Fuente Diccionario Jurídico Espasa. 
2 BREWER-CARÍAS, Allan. Urbanismo y propiedad privada, Caracas: Editorial Jurídica Venezolana, 
198,  
3 Este decreto no se encuentra vigente en la actualidad pero resulta ilustrativa la forma en definía las 
cesiones urbanísticas.  







encuadrar. Por este motivo, en la base de las discusiones jurisdiccionales que se han 


presentado al respecto siempre ha estado presente la idea de la falta de contrapartida que 


supone para el propietario o promotor la obligación de cesión de suelo, sin que se 


verifique un pago o una retribución, como típicamente ocurre en el caso de la 


expropiación. Esta discusión  ha sido abordada por todas las Altas Cortes (Corte 


Suprema de Justicia, Corte Constitucional y Consejo de Estado), quienes han tenido que 


decidir sobre la constitucionalidad  y legalidad de las normas que las consagran y 


desarrollan o concretan. 


 


Los pronunciamientos de constitucionalidad 


 


Los Tribunales encargados de la guarda de la Constitución, es decir, la Corte Suprema 


de Justicia –Constitución de 1886– y Corte Constitucional –Constitución de 1991–  se 


han pronunciado  sobre la constitucionalidad de las mal denominadas “cesiones 


obligatorias gratuitas” contenidas en La ley 9 de 1989 (Artículos 1, 2 y 7).  El primer 


pronunciamiento4 que se produjo fue determinante para aclarar la naturaleza jurídica de 


esta institución y su ineludible relación con las transformaciones de la propiedad 


privada.  


 


Los argumentos centrales que dieron píe a la decisión de declarar la constitucionalidad 


de las cesiones  son muy ilustrativos sobre el verdadero trasfondo de esta institución. Al 


respecto la Corte Suprema5 determinó: 


 


“Así las cosas, no puede inferirse del artículo 32 de la Constitución Nacional, 


competencia legislativa para definir planes de desarrollo urbanístico que no tienen 


finalidades de planificación de la economía, máxime cuando comportan desplazamiento 


de la propiedad privada a favor del Estado, la cual pasa a formar parte de los bienes de 


uso público del dominio eminente de éste. Así ocurre por virtud de la disposición 


cuestionada, pues las cesiones obligatorias gratuitas con respecto a la entidad pública y 


                                                 
4 En esta oportunidad se estudio la constitucionalidad del artículo 2° de la Ley 9 de 1989 que establecía en 
relación con las cesiones:  
El artículo 34 del Decreto Ley 1333 de 1986 (Código de Régimen Municipal) quedará así:  
Los Planes de Desarrollo incluirán los siguientes aspectos: 


1. Un plan y un reglamento de usos del suelo y cesiones obligatorias gratuitas, así como normas 
urbanísticas específicas.  


(…) (Subrayado fuera de texto).  
5 Sentencia Corte Suprema de Justicia, 9 de  noviembre de 1989, Rad. No. 1937 MP: Mario E. Duque 







que se imponen al propietario, se afectan al servicio de todos los habitantes por estar 


destinadas exclusivamente a vías de acceso a los predios urbanizados, como los 


peatonales, zonas verdes y servicios comunales, según el querer de la ley. 


 


Es de suponer por otra parte, que el precio de las fajas o porciones de terreno objeto de 


las “cesiones obligatorias gratuitas”, refluye a la postre en el precio del terreno restante 


que aumentará de valor por causa o motivo de las obras de urbanización a emprenderse 


por el particular. Por ello, para el propietario no resulta enteramente gratuito en la 


práctica el acto de enajenación que la norma acusada le impone, exigencia ésta que se 


cimienta en la facultad de control urbanístico del Estado, vasto campo al que se viene 


extendiendo la noción de orden público. 


 


Por lo dicho la previsión legal tampoco tiene el alcance de un expropiación razón por la 


cual el legislador no previó pago de indemnización, pues no tiene significación distinta 


a un acto de enajenación voluntaria, no propiamente donación según se desprende del 


artículo 1455 del Código Civil que deben hacer los propietarios de los predios con fines 


urbanísticos de claro interés social, ligados a la función social de la propiedad y que 


puede exigir el Estado en ejercicio de las facultades que le asiste de dictar normas para 


planificar ordenadamente el urbanismo de las ciudades y que los Consejos Municipales 


desarrollan según lo dispone el Estatuto Fundamental (Artículo 197-1)”. (Subrayado 


fuera de texto).  


 


Lo fundamental de esta sentencia- que constituye la sentencia fundadora de la línea 


jurisprudencial sobre esta materia- es el argumento en el sentido de concebir las 


cesiones como un acto que en esencia no es gratuito porque guarda relación estrecha 


con el potencial de rendimiento económico que la autorización para la urbanización 


reporta para el propietario de suelo. En este sentido lo que resalta la sentencia es que 


existe una clara contraprestación para el  propietario al que se exigen las cesiones, 


consistente en la autorización de la  urbanización. Claramente al establecer la naturaleza 


de las cesiones como una contraprestación, la jurisprudencia aparta la discusión de la 


órbita de la expropiación y el despojo,  y la sitúa en la lógica del moderno derecho 


urbano, donde las autorizaciones urbanísticas  son causa jurídica suficiente para la  


imposición de cargas, deberes o responsabilidades a la propiedad.    


 







Posteriormente, la misma norma anteriormente estudiada por la CSJ, además de los 


artículos 1 y 7 de la Ley 9 de 1989 fueron objeto de una demanda de 


inconstitucionalidad que buscaba confrontar la mencionada institución con la 


Constitución de 1991. En esta ocasión fundamentalmente el reparo frente a la 


constitucionalidad de las cesiones se fundamenta en la posible vulneración de las 


prescripciones sobre protección de la propiedad reconocidas por la Convención 


Americana de Derecho Humanos (Pacto de San José), que se incorporan al bloque de 


constitucionalidad a la luz del artículo 93 de la Constitución de 19916. El argumento de 


la demanda es resumido por la propia Corte en los siguientes términos:   


 


El actor considera que las normas acusadas infringen lo dispuesto en el artículo 93 de la 


Constitución Nacional, pues las cesiones obligatorias gratuitas desconocen la 


Convención Americana sobre derechos humanos, aprobada por el Congreso de 


Colombia por medio de la ley 16 de 1972, que prescribe en su artículo 21: "toda persona 


tiene derecho al uso y goce de sus bienes", como también que "ninguna persona puede 


ser privada de sus bienes, excepto mediante el pago de indemnización justa por razones 


de utilidad pública o de interés social y en los casos y según las formas establecidas por 


la ley". 


 


De acuerdo con tal Convención, y en criterio del demandante, "se debe indemnizar a la 


persona que se le prive de los bienes y resulta claro entonces que no existen en 


Colombia cesiones obligatorias gratuitas, por que los derechos y deberes consagrados en 


la Carta Constitucional se interpretarán de conformidad con los tratados internacionales 


sobre derechos humanos ratificados por Colombia y que priman sobre el derecho 


interno”. 


 


Para abordar el análisis propuesto por el demandante, la Corte parte de establecer si el 


derecho de propiedad es uno de aquellos derechos que se encuentran directamente 


protegidos por el artículo 93 de la Constitución Política. Al respecto la Corte encuentra 


que la protección establecida por tal artículo sólo es susceptible de análisis si se precisa 


el sentido y alcance de dicho artículo. Al respecto la Corte concluye, “éste no se refiere 


a todos los derechos humanos consagrados en los tratados y convenios internacionales 


en sí mismos y de por sí, sino a éstos cuando tales instrumentos internacionales 


"prohiben su limitación en los estados de excepción", es decir, que para que tenga 
                                                 
6 Este artículo establece:  







lugar la prevalencia o superioridad de los tratados y convenios internacionales en el 


orden interno, es necesario que se den los dos supuestos a la vez, de una parte, el 


reconocimiento de un derecho humano, y de la otra que sea de aquellos cuya limitación 


se prohiba durante los estados de excepción. 


 


Dicho lo anterior la Corte concluye que el derecho de propiedad no es de aquellos 


derechos cuya limitación está prohibida en los estados de excepción, y por el contrario 


reitera la transformación de este derecho y la posibilidad de que el Legislador determine 


limitaciones en su ejercicio producto de su refundación como consecuencia de su 


función social, concluyendo que “el derecho de propiedad, aunque se lo conciba como 


muy importante para la persona humana, no es de aquéllos que pueda incluirse dentro 


de los derechos a que alude el artículo 93 del estatuto fundamental, por los motivos que 


se expusieron en el punto anterior de esta providencia, pues si bien es cierto que es un 


derecho humano, no es de aquéllos cuya limitación se prohibe durante los estados de 


excepción.” 


 


Frente a la conformidad de las cesiones con el derecho de propiedad reconocido y 


protegido constitucionalmente, la Corte reitera el razonamiento establecido por la 


sentencia fundadora y concluye: 


 


En este orden de ideas aparecen las cesiones obligatorias gratuitas como una 


contraprestación a la que se obligan los propietarios de terrenos al solicitar el 


correspondiente permiso para urbanizar o edificar, y al aceptar las condiciones que 


exigen las autoridades competentes, dados los beneficios que pueden obtener con tal 


actividad, las que se imponen en desarrollo de la función social urbanística de la 


propiedad, consagrada en el artículo 58 de la Carta, y en ejercicio del poder de 


intervención del Estado en el uso del suelo "con el fin de conseguir el mejoramiento de 


la calidad de vida de los habitantes, la distribución equitativa de las oportunidades y los 


beneficios del desarrollo y la preservación de un ambiente sano" (art. 334 C.N.), como 


también del artículo 82 ibidem que faculta a las entidades públicas para "regular la 


utilización del suelo" en defensa del interés común. 


 


Las dos sentencias a las que hemos hecho referencia marcan el inicio de una línea 


jurisprudencial -la que seguiremos describiendo en los próximos apartes-  amplia y 


elaborada que ha contribuido decididamente a dilucidar tanto la propia institución de las 







cesiones como la transformación del concepto de propiedad privada de la mano del 


surgimiento del derecho urbano en nuestro país. Los puntos fundamentales en los que 


avanza la comprensión de la naturaleza jurídica de las cesiones son  


 


i) La obligación de cesión impuesta por la norma no se realiza a título gratuito, 


sino en contraprestación por el beneficio que recibe el propietario con la 


posibilidad de urbanizar el inmueble. Por eso, al ser la cesión obligatoria un 


requisito sine qua non para que el propietario obtenga la licencia de 


urbanización, al propietario que no urbaniza no se le afecta su derecho. 


 


ii) Las cesiones obligatorias no equivalen a una expropiación sin indemnización 


porque no son a título gratuito y porque no son más que un acto de 


enajenación voluntaria no propiamente donación con fines urbanísticos 


ligados a la función social de la propiedad. 


 


Un tercer momento del estudio de constitucionalidad de las cesiones urbanísticas 


obligatorias se da con ocasión de una demanda interpuesta contra la Ley 388 de 1997. 


En esta ocasión, y entre otras normas acusadas, se solicita a la Corte Constitucional el 


estudio del artículo 39 de esta ley que dispone: 


 


Artículo 37. Espacio Público en Actuaciones Urbanísticas. Las reglamentaciones 


distritales o municipales determinarán, para las diferentes actuaciones urbanísticas, las 


cesiones gratuitas que los propietarios de inmuebles deben hacer con destino a vías 


locales, equipamientos colectivos y espacio público en general, y señalarán el 


régimen de permisos y licencias a que se deben someter, así como las sanciones 


aplicables a los infractores a fin de garantizar el cumplimiento de estas obligaciones, 


todo ello de conformidad a lo dispuesto en el capítulo XI de esta ley". 


"También deberán especificar, si es del caso, las afectaciones a que estén sometidos por 


efectos de reservas de terreno para construcción de infraestructura vial, de transporte, 


redes matrices y otros servicios de carácter urbano o metropolitano. Para las actuaciones 


que lo requieran como la urbanización en terrenos de expansión o la urbanización y 


construcción en terrenos con tratamientos de renovación urbana, deberán señalarse el 


procedimiento previo para establecer la factibilidad de extender o ampliar las redes de 


servicios públicos, la infraestructura vial y la dotación adicional de espacio público, así 


como los procesos o instrumentos mediante los cuales se garantizará su realización 







efectiva y la equitativa distribución de cargas y beneficios derivados de la 


correspondiente actuación".  (En negrillas el aparte específicamente demandado). 


 


En esta ocasión el motivo esgrimido como violatorio de la Constitución por parte de la 


demanda,  radica en la supuesta vulneración que una serie de disposiciones legales – 


entre ellas la disposición mencionada-  puede representar frente a la autonomía fiscal 


reconocida por la Constitución a las entidades territoriales. Por este motivo y en 


palabras de la propia Corte corresponde “determinar si las destinaciones específicas que 


contienen las normas acusadas violan el principio constitucional de la autonomía de 


las entidades territoriales”.  


 


Después de realizar un detallado análisis del alcance de la autonomía territorial en 


materia fiscal y de repasar la jurisprudencia constitucional que informa su alcance, la 


Corte encuentra que las denominadas cesiones urbanísticas no son propiamente un 


recurso fiscal de los municipios y reitera la naturaleza jurídico-urbanística que se había 


establecido en las anteriores sentencias analizadas. A juicio de la Corte “dichas 


cesiones no son propiamente tributos ni rentas de otro orden; se trata de bienes que se 


incorporan al patrimonio municipal, con ocasión de la actividad urbanística y que 


indudablemente contribuyen a la integración del espacio público”.  


 


Avanzando en la compresión del surgimiento de una nueva categoría jurídica- como la 


de las obligaciones o cargas urbanísticas- plenamente vigente en nuestro ordenamiento 


jurídico desde la Ley 9 de 1989 y reforzada por la Ley 388 de 1997, la Corte concluye  


que las “cesiones gratuitas, con ocasión de la actividad urbanística, comportan una 


carga a los propietarios que se enmarca dentro de la función social de la propiedad y 


su inherente función ecológica, que requiere regulación legal en los términos del art. 


58 de la Constitución”,  y por tanto, “la expresión normativa acusada se aviene a los 


preceptos de la Constitución”. 


 


Por último y revelando el intenso debate que ha suscitado en nuestro medio la 


consagración legal de esta especie de cargas u obligaciones urbanísticas, en el año 2003 


se presentó un nuevo intento para poner en entredicho la constitucionalidad de las 


cesiones urbanísticas. En esa oportunidad un ciudadano intento una demanda de 


constitucionalidad contra  los artículos de las Leyes 9 de 1989 y 388 de 1997 en todos 







aquellos apartes que mencionan la palabra  cesión7.  En un primer momento la Corte 


mediante Auto del 13 de mayo de tal año rechazo la demanda contra el artículo 37 de la 


Ley 388 de 1997 por considerar que sobre el mismo existía cosa juzgada constitucional, 


e inadmitió la demanda contra el resto de las expresiones de los demás artículos 


demandados por considerar que “carecen de sentido regulatorio propio, que permita 


que sean analizadas independientemente del contexto en el cual se encuentran”. 


 


El demandante insistió en la solicitud de estudio de constitucionalidad de las normas 


demandadas y por tal motivo corrigió la demanda en relación con la inadmisión e 


insistió en la solicitud de estudiar nuevamente la expresión demandada del artículo 37 


de la Ley 388 de 1997 por considerar que los motivos que llevaron a su declaratoria de 


constitucionalidad mediante la Sentencia C- 495 de 1998 no son iguales a los que en 


esta ocasión se están poniendo a consideración de la Corte, ya que “la decisión de 


rechazar la demanda porque sobre la norma en cuestión recaen los efectos de la cosa 


juzgada constitucional es incorrecta, pues del análisis que hace de la sentencia C-495 


de 1998 se deduce que la Corte sólo estudió la exequibilidad del destino de las cesiones 


urbanísticas pero nunca al carácter gratuito de las mismas”.  


 


De tal forma lo que una vez más se evidencia en el reproche de constitucionalidad de las 


cesiones es la supuesta gratuidad de las mismas que vulneraría la protección del derecho 


de propiedad. En palabras de la propia Corte: 


 


“Ahora bien, en relación con el asunto de fondo, el recurrente advierte que la 


inconstitucionalidad de las expresiones acusadas radica en que desconocen el texto del 


artículo 58 de la Constitución Política que consagra la indemnización previa para la 


expropiación de bienes particulares. Por ello, señala que instituir las cesiones como 
                                                 
7 El siguiente es el listado de expresiones demandadas:  
a) La expresión “cesiones obligatorias gratuitas”, contenida en el artículo 2º, numeral 1º, de la Ley 9ª de 
1989. 
b) La expresión “cesiones obligatorias” contenida en el artículo 8º de la Ley 388 de 1997. 
c) La expresión “el señalamiento de las cesiones urbanísticas gratuitas correspondientes” contenida en el 
artículo 13 de la Ley 388 de 1997. 
d) La expresión “las cesiones gratuitas que los propietarios de inmuebles deben hacer con destino a vías 
locales, equipamientos colectivos y espacio público en general” contenida en el artículo 37 de la Ley 388 
de 1997. 
e) Las expresiones “incluirán entre otros componentes las cesiones y la realización de obras públicas (...), 
así como las cesiones para parques y zonas verdes, vías vehiculares y peatonales y para la dotación de los 
equipamientos comunitarios” contenidas en el parágrafo del artículo 39 de la Ley 388 de 1997. 
f) La expresión “en todo caso serán a cargo de sus propietarios las cesiones gratuitas” contenida en el 
artículo 51 de la Ley 388 de 1997. 







medidas gratuitas atenta contra dicho principio constitucional. En este sentido, reitera 


constantemente que la demanda va dirigida no contra la institución de la cesión sino 


contra el carácter gratuito de la misma, razón que lo releva de demandar la expresión 


normativa completa y que lo habilita para acusar, exclusivamente, la expresión 


mencionada. 


 


En lo demás, el memorial de corrección se limita a volver sobre los argumentos de la 


demanda y a reiterar que la posición de la Corte Constitucional respecto de las cesiones 


obligatorias gratuitas debe ser modificada por cuanto desconoce el artículo 58 de la 


Carta Política”.  


 


A pesar de la insistencia del demandado la Corte rechaza nuevamente sus argumentos  y 


reitera lo expresado en el Auto de mayo 13. Ante este rechazo el demandante decide 


interponer un recurso de súplica contra tal decisión. Finalmente y mediante Auto 126 


del 15 de julio de 2003 M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra, la Corte reitera su posición 


en torno a la naturaleza jurídica de las cesiones y a su conformidad con la protección de 


la propiedad privada. Por una parte considera que el estudio que se hiciera del artículo 


37 de la Ley 388 de 1997 en la Sentencia C-495 efectivamente supuso un 


pronunciamiento en relación con el supuesto carácter gratuito de las cesiones y 


evidenció la comprensión que la jurisprudencia ha dado al carácter de contraprestación 


que subyace a las mismas, teniendo en cuenta la valorización que produce en los 


inmuebles sujetos a cesiones, la autorización para su urbanización.  Por otra parte, 


considera que la insistencia de la demanda contra los artículos 13 y 51 de la Ley 388 de 


1997 no fue bien fundamentada por el demandante porque en ésta sólo se insistió en la 


inconstitucionalidad de la expresión “gratuitas”. Al respecto concluyo la Corte: 


 


En otros términos, la exequibilidad o inexequibilidad de las expresiones legales, de los 


conceptos jurídicos, no depende más que del contexto en el cual dichos conceptos o 


dichas expresiones actúan. El concepto “gratuito” no es inexequible en sí mismo, sino 


en el contexto normativo en el cual se inserta. Ello impone al actor la obligación de 


argumentar, para cada uno de los artículos en los que se encuentra la expresión 


“gratuita”, por qué dicha expresión, entendida en tal contexto, resulta contraria a los 


cánones constitucionales.  


 







El razonamiento anterior imponía al demandante la obligación de especificar por qué la 


inclusión de las cesiones gratuitas en el Componente Urbano del Plan de Ordenamiento 


territorial era contraria a la Carta (Art. 13), y por qué contrariaba la Constitución el que 


las cesiones gratuitas de las urbanizaciones construidas en suelos de expansión estarían 


a cargo de los propietarios de los predios (art. 51). 


 


No obstante lo anterior, podría argüirse que el demandante sí explicó las razones por las 


cuales dicha cesión gratuita era inconstitucional, y fueron que las cesiones urbanísticas 


no puede considerarse acordes con el artículo 58 Superior ya que éste dispone que toda 


expropiación deberá ser indemnizada. 


 


Este argumento, que constituiría la base genérica del cargo, incurre sin embargo en un 


defecto sustantivo que lo hace inepto para propiciar un juicio de inexequibilidad. El 


defecto consiste en que el cargo no es pertinente al texto de las disposiciones cotejadas, 


toda vez que mientras el artículo constitucional hace alusión a la expropiación, las 


disposiciones legales demandadas se refieren a la cesión, concepto jurídico de 


características, alcance y connotaciones diferentes al primero. 


 


Esta falta de coincidencia entre la figura que se ataca y la que pretende indicarse como 


vulnerada impide a la Corte adentrarse en el estudio jurídico del caso y deja sin piso la 


argumentación que le sirve de base a la demanda. 


 


Este último antecedente que hemos narrado es muy elocuente de la dificultad que ha 


supuesto para los operadores del derecho encontrar de recibo una figura como las 


cesiones urbanísticas obligatorias que como lo hemos explicado,  es de tan difícil 


encuadre en la lógica tradicional de la propiedad privada. La insistencia sobre su 


carácter gratuito, a pesar de la reiterada jurisprudencia que encuentra que las mismas no 


revisten tal carácter, es una clara muestra de la resistencia con la que se enfrenta la 


moderna lógica del derecho urbano en su perspectiva de  tratamiento al derecho de  


propiedad y a la inclusión en el ejercicio del mismo de deberes y cargas. A pesar de esta 


insistencia, una vez mas la jurisprudencia constitucional ha sido fundamental para 


fortalecer la comprensión de los alcances de las instituciones claves de la dimensión 


jurídica del urbanismo y de proponer interpretaciones contemporáneas sobre  la forma 


en la que se ve configurado el derecho de propiedad por las normas urbanísticas. 


 







La discusión sobre la Legalidad de las cesiones urbanísticas- El caso de la cesión 


del 7% para malla vial arterial  establecido por normas del Distrito Capital. 


 


La discusión sobre la legalidad de las cesiones urbanísticas también ha sido muy amplia 


y enriquecedora. Como era de esperarse el debate en torno a las mismas no ceso con los 


debates que se han promovido contra la constitucionalidad de las Leyes 9 de 1989 y 388 


de 1997. La inclusión de las mismas en las normas urbanísticas locales ha nutrido de 


forma muy importante el debate. Al respecto es muy importante referirnos a los debates 


promovidos ante la jurisdicción contencioso- administrativa  contra normas locales 


expedidas por la ciudad de Bogotá.  


 


Esta discusión inicia contra normas adoptadas por esta ciudad antes de la entrada en 


vigencia de la Ley 9 de 1989 y se dirige siempre fundamentalmente contra la llamada 


cesión del 7% para malla vial arterial.  


 


Las primeras normas controvertidas adoptadas antes de la Ley 9 de 1989. 


 


La historia se remonta a un Estatuto de Valorización8 adoptado por esta ciudad en el año 


de  1987, en el cual se incluyo una disposición relativa a este tema. Su artículo 118 


establecía lo siguiente: 


 


Artículo 118. Cesión Obligatoria y Gratuita. El Instituto de Desarrollo Urbano, para 


efectos de adelantar la negociación o la expropiación de los predios que se requieran 


para las vías arterias del Plan Vial, descontará en cada caso la cesión gratuita y 


obligatoria, equivalente al siete por ciento (7%) del área bruta del terreno.  


 


  


Esta disposición fue objeto de demanda de nulidad y en la sentencia de segunda 


instancia, el Consejo de Estado9 encontró que  la misma disposición al imponer la  


obligación de cesión del siete por ciento (7%) del área bruta  de los terrenos que se 


vieran afectados por las obras a desarrollar por el sistema de contribución de 


                                                 
8 Acuerdo 118 de 1987 “ Por el cual se adopta el Estatuto de Valorización del Distrito Especial de 
Bogotá”.  
9 Sentencia Consejo de Estado, sección Primera, 16 de octubre de 1992, exped. No. 2055 M.P. Ernesto 
Rafael Ariza. 







valorización para la conformación de la malla vial arterial en el Distrito Capital, sin 


consideración alguna a su tratamiento urbanístico, es decir sin tener en cuenta si tales 


predios eran o no susceptibles de procesos de urbanización,  estaba contemplando  una 


cesión obligatoria de manera indiscriminada.  Según el alto Tribunal, las cesiones son 


aplicables a terrenos que se pretendan urbanizar y no pueden extenderse a todo tipo de 


terrenos afectados por  vías que  vayan a construirse por valorización. 


 


En esta oportunidad, si bien se reconoce la legalidad de la figura de las cesiones 


obligatorias, el Consejo de Estado declara la nulidad de la norma, en tanto ésta no está 


acorde con el fundamento de las cesiones obligatorias que es la contraprestación que 


hace el propietario a la Administración por el derecho a urbanizar su terreno. En este 


sentido, aplicar las cesiones a todos los terrenos que puedan verse afectados por obras 


de valorización, o imponer las cesiones a los terrenos en tratamientos diferentes al de 


urbanización,  sí constituye una violación del derecho a la propiedad en el sentido que 


afecta también al propietario que no ha decidido o no puede urbanizar su predio.  


 


El Consejo de Estado concluye que en este caso sí se vulnera el derecho de propiedad y 


al no existir contraprestación por la cesión obligatoria se quebranta su protección, 


 


“Así que, el artículo 118 acusado, consagra una cesión obligatoria y gratuita, 


indiscriminadamente, es decir, en relación con todos los inmuebles que resulten 


afectados por la realización de vías arterias del Plan Vial, razón por la cual dicha norma 


estatuye una expropiación sin indemnización, ya que, finalmente, la Administración, 


haciendo uso de su poder coactivo frente al particular logra que el referido porcentaje de 


la propiedad privada pase a sus manos sin que exista compensación, lo cual deviene en 


flagrante violación del inciso 3o. del artículo 30 de la Constitución Política de 1886, 


invocado por el actor como infringido, que corresponde al inciso 4o. del artículo 58 de 


la actual Carta Fundamental”.  


 


Comprender las razones de este fallo y el  antecedente normativo anulado resulta 


indispensable para comprender  las controversias judiciales que se presentaron después 


de esta sentencia y la suerte que ha corrido la llamada cesión del 7% para malla vial 


arterial por haber sido consagrada inicialmente en un contexto inaplicable. En efecto, en 


el mencionado Estatuto y a propósito de la adquisición de predios para llevar a cabo las 







obras financiadas por el sistema de valorización, no era dable descontar de los terrenos a 


adquirir tal porcentaje del suelo para efectos de determinar el suelo a pagar, toda vez 


que en tal hipótesis terminaban incluidos cualquier clase de predios, sin importar si los 


mismos podían o no ser objeto de autorizaciones de construcción o urbanización. Por tal 


razón la norma estaba consagrando una cesión indiscriminada, que no guardaba relación 


con ninguna autorización urbanística de la Administración.  


 


La segunda controversia se da respecto del Acuerdo 2 de 1980 por el cual se adoptaba el 


Plan Vial de la ciudad de Bogotá, que también incluía una norma que consagraba la 


cesión del 7% para la malla vial arterial, siempre que los predios sujetos a la misma 


fueran objeto del tratamiento urbanístico de desarrollo o redesarrollo. En efecto el 


artículo 22 del mencionado artículo establecía:  


 


"Artículo 22. Cuando un terreno con tratamiento de desarrollo y/o redesarrollo10 se 


encuentre afectado por vías V-O) y/o V-1 y/o V-2 y/o V-3 y/o V-3E, el propietario 


deberá ceder obligatoriamente el siete por ciento (7%) del área bruta del mismo para la 


construcción de la vía. 


Cuando el área afectada excediere de este siete por ciento (7%), dicho excedente será 


negociado por el Instituto de Desarrollo Urbano. 


PARAGRAFO: Facúltase al Alcalde Mayor para que en un término no mayor de seis 


meses a partir de la fecha de vigencia del presente Acuerdo, reglamente el 


procedimiento de negociación de los terrenos objeto del presente artículo"  


 


                                                 
10Conforme al Artículo 56 del Acuerdo No. 7 de 1979, el tratamiento de desarrollo es el determinado para 
orientar la incorporación de nuevos terrenos al proceso urbano y comprende las zonas sin desarrollar 
localizadas dentro del perímetro de servicios y aquellas áreas de actividades agrológicas que por sus 
características permiten el asentamiento de usos urbanos fuera del mencionado perímetro. El artículo 11 
ibídem define las áreas sin desarrollar como: los terrenos no urbanizados ni edificados comprendidos 
dentro de los límites del Distrito. 
Conforme a la misma norma, las áreas desarrolladas son los terrenos urbanizados o en proceso de 
urbanización, edificados o no, localizados dentro del perímetro del Distrito; y el área urbana es aquella 
dentro de la cual se permiten usos urbanos y cuenta con la posibilidad de instalación de servicios 
públicos. 
El perímetro de servicios, de acuerdo con la misma norma, es la línea que enmarca el área definida para la 
instalación y el suministro de servicios públicos dentro del Distrito Especial de Bogotá por parte de la 
Administración Distrital. 
Conforme al artículo 73 ibídem, el tratamiento de redesarrollo es el determinado para aquellas áreas que 
por su total inadecuación en cuanto a usos y estructuras requieren una política que propicie el desarrollo 
de nuevas funciones en el área. ( Tomado de la Sentencia del Consejo de Estado Expediente No. 3013 del 
26 de Enero de 1995)  







A pesar de que de la lectura de la norma se podría inferir que la misma incorporaba las 


condiciones para poder exigir la cesión, en tanto preveía  que la misma operaba sólo 


respecto de aquellos predios que podían ser objeto de urbanización o reurbanización, el 


Consejo de Estado encontró que la misma era ilegal dado que estaba contemplando una 


cesión para una infraestructura – la malla vial arterial- que no correspondía a aquellas 


que estaban autorizadas por los artículos 2 y 7 de la Ley 9 de 1989. De esta forma el 


Consejo concluyó:  


 


Las definiciones anteriores11 conducen a la Sala a afirmar que los terrenos respecto de 


los cuales la norma acusada impone la cesión obligatoria y gratuita del 7% de su área 


son aquellos que están en proceso de incorporación al perímetro urbano y tales terrenos 


no son los que se encuentran en proceso de urbanizar, a los que se refieren el Acuerdo 7 


de 1979 y la Ley 9a. de 1989, amén de que la finalidad de la cesión prevista en la norma 


acusada no es para la construcción de vías, zonas verdes y servicios comunales de la 


proyectada urbanización sino que ésta afecta al plan vial arterial. 


 (…).  


Significa lo anterior que la norma en estudio, al igual que el artículo 118 del Acuerdo 


No. 7 de 1.79 que fue objeto de la declaratoria de nulidad por parte de esta Corporación 


en la referida sentencia de 16 de octubre de 1992, quebranta el artículo 30 de la 


Constitución Política de 1886, que corresponde al artículo 58 numeral 4o. de la actual, 


pues como lo expresó la Sala en esa oportunidad, "... la cesión obligatoria y gratuita, 


indiscriminadamente, es decir, en relación con todos los inmuebles que resulten 


afectados por la realización de vías arterias del Plan Vial, estatuye una expropiación 


sin indemnización, ya que, finalmente, la Administración haciendo uso de su poder 


coactivo frente al particular logra que el referido porcentaje de la propiedad privada 


pase a sus manos sin que exista compensación..."12. 


 


En este fallo quedo claro que el Consejo de Estado introduce una nueva sub-regla al 


tratamiento jurisprudencial de las cesiones urbanísticas autorizadas por la Ley 9 de 1989 


definiendo  que los terrenos adquiridos mediante las cesiones obligatorias sólo podían 


ser destinados a vías locales y equipamientos comunales de la propia urbanización. En 


esta misma línea, el propio Consejo de Estado reitero su posición a propósito de una 


                                                 
11 Las que están referenciadas en la cita a píe de página anterior.  
12 Sentencia del Consejo de Estado- Sección Primera Expediente No. 3013 del 26 de Enero de 1995, C. P. 
Miguel González Rodríguez.   







nueva demanda de nulidad presentada contra normas establecidas en el Acuerdo 6 de 


1990 o Estatuto de Ordenamiento Físico de Bogotá13.  


 


 


 


                                                 
13 Las normas eran las siguientes – en negrilla y subrayado los apartes demandados- : 
“Artículo 418. ORIGEN DE LAS ÁREAS PARA LA CONFORMACIÓN DEL SISTEMA VIAL 
ARTERIAL.  “Todo predio ubicado parcial o totalmente sobre una zona de reserva vial del Plan Vial 
Arterial deberá segregar esta zona del resto del terreno para transferirla a la entidad encargada de la 
ejecución de la vía. 
“Si se trata de un terreno urbanizable de conformidad con el presente acuerdo, deberá ceder a título 
gratuito una proporción del área a ceder, tal como se indica más adelante, como requisito para la 
obtención  de la licencia de urbanización. 
“Si es la entidad encargada de la ejecución de la vía la que expresa el interés en la adquisición del área 
antes de que se inicien las gestiones para urbanizar el predio, bien porque el propietario, aunque se trate 
de un inmueble no urbanizado, no se haya propuesto su desarrollo inmediato, o porque el predio  no sea 
urbanizable, la entidad podrá negociar toda el área a segregar conforme lo dispone la ley 9ª de 1.989, o 
proceder a su expropiación. 
“En este caso, para obtener después licencia de urbanización o de subdivisión del inmueble, el interesado, 
sea que se trate del mismo propietario o de un adquirente posterior, deberá restituir en dinero efectivo a la 
entidad encargada de la ejecución de la vía que hubiere pagado en su totalidad el área objeto de cesión, 
una suma equivalente a la proporción de cesión obligatoria que le hubiera correspondido ceder para la 
ejecución de la vía a título gratuito en el evento de urbanizar, suma que será determinada conforme a 
avalúo actualizado del Departamento Administrativo de Catastro Distrital. 
“El propietario que desee evitar los efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, podrá voluntariamente 
ceder la proporción desde un principio aunque no esté interesado o no pueda solicitar licencia de 
urbanización. 
“Lo dispuesto en este artículo es sin perjuicio del ordenamiento contenido en el Capítulo VII del Título 
segundo de la parte especial, para los efectos allí regulados”. 
 
“Artículo 419. PROPORCION DEL ÁREA DE CESIÓN OBLIGATORIA PARA LA 
CONFORMACIÓN DEL SISTEMA VIAL ARTERIAL. “En las normas específicas que se adopten 
como requisito par tramitar las áreas, se determinará: 
“1º. La proporción del área de los predios que deba ser entregada como cesión obligatoria a título 
gratuito para la ejecución del Plan Vial Arterial, en aquellos predios en los que se hallan previsto zonas 
de reserva vial para dicho plan, proporción que será la siguiente en los distintos tratamientos: 
“a. Tratamiento de Desarrollo: el 7% del área bruta del terreno. 
“b. Tratamiento de Incorporación: Entre el 4% y el 12% del área bruta del terreno, de manera que los 
márgenes más bajos se sitúen en los sectores de las áreas suburbanas dentro de los cuales el interés 
público sea el de contribuir a disminuir los costos de urbanización. 
“c. Tratamiento Especial de Preservación del Sistema Orográfico: Entre el 10% y el 15% del área bruta 
del terreno, teniendo en cuenta la variación de los costos de urbanización, dadas las características 
diversas de la topografía. Cuando se trate de zonas de rehabilitación de canteras la proporción podrá 
disminuir hasta un 5%. 
“El cálculo de las áreas a las que se refiere el presente numeral se hará con base en la sección transversal 
de la vía que incluye calzadas y separadores en caso de haberlos. Sólo en el evento excepcional regulado 
en el siguiente numeral se incluirá la Franja de Control ambiental como parte de la Sección Transversal 
de la vía. 
“2º. Si la Franja de Control ambiental forma o no parte de la sección transversal de la vía. 
“Como regla general las franjas de Control Ambiental de la malla vial arterial a las cuales hace referencia 
el presente artículo, constituyen áreas de cesión obligatoria gratuita, parte de la cual es computable como 
cesión tipo A, determinable por las normas específicas entre un 3% y un 5% del Área Neta Urbanizable. 
“Excepcionalmente y con el sólo objeto de disminuir en sectores específicos los costos de urbanización, 
podrán tenerse como parte de la sección transversal de la vía, lo cual será materia de definición en los 
respectivos decretos de asignación de tratamiento”. 







La demanda contra las normas del Acuerdo 6 de 1990 


 


En esta oportunidad y a pesar de lo detallado de las hipótesis y condiciones establecidas 


por las normas para que operase la denominada cesión del 7%, el Consejo de Estado 


reiteró que solamente eran dables cesiones urbanísticas para las vías de la propia 


urbanización y concluyó:  


 


Ahora, no desconoce esta Corporación que el canon constitucional 58 consagra la 


función social de la propiedad y la prevalencia del interés público o social sobre el 


particular; sin embargo, ello no significa que se pueda despojar al particular de la 


propiedad sin indemnización alguna cuando no medien las circunstancias contempladas 


en la Constitución, a las que se aludió anteriormente, o cuando no se está afectando un 


área destinada para la construcción de vías, zonas verdes y servicios comunales de la 


urbanización que se proyecta, de conformidad con los artículos 2º y 7º de la Ley 9ª de 


1989, sino una destinada para las vías arterias del plan vial, como lo hacen las normas 


demandadas. 


(…)  


En consecuencia, la Sala concluye que la cesión obligatoria gratuita de los predios de 


propiedad privada en los porcentajes señalados en las disposiciones acusadas constituye 


un verdadero despojo de dicha propiedad, el cual no es permitido ni constitucional ni 


legalmente para los predios ubicados parcial o totalmente sobre una zona de reserva vial 


del Plan Vial Arterial.14 


 


Como puede concluirse del análisis de las anteriores sentencias y bajo la vigencia de la 


Ley 9 de 1989,  la jurisprudencia del Consejo de Estado  también avanzo en la 


compresión y depuración de las cesiones urbanísticas  y aunque reconoció y acepto la 


naturaleza jurídica de las mismas que ya había fijado la Corte Suprema de Justicia en la 


sentencia fundadora, encontró que en desarrollo de las previsiones de tal Ley, las 


cesiones sólo podían destinarse a las infraestructuras viales  propias de una  


urbanización (vías locales) y no a vías de mayor jerarquía como las pertenecientes a la 


llamada malla vial arterial. Esta jurisprudencia se baso fundamentalmente en el análisis 


de la Ley 9 y  se produjo sobre normas distritales que fueron adoptadas antes de la 


entrada en vigencia de la Ley 388.  


                                                 
14 Sentencia Consejo de Estado, Sección Primera del 30 de agosto de 2001 Expediente 5595. C.P. Gabriel 
Eduardo Mendoza Martelo.   







 


La jurisprudencia posterior a la Ley 388 de 1997 a propósito de normas del Plan 


de Ordenamiento Territorial. 


 


La regulación establecida por la Ley 388 de 1997 en relación con las cesiones 


urbanísticas es mucho más completa y detallada, razón por la cual los pronunciamientos 


jurisprudenciales producidos con relación a normas adoptadas en desarrollo de la misma 


resultan indispensables para comprender el estado actual de esta institución, no 


solamente porque las normas de la Ley 9 de 1989 que regulaban la materia fueron 


derogadas por esta última, sino porque las cesiones en la Ley 388 se inscriben en el más 


amplio contexto del principio de reparto equitativo de cargas y beneficios. 


 


Al respecto y con ocasión de las normas adoptadas por el Plan de Ordenamiento 


Territorial de Bogotá, la polémica con relación a la legalidad de la denominada cesión 


del 7% vuelve a entrar en escena. El Decreto 619 de 2000 por medio del cual se adopto 


el mencionado Plan, estableció en las normas relativas al tratamiento urbanístico de 


desarrollo – aquel que guía las intervenciones en los sectores urbanizables no 


urbanizados- , nuevamente una cesión del 7% para la conformación de las áreas de la 


malla vial arterial. Al respecto el artículo 352 establecía:   


 


“Los predios sujetos a este tratamiento deberán cumplir los siguientes requisitos: 


 


1. Generación de espacio público. 


 


En los predios en los que se adelanten procesos de urbanización se deberá prever con 


destino a la conformación de espacio público las siguientes áreas: 


 


a. Las áreas para la malla vial arterial principal y complementaria y para las 


infraestructuras de servicios públicos... serán de cesión obligatoria y gratuita hasta 


el 7% del área bruta del predio afectado por la malla vial arterial...”. 


 


 


Como era de esperarse está nueva norma no tardo en ser cuestionada con base en los 


antecedentes de la jurisprudencia del Consejo de Estado. En efecto, mediante Auto del 


12 de septiembre de 2001, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca admitió 







demanda contra esta disposición, en la cual se argumentaba  que ésta contrariaba: 1). el 


artículo 58 de la Constitución por establecer una expropiación sin indemnización; 2) el 


artículo 37 de la Ley 388 pues en éste no se establece la posibilidad de cesiones para 


destinarlos a la malla vial arterial; y 3) el artículo 158 del CCA dado que reproduce 


íntegramente disposiciones idénticas que ya han sido declaradas nulas. 


 


En Sentencia de junio 12 de 2003 Expediente 2001-0248, la Sección Primera del 


mencionado Tribunal, fallo encontrando legal la disposición demandada. En la 


sentencia, el Tribunal da cuenta de las novedades y avances que tiene el tema de las 


cesiones en la Ley 388 de 1997. Al respecto afirma: 


 


Esa ley 9/89 fue modificada por la ley 388/97, en la que en su artículo 2º se recoge el 


principio constitucional (art. 58) de la prevalencia del interés general sobre el particular; 


en el 8º se contempla como acciones urbanísticas las de definir las cesiones obligatorias, 


y localizar y señalar las características de la infraestructura para el transporte; en el 10º 


se indica como determinante del Plan de Ordenamiento Territorial el señalamiento y 


localización de las infraestructuras básicas relativas a la red vial regional; en el 13 se 


estipula que es un componente urbano del Plan de Ordenamiento Territorial el 


señalamiento de las cesiones urbanísticas gratuitas correspondientes a la infraestructura 


para el sistema vial; en el 15 se precisa que las normas urbanísticas generales permiten 


establecer usos del suelo y, por consiguiente, otorgar derechos e imponer obligaciones 


urbanísticas a los propietarios de terrenos y a sus constructores. (De tales normas hacen 


parte las especificaciones de las cesiones urbanísticas gratuitas); en el 37 prevé que las 


reglamentaciones distritales determinarán para las diferentes actuaciones urbanísticas 


las cesiones gratuitas que los propietarios de inmuebles deben hacer con destino a vías 


locales, equipamientos colectivos y espacio público en general; en el 39 se dispone que 


como unidad de actuación urbanística se entiende el área que debe ser urbanizada con el 


objeto, entre otros, de facilitar la dotación, con cargo a sus propietarios, de la 


infraestructura para el transporte; y en el 51 que para la adecuación de terrenos en suelo 


de expansión, que no formen parte de unidades de actuación, con infraestructura para el 


transporte y los equipamientos colectivos, estarán a cargo de los propietarios las 


cesiones gratuitas y las obras de infraestructura previstas en el artículo 39 ejusdem. 


 







Claramente el Tribunal encuentra que a pesar de la anterior jurisprudencia del Consejo 


de Estado el marco normativo sobre el cual hay que estudiar el tema se ha modificado, 


y por ende encuentra que: 


 


De ese conjunto normativo, sistemáticamente interpretado, se desprende que las 


autoridades distritales, en este caso el Alcalde Mayor de Bogotá, está constitucional y 


legalmente facultado para realizar la actuación urbanística contenida en la norma 


acusada, imponiendo una obligación de tal naturaleza y destinada a generar espacio 


público – que es un bien colectivo – a cargo de los propietarios de predios en los que se 


adelanten procesos de urbanización, consistente en la cesión obligatoria y gratuita hasta 


del 7% del área bruta del predio afectado por la malla vial arterial. 


 


Este pronunciamiento marca entonces un claro quiebre con respecto a la anterior 


jurisprudencia del Consejo de Estado y devela que de conformidad con el nuevo 


régimen normativo las cesiones urbanísticas se enmarcan en un espectro más amplio, y 


que en él nada obsta para que en las autoridades locales- en este caso las bogotanas- 


establezcan la obligación de que  en los procesos de urbanización, y en el marco del 


reparto equitativo de cargas y beneficios, los propietarios realicen cesiones de suelo 


para elementos diferentes a los de la urbanización local.  


 


Este caso llegó al Consejo de Estado15 que confirmo la sentencia de primera instancia. 


En esta ocasión los recurrentes argumentan justamente que la sentencia del Tribunal” 


confundió la cesión gratuita para fines urbanísticos internos con la cesión gratuita 


para efectos del Plan Vial, por lo que  es menester precisar que una cosa es la cesión 


gratuita para terrenos internos y vías comunales de una urbanización y otra muy 


diferente, la cesión gratuita de vías del Plan Vial.”  


 


Ante este reparo el Consejo de Estado, luego de repasar su jurisprudencia anterior 


establece con claridad que:  


 


Ahora, no es cierto, como lo afirman los recurrentes, que las normas antes señaladas fueron 


indebidamente interpretadas, pues una cosa es la cesión obligatoria  gratuita de hasta el 7% 


para un plan vial o infraestructura vial, sin consideración alguna a la actividad 


                                                 
15 Sentencia de la Sección Primera del 1 de octubre de 2007, Expediente 2001-00248-02, C.P. Marco 
Antonio Velilla. 







urbanizadora de predios, es decir, indiscriminada y otra diferente, como en  este caso, 


cuando dicha cesión afecta a un proceso de urbanización, que es lo que legalmente está 


permitido, pues supone un beneficio directo para la comunidad, que se traduce en 


mejoramiento de su calidad de vida.  


 


En esta sentencia queda claro que el Consejo de Estado reitera que la legalidad de la  


cesión urbanística cuestionada  no debe ser analizada en función exclusivamente de la 


destinación que a la misma haya de darse – en este caso malla vial arterial- sino en que 


la misma sea prevista en el marco de actuaciones de urbanización, donde claramente 


guarde relación con un beneficio autorizado, y por consiguiente no sea indiscriminada. 


De este modo se puede concluir que teniendo en cuenta las nuevas condiciones 


normativas (Ley 388 de 1997)  aplicables a las cesiones urbanísticas obligatorias, las 


mismas para no ser contrarias a tal normatividad, deben estar previstas solamente para 


aquellos casos donde  se verifiquen procesos de urbanización, situación en la que la 


contraprestación por la obligación de cesión se encuentra presente.    
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LOS DISTRITOS ESPECIALES DE MEJORAMIENTO Y ORGANIZACIÓN 


SECTORIAL – DEMOS: Una experiencia de Bogotá D.C. 
 


Septiembre de 2.024 
 


 


Por solicitud de la Gerencia del BIM se analizan los Distritos Especiales de Mejoramiento y 
Organización Sectorial (DEMOS) del Distrito Capital como una herramienta de gestión y 
aprovechamiento económico que puede ser implantada en la ciudad de Montería. 
 
Los Distritos Especiales de Mejoramiento y Organización Sectorial DEMOS 
 
Los Distritos Especiales de Mejoramiento y Organización Sectorial (DEMOS) son un 
instrumento de iniciativa privada, diseñado para complementar las intervenciones del 
Distrito Capital en áreas específicas de la ciudad. 
 
Objetivo de un DEMOS 
 
Promover la participación organizada de la comunidad para el mejoramiento, 
mantenimiento y preservación de las condiciones urbanas, ambientales y socioeconómicas 
de un área delimitada. 
 
Las actividades desarrolladas en los Distritos Especiales de Mejoramiento y Organización 
Sectorial (DEMOS) son complementarias a los programas y acciones que llevan a cabo las 
entidades del Distrito Capital en el ejercicio de sus funciones.  
 
Por lo tanto, ninguna actividad puede reemplazar las acciones administrativas que son 
responsabilidad de las entidades públicas de la ciudad. En consecuencia, la administración 
de los espacios públicos continúa en la entidad responsable que es el Departamento 
Administrativo de la Defensoría del Espacio Público DADEP, mientras que las acciones 
complementarias de mejoramiento, mantenimiento, preservación y aprovechamiento 
económico serán responsabilidad de la asociación que se autorice. 
 
Los proyectos que se desarrollen en los DEMOS deberán garantizar el uso común, 
propender por el libre acceso al espacio público y no generan derechos adquiridos. 
 
Requisitos mínimos previstos en la regulación para solicitar un DEMOS 
 
1. Ser una persona jurídica sin ánimo de lucro debidamente reconocida o constituida 


ante la autoridad competente. 


2. Tener una sede en el área delimitada como de interés para la creación del DEMOS. 
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3. La asociación aspirante, sus miembros o su representante legal no pueden haber sido 
declarados responsables fiscalmente. 


4. No tener declaratoria de incumplimiento por parte del DADEP en el ejercicio o 
ejecución de cualquier instrumento de aprovechamiento económico gestionado por la 
entidad en los últimos cinco (5) años. 


5. No estar incursos en ninguna de las circunstancias de inhabilidad, Incompatibilidad, 
conflicto de interés o prohibición previstas en la Constitución y en la Ley. 


6. Que cuente con un valor de capital pagado, que represente como mínimo el 5% del 
promedio anual del total presupuesto de aprovechamiento económico proyectado. 


Documentos exigidos 
 
1. Certificado de existencia y representación legal de la persona jurídica expedido por 


autoridad competente, con fecha de expedición no superior a un (1) mes. 


2. Certificado de Inspección, Vigilancia y Control de la Entidades Sin Ánimo de Lucro con 
fecha de expedición no superior a un (1) mes. 


3. Cuando el representante legal de la persona jurídica se encuentre limitado para 
comprometer a la asociación, deberá anexar la autorización del órgano social 
correspondiente que lo avale para comprometer a la asociación en la constitución de 
un DEMOS. 


4. En caso de apoderado, anexar el poder legalmente otorgado, en el que se confiera de 
manera clara y expresa facultades amplias y suficientes para actuar, obligar y 
responsabilizar a quien(es) representa en el trámite del DEMOS. 


5. Estatutos de la persona jurídica 


6. Copia del documento de identificación del representante legal de la persona jurídica. 


7. Certificado de Antecedentes Fiscales De La Contraloría General De La República 
(Asociación y Representante Legal) 


8. Certificado de Antecedentes Disciplinarios Persona Natural - Procuraduría General de 
la Nación (Representante Legal) 


9. Certificado de Antecedentes Disciplinarios Persona Natural - Personería de Bogotá 
(Representante Legal) 


10. Consulta Antecedentes Judiciales (Representante Legal) 


11. Consulta Medidas Correctivas. (Representante Legal) 
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12. Propuesta de funcionamiento y operación. 


13. Plan de acción con las actividades del proyecto que se pretende desarrollar.  


14. Cronograma de ejecución.  


15. Modelo de financiamiento previsto para la ejecución de las actividades. 


16. Reglamento(s) de uso y administración de los espacios públicos administrados por el 
Distrito Especial de Mejoramiento y Organización Sectorial, DEMOS. 


A partir de la reglamentación específica que fue adoptada mediante el Decreto 540 del 21 
de noviembre del 2018, se han aprobado en Bogotá un total de cuatro (4) Distritos 
Especiales. A continuación, se presentan de forma descriptiva las áreas que han sido objeto 
de aprobación del instrumento denominado Distritos Especiales de Mejoramiento y 
Organización Sectorial (DEMOS): 
 


1. Zona Rosa 
 


Aprobado mediante Resolución 238 de 08 de octubre 2020, la Asociación Zona Rosa 
es una iniciativa de naturaleza privada y sin fines de lucro, organizada bajo sus propios 
estatutos y personería jurídica, creada con el fin de orientar, promover, organizar y 
fomentar en la comunidad, la corresponsabilidad para la adecuada generación de 
espacios públicos al servicio de residentes, comerciantes y visitantes de la zona Rosa 
de Bogotá en los temas de administración y mejora de los espacios públicos, movilidad, 
medio ambiente, seguridad, limpieza, turismo, entre otros. 


 
2. Paseo de la Luz 


 
Aprobada mediante Resolución 519 del 27 de diciembre de 2019, la Gran Manzana es 
una entidad sin ánimo de lucro, iniciativa que bajo la figura de Distritos Especiales de 
Mejoramiento y Organización Sectorial (DEMOS), pretende rescatar el bienestar social 
de sus ciudadanos, estableciendo como principales metas la seguridad integral, el 
mejoramiento del espacio público y el desarrollo socioeconómico de las zonas 
delimitadas, las cuales contemplan un polígono que inicia en su límite oriental con el 
Parque de Los Periodistas (Cra. 3era) y en su zona occidental con la avenida Caracas, 
paseo que se entrelaza a través de la calle 12C, Eje ambiental, avenida Jiménez y calle 
12. 


 
3. Parque de la 93 


 
Aprobado mediante la Resolución 455 de 15 noviembre 2019, la Asociación Amigos del 
Parque 93 es una entidad sin ánimo de lucro, encargada de la administración, 
mantenimiento y aprovechamiento económico del Parque 93, basados en el contrato 
marco celebrado con el Departamento Administrativo de la Defensoría del Espacio 
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Público de Bogotá (DADEP). 
 


El objetivo principal consiste en promover la cultura, el civismo y el respeto por el 
espacio público, mediante diferentes estrategias y la puesta en marcha de una agenda 
cultural variada e incluyente, que permitan hacer del lugar un modelo de ciudad y 
demostrar cómo las Alianzas Público Privadas (APP) representan un beneficio para la 
capital colombiana. Se destacan programas de espacio público, campañas cívicas, 
fomento a la cultura, programas de servicios asociados a eventos, seguridad y 
publicaciones de interés. 


 
4. Centro Internacional 


 
Aprobado mediante Resolución 250 del 15 de octubre 2020, se trata de una 
organización de carácter cívico sin ánimo de lucro, con personería jurídica de beneficio 
social, orientado a canalizar la responsabilidad colectiva y compartida de las empresas, 
los ciudadanos y el estado en la consolidación de un entorno amable, seguro y 
próspero. Se destacan programas asociados a la seguridad integral, emergencias y 
movilidad, cuidado del espacio público y el ambiente, civismo y cultura y 
posicionamiento del sector 


 
CONCLUSIONES 
 
Los DEMOS son un instrumento que permite el mejoramiento, mantenimiento y 
preservación de las condiciones urbanas, ambientales y socioeconómicas de unas áreaa 
delimitadas, propuestas por los privados interesados y en coordinación con la 
administración municipal que hace un previo análisis y otorga la viabilidad de la propuesta, 
donde, a su vez, ello permite revitalizar económicamente el sector delimitado, 
convirtiéndose en areas para la administración, gestión y aprovechamiento económico del 
espacio público y de revitalización económica del sector privado. 
 
Con ellos se pretende implementar mecanismos de administración integral y de autogestión 
del espacio público, para la generación de óptimos escenarios sociales y físico-espaciales, 
mediante el diseño de estrategias para el incremento del aprovechamiento del espacio 
público, el desarrollo económico de bienes y servicios de forma integral con el sector 
privado, con recursos provenientes del mismo aprovechamiento económico del espacio 
público, en especial por actividades suplementarias, como publicidad y mercadeo y el 
servicio de vigilancia. 
 
En este sentido, esta experiencia de los DEMOS permite construir y consolidar un ciudad 
urbanamente más confortable y segura, consolidar un hábitat que garantiza calidad de vida, 
por lo que puede ser un instrumento que permita proyectos de consolidación urbanística 
para varios sectores y de renovación urbana para otros en la ciudad de Montería. 
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Los DEMOS se constituyen entonces en una herramienta transformadora del espacio 
público a corto, mediano y largo plazo, debido a la dinámica propia de las actividades 
económicas y el uso más intenso de las propiedades que allí convergen. Surgen impactos 
inmediatos de apariencia física mejorada, diversidad de oferta comercial, aumento de 
visitantes, incremento en los ingresos para los privados y la valorización de los bienes 
inmuebles. Además, también surgen impactos intermedios, a largo plazo y duraderos en 
zonas completamente transformadas. 
 
Como diría Jean Gehl en el libro Ciudades para las personas (2010) que la política urbana 
integrada debe desarrollarse de manera viva, con ciudades seguras, sostenibles y 
saludables, en donde es urgente fortalecer la función social del espacio de la ciudad como 
lugar de encuentro que contribuye a los objetivos de la sostenibilidad social y una sociedad 
abierta y democrática.  
 
Así que el potencial de una ciudad animada se fortalece cuando más personas viven para 
caminarla, recorrerla, andarla en bicicleta y permanecer en su espacio público como un 
espacio vivo de la ciudad y los DEMOS terminan siendo una herramienta que lo permite. 
 
FUENTE JURÍDICA: 
 
Ley 9 de 1989 
Ley 388 de 1997 
Ley 2079 de 2021 
Decreto Nacional 1077 de 2015 
Decreto Distrital 540 de 2018 
 
 
Cordialmente, 
 
 
 
CARLOS ANDRÉS TARQUINO BUITRAGO 
Abogado Especialista en Derecho Urbanístico 
Asesor Banco de Suelos e Inmobiliario de Montería 
Contrato de prestación de servicios No. BIM-CD-006-2024 
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DECRETO 540 DE 2018 
(Septiembre 21) 


 
Por medio del cual se reglamentan los Distritos Especiales de Mejoramiento y organización Sectorial – DEMOS 


de que trata el artículo 461 del Decreto Distrital 190 de 2004 – Plan de Ordenamiento Territorial 
 


EL ALCALDE MAYOR DE BOGOTÁ, D.C. 
En ejercicio de sus atribuciones legales, en especial las conferidas por los numerales 1°, 3°, 4º, 5° y 16° del 


artículo 38 del Decreto Ley 1421 de 1993 y el artículo 461 del Decreto Distrital 190 de 2004 y, 
 


CONSIDERANDO: 
 


Que el inciso primero del artículo 82 de la Constitución Política de Colombia, establece que: “Es deber del Estado velar 
por la protección de la integridad del espacio público y por su destinación al uso común, el cual prevalece sobre el interés 
particular”. 


Que de conformidad con el artículo 3 de la Ley 388 de 1997, el ordenamiento del territorio constituye en su conjunto una 
función pública, para el cumplimiento de los siguientes fines: “(…) 1. Posibilitar a los habitantes el acceso a las vías 
públicas, infraestructuras de transporte y demás espacios públicos y su destinación al uso común, (...). 2. Atender   los 
procesos de cambio en el uso del suelo y adecuarlo en aras del interés común, (...), 3.  Propender por el mejoramiento de 
la calidad de vida de los habitantes, la distribución equitativa de las oportunidades y los beneficios del desarrollo y la 
preservación del patrimonio cultural y natural (...)”. 


Que el artículo 461 del Decreto Distrital 190 de 2004 establece los Distritos Especiales de Mejoramiento y Organización 
Sectorial - DEMOS y dispone: “Las comunidades organizadas, asociaciones cívicas, gremiales y comerciales, pueden 
proponer y constituir Distritos Especiales de Mejoramiento y Organización Sectorial (DEMOS), con el objeto de promover 
el mejoramiento, mantenimiento, administración y preservación de las condiciones urbanas, ambientales y 
socioeconómicas de la ciudad, claramente delimitados. Las actividades de los Distritos Especiales de Mejoramiento y 
Organización Sectorial (DEMOS) deberán desarrollarse en forma coordinada, complementaria y armónica con las políticas, 
programas y competencias de la Administración Distrital. 


La Administración Distrital reglamentará las disposiciones necesarias para establecer la conformación, funcionamiento y 
control de los Distritos Especiales de Mejoramiento y Organización Sectorial (DEMOS), garantizando que se atienda y 
consulten los intereses de los residentes, vecinos y usuarios del sector y que se respete la naturaleza, uso, destinación y 
acceso a los espacios públicos cobijados por los Distritos Especiales de Mejoramiento y Organización Sectorial (DEMOS), 
para lo cual sus políticas, programas y proyectos deberán ser aprobados por la Defensoría del Espacio Público.” 


Que el artículo 3º del Acuerdo 018 de 1999 establece que son funciones del Departamento Administrativo de la Defensoría 
del Espacio Público - DADEP, sin perjuicio de las atribuciones de otras autoridades, la defensa, inspección, vigilancia, 
regulación y control del espacio público del Distrito Capital; la administración de los bienes inmuebles y la conformación 
del inventario general del patrimonio inmobiliario Distrital. 


Que el inciso primero del artículo 278 del Decreto Distrital 190 de 2004 establece que: “Las entidades del Distrito Capital 
a cuyo cargo estén las zonas recreativas de uso público y las zonas viales, podrán contratar o convenir con particulares la 
administración, el mantenimiento y el aprovechamiento económico de las zonas viales y recreativas de uso público, 
incluidas las zonas de estacionamientos y el equipamiento colectivo que hacen parte integrante de las cesiones obligatorias 
gratuitas al Distrito Capital, ajustándose a los mecanismos legales que se fijen para el caso. Parágrafo 1. El Alcalde Mayor 
regulará lo concerniente a la administración, mantenimiento y aprovechamiento económico del espacio público. Para ello 
contará con un plazo de dos (2) años, contados a partir de la aprobación del presente Plan.” 


Que mediante el Decreto Distrital 215 de 2005 se adoptó el Plan Maestro del Espacio Público para el Distrito Capital de 
Bogotá en donde se estableció la promoción y conformación de los Distritos Especiales de Mejoramiento y Organización 
Sectorial - DEMOS como uno de los componentes fundamentales para regular la generación, el mantenimiento, la 



https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=13935#461

https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=4125#82.i.1

https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=339#3

https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=13935#461

https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=941#3

https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=13935#278.i.1

https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=16984
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administración, el financiamiento y manejo del espacio público en la ciudad. El artículo 26 establece el programa de 
renovación, recuperación y revalorización de espacios públicos, el cual plantea como uno de los componentes 
fundamentales, la promoción y conformación de los DEMOS como estrategias para mejorar, mantener y recuperar el 
espacio público en zonas centrales y en áreas urbanizadas y edificadas con alto potencial de revalorización económica de 
los inmuebles privados; es así como define la constitución de los DEMOS como parte de sus metas, en todos los núcleos 
de las centralidades de escala urbana. 


Que el artículo 2.2.3.1.5 del Decreto Único Reglamentario 1077 de 2015 del Sector Vivienda, Ciudad y Territorio, regula 
todos los elementos del espacio público, los cuales se clasifican en elementos constitutivos y complementarios del espacio 
público. 


Que teniendo en cuenta lo anterior, se hace necesario reglamentar los Distritos Especiales de Mejoramiento y Organización 
Sectorial - DEMOS. 


Que, en mérito de lo expuesto, 


DECRETA: 
 
Artículo 1°. OBJETO. Reglamentar los Distritos Especiales de Mejoramiento y Organización Sectorial - DEMOS, en 
cumplimiento de las disposiciones del Plan de Ordenamiento Territorial y en armonía con la política de espacio público 
definida para el Distrito Capital de Bogotá. 
 
Artículo 2°. DEFINICIÓN. Los Distritos Especiales de Mejoramiento y Organización Sectorial - DEMOS son un instrumento 
de iniciativa privada, que promueve acciones complementarias a las intervenciones y actuaciones que adelanta el Distrito 
Capital en áreas delimitadas de la ciudad. Estos tienen por finalidad el mejoramiento, mantenimiento, administración y 
preservación de las condiciones urbanas, ambientales y socioeconómicas de los espacios públicos respectivos. 
 
Artículo 3°. PRINCIPIOS. En cumplimiento de las actuaciones administrativas que se desarrollen en los Distritos 
Especiales de Mejoramiento y Organización Sectorial - DEMOS, se deberán observar todos los principios constitucionales 
y legales aplicables a la función administrativa, de conformidad con las normas vigentes. Adicionalmente deberán 
observarse los siguientes principios: 
 
1. Gobernabilidad. El Distrito Capital debe garantizar la gobernabilidad en la preservación del derecho colectivo al disfrute 
del espacio público de la ciudad. 


2. Gobernanza. El Distrito Capital deberá procurar un desarrollo económico, social e institucional duradero promoviendo el 
equilibrio entre la Administración, la sociedad civil, las condiciones económicas y ambientales. 


3. Cooperación Público-Privada. El Distrito Capital podrá promover sinergias con comunidades organizadas, asociaciones 
cívicas, gremiales y comerciales para el mejoramiento, el mantenimiento, la administración y la preservación de las 
condiciones urbanas, ambientales y socioeconómicas del área delimitada. 


4. Presencia y debida ocupación del espacio público. El Distrito Capital deberá fomentar el empoderamiento de los 
ciudadanos para hacer uso eficiente, ordenado y responsable del espacio público. 


Artículo 4°. OBJETIVO. Promover la participación organizada de la comunidad para el mejoramiento, el mantenimiento, 
la administración y la preservación de las condiciones urbanas, ambientales y socioeconómicas del área delimitada. 


Todas las actividades que se desarrollen en los Distritos Especiales de Mejoramiento y Organización Sectorial - DEMOS 
son complementarias a los programas y actuaciones que adelanten las entidades del Distrito Capital en cumplimiento de 
sus funciones. Por lo anterior, ninguna actividad puede implicar la sustitución de las acciones administrativas a cargo del 
Distrito Capital. 


Los proyectos que desarrollen los Distritos Especiales de Mejoramiento y Organización Sectorial - DEMOS deberán 
garantizar el uso común, propender por el libre acceso al espacio público y no generan derechos adquiridos. 



https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=16984#26
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PARÁGRAFO 1. - De igual manera todos los programas y proyectos que desarrolle la Administración Distrital en 
cumplimiento de sus funciones solo requieren la coordinación entre la entidad correspondiente y el Distrito Especial de 
Mejoramiento y Organización Sectorial - DEMOS en cuanto a la programación de uso de los espacios públicos sin que ello 
implique que debe obtener permisos o aprobaciones. 


En todo caso, los Distritos Especiales de Mejoramiento y Organización Sectorial - DEMOS no podrán hacer cobro alguno 
por la utilización de los espacios públicos cuando la Administración Distrital desarrolle actividades en cumplimiento de sus 
funciones. 


PARÁGRAFO 2. - Para el cumplimiento del objetivo que trata el presente artículo los Distritos Especiales de Mejoramiento 
y Organización Sectorial - DEMOS podrán realizar actividades de aprovechamiento económico del espacio público en los 
elementos a su cargo, de acuerdo con lo establecido en el Marco Regulatorio de Aprovechamiento Económico de Espacio 
Público - MRAEEP o las normas que lo modifiquen, sustituyan o complementen. 


Artículo 5°. SOLICITUD DE CREACIÓN. Las comunidades organizadas, asociaciones cívicas, gremiales y comerciales 
a través de una persona jurídica sin ánimo de lucro debidamente reconocida o constituida por la autoridad competente, 
con sede principal en el área delimitada, podrá solicitar la creación de un Distrito Especial de Mejoramiento y Organización 
Sectorial - DEMOS. 


Toda solicitud de creación y delimitación de un Distrito Especial de Mejoramiento y Organización Sectorial - DEMOS deberá 
acompañarse de los siguientes documentos: 


1. Certificado de existencia y representación legal de la persona jurídica mediante el documento legal idóneo, cuya fecha 
de expedición no sea superior a un (1) mes y autorización del órgano respectivo si sus estatutos así lo requieren. 


2. Poder debidamente otorgado por la persona jurídica, donde se faculte de manera expresa para la solicitud de creación 
del Distrito Especiales de Mejoramiento y Organización Sectorial - DEMOS, cuando se actué mediante apoderado. 


3. Estatutos de la persona jurídica. 


4. Copia del documento de identificación del representante legal de la persona jurídica. 


5. Ortofotografía o imagen satelital de la Unidad Administrativa Especial de Catastro Distrital - UAECD con la localización 
del área delimitada propuesta. 


6. Propuesta de funcionamiento y operación. 


7. Plan de acción presentando las actividades del proyecto que se pretende desarrollar. 


8. Cronograma de ejecución. 


9. Modelo de financiamiento previsto para la ejecución de las actividades. 


10. Reglamento(s) de uso y administración de los espacios públicos administrados por el Distrito Especial de Mejoramiento 
y Organización Sectorial - DEMOS. 


PARÁGRAFO 1. - Se entenderá radicada la solicitud en legal y debida forma cuando cumpla todos los requisitos anteriores. 


PARÁGRAFO 2. - Con el fin de ajustar la propuesta de delimitación del correspondiente Distrito Especial de Mejoramiento 
y Organización Sectorial - DEMOS, el Departamento Administrativo de la Defensoría del Espacio Público - DADEP, podrá 
solicitar a los interesados revisión de la solicitud en los términos previstos en el artículo 17 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo - Ley 1437 de 2011, modificado por la Ley 1755 de 2015 o las normas 
que lo modifiquen, sustituyan o complementen. En el evento dado, el DADEP decretará el desistimiento de la solicitud y el 
archivo del expediente, mediante acto administrativo motivado, en los términos de la norma citada. 


De no cumplir con los principios y objetivos establecidos en el presente decreto o incumplir las normas urbanísticas y de 
ordenamiento territorial vigentes, el Departamento Administrativo de la Defensoría del Espacio Público - DADEP rechazará 
la solicitud, la cual podrá volverse a presentar cumpliendo con los requisitos señalados en el presente artículo. 



https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=41249#17
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PARÁGRAFO 3. - Si sobre uno o más espacios públicos se presentan pluralidad de solicitudes de creación de uno o varios 
Distritos Especiales de Mejoramiento y Organización Sectorial - DEMOS, el Departamento Administrativo de la Defensoría 
del Espacio Público - DADEP, realizará la respectiva evaluación teniendo en cuenta la fecha de solicitud radicada en legal 
y debida forma. 


PARÁGRAFO 4. - Radicada la solicitud en legal y debida forma, el Departamento Administrativo de la Defensoría del 
Espacio Público - DADEP procederá a solicitar a las Entidades Administradoras del Espacio Público la entrega de los 
espacios públicos incluidos en la propuesta de delimitación a su cargo, con el fin de integrarlos al área propuesta del 
respectivo Distrito Especial de Mejoramiento y Organización Sectorial - DEMOS en los términos definidos por el Marco 
Regulatorio de Aprovechamiento Económico de Espacio Público - MRAEEP o las normas que lo modifiquen, sustituyan o 
complementen. 


Artículo 6°. CREACIÓN. El Departamento Administrativo de la Defensoría del Espacio Público - DADEP creará mediante 
actos administrativos motivados los Distritos Especiales de Mejoramiento y Organización Sectorial - DEMOS y establecerá 
las actividades que se desarrollarán en el área delimitada. 


Una vez realizada la evaluación de la propuesta por parte del Departamento Administrativo de la Defensoría del Espacio 
Público – DADEP y considerarla conveniente para la ciudad, podrá expedir el respectivo acto administrativo motivado. 


PARÁGRAFO. - La propuesta deberá ser socializada ante la Comisión Intersectorial del Espacio Público - CIEP o quien 
haga sus veces, y posteriormente puesta en consideración de terceros interesados en la página web del Departamento 
Administrativo de la Defensoría del Espacio Público - DADEP por un periodo no menor a cinco (5) días hábiles con el fin 
de recibir comentarios y observaciones. 


Artículo 7°. CONTENIDO DEL ACTO ADMINISTRATIVO DE CREACIÓN. El contenido del acto administrativo de 
creación y delimitación de los Distritos Especiales de Mejoramiento y Organización Sectorial - DEMOS contendrá: 


1. La persona beneficiaria. 


2. Delimitación del área. 


3. Esquema de funcionamiento y operación. 


4. Inventario de los elementos de espacio público incluidos en el área delimitada incluyendo las condiciones que para dicho 
fin se establezcan. 


5. Adopción de los reglamentos de uso y administración de los espacios públicos incluidos en el área delimitada. 


6. Causales de terminación. 


7. Pólizas de cumplimiento y responsabilidad correspondientes. 


La delimitación del Distrito Especial de Mejoramiento y Organización Sectorial - DEMOS, se registrará en el Sistema de 
Información de la Defensoría del Espacio Público - SIDEP. 


En cumplimiento de lo dispuesto en el numeral 8 del artículo 8 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo - Ley 1437 de 2011, se deberá proceder a la publicación del proyecto de acto administrativo 
en la página web del Departamento Administrativo de la Defensoría del Espacio Público - DADEP. 


El acto administrativo de creación y delimitación del respetivo Distrito Especial de Mejoramiento y Organización Sectorial 
- DEMOS deberá ser expedido por el Director de Departamento Administrativo de la Defensoría del Espacio Público – 
DADEP, publicado, comunicado y notificado al interesado personalmente de conformidad con lo establecido en los artículos 
66 y siguientes de la Ley 1437 de 2011 o las normas que la reglamenten, sustituyan, modifiquen, adicionen o 
complementen. Contra el acto administrativo procederá el recurso de reposición que trata los artículos 74 y siguientes de 
la Ley 1437 de 2011 o las normas que la reglamenten, sustituyan, modifiquen, adicionen o complementen. 


PARÁGRAFO 1. - El Distrito Especial de Mejoramiento y Organización Sectorial - DEMOS no podrá ocupar, usar o 
intervenir el espacio público en el área delimitada, sin que se haya expedido el respectivo acto administrativo de creación. 



https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=41249#8.8
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PARÁGRAFO 2. - La persona jurídica se obliga a constituir a favor del Distrito Capital - Departamento Administrativo de 
la Defensoría del Espacio Público - DADEP las garantías que se requieran para amparar las actividades aprobadas en el 
respectivo acto administrativo de creación y delimitación del Distrito Especial de Mejoramiento y Organización Sectorial - 
DEMOS. Éstas deberán allegarse dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a la notificación del respectivo acto 
administrativo. 


Artículo 8°. FUNCIONAMIENTO Y OPERACIÓN. Una vez haya sido creado el Distrito Especial de Mejoramiento y 
Organización Sectorial - DEMOS, durante los primeros quince (15) días de cada semestre a partir de la fecha de creación, 
la persona jurídica deberá presentar para seguimiento del Departamento Administrativo de la Defensoría del Espacio 
Público - DADEP, el informe de las actividades realizadas y programadas en el área delimitada. Para este fin, la persona 
jurídica presentará los siguientes contenidos actualizados: 


1. Informe general de las actividades realizadas. 


2. Informe gráfico y descriptivo de las actividades realizadas. 


3. Informe de ingresos y gastos. 


4. Presupuesto y plan de acción de las actividades programadas. 


Artículo 9° PLAZO. - El tiempo de duración de los Distritos Especiales de Mejoramiento y Organización Sectorial - DEMOS 
será máximo de cinco (5) años. 


Artículo 10°. RECURSOS POR APORTES VOLUNTARIOS. Los Distritos Especiales de Mejoramiento y Organización 
Sectorial - DEMOS podrán realizar aportes voluntarios en especie para el mejoramiento, el mantenimiento, la 
administración y la preservación de las condiciones urbanas, ambientales y socioeconómicas del área delimitada. 


PARÁGRAFO. - Tales aportes voluntarios se realizarán a título de donación y a partir de ellos se podrán obtener los 
beneficios tributarios establecidos en la normatividad vigente. 


Artículo 11°. RECURSOS POR ACTIVIDADES DE APROVECHAMIENTO ECONÓMICO DEL ESPACIO PÚBLICO. Los 
recursos que se generen por aprovechamiento económico en los elementos del espacio público entregados en 
administración, conforme a la reglamentación vigente, se destinarán al mejoramiento, el mantenimiento, la administración 
y la preservación de las condiciones urbanas, ambientales y socioeconómicas del área delimitada por el Distrito Especial 
de Mejoramiento y Organización Sectorial - DEMOS. 


PARÁGRAFO. - En caso de generarse excedentes por el desarrollo de actividades de aprovechamiento en espacio 
público, deberán ser reembolsados al Distrito Capital de Bogotá en las condiciones que fije el Departamento Administrativo 
de la Defensoría del Espacio Público - DADEP, atendiendo los criterios de razonabilidad y proporcionalidad, y en todo caso 
se destinarán al mejoramiento, el mantenimiento, la administración y la preservación de las condiciones urbanas, 
ambientales y socioeconómicas del espacio público. 


Artículo 12°. SEGUIMIENTO. La verificación del funcionamiento y operación de los Distritos Especiales de Mejoramiento 
y Organización Sectorial - DEMOS será ejercido por el Departamento Administrativo de la Defensoría del Espacio Público 
- DADEP. 


Artículo 13°. INSPECCIÓN, VIGILANCIA Y CONTROL. La inspección, vigilancia y control de los Distritos Especiales de 
Mejoramiento y Organización Sectorial - DEMOS será realizada por el Departamento Administrativo de la Defensoría del 
Espacio Público - DADEP de conformidad con sus competencias y de acuerdo a lo que se establezca en los respectivos 
actos administración de creación y delimitación de los DEMOS. 


Sin perjuicio de lo anterior, las autoridades de control urbano mantienen sus competencias según las normas vigentes en 
materia de protección de la integridad del espacio público. 


Artículo 14°. VIGENCIA. El presente decreto rige a partir del día hábil siguiente a su publicación en el Registro Distrital. 



https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=81054






 


 


 


PROYECTO DE DECRETO 0408 DE 2024 


(05 de septiembre de 2024) 


Por medio del cual se modifica el Decreto 0347 de 2017 y 0261 de 2021 y se 
reglamenta la compensación y el traslado de cargas urbanísticas para el desarrollo 


de las actuaciones urbanísticas en el Municipio de Montería 


EL ALCALDE MUNICIPAL DE MONTERIA 


En uso de sus atribuciones constitucionales y legales, especialmente las 
conferidas en los artículos 1, 2, 209, 315 numerales 1 y 3 de la Constitución 
Política; artículos 29 de la Ley 1551 de 2012, la Ley 388 de 1997, el Decreto 


Nacional 1077 de 2015, el Acuerdo 003 de 2021, 


CONSIDERANDO 


Qué la Ley 9 de 1989 por medio de la cual se dictan normas sobre planes de 
desarrollo municipal, compraventa y expropiación de bienes y se dictan otras 
disposiciones “…Cuando las áreas de cesión para las zonas verdes y servicios comunales 
sean inferiores a las mínimas exigidas por las normas urbanísticas, o cuando su ubicación 
sea inconveniente para la ciudad, se podrá compensar la obligación de cesión, en dinero o 
en otros inmuebles, en los términos que reglamenten los concejos municipales. Si la 
compensación es en dinero, se deberá asignar su valor a los mismos fines en lugares 
apropiados, según lo determinen el plan de ordenamiento territorial o los instrumentos que 
lo desarrollen o complementen. Si la compensación se satisface mediante otro inmueble, 
también deberá estar ubicado en un lugar apropiado según lo determine el mismo plan…” 
 
Qué la Ley 388 de 1997 establece como principio rector del ordenamiento territorial 
el equilibrio en el reparto de cargas y beneficios dentro del procesos de desarrollo 
territorial que se surtan a través de las acciones y actuaciones urbanísticas que se 
ejecuten en el municipio. 
 
Que la Ley 388 de 1997 en su articulo 3 identifica los fines de la función pública de 
urbanismo la de facilitar y promover el acceso a la infraestructura vial, al respecto 
establece lo siguiente: 
 


1. Posibilitar a los habitantes el acceso a las vías públicas, infraestructuras de 
transporte y demás espacios públicos, y su destinación al uso común, y hacer 
efectivos los derechos constitucionales de la vivienda y los servicios públicos 
domiciliarios. 


 
Que el artículo 117 de la Ley 388 de 1997 establece: “Incorporación de áreas 
públicas. Adicionase el artículo 5 de la Ley 9 de 1989, con el siguiente parágrafo:  
 


“Parágrafo.- El espacio público resultante de los procesos de urbanización y 
construcción se incorporará con el solo procedimiento de registro de la escritura de 
constitución de la urbanización en la Oficina de Instrumentos Públicos, en la cual se 
determinen las áreas públicas objeto de cesión y las áreas privadas, por su 
localización y linderos. La escritura correspondiente deberá otorgarse y registrarse 
antes de la iniciación de las ventas del proyecto respectivo." 


 
Que dentro de las normas correspondientes al sistema de espacio público 
contenidas en el Acuerdo Municipal No. 003 de 2021, se definió como estrategia 
“reorientar el cumplimiento de obligaciones urbanísticas de espacio público, 
asegurando un porcentaje para la generación en sitio, asignación de cargas para 
espacio público por aprovechamientos adicionales y mecanismos para su 
compensación o traslado.” 
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“Por medio del cual se reglamenta el procedimiento para la aplicación de los 
mecanismos de compensación y traslado de cargas urbanísticas” 


 


2 
 


Que el Decreto No. 1420 de 1998, señaló las normas, procedimientos y criterios 
para la realización de los avalúos dentro de los trámites administrativos de las 
entidades públicas, y definió con respecto a los avalúos, la determinación de las 
zonas homogéneas y en qué consisten, al respecto dijo: 


 
“Artículo 6.- Como zona o subzona geoeconómica homogénea se entiende el 
espacio que tiene características físicas y económicas similares, en cuanto a: 
1. Topografía 
2. Normas urbanísticas 
3. Servicios públicos domiciliarios 
4. Redes de infraestructura vial 
5. Tipología de las construcciones 
6. Valor por unidad de área de terreno 
7. Áreas Morfológicas Homogéneas 
8. La estratificación socioeconómica 
 
Parágrafo 1.- Para efectos de la determinación de la compensación de que trata el 
Decreto-ley 151 de 1998, para el cálculo del reparto equitativo de cargas y beneficios 
y para la delimitación de las unidades de actuación urbanística, se entienden como 
áreas morfológicas homogéneas las zonas que tienen características análogas en 
cuanto a tipologías de terreno, edificación o construcción, usos e índices derivados 
de su trama urbana original…” 


 
Que la Resolución 620 de 2008 del IGAC, determinó las normas metodológicas para 
la realización de avalúos y en su artículo 28 definió el tipo de avalúo aplicable para 
la compensación de las zonas de cesión, estableció: 
 


“Artículo 28º.- Avalúo de áreas de cesión. Cuando sea necesario avaluar las áreas 
de cesión, para efectos de compensación, según lo autorizado en el artículo 7º de 
la Ley 9a. de 1989, el avalúo debe realizarse a valores comerciales del terreno 
urbanizado, así el terreno al momento del avalúo se encuentre en bruto.” 


 
Que el artículo 1 del Decreto Nacional 1504 de 1998 “Por el cual se reglamenta el 
manejo del espacio público en los planes de ordenamiento territorial” compilado en 
el artículo 2.2.3.1.1 del Decreto Nacional 1077 de 2015 establece que:  
 


“Es deber del Estado velar por la protección de la integridad del espacio público y 
por su destinación al uso común, el cual prevalece sobre el interés particular. En el 
cumplimiento de la función pública del urbanismo, los municipios y distritos deberán 
dar prelación a la planeación, construcción, mantenimiento y protección del espacio 
público sobre los demás usos del suelo”. 


 
Que el artículo 2.2.6.1.1.4 del Decreto Nacional 1077 de 2015, modificado por el 
artículo 7 del Decreto No. 1783 de 2021, establece el contenido de las licencias de 
urbanismo, incluyendo en estas las cargas urbanísticas que se refieren a las áreas 
de cesión de suelo para espacio público, al respecto dice: 
 


“Las licencias de urbanización concretan el marco normativo general sobre usos, 
edificabilidad, volumetría, accesibilidad y demás aspectos técnicos con base en el 
cual se expedirán las licencias de construcción para obra nueva en los predios 
resultantes de la urbanización. Con la licencia de urbanización se aprobará el plano 
urbanístico, el cuál contendrá la representación gráfica de la urbanización, 
identificando todos los elementos que la componen para facilitar su comprensión, 
tales como: afectaciones, suelo de protección en los términos del artículo 35 de la 
Ley 388 de 1997, cesiones públicas para parques, equipamientos y vías locales, 
áreas útiles y el cuadro de áreas en el que se cuantifique las dimensiones de cada 
uno de los anteriores elementos y se haga su amojonamiento.” 


 



https://www.funcionpublica.gov.co/sisjur/home/Norma1.jsp?i=339#35
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Qué en el Decreto Único Reglamentario 1077 de 2015, en su artículo 2.2.6.1.4.5 
determinó condiciones para la conformación de las áreas de cesión, al respecto dijo: 
 


“ARTICULO 2.2.6.1.4.5 Determinación de las áreas de cesión. Sin perjuicio de 
los instrumentos que lo desarrollen o complementen determinarán las 
especificaciones para la conformación y dotación de las cesiones gratuitas 
destinadas a vías, equipamientos colectivos y espacio público en general. Cuando 
las zonas de cesión presenten áreas inferiores a las mínimas exigidas, o cuando su 
ubicación sea inconveniente para el municipio o distrito, se podrán compensar en 
dinero o en otros inmuebles, en los términos que reglamente el Concejo municipal o 
distrital.  
 
Estas previsiones se consignarán en las respectivas licencias de urbanización o 
parcelación. Si la compensación es en dinero, se destinará su valor para la 
adquisición de los predios requeridos para la conformación del sistema de espacio 
público, y si es en inmuebles, los mismos deberán estar destinados a la provisión 
de espacio público en los lugares apropiados, según lo determine el Plan de 
Ordenamiento Territorial o los instrumentos que lo desarrollen o complementen.  
 
En todo caso, por lo menos el cincuenta por ciento (50%) de las zonas de cesión 
con destino a parques, zonas verdes o equipamientos se distribuirán espacialmente 
en un sólo globo de terreno y cumplirán con las siguientes características:  
 
1. Garantizar el acceso a las cesiones públicas para parques y equipamientos desde 
una vía pública vehicular.  
2. Proyectar las zonas de cesión en forma continua hacia el espacio público sin 
interrupción por áreas privadas.  
3. No localizar las cesiones en predios inundables ni en zonas de alto riesgo. 
 
Parágrafo. Los aislamientos laterales, paramentos y retrocesos de las edificaciones 
no podrán ser compensados en dinero, ni canjeado por otros inmuebles.” 


 
Que, el artículo 429 del Plan de ordenamiento territorial - Acuerdo Municipal No. 003 
de 2021, que regula el mecanismo de compensación, establece: 
 


“Artículo 429. Mecanismos de traslado o compensación de obligaciones 
urbanísticas. Los traslados y compensaciones de obligaciones son mecanismos 
mediante los que la Administración podrá establecer alternativas para cumplir las 
siguientes obligaciones urbanísticas:  
 
1. Espacio público  
2. Parqueaderos  
3. Vivienda de interés social y de interés social prioritario  
4. Todas aquellas obligaciones que se autorice en el presente Plan y pueden ser 
susceptibles de estos mecanismos. 
 
Parágrafo 1. Los traslados y compensaciones estarán sujetos a la reglamentación 
que se expida por parte de la administración municipal. Dentro de esta 
reglamentación se podrán incluir los estímulos y/o compensaciones para las zonas 
contiguas a las franjas del derecho de vía y zonas contiguas a los suelos de 
protección, de conformidad con lo establecido en el presente Acuerdo y lo definido 
por la Ley 388 de 1997 y demás normas vigentes sobre la materia.  
Parágrafo 2. En actuaciones urbanísticas que comporten gestión asociada, bien 
sea a través de planes parciales o de actuaciones urbanas integrales, el traslado y/o 
compensación se permitirá en los porcentajes previstos en la norma nacional que 
rige la materia y lo dispuesto en el presente Plan, y en todo caso siempre bajo el 
criterio de no fomentar traslados o compensaciones que generen déficit de soportes 
urbanos en el ámbito de origen de la obligación para la población actual y la 
esperada en dicho ámbito.  
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Parágrafo 3. Los traslados o compensaciones en inmuebles que no estén 
sometidos a la gestión asociada obligatoria solo podrán darse en las condiciones 
que defina el Decreto reglamentario correspondiente.  
Parágrafo 4. Los recursos que se obtengan por el pago a título de compensación 
urbanística ingresarán al fondo creado para tal fin. La administración podrá modificar 
y/o fusionar los fondos existentes.” 


 
Qué, el Concejo Municipal a través del Acuerdo No. 013 de 2017, autoriza al señor 
alcalde para que cree el fondo de compensación por espacio público, así mismo, 
establece en su artículo 3° que este será reglamentado por Decreto. Este mismo 
Acuerdo se define en su artículo 2° la formula a aplicar para compensación de 
espacio público como carga por mayor aprovechamiento, definiendo como requisito 
para acceder al beneficio de mayor altura, la siguiente formula: 
 


C = A*EP*$CH*BE 
 
Qué, la administración municipal creó y reglamentó el fondo de compensación para 
espacio público de que trata el Acuerdo Municipal No. 013 de 2017,  mediante el 
Decreto Municipal No. 347 de 2019, modificado por el Decreto Municipal No. 146 de 
2021, dentro de los cuales se reglamentó exclusivamente la compensación para las 
cargas adicionales para calcular las cargas urbanísticas adicionales en los 
desarrollos que pretenda acceder a edificabilidad y aprovechamientos adicionales, 
dejando sin reglamentación el procedimiento para el cálculo y liquidación de las 
cargas urbanísticas conforme a lo dispuesto en el artículo 7 de la Ley 9 de 1989. 
 
Que el Acuerdo Municipal No. 003 de 2021 por medio del cual se aprueba la revisión 
ordinaria del plan de ordenamiento territorial, estableció en su artículo 247 qué “La 
administración municipal podrá modificar reglamentación del Fondo de 
Compensación de Cargas Urbanísticas establecido en el Acuerdo 013 de 2017.”  
 
Así mismo, estableció en el artículo 245 del Acuerdo Municipal No. 003 de 2021, la 
asignación de cargas urbanísticas para el tratamiento de desarrollo, incluyendo 
dentro de estas como formas de cumplimiento de estas obligaciones la generación 
en sitio o la posibilidad de compensar y/o trasladar dichas cargas. Esta posibilidad 
fue claramente definida tanto para las cargas urbanísticas obligatorias, dentro del 
índice básico como para las cargas urbanísticas obligatorias para el índice adicional. 
 
Que, con el fin de garantizar la generación del espacio público necesario y de 
calidad en el territorio y que cada urbanizador genere como contraprestación al 
aprovechamiento urbanístico autorizado, el suelo y la dotación para el espacio 
público requerido para el bienestar de los habitantes de la ciudad, así como la 
financiación de proyectos estratégicos de escala urbana a través del pago de 
recursos económicos al fondo creado para ello. 
 
Qué, el Acuerdo Municipal No. 003 de 2021, establece como carga urbanística 
obligatoria, en concordancia con la norma nacional artículo 2.2.2.1.5.1.1 del DUR 
1077 de 2015, la obligación de destinar suelo para el desarrollo de proyectos de 
vivienda VIP o VIS, al respecto reza: 
 


“Artículo 250. Exigencia de Vivienda de Interés Prioritario. En los planes 
parciales de desarrollo tanto en suelo urbano como de expansión urbana, o en 
proyectos urbanísticos en predios con tratamiento de desarrollo en suelo urbano, se 
establece la destinación del 20% del suelo útil residencial o comercio y servicios 
para el desarrollo de Vivienda de Interés Prioritario. 
 
El suelo útil residencial para el desarrollo de VIP podrá disponerse en otras zonas 
de la ciudad mediante mecanismos de compensación a través de los patrimonios 
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autónomos o fondos que creará el Municipio con la finalidad de desarrollar proyectos 
de Vivienda de Interés Social o de Interés Prioritario.  
 
Cuando el suelo destinado para el desarrollo de proyectos VIP se localice en el 
mismo proyecto, deberá quedar expresamente señalado y determinado en la 
escritura pública de constitución de la urbanización, la cual deberá inscribirse en el 
folio de matrícula inmobiliaria de cada uno de los inmuebles. Si el suelo destinado 
para el desarrollo de proyectos VIP se localiza en otra zona de la ciudad, esta 
situación deberá inscribirse en el folio de matrícula inmobiliaria de cada uno de los 
inmuebles.  
 
En todo caso, las áreas correspondientes sólo podrán ser destinadas a este tipo de 
vivienda y deberán desarrollarse de conformidad con ese uso por sus propietarios o 
por el Municipio.  
Los proyectos de iniciativa pública o público - privada cuya área construida 
destinada al uso dotacional corresponda a más del 80% del área total construida y 
los que en su totalidad se destinen al uso industrial y los proyectos cuya área 
construida sea destinada en un 70% a VIS, no están sujetos al cumplimiento de la 
obligación de VIP.” 


 
Qué, el artículo 429 del Acuerdo Municipal No. 003 de 2021, definió las cargas 
urbanísticas que pueden ser objeto de la aplicación de los mecanismos de 
compensación y traslado, de igual manera en su parágrafo 1 expresa: 
 


“Parágrafo 1. Los traslados y compensaciones estarán sujetos a la reglamentación 
que se expida por parte de la administración municipal. Dentro de esta 
reglamentación se podrán incluir los estímulos y/o compensaciones para las zonas 
contiguas a las franjas del derecho de vía y zonas contiguas a los suelos de 
protección, de conformidad con lo establecido en el presente Acuerdo y lo definido 
por la Ley 388 de 1997 y demás normas vigentes sobre la materia.” 


 
De igual manera, la norma enunciada faculta a la administración municipal para que 
cree el fondo, fusione o modifique los existentes. 
 


“Parágrafo 4. Los recursos que se obtengan por el pago a título de compensación 
urbanística ingresarán al fondo creado para tal fin. La administración podrá modificar 
y/o fusionar los fondos existentes.” 


 
Que dado lo anterior, se hace necesario establecer el procedimiento y aplicación de 
los mecanismos de compensación y traslados previamente contemplados en los 
Acuerdos Municipales No. 013 de 2017 y 003 de 2021. 


DECRETA 


Artículo 1. Objeto. El presente Decreto tiene por objeto reglamentar el mecanismo 
de compensación y traslado para las cargas urbanísticas dentro de las actuaciones 
urbanísticas y desarrollos que se adelanten dentro del suelo municipal de que trata 
en el artículo 429 del Acuerdo Municipal No. 003 de 2021, así como la creación y 
reglamentación del fondo para compensación de carga urbanísticas para proyectos 
de vivienda VIS y VIP conforme a lo establecido en el Decreto Único Reglamentario 
No. 1077 de 2015 y en el Acuerdo Municipal No. 003 de 2021.  


CAPITULO I. 


DEFINICIONES 


Artículo 2. Definiciones: Para efectos de interpretación y comprensión de la 
aplicación de los mecanismos de compensación y traslados regulados mediante 
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el presente decreto, se determinan las siguientes definiciones: 
 
Cargas urbanísticas obligatoria: corresponde a las cargas urbanísticas locales y 
adicionales, establecidas para cada tratamiento urbanístico conforme a las 
disposiciones establecidos en el POT y en los instrumentos que lo reglamentan y 
complementan. Son obligaciones a cargo del urbanizador o desarrollador de las 
actuaciones urbanísticas como contraprestación de los derechos básicos y 
adicionales de desarrollo y de construcción previamente autorizados en la norma 
general. 
 
Índice de aprovechamiento básico: se entiende como el número mínimo de 
metros cuadrados construidos a los que tiene derecho a acceder el constructor o el 
desarrollador asumiendo las cargas urbanísticas básicas sin que se requiera asumir 
por ello cargas adicionales. Es el Índice de Construcción Básico, y se establece 
como el total de área neta construida dividido entre el área neta urbanizable objeto 
del plan parcial o licencia de urbanización. El índice de aprovechamiento básico se 
calcula así: 
 
ICB = ATC / ANU = 1.5 
 
 Donde:  
ICB: Índice de Construcción Básico  
ATC: Área total construida (neta incorporando todos los usos previstos)  
ANU: Área neta urbanizable 
 
Cargas urbanísticas básicas: corresponde a las cargas mínimas que deben 
asumir los desarrolladores y constructores como contraprestación a los derechos 
básicos de aprovechamiento y conforme a lo dispuesto para cada tipo de 
tratamiento urbanístico en concordancia con lo establecido en los artículos 245, 250 
y 265 del Acuerdo 003 de 2021 
 
Índice de aprovechamiento adicional:  se entiende como el número de metros 
cuadrados construidos a los podría acceder el desarrollador y constructor 
asumiendo las cargas urbanísticas adicionales aplicables a cada tratamiento 
conforme a lo dispuestos en los artículos 245, 250 y 265 del Acuerdo 003 de 2021 
y las normas que lo complementen.  
 
Es el resultante de aplicar el Índice de Construcción Adicional, y se establece como 
el total de área neta adicional construida, dividido entre el área neta urbanizable 
objeto del plan parcial o licencia de urbanización Se determina de la siguiente 
manera: 
 
ICA = AAC / ANU  
 
Donde:  
 
ICA: Índice de Construcción Adicional 
AAC: Área adicional construida (neta incorporando todos los usos previstos, 
descontando el área construida dentro del índice básico)  
ANU: Área neta urbanizable 
 
Cargas urbanísticas adicionales: corresponden a las obligaciones urbanísticas 
adicionales a las obligaciones básicas, que deben ser asumidas por el desarrollador 
y constructor como contraprestación a los derechos de desarrollo y edificabilidad 
adicionales a los que pretenda acceder el desarrollador y constructor dentro de la 
ejecución de su proyecto urbanístico. Estas se encuentran plenamente descritas y 
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definidas para cada tratamiento urbanístico aplicable en los artículos 245, 255 y 260 
del Acuerdo Municipal 003 de 2021, así como en las normas que lo complementen 
y desarrollen. 
 
CUA= AAC* 0.03/0.04/0.05 (rangos de edificabilidad) 
 
Compensación: Corresponde a las sumas en dinero que debe pagarse al fondo 
previsto para cada tipo de carga urbanística por parte del promotor y/o titular de la 
licencia de urbanismo por concepto de carga urbanística que no pueda cumplir en 
sitio. 
 
Traslado: Mecanismo de gestión de suelo por medio del cual se da cumplimiento a 
las cargas urbanísticas a través de la cesión gratuita en suelos distintos de los 
suelos generadores de la carga. 
 
                                                CAPITULO II 


MECANISMO DE COMPENSACIÓN Y TRASLADOS. 
                                                   TITULO I 


FONDO DE COMPENSACIÓN PARA CARGA URBANISTICA DE ESPACIO 
PUBLICOY EQUIPAMIENTO. 


 
Artículo 3. Condiciones para aprobación de la compensación: Los desarrollos 
y actuaciones urbanísticas que pretendan ser objeto de la aplicación de los 
mecanismos de que trata el artículo 247 del Acuerdo Municipal No. 003 de 2021, 
deberán garantizar: 
. 


- Que la compensación o traslados no conlleven a la generación de nuevos 
sectores de la ciudad con déficit de espacios públicos efectivo que afecte 
el cumplimiento de los índices de espacio público. 


- Para los proyectos sometidos al tratamiento de renovación, deberá 
evaluarse que las propuestas de redesarrollo urbano garanticen que se 
genere los espacios públicos y soportes urbanos necesarios para la 
nueva propuesta urbana a corto, mediano y largo plazo. 


- Que en los proyectos en los que se permitan la aplicación de estos 
mecanismos se aseguren de contar con la infraestructura urbana y de 
servicios públicos domiciliarios que soporten la clases e intensidad de 
usos y condiciones urbanísticas necesaria para el correcto 
funcionamiento de las actividades que se proponen implantar en el sector. 


- Que los traslados y compensaciones del suelo que se propongan por 
carga urbanística promuevan la gestión del suelo para el desarrollo de los 
proyectos estratégicos de espacio público definidos en el POT y para la 
adquisición de los suelos de protección en el suelo urbano o de expansión 
y en el suelo rural. 


 
Artículo 4. Ámbito de aplicación: Las fórmulas y disposiciones del presente 
decreto, podrán ser aplicados a los proyectos urbanísticos que se desarrollen dentro 
de los tratamientos de desarrollo, de renovación y de consolidación en las 
modalidades de densificación moderada y en sectores urbanos especiales, en los 
casos que aplique conforme a los criterios definidos el Acuerdo Municipal No. 003 
de 2021, acorde a lo siguiente: 
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TRATAMIENTO 
URBANÍSTICO 
Acuerdo 003 de 2021 


OBLIGACIONES URBANÍSTICA BASICAS/ ADICIONALES 
 OBJETO DE PAGO COMPENSATORIO 


GENERALES LOCALES 


Tratamiento de Desarrollo Artículos 245 numeral 2 y 285 


Espacio público: 
Artículos 156, 245 numeral 1 


Equipamientos: 
 Artículos 156, 290 y 291 


Tratamientos de: 
Renovación Urbana y 
Consolidación con 
densificación moderada 


Artículos 156 numeral 2 


Espacio público: 
Artículos 156, 317, 318, 327, 
330 y 331 


Servicios Públicos 
Domiciliarios: Artículos 320 y 
321 


Tratamiento de 
Mejoramiento integral N/A 


Servicios Públicos 
Domiciliarios: según UDP 
Espacio público: según UDP 


Tratamiento de 
Conservación N/A Espacio Público: 


conforme a lo definido en la UDP 


  
Parágrafo 1. La Secretaría de Planeación Municipal - SPM será la encargada de 
estudiar y verificar el cumplimiento de las condiciones minimas para la aplicación de 
la compensación y el traslado, así mismo será la responsable de la determinación 
de las sumas a pagar en el caso de la compensación a cargo del promotor o titular 
de la licencia, la cual se hará a través de Resolución y esta deberá ser incorporada 
en la licencia urbanística que aprueba el proyecto objeto de la compensación o el 
traslado. 
  
Parágrafo 2.- Sin perjuicio de los anterior, la Secretaría de Hacienda Municipal, 
será la encargada de emitir la liquidación y recibo de pago por concepto de la 
compensación por espacio público conforme a lo dispuesto en los Acuerdos 
Municipales 003 de 2021 y 013 de 2017, de acuerdo a lo definido en la resolución 
emitida por planeación.  
 
Artículo 5. Fórmula para la determinación de la compensación de cesión de 
zonas de espacio público- parques y zona verdes:  La fórmula que se aplicará 
para determinar la compensación por cargas urbanística por concepto espacio 
público (parques-zonas verdes) será la siguiente:  
 


C= AC* (ACS + VOEP) 
 
Donde, 
  
C = Compensación en dinero a pagar al fondo. 
AC = Área expresada en metros cuadrado a compensar. 
ACs = Avalúo comercial por metro cuadrado de suelo del predio de acuerdo a los 
precios de los avalúos de referencia anexos del presente decreto. Valores vigentes 
y disponibles en el momento de la radicación en legal y debida forma del proyecto 
a licenciar ante el curador urbano. 
VOEP = Valor de obra del metro cuadrado para el espacio publico (incluye 
urbanismo y dotación). 
 
Parágrafo 1: Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 450 del Acuerdo Municipal 
003 de 2021, La liquidación de la compensación de cargas de urbanística de cesión 
y dotación de suelo para espacio público, para proyectos que pretenda desarrollarse 
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dentro del rango del índice adicional de edificabilidad, deberán cumplir con 
porcentajes de carga adicional definidos en los cuadros de aprovechamientos para 
cada tratamiento y conforme a lo dispuesto en las UDP que reglamenta el sector. 
 
Parágrafo 2.  Esta fórmula podrá aplicarse dentro de los proyectos de renovación 
urbana, de Reurbanismo y demás que correspondan a los instrumentos de 
planificación complementaria conforme a lo definido en el artículo 417 del Acuerdo 
Municipal No. 003 de 2021 y que pretendan sustituir zonas de espacio público 
preexistente conforme a lo dispuesto en el artículo 160 del Acuerdo Municipal No. 
003 de 2021, para su autorización deberá garantizarse el cumplimiento de los 
criterios establecidos en el articulo 3 del presente decreto y deberá hacer parte del 
documento técnico del plan parcial, la justificación para dicha sustitución y 
compensación. 
 
Artículo 6. Fórmula para la determinación de la compensación de zonas de 
cesión para dotacional público. De acuerdo con el artículo 429 del Acuerdo 
Municipal No. 003 de 2021, la carga urbanística de cesión para equipamiento 
público dentro de las áreas de desarrollo o renovación en modalidad redesarrollo 
podrá ser compensada, si esto no supera los 500 m2, para liquidar el valor a pagar 
por concepto de compensación de zonas de cesión para dotacional público en 
tratamiento de desarrollo, la Secretaría de Planeación Municipal- SPM utilizará la 
siguiente fórmula: 
  


C = ACDP * ACt 
 
C = Compensación en dinero. 
ACDP= Área expresada en número de metros cuadrados a ceder para dotacional 
público conforme a lo dispuesto en el artículo 156 del Acuerdo 003 de 2021. 
ACt= Avalúo comercial por metro cuadrado, de acuerdo a lo establecido en los 
avalúos de referencia anexos en el presente acuerdo, los cuales deberán ser 
actualizados anualmente. Valores vigentes y disponibles en el momento de la 
radicación en legal y debida forma del proyecto a licenciar ante el curador urbano. 
En caso de no contar con avalúos actualizados por zonas homogéneas en el 
municipio deberá determinarse el avalúo comercial para los predios objeto del 
desarrollo, avalúo estos que deben ser realizados por la Lonjas de propiedad raíz 
ubicadas en el departamento. 
 
Artículo 7.- Valores de referencia del costo promedio asociado al desarrollo 
de parque para la liquidación por parte de la Secretaría Municipal de 
Planeación del pago compensatorio de obligaciones urbanísticas en el 
tratamiento de desarrollo, renovación, consolidación. En cumplimiento de lo 
establecido en el articulo 156 del Acuerdo Municipal 003 de 2021, la liquidación del 
pago compensatorio de la obligación urbanística de espacio público en el 
tratamiento de desarrollo, renovación y consolidación que efectúe la Secretaría de 
Planeación Municipal - SPM, tendrá en cuenta el costo promedio asociado al 
desarrollo de parque por metro cuadrado (m2) para la vigencia 2024 según 
corresponda, definido por el Secretaría de Infraestructura Municipal y que se 
diferencia por tipo de parque como se muestra en la siguiente tabla: 
 


Tipo de Espacio Público Ítem 
Costo Promedio 
Asociado al Desarrollo de 
Parque (M2) 


Parques del grupo recreación 
y zonas verdes 


Urbanismo (CUpq) $ 185.690 
Dotación 
(CDpq) $661.511 


Costo Promedio Total asociado al desarrollo del $ 847.201 
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Tipo de Espacio Público Ítem 
Costo Promedio 
Asociado al Desarrollo de 
Parque (M2) 


parque de Proximidad (CTpq) 
  
La Secretaría de Infraestructura anualmente emitirá un acto administrativo 
actualizando los valores de la anterior tabla, para lo cuál podrá apoyarse con la 
información que se cuente desde el observatorio inmobiliario de la oficina catastral. 
 
Parágrafo 1. Cuando la liquidación de la compensación deba hacer sobre varios 
predios con distinto avaluó comercial, se determinará con la ponderación de los 
valores de suelo de cada predio conforme a la representatividad de cada uno en el 
área total de la actuación.  
 
Artículo 8. Fórmula para la determinación del cumplimiento de cargas 
urbanísticas por traslado. De conformidad con lo definido en el artículo 429 del 
Acuerdo Municipal No. 003 de 2021, las cargas urbanísticas de cesión de suelo para 
espacio público, podrá cumplirse a través del traslado de suelos a predios distinto 
de los que se genera la carga, siempre y cuando no se promueva el surgimiento de 
nuevos sectores con déficit de espacio público y soportes urbanos. Para la 
aprobación del traslado de cargas urbanísticas de suelo para espacio público 
deberá atenderse criterios definidos en el artículo 3 de este decreto y que 
promuevan la consecución de las políticas de espacio público del POT.  
 
El cálculo de la carga urbanísticas a trasladar será en relación con los avalúos 
comerciales o de referencia si se cuentan con estos.  
 
El cumplimiento de las cargas urbanísticas para espacio público, en el rango de 
índice de construcción adicional, para los predios sujetos de tratamiento de 
desarrollo, renovación y consolidación según aplique, cuando no cumplan con las 
condiciones definidas en el plan de ordenamiento territorial en cuanto a la 
asignación de cargas urbanísticas para los rangos de edificabilidad adicional, se 
deberá asumir prioritariamente a través del traslado de suelos a las zonas definidas 
como proyectos estratégicos de espacio público conforme a lo dispuesto en el 
numeral 2 del artículo 245 del Acuerdo Municipal No. 003 de 2021. 
 
Parágrafo 1. Para la aplicación de los mecanismos de compensación y traslado de 
cargas urbanísticas dentro de los desarrollos que se encuentren dentro de los 
límites del aprovechamiento básico, dentro del tratamiento de desarrollo, se podrá 
compensar o trasladar hasta el 60% de la carga de espacio público y el 100% de la 
carga dotacional. La aplicación de los porcentajes enunciados será acorde a la 
revisión del cumplimiento de los criterios por parte de la secretaría de planeación 
municipal, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 3 del presente decreto y en 
concordancia con lo dispuesto en el artículo 7 de Ley 9 de 1989 y el Decreto Único 
Reglamentario 1077 de 2015.  
 
Parágrafo 2. Para la aplicación de los mecanismos de compensación y traslado de 
cargas urbanísticas adicionales en ocasión a la mayor edificabilidad dentro de los 
límites del aprovechamiento adicional, podrá ser compensado en su totalidad las 
cargas adicionales de espacio público y dotacional. 
 
Parágrafo 3. Las zonas de cesión que se generen tanto como carga básica o 
adicional, en sitio o en una zona receptora del traslado, deberá cumplir con las 
determinaciones del artículo 2.2.6.1.4.5 de Decreto 1077 de 2015, o la normar que 
lo modifique o sustituya. 
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Parágrafo 4. Cuando el traslado se realice a zonas correspondientes a los 
proyectos estratégicos de espacio público definidos en el POT y elementos de la 
estructura ecológica principal se aplicará a la fórmula de traslado en relación de 1 a 
2 para la determinación de la carga a trasladar. Es decir por cada metro cuadrado 
de suelo trasladado al proyecto estratégico o elemento de la EEP de zona receptora 
equivale a 2 metros cuadrados de carga en la zona generadora. 
 
Parágrafo 5. A excepción de los traslados que se hacen a los proyectos 
estratégicos que se les aplica el beneficio de la fórmula de traslado en la relación 
de 1 a 2; Si el valor comercial de la zona receptora es mayor o menor al valor 
comercial de la zona generadora, deberá aplicarse estrategias de ajustes que 
garantice el equilibrio económico del mecanismo de traslado, sin que tal situación 
conlleve el reconocimiento de saldos o valores a favor del(los) propietario(s) o lo 
exima del cumplimiento en dinero de la carga urbanística dispuesta en los términos 
del presente decreto. 
 
Artículo 9. Compensación Total. Excepcionalmente y bajo las siguientes 
condiciones se podrá autorizar la compensación del 100% de las cargas, en las 
siguientes condiciones: 


 
- Se trata de proyectos cuya área neta no permita la generación de zonas 


de cesión que cumplan las condiciones espaciales y dimensionales 
mínimas conforme a las disposiciones del POT y de las normas que 
regulan el tratamiento de desarrollo. 


- Se trate de proyectos que se encuentren delimitados por zonas 
completamente consolidadas o con licencias de urbanismo vigentes en 
ejecución del 80% de su urbanismo, además en el sector que se localice 
el proyecto deberá contar con infraestructura de servicios públicos 
domiciliarios, vial y de espacio público suficiente, para atender las 
necesidades de la población presente y que traerá consigo la eecución 
del proyecto. 


- Se refiera a proyectos que no requieran gestión asociada y que puedan 
ser desarrollados por proyectos urbanístico general o licencia de 
urbanismo sin que medie la aprobación de un plan parcial y cuenten con 
una única unidad de gestión. 


 
Artículo 10.- Documentos e información requerida para la solicitud de 
liquidación de pago compensatorio de obligaciones urbanísticas. Para el pago 
compensatorio en dinero de las obligaciones urbanísticas de carácter general o local 
de que trata el presente decreto, el solicitante de la licencia de urbanización o de 
construcción, a través del curador urbano deberá remitir en medio físico o digital a 
la Secretaría de Planeación Municipal - SPM, la información y documentación que 
se señala a continuación para que esta realice la respectiva liquidación del pago 
compensatorio de obligaciones urbanísticas: 
  
1. Copia del Formulario Único Nacional para la solicitud de licencias urbanísticas, 
debidamente diligenciado para el proyecto objeto de solicitud de la licencia de 
urbanización o de construcción, con sus respectivos anexos. 
  
2. Información del proyecto con la propuesta de compensación donde indique las 
razones por la cual es conveniente implementar el mecanismo de compensación, 
para aplicar las fórmulas contenidas en el presente Decreto, donde identifique 
plenamente los predios objeto del trámite de licencia urbanística, si se encuentra en 
el ámbito de un plan parcial o no, norma urbanística especificas aplicables, de 
acuerdo con los formatos que para el efecto establezca la Secretaría Municipal de 
Planeación. 
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3. Cuando el mecanismo a implementar sea el de traslado de cargas, además de 
los requisitos enunciados deberá aportar la documentación de los predios a los 
cuales se afectará el traslado de la carga urbanística, los cuales deberán quedar 
plenamente identificado, delimitados e incorporadas en la resolución por medio de 
la cual se aprueba la licencia urbanística. 
 
Parágrafo 1. El medio para el envío de los documentos necesarios para la 
liquidación será a través de cualquiera de los canales de radicación virtual o física 
de documentos de la Secretaría Municipal de Planeación - SPM, hasta tanto no se 
defina mediante acto administrativo de la entidad otro mecanismo para este 
propósito. 
 
Artículo 11. – Verificación de la documentación e información requerida para 
la liquidación de pago compensatorio de obligaciones urbanísticas. La 
Secretaría Planeación Municipal- SPM, verificará que la documentación que 
información de que trata el artículo anterior se haya remitido en forma completa. En 
el evento de constatarse que la documentación e información radicada está 
incompleta, de manera inmediata se informará al solicitante, para que complete la 
solicitud, so pena de que opere el desistimiento, conforme a las reglas para las 
peticiones incompletas de la Ley 1755 de 2015 o la que la modifique o complemente. 
 
Parágrafo 1. En todo caso la Secretaría de Planeacion podrá requerir documentos 
adicionales con el fin de analizar y revisar cada caso en particular. 
 
Artículo 12- Liquidación del pago de compensación de obligaciones 
urbanísticas. Una vez sea radicada de manera completa la documentación de que 
trata el artículo anterior, la Secretaría de Planeación Municipal – SPM dentro de los 
diez (10) días hábiles siguientes, se pronunciará acerca de la viabilidad de la 
compensación o el traslada, de encontrarla viable se emitirá la resolución de 
liquidación del pago compensatorio de las obligaciones urbanísticas la cual será 
remitida a la secretaría de hacienda y a la curaduría urbana que conozca del trámite 
de licencia, en el término de tres (3) días hábiles contados a partir de que quede en 
firme el acto, para que la secretaría de hacienda al termino de tres (3) días hábiles 
a partir de la recepción de la notificación, proceda a emitir los correspondientes 
recibos de pago, que se comunicarán al interesado conforme a las reglas de 
notificación de los actos administrativos. 
  
La liquidación para pago junto con los correspondientes recibos de pago o 
documentos similares se expedirá en medio físico o digital, los cuales se remitirán 
como anexo en la comunicación dirigida al titular de la solicitud de licencia a la 
dirección aportada o a través de correo electrónico o cualquier otro mecanismo 
digital que sea autorizado, la cual se entenderá surtida al recibo de la misma. Estos 
recibos de pago indicarán como mínimo el valor total a pagar, el tipo o concepto de 
obligación urbanística y carácter de la misma (local y general), el código de barras 
o su mecanismo equivalente, la información del solicitante de la licencia de 
urbanización o de construcción y por ende responsable del pago con su número de 
identificación, la identificación de la norma urbanística que permite o autoriza la 
compensación, la identificación espacial y jurídica del (los) inmueble (s) objeto de 
obligación urbanística (Chip, Cedula Catastral, Dirección y Folio de Matrícula). 
  
Sin perjuicio de la vigencia de los recibos de pago, el solicitante de la licencia deberá 
efectuar el pago dentro los diez (10) días siguientes, y en todo caso, dichos pagos 
deberán acreditarse ante secretaría de Hacienda y Planeación. 
 
El saldo del 50% restante del total de la compensación, podrán ser cancelados por 
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el titular de la licencia en el término de vigencia de la licencia urbanística sin que 
incluya las prorrogas o revalidaciones. 
 
Parágrafo 1: Para efectos de asegurar el cumplimiento del pago de la 
compensación de obligaciones urbanísticas por parte de los titulares de las 
respectivas licencias de urbanismos y construcción cuando fuere el caso, los 
Curadores Urbanos solo podrán expedir las licencias que dan lugar a la aplicación 
de la figura de compensación de dichas obligaciones en otro sitio o en dinero, 
cuando se presente el comprobante de pago del 50% del total conforme al acto de 
liquidación y recibos de pago de la compensación al Municipio de Montería, o 
cuando se presente el certificado de tradición y libertad a nombre del Municipio de 
Montería del inmueble cedido a título gratuito en compensación de la obligación que 
corresponda, previo el cumplimiento de los procedimientos y demás disposiciones 
establecidas en las normas vigentes. 
 
Parágrafo 2. Los Curadores Urbanos deberán consignar tanto en los planos como 
en la parte resolutiva de la resolución que otorgue la Licencia Urbanística 
correspondiente, de manera clara y precisa, tanto las cargas urbanísticas 
generadas como los aprovechamientos aprobados, indicando cuando se aplique la 
figura de la compensación en dinero o cuando se cumplen las cesiones en metros 
cuadrados de espacio público o equipamiento público, de acuerdo con los criterios 
y condiciones ya establecidos por las normas que regulan la materia.  
  
Artículo 13. – Procedimiento para el pago compensatorio de obligaciones 
urbanísticas previo a la expedición de licencia urbanística. El pago 
compensatorio en dinero de las obligaciones urbanísticas de carácter general o local 
de espacio público, equipamientos y servicios públicos domiciliarios, deberá 
realizarse a través del mecanismo denominado “Cuenta bancaria fondo compensa 
torio del Acuerdo 003 de 2021”, el cual estará a cargo de la Tesorería de la 
Secretaría Municipal de Hacienda - SPM para el recaudo, administración y gestión 
de los rendimientos financieros y recursos dinerarios provenientes del pago 
compensatorio en dinero. 
 
Parágrafo: Como requisito previo para le expedición de la licencia urbanística, el 
titular de ella y responsable de la licencia en el caso de la compensación deberá 
pagar al fondo compensatorio como mínimo el 50% de la carga liquidada y el saldo 
restante podrá ser cancelado durante la vigencia de la licencia urbanística sin que 
incluya prorrogas o revalidaciones. 
 
Artículo 14. Destinación de los recursos recaudados por concepto de 
compensación de espacio público. Los recursos recaudados por concepto de 
compensación por carga urbanística de espacio público, serán destinados a los 
proyectos de generación de espacio público conforme al programa de ejecución del 
Acuerdo Municipal No. 003 de 2021 y los que haya definido las unidades de 
planeamiento- UDP y el Plan de Desarrollo Municipal- PDM 
 
La destinación de los recursos recaudados por concepto de cargas urbanísticas en 
general, deberán atender los siguientes criterios: (i) la naturaleza de cada obligación 
urbanística que dio origen al recaudo, (ii) zonas o proyectos priorizadas por el plan 
de ordenamiento territorial y (iii) los demás criterios que la SPM determine con base 
en el Sistema de Seguimiento, Monitoreo y Evaluación del POT y que sean 
necesarios para la concreción del Modelo de Ordenamiento Territorial contenido en 
el Plan de Ordenamiento Territorial vigente. 
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TITULO II 
COMPENSACIÓN PARA CARGA URBANISTICA VIP/VIS 


 
Artículo 15. Creación del Fondo: De acuerdo a lo establecido en el artículo 145 y 
429 del Acuerdo Municipal No. 003 de 2021, crease el fondo de compensación por 
concepto de carga urbanística de destinación de suelo para vivienda VIP y VIS para 
el desarrollo de actuaciones urbanísticas dentro de predios sometidos a 
tratamientos de desarrollo y de renovación y que desarrollen como uso principal el 
uso residencial, de comercios y servicios. 
 
Artículo 16. Destinación de los recursos del fondo: Los recursos que ingresen 
al fondo por concepto de compensación de las cargas urbanísticas de destinación 
del suelo para vivienda VIS/VIP, serán destinados a financiar la ejecución de 
proyectos de vivienda y/o subsidios municipales para adquisición o mejoramiento 
de vivienda urbana y rural, o para reasentamiento y /o reubicación.  
 
Artículo 17. Liquidación de la compensación: La secretaría de planeación 
municipal será la competente para autorizar la compensación y liquidarla en 
aplicación de la fórmula de que trata el presente decreto. La secretaría de hacienda 
será la encargada del recaudo y administración, estos recursos y sus rendimientos 
financieros deberán destinarse a la realización de las acciones correspondientes a 
los mecanismos para la generación y cualificación de vivienda conforme a los 
dispuesto en el artículo 145 y 146 del Acuerdo Municipal No. 003 de 2021.  
 
Artículo 18. La fórmula para la liquidación de la carga urbanística de VIP o VIS. 
La fórmula para la determinación de la compensación por concepto de carga 
urbanística de destinación de suelo para vivienda VIS y VIP será la siguiente: 
 
CVIS/VIP= ACsvis* VACsvis, 
 
Donde: 
 
CVIS/VIP= compensación de carga de destinación de suelo VIS y VIP 
ACsvis = Área expresada en metro cuadrados correspondiente al 20 % del área útil del 
suelo residencial de comercio y servicios dentro del proyecto urbanístico. 
VACsvis = Valor del metro cuadrado para vivienda VIS. 
 


TITULO III 
COMPENSACIÓN DE ESTACIONAMIENTOS 


 
Artículo 19. De acuerdo a lo establecido en el artículo 429 del Acuerdo Municipal 
No. 003 de 2021, crease el fondo de compensación por concepto de carga 
urbanística de destinación de estacionamientos privados y públicos de propiedad 
privada dentro de las actuaciones urbanísticas en el Municipio. 
 
Artículo 20. Casos en los que procede la compensación para estacionamiento:  
la aplicación del mecanismo de compensación procede en los siguientes casos: 
 


1. Edificaciones de uso residencial, comercial y de servicios que no puedan 
cumplir con la carga mínima de estacionamientos definidas dentro de los 
medidas, directrices y planes de mitigación de impactos urbanísticos, ya sea 
de implantación o regularización, siempre y cuando dicha compensación no 
afecte las medidas correctivas y de mitigación a aplicar conforme a los 
estudios de movilidad y de tránsito que hagan parte de ellos. 


2. En los casos que de acuerdo a lo definido en parágrafo 2 del artículo 314 y 
en el artículo 315 del Acuerdo Municipal No. 003 de 2021, deban cumplir con 
una cuota de estacionamiento adicional, siempre y cuando se garantice 
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técnicamente la efectividad de las medidas de mitigación a asumir como 
carga urbanística. 
 
Parágrafo. Las cuotas de estacionamientos obligatorio conforme a la norma 
nacional no podrán ser compensadas, tales como la establecido en el 
Decreto 1538 de 2005 por medio de la cual se reglamenta la Ley 361 de 1997 
compilado en el Decreto 1077 de 2015. 


 
Artículo 21. Formula para la liquidación de la compensación de 
estacionamientos. La fórmula para la determinación de la compensación por 
concepto de carga urbanística de destinación de suelo para vivienda VIS y VIP será 
la siguiente: 


 
CE: (VZH + VRe) x AeM² 
 
CE: compensación a pagar por cargas de estacionamiento 
 
VZH: Valor metro cuadrado por zonas geoeconómicas homogéneas 
 
VRe: Valor Reposición a nuevo por metros cuadrado de estacionamiento 
 
AeM²: Área de estacionamiento expresada en metro cuadrado 
 


TITULO IV 
 


DISPOSICIONES COMUNES 
Artículo 22. – Valores de referencia para la liquidación de obligaciones 
urbanísticas. Para la aplicación de las fórmulas de liquidación del pago 
compensatorio de las obligaciones urbanísticas que contengan las variables valor 
de referencia o valor comercial, se tomará el valor definido por los avalúos de 
referencias por zonas homogéneas realizados y entregados por la Lonja y que se 
encuentre vigente al momento de la radicación en legal y debida forma de la solicitud 
de licencia urbanística. De no contar con Avalúos de referencia oficiales vigentes, 
se podrá realizar con avalúos predio a predio, siempre y cuando sean realizados 
por profesionales idóneos acorde a lo definido en el decreto 1420 de 1998 y la 
Resolución 620 de 2008 o la norma que lo modifique o sustituya. 
  
En virtud de lo establecido en los artículos 245 y 247 del Acuerdo Municipal No. 003 
de 2021, la liquidación del pago compensatorio de las obligaciones urbanísticas de 
carácter general, local de espacio público y local de dotacional público que efectúe 
la Secretaría Planeación Municipal - SPM, tendrá en cuenta el valor tope de metro 
cuadrado (m2) fijado por la misma Secretaría, con sustento en información de los 
valores de referencias de las zonas Geoeconómicas Homogéneas para cada 
vigencia. La Secretaría de Planeación Municipal - SPM actualizará, mediante 
resolución, el valor tope a partir del 1° de febrero de cada vigencia. 
  
Artículo 23. – Notificación de la ejecutoria de la licencia. Dentro de los diez (10) 
días hábiles siguientes a la firmeza de la licencia urbanística que dio lugar al pago 
compensatorio de obligaciones urbanísticas, la curaduría urbana informará a la 
Secretaría de Planeación Municipal, de la expedición de la licencia urbanística y de 
su firmeza. 
  
Artículo 24.- Modificaciones de licencias urbanísticas. Toda modificación de las 
licencias urbanísticas que implique un cambio en alguna de las variables contenidas 
en la liquidación de obligaciones urbanísticas deberá cumplir con las obligaciones 
resultantes. 
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La liquidación y pago compensatorio de las obligaciones urbanísticas se realizarán 
conforme al procedimiento indicado en este decreto para cada obligación 
urbanística y se tendrá en cuenta lo liquidado y pagado en la licencia, de manera 
que solo será exigible el pago diferencial producto de lo autorizado en la 
modificación de la licencia. 
  
Será responsabilidad del curador urbano ante el cual se tramite la licencia, verificar 
que toda modificación de licencia urbanística cuente con la liquidación y pago 
compensatorio de las obligaciones urbanísticas a que haya lugar. 
  
Parágrafo 1. La presente disposición aplica para todas las obligaciones 
urbanísticas previstas en el Plan de Ordenamiento Territorial, con independencia de 
la entidad que resulte competente para su liquidación y recaudo. 
  
Artículo 25. Pérdida de fuerza ejecutoria de licencias urbanísticas por 
incumplimiento en el pago de obligaciones urbanísticas. Conforme a la causal 
prevista en el numeral 2° del artículo 91 de la Ley 1437 de 2011, o la norma que 
modifique o sustituya, operará la pérdida de fuerza ejecutoria para las licencias 
urbanísticas respecto de las cuales no se verifique el pago efectivo compensatorio 
de las obligaciones urbanísticas dentro de los plazos previsto en este decreto; para 
lo cual el curador urbano deberá emitir el correspondiente acto administrativo que 
declare dicha situación, en consecuencias a los predios comprendidos dentro del 
ámbito de la licencia de urbanismo,  sobre la que se declare el decaimiento y se 
encuentren bajo el tratamiento de desarrollo,  se entenderán como no urbanizados 
en concordancia con la condición resolutoria de que trata el articulo 2.2.6.1.4.6 
Decreto Nacional 1077 de 2015. 
 
Artículo 26. – Devoluciones. Procederá la devolución de los recursos recaudados 
como consecuencia de la liquidación y pago compensatorio previo a la expedición 
de licencia urbanística, cuando se demuestre que la solicitud de licencia que le dio 
origen no se concretó en la expedición de una licencia urbanística o la misma fue 
revocada en sede administrativa. 
 
Artículo 27. Fondo de Aportes Urbanísticos por Edificabilidad. La 
administración municipal deberá adoptar la respectiva reglamentación y las 
condiciones de su aplicabilidad, del fondo de aportes urbanísticos por edificabilidad 
adicional de que trata el artículo 450 del Acuerdo Municipal No. 003 de 2023. 
 
Artículo 28. Vigencia: El presente decreto rige a partir de su publicación y deroga 
todas las disposiciones que le sean contrarias. 
 


PUBLIQUESE Y CUMPLANSE 
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EL ALCALDE DEL MUNICIPIO DE Montería, en ejercicio de sus facultades 
constitucionales y legales, en especial las conferidas en el artículo 62 del Acuerdo 011 del 
31 de mayo de 2024 y;  


CONSIDERANDO 


Que el artículo 315 numeral 1 y 2 de la Constitución Política de Colombia, atribuye al 
alcalde Municipal hacer cumplir la constitución, la ley, los decretos del gobierno, las 
ordenanzas y los acuerdos del concejo municipal, en aras de propender por el 
cumplimiento del estado social de derecho, conservando así el orden público en 
concordancia con el ordenamiento jurídico. 


Que la Administración Municipal, en aras de poner en marcha uno de los componentes 
del Plan de Desarrollo Montería, “Una sola Montería 2024-2028”, el cual involucra el 
mejoramiento de” “la calidad de vida de los monterianos y monterianas, reducir brechas 
y desigualdades, afianzar la convergencia regional, garantizando a la ciudadanía mejores 
condiciones de trabajo, acceso a servicios públicos ampliando las oportunidades para las 
personas con mayores necesidades básicas insatisfechas, con un ordenamiento alrededor 
del río Sinú, promoviendo un modelo de desarrollo humano”, autorizó al Alcalde a 
fortalecer el patrimonio del Banco de Suelos Municipal, por medio un conjunto de 
herramientas jurídicas incluidas en el artículo 62 del Plan de Desarrollo vigente. 
 
Que, a su vez, el Honorable Concejo Municipal, expidió aprobó en el Acuerdo 011 de 2024 
un Título denominado “AUTORIZACIONES”, y dentro de ellas incluyó el numeral 2° del 
artículo 62, dirigido al fortalecimiento patrimonial del Banco de Suelos de la ciudad, bajo 
el siguiente tenor literal: 


“Los bienes inmuebles obtenidos como reparto de las cargas y beneficios en la aplicación 
de los distintos instrumentos de planificación y gestión del suelo, con destinación a uso 
dotacional, y su manejo deberá sujetarse a las reglas definidas en las leyes, acuerdos, 
decretos y especificaciones del Acuerdo 003 de 2021 o el que lo modifique, adicione o 
sustituya.” 
La Ley 388 de 1997, a través de su artículo 37 establece la necesidad de reglamentar, 
por medio de la respectiva normatividad local, el trámite de cesión gratuitas de suelo 
dotacional, que los propietarios de inmuebles deben realizar a favor del ente territorial, 
con el fin de cumplir con el reparto la repartición equitativoa de cargas y beneficios dentro 
de las diferentes actuaciones urbanísticas: 
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“ARTÍCULO 37.- Espacio público en actuaciones urbanísticas. Las reglamentaciones 
distritales o municipales determinarán, para las diferentes actuaciones urbanísticas, las 
cesiones gratuitas que los propietarios de inmuebles deben hacer con destino a vías 
locales, equipamientos colectivos y espacio público en general, y señalarán el régimen de 
permisos y licencias a que se deben someter así como las sanciones aplicables a los 
infractores a fin de garantizar el cumplimiento de estas obligaciones, todo ello de 
conformidad con lo dispuesto en el Capítulo XI de esta Ley.” 
Que el parágrafo del artículo 5 de la Ley 9 de 1989 señala que: “El espacio público 
resultante de los procesos de urbanización, parcelación y construcción se incorporará con 
el solo procedimiento de registro de la escritura de constitución en la Oficina de 
Instrumentos Públicos, en la cual se determinen las áreas públicas objeto de cesión y las 
áreas privadas, por su localización y linderos, con base en lo aprobado en la licencia 
urbanística.” 
Que el Decreto Único Reglamentario 1077 de 2015, “Por medio del cual se expide el 
Decreto Único Reglamentario del Sector Vivienda, Ciudad y Territorio”, en los artículos 
2.2.2.3 y siguientes, compiló las disposiciones reglamentarias y definiciones relacionadas 
con el espacio público en el ordenamiento territorial. 


Que el artículo 2.2.3.1.1. del Decreto Nacional antes mencionado establece que “Es deber 
del Estado velar por la protección de la integridad del espacio público y por su destinación 
al uso común, el cual prevalece sobre el interés particular. En el cumplimiento de la 
función pública del urbanismo, los municipios y distritos deberán dar prelación a la 
planeación, construcción, mantenimiento y protección del espacio público sobre los 
demás usos del suelo”. 


Que el artículo 2.2.3.2.1 del referido Decreto Nacional prevé, así mismo, que “El espacio 
público es el elemento articulador y estructurante fundamental del espacio en la ciudad, 
así como el regulador de las condiciones ambientales de la misma, y por lo tanto se 
constituye en uno de los principales elementos estructurales de los Planes de 
Ordenamiento Territorial.”. 
Que el citado Decreto contiene las regulaciones relacionadas, entre otros aspectos, con 
el espacio público, las áreas de cesión, la incorporación de áreas públicas, la entrega 
material de las áreas de cesión y la entrega anticipada de cesiones. A su vez, los artículos 
2.2.6.1.4.6 y 2.2.6.1.4.7, respectivamente, atribuyen a los municipios y distritos la función 
de determinar las demás condiciones y procedimientos para garantizar la incorporación 
de las áreas públicas al inventario inmobiliario municipal o distrital y establecer los 
mecanismos y procedimientos para asegurar el cumplimiento de las obras y dotaciones 
a cargo del urbanizador, sin perjuicio de otras normas vigentes. 



https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=1175#5

https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=62512#2.2.2.3

https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=62512#2.2.3.1.1

https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=62512#2.2.3.2.1

https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=62512#2.2.6.1.4.6

https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=62512#2.2.6.1.4.7
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Que los artículos 2.2.3.1.1 al 2.2.3.3.9 del Decreto Único Reglamentario 1077 de 2015, 
regulan lo relacionado con la planeación, diseño, construcción, administración, 
mantenimiento, defensa, conservación, restitución y financiación del espacio público. 


Que el parágrafo del artículo 2.2.6.1.2.3.12 ibídemibidem, prevé que “Los curadores 
urbanos o la entidad encargada del estudio, trámite y expedición de licencias, una vez en 
firme la correspondiente licencia de urbanización, parcelación y/o intervención y 
ocupación del espacio público en sus diferentes modalidades así como sus prórrogas, 
modificaciones y/o revalidaciones, remitirán mensualmente en los medios tecnológicos 
que defina el municipio o distrito, a la entidad encargada de la administración del espacio 
público del respectivo municipio o distrito, la información relacionada con las áreas de 
cesiones urbanísticas gratuitas destinadas entre otros, a vías, zonas verdes, parques, 
equipamientos colectivos y espacio público en general, con el objeto de hacer 
seguimiento a su entrega efectiva por parte de los urbanizadores, parceladores y/o 
titulares de licencias de intervención y ocupación del espacio público, en los medios y 
según lo determine el municipio o distrito.”. 
Que el Acuerdo 003 de 2021, por medio del cual se adopta el Plan de Ordenamiento 
Territorial de la ciudad, expedido por el Honorable Concejo Municipal de Montería, en su 
artículo 295, clasifica lo suelos urbanos y de expansión urbana de conformidad con su 
uso, incluyendo en dicha clasificación los usos dotacionales, de la siguiente manera: 


“Artículo 295. Clasificación de los usos del suelo urbano y de expansión urbana:  
4. Dotacional: Es aquel que permite el desarrollo de actividades para el servicio a la 
comunidad que corresponde al sistema de equipamientos, tendientes a asegurar el 
acceso a derechos fundamentales y derechos sociales y culturales para el desarrollo 
individual y colectivo, el cual puede ser ofertado por el sector público y/o privado.” 
Que el Plan de Ordenamiento Territorial Municipal vigente, en su artículo 301, igualmente 
clasifica los usos dotacionales en los siguientes tipos: 


  
 


 
 Dotacional para servicios sociales 


 
 


 Educación formal 
 


 
 Educación no formal 


 
 


 Cultura 
 


 
 Deporte 


 
 


 Recreación 
 


 
 Salud 


 
 


 Bienestar Social 
 


 
 Culto 


 
 


Desarrollo comunitario 
 



https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=62512#2.2.3.1.1

https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=62512#2.2.3.3.9

https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=62512#2.2.6.1.2.3.12
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Dotacional de servicios básicos 


 
 


Seguridad Ciudadana 
 


 
Defensa y Justicia 


 
 


Servicios de la Administración Pública 
 


 
Abastecimiento de Alimentos 


 
 


Cementerios 
 


 
Servicios básicos asociados al sistema de movilidad 


 
 


Servicios básicos asociados a sistemas matrices de prestación de servicios públicos 
 


 
Dotacional de productividad 


 
 


Recintos de exposiciones y convenciones 
 


 
Centros de albergue animal 


 
 


Centros de economía naranja. 
 


Que, dando cumplimiento a lo antes señalado, este despacho; 


 


DECRETA 


 


ARTÍCULO PRIMERO. Objeto y ámbito de aplicación. El presente decreto tiene por 
objeto reglamentar los mecanismos, instrumentos y procesos relacionados con el recibo, 
incorporación,la recepción y titulación, administración y gestión, de los bienes inmuebles 
destinados al uso dotacional o equipamiento,es en favor del Municipio de Montería, que 
serán recibidos por el Banco de Suelos e Inmobiliario de Montería, que ejercerá su 
representación legal. 


Los bienes inmuebles destinados al uso dotacional o equipamiento podrán ser aquellos 
originados como cesión obligatoria gratuita, declaratoria de propiedad pública, cesión 
adicional, remanente de obra pública y/o como resultado de un proceso de enajenación, 
entre otros, en el desarrollo de las acciones y actuaciones urbanísticas y de los 
instrumentos de planificación y gestión del suelo, conforme a lo establecido en la 
Constitución, la Ley, el Acuerdo Municipal 003 de 2021, que adoptó la revisión general 
del Plan de Ordenamiento Territorial de Montería y el el Acuerdo 011 de 2024 Plan de 
Desarrollo Montería, “Una sola Montería 2024-2028”. 


ARTÍCULO SEGUNDO. Definiciones. Para efectos de la correcta aplicación del 
presente decreto, además de las disposiciones contenidas en las normas nacionales y en 
el Decreto Distrital 555 de 2021Acuerdo 003 de 2021, se adoptan las siguientes 
definiciones: 


Comentado [CATB1]: Este es un punto central. Se reciben 
a nombre del municipio (estipulación en favor de un tercero 
e ingresan a la contabilidad del sector central) o se reciben a 
nombre del BIM, como representante de los predios 
propiedad del municipio y entran a la contabilidad de la 
entidad? 
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2.1. Acta de recibo. Documento que da cuenta de la entrega material al Banco de 
Suelos e Inmobiliario de Montería de los bienes inmuebles destinados al uso dotacional o 
equipamiento, originados como cesión obligatoria gratuita, declaratoria de propiedad 
pública, cesión adicional, remanente de obra pública y/o como resultado de un proceso 
de enajenación, entre otros, en el desarrollo de las acciones y actuaciones urbanísticas y 
de los instrumentos de planificación y gestión del suelo, debidamente amojonadas y con 
la denominación urbanística respectiva, definidas en el acto administrativo y los planos 
expedidos por la autoridad urbanística o en el plano récord urbanístico, al Banco de Suelos 
e Inmobiliario de Montería, por parte del urbanizador o titular de derecho de dominio o 
Junta de Acción Comunal para el caso de los desarrollos legalizados o la entidad 
responsable según corresponda dentro del trámite respectivo. 


2.2. Acta de recibo anticipado. Documento que da cuenta de la entrega material al 
Banco de Suelos e Inmobiliario de Montería de los bienes inmuebles destinados al uso 
dotacional o equipamiento, que serán señalados de  como zonas de cesión obligatorias 
gratuitasde uso público en licenciamiento urbanístico posterior al Banco de Suelos e 
Inmobiliario de Montería, respecto de predios sin urbanizar, por parte del propietario de 
dichos predios o de la entidad pública responsable de la respectiva acción y/o actuación 
urbanística. 


2.3. Acta de recibo parcial. Documento que da cuenta de la entrega material al Banco 
de Suelos e Inmobiliario de Montería, de los bienes inmuebles destinados al uso 
dotacional o equipamiento, originados como cesión obligatoria gratuita, cesión adicional, 
remanente de obra pública y/o como resultado de un proceso de enajenaciónlas zonas 
de cesión de uso público o de las zonas resultantes de obra pública, debidamente 
amojonadas y con la denominación urbanística respectiva, ya sea por categorías de tipo 
de zona de cesión, o de manera individual. 


2.4. Acta de toma de posesión. Documento que da cuenta de la asunción de la 
tenencia material, por parte del Banco de Suelos e Inmobiliario de Montería, de las zonas 
de cesión obligatorias gratuitas o destinadas al uso público o cesión adicional, destinadas 
al uso dotacional o equipamiento, debidamente amojonadas y con la denominación 
urbanística respectiva, definidas en los actos administrativos y los planos expedidos por 
la autoridad urbanística, por parte del Banco de Suelos e Inmobiliario de Montería, en 
aquellos eventos en que no es posible obtener voluntariamente la entrega material de 
dichas zonas por parte del urbanizador responsable y/o del titular de la respectiva licencia 
urbanística; o cuando se trata de zonas derivadas de una legalización de un asentamiento 
humano de origen ilegal. 


2.5. Anuencia. Documento por medio del cual el Banco de Suelos e Inmobiliario de 
Montería, como representante legal de la propiedad inmobiliaria de Montería, otorga el 
consentimiento o la autorización para adelantar modificaciones, redefiniciones, 


Con formato: Fuente: Negrita


Con formato: Fuente: Negrita


Con formato: Fuente: Negrita


Con formato: Fuente: Negrita


Con formato: Fuente: Negrita


Con formato: Fuente: Negrita


Con formato: Fuente: Negrita


Comentado [CATB2]: Este tema queda armonizado con el 
inciso primero del artículo 1 de Objeto y ámbito de 
aplicación 
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sustituciones y demás acciones necesarias sobre los predios incorporados en el inventario 
del patrimonio inmobiliario de Montería, siendo requisito indispensable para que se 
otorgue la correspondiente licencia de urbanización y construcción o se lleve a cabo la 
actuación administrativa respectiva, conforme con lo señalado en el artículo 2.2.6.1.2.1.5 
del Decreto Único Reglamentario 1077 de 2015. 


2.6. Calidad. Conjunto de rasgos o características inherentes a un bien o servicio que 
determinan su aptitud para satisfacer las necesidades que se demandan del mismo de 
acuerdo con su uso y destinación y que permiten apreciarlo como igual, mejor o peor que 
los restantes de su especie. La calidad urbana consiste en definir el punto en que un 
espacio urbano facilita o dificulta la satisfacción de necesidades espaciales, sociales, 
ambientales o culturales. 


2.7. Banco de suelos e inmobiliario de Montería - BIM. Es la Eentidad pública titular 
del derecho de dominio sobre los bienes inmuebles catalogados como dotacionales del 
Municipio de Montería, entre otros, que fuera : BANCO DE SUELOS E INMOBILIARIO 
DE MONTERÍA, creado por el Acuerdo Municipal 003 de 2021 y reglamentado mediante 
Decreto Municipal No 0085 del 13 de febrero de 2024. 


2.8. Estudio de títulos. Análisis jurídico y cronológico de documentos que contienen 
actos de disposición sobre un inmueble (escrituras, certificado de tradición y libertad, 
resoluciones, actas, sentencias, entre otros) con el fin de determinar la titularidad del 
derecho de dominio del inmueble, cabida y linderos del predio, gravámenes y limitaciones 
al dominio que pueda presentar el inmueble en un periodo de tiempo no menor a diez 
años. 


2.9. Estudio técnico. Análisis de la documentación técnica (planos urbanísticos, 
información catastral, licencias urbanísticas, actos administrativos, entre otros) con el fin 
de identificar la localización, áreas, linderos, información catastral, uso y posibles riesgos 
del predio o área de terreno objeto de estudio. 


2.10. Localización. Se refiere a las características de ubicación y/o determinación del 
lugar para emplazar un uso o soporte urbano. 


2.11. Plano definitivo de obra pública. Es el documento que integra las condiciones 
urbanísticas de un proyecto de obra pública y en el cual se registra la generación, 
modificación y transformación del espacio público como consecuencia del desarrollo de 
proyectos de obra pública que generan espacios públicos o su redefinición. 


2.12. Resolución de transferencia. Es el acto administrativo por el cual se transfiere 
la titularidad del derecho real de dominio o propiedad sobre un inmueble por parte de 
una entidad pública del orden nacional o territorial. 


Con formato: Fuente: Negrita


Con formato: Fuente: Negrita


Con formato: Fuente: Sin Negrita


Con formato: Fuente: Sin Negrita


Con formato: Fuente: Negrita


Con formato: Fuente: Negrita


Con formato: Fuente: Negrita


Con formato: Fuente: Negrita



https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=62512#2.2.6.1.2.1.5
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2.13. Título de transferencia. Documento traslaticio de derechos de dominio sobre un 
bien inmueble a favor del Municipio de Montería, tales como escritura pública, resolución 
de transferencia, orden administrativa o judicial. 


2.14. Visita técnica. Es una verificación en terreno de las condiciones físicamente 
existentes en uno o varios predios, para determinar entre otros aspectos: 
correspondencia con la documentación urbanística vigente, estado actual, posibles 
invasiones u ocupaciones. 


 


CAPÍTULO ÚNICO 


Recepción y titulación a favor del Distrito Capital de las zonas de cesión 
derivadas de instrumentos de planeación y actuaciones urbanísticas 


ARTÍCULO TERCERO. Escritura pública de constitución de urbanización. De 
conformidad con el artículo 2.2.6.1.4.6 del Decreto Único Reglamentario 1077 de 2015, 
modificado por el artículo 33 del Decreto Nacional 1783 de 2021, el suelo destinado a 
zonas de cesión espacio público para el uso dotacional o equipamiento, resultante de los 
procesos de urbanización, parcelación y construcción se incorporará con el solo 
procedimiento de registro de la escritura respectiva en la Oficina de Registro de 
Instrumentos Públicos, en la cual se determinen las áreas públicas objeto de cesión y las 
áreas privadas, por su localización y linderos, con base en los planos aprobados en la 
licencia urbanística, sin que sea necesaria la concurrencia de la autoridad municipal o 
distrital. 


Para el caso del Municipio de Montería, la correspondiente licencia urbanística dispondrá 
expresamente que la titulación de estos suelos de cesión para uso dotacional o 
equipamiento, se efectuará a nombre de la Empresa Industrial y Comercial del Estado 
“BANCO DE SUELOS E INMOBILIARIO DE MONTERÍA, identificada con el NIT 
901809997-1, efecto para el cual se oficiará a los Notarios y Curadores Urbanos del 
Municipio, adjuntando copia del presente Decreto, con el fin de que incluyan en sus 
minutas, formularios y demás documentos de Ley, la correspondiente mención en ese 
sentido. 


En todo caso, si durante la vigencia de la licencia urbanística son aprobadas 
modificaciones a los actos administrativos de licenciamiento, que involucren cambios en 
la configuración o área de terreno de las cesiones públicas para suelo dotacional o 
equipamiento, siempre y cuando no se haya efectuado la entrega material al Banco de 
Suelos e Inmobiliario de Montería, el titular de las licencias deberá otorgar las escrituras 
públicas de reforma a la escritura de constitución de urbanización o parcelación con base 


Con formato: Fuente: Negrita


Con formato: Fuente: Negrita


Con formato: Fuente: Negrita


Comentado [CATB3]: No puede ser un capítulo único si se 
habla de recepción y titulación. Por ello creo que queda 
faltando el primero, como lo tiene estructurado Bogotá, que 
será el de la entrega. Lo que sucede es que el Decreto saldría 
con dos fines y creo que eso no se quiere. Un fin seria 
entrega y escrituración de cesiones para parques, zonas 
verdes y vías a la entidad que corresponda y otro todo lo del 
BIM con los suelos para equipamiento. Luego tendremos que 
meter a la otra entidad, si es que existe, o dejamos TODO 
para el BIM, como pasa con el DADEP, que lo veo más 
prudente y beneficioso. 


Comentado [CATB4]: En este tema de constitución de la 
urbanización o de la parcelación, se enreda el tema con las 
cesiones para parques y vías….Por que la escritura de 
constitución es una sola Y ENTONCES UNAS CESIONES SE 
ESCRITURAN A NOMBRE DEL MUNICIPIO Y LAS DE SUELO 
PARA EQUIPAMIENTO AL BIM? O todas, verdes, vías y 
equipamiento al BIM? 


Comentado [CATB5]: Esta inclusión como otras, es en el 
evento de tener que dividir la entrega y escrituración de las 
cesiones entre dos entidades. 



https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=62512#2.2.6.1.4.6

https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=120113#33
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en los referidos actos administrativos debidamente ejecutoriados sin que se requiera la 
concurrencia y/o autorización de las autoridades municipales 


El urbanizador responsable comunicará de las modificaciones de las escrituras que se 
adelanten a las zonas de cesión para suelo dotacional o equipamiento, una vez hayan 
sido transferidas al Banco de Suelos e Inmobiliario de Montería. Lo anterior, sin perjuicio 
de que para la expedición del acto administrativo que autoriza la modificación o la referida 
licencia urbanística por parte del curador urbano, debe contarse con la anuencia previa 
del al Banco de Suelos e Inmobiliario de Montería. 


Parágrafo. Sin perjuicio de lo aquí estipulado el proceso de escrituración al que hace 
referencia el presente artículo se regirá, en lo no regulado aquí, por lo dispuesto en el 
artículo 2.2.6.1.4.6. del Decreto Único Reglamentario 1077 de 2015, modificado por el 
artículo 33 del Decreto Nacional 1783 de 2021. 


ARTÍCULO CUARTO. Escritura pública de cesión. Cumplida la entrega material de 
las zonas de cesión, y si el urbanizador y/o titular de la licencia no hubiese transferido la 
propiedad del suelo donde se ubican las zonas de cesión obligatorias y gratuitas para 
equipamiento o dotacional, deberá adelantar el trámite de titulación ante el Banco de 
Suelos e Inmobiliario de Montería. 


Previamente a adelantar el trámite notarial de la escritura pública, el urbanizador y/o 
titular de la licencia deberá presentar ante el Banco de Suelos e Inmobiliario de Montería 
la siguiente documentación en medios impresos y/o digitales, así: 


38.1. Solicitud de iniciación de procedimiento escrituración. 


38.2. Minuta escrita de cesión gratuita de las áreas públicas, con amojonamiento en 
sistema métrico decimal conforme con las instrucciones vigentes de la Superintendencia 
de Notariado y Registro. 


38.3. Estudio de títulos y copia de la documentación que acredite la propiedad del 
solicitante y las de todos los actos jurídicos que conforman la tradición de los inmuebles 
en los últimos diez (10) años. 


38.4. Certificado de tradición y libertad del predio en mayor extensión del proyecto 
urbanístico con fecha de expedición no superior a un (1) mes, donde consten la o las 
adquisiciones del o de los predios. 


38.5. Si es persona jurídica debe acreditar su existencia y representación legal mediante 
el documento legal idóneo, cuya fecha de expedición no sea superior a un (1) mes, junto 
con autorización del órgano respectivo si sus estatutos así lo requieren. 


38.6. Poder especial del titular del derecho real de dominio debidamente otorgado ante 
notario o juez de la República, cuando se actúe mediante apoderado o mandatario, y 



https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=62512#2.2.6.1.4.6

https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=120113#33
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donde se faculte de manera expresa para adelantar las actuaciones de escrituración de 
las zonas de cesión a favor del Banco de Suelos e Inmobiliario de Montería. 


38.7. Acreditación de que el predio se encuentra al día en el pago del impuesto predial y 
contribución de valorización. 


Parágrafo. Teniendo en cuenta que la escritura pública de cesión de áreas públicas 
obligatorias se autoriza por el notario con posterioridad a la entrega y recibo de las 
mismas, no se radicarán nuevamente en el Banco de Suelos e Inmobiliario de Montería 
las licencias urbanísticas, ni los planos, en el entendido que ya reposan en el archivo de 
la entidad; sin embargo, dichos documentos se deberán protocolizar con la escritura 
pública. No obstante, en caso de que se presenten modificaciones al proyecto urbanístico 
que involucren cambios en las cesiones públicas, luego de la entrega y recibo de las 
mismas, el urbanizador y/o titular de la licencia responsable deberá informar la situación 
al Banco de Suelos e Inmobiliario de Montería, radicar la documentación complementaria 
y adelantar el proceso de entrega material y transferencia de dominio conforme a las 
condiciones urbanísticas y demás normatividad vigente. 


ARTÍCULO QUINTO.  Escritura pública de transferencia de las áreas de 
obligaciones urbanísticas a favor del Municipio de Montería. Cumplida la entrega 
material de las áreas señaladas como obligaciones generales a través de las licencias 
urbanísticas, el propietario del suelo donde se ubican deberá adelantar el trámite de 
transferencia de dominio ante el Banco de Suelos e Inmobiliario de Montería, dentro de 
los quince (15) días hábiles siguientes a la suscripción del acta de recibo. 


Para adelantar el trámite de otorgamiento de la escritura pública de transferencia del 
dominio del suelo al que se refiere este artículo, el propietario deberá presentar la 
siguiente documentación en medios impresos y digital ante la entidad distrital 
responsable: 


5.1. Solicitud de iniciación del procedimiento de transferencia. 


5.2. Minuta escrita de cesión gratuita de las áreas públicas, con amojonado y alinderado 
en sistema métrico decimal conforme con las instrucciones vigentes de la 
Superintendencia de Notariado y Registro. 


5.3. Estudio de títulos suscrito por abogado en ejercicio y copia de todos los actos 
jurídicos que conforman la tradición de los inmuebles en los últimos diez (10) años. 


5.4. Certificado/s de tradición y libertad del predio objeto de entrega y del predio de 
mayor extensión, donde consten la o las adquisiciones del o de los predios, cuya fecha 
de expedición no sea superior a un (1) mes. 
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5.5. Si es persona jurídica debe acreditar su existencia y representación legal mediante 
el documento legal idóneo, cuya fecha de expedición no sea superior a un (1) mes, junto 
con autorización del órgano respectivo si sus estatutos así lo requieren. 


5.6. Poder especial del titular del derecho real de dominio debidamente otorgado ante 
notario o juez de la República, cuando se actúe mediante apoderado o mandatario, y 
donde se faculte de manera expresa para adelantar las actuaciones de escrituración y 
transferencia de las zonas de cargas general a favor de la entidad distrital competente. 


5.7. Certificado de paz y salvo por impuesto predial y por contribución de valorización del 
predio objeto de transferencia. 


5.8. Un plano del levantamiento topográfico que refleje el estado del predio o los 
predios/los predio/s, antes y después de la titulación, debidamente amojonado/s y 
alinderado/s según lo establecido en las normas vigentes, así como con su respectivo 
cuadro de áreas. 


Parágrafo. Teniendo en cuenta que la escritura pública de transferencia de las zonas de 
obligaciones urbanísticas se autoriza por el notario con posterioridad a la entrega y recibo 
de las mismas, no se radicarán nuevamente el instrumento de planeamiento, ni los 
planos, en el entendido que ya reposan en el archivo de la entidad; sin embargo, sí se 
deberán protocolizar con la escritura pública. 


ARTÍCULO SEXTO. Escritura pública de declaratoria de propiedad pública. De 
conformidad con lo previsto en el artículo 117 de la Ley 388 de 1997, al no contar con la 
comparecencia del propietario o propietarios y/o urbanizador y/o titular de la licencia 
responsable para el otorgamiento de la escritura pública de cesión, y una vez en firme la 
correspondiente acta de toma de posesión de las zonas de cesión, el Banco de Suelos e 
Inmobiliario de Montería –BIM – procederá a otorgar la escritura pública que contenga la 
declaratoria de propiedad pública a favor del municipio de Montería, sobre las zonas cuya 
posesión ha sido tomada. 


Parágrafo. La declaratoria de propiedad pública procederá en casos excepcionales, 
cuando se haya recibido la zona mediante acta o se haya hecho la toma de posesión, 
pero no sea posible la transferencia al municipio de Montería por imposibilidad de la 
comparecencia del propietario de los suelos donde se ubican las zonas de cesión y/o 
del titular de la licencia según corresponda. 


ARTÍCULO SEPTIMO. Procedimiento para el otorgamiento de la escritura de 
declaratoria de propiedad pública. Previo al otorgamiento de la escritura de 
declaratoria de propiedad pública, se deberá observar el siguiente procedimiento 
administrativo: 


Con formato: Fuente: Negrita


Comentado [CATB6]: Este procedimiento no podía 
quedarse por fuera, así se decida no tener nada sobre el 
recibo. 



https://www.bogotajuridica.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?dt=S&i=339#117
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7.1. Estudio de títulos. Para determinar el/os titular/es de derecho de dominio 
actual sobre las zonas de cesión involucradas, la forma como se adquirió o 
adquirieron la propiedad y el correcto tracto sucesivo en la cadena traditicia 
que permita adelantar el procedimiento ajustado a la ley. 
 
7.2. Estudio técnico. Se desarrolla el análisis técnico que permita establecer 
las condiciones del urbanismo al momento de llevar a cabo la declaratoria. 
 
7.3. Comunicación para adelantar escritura pública de declaratoria de 
propiedad pública. El Banco de Suelos e Inmobiliario de Montería –BIM– 
enviará una (1) comunicación al urbanizador responsable y/o titular de la 
licencia y/o propietario/s, con el objeto de informar el trámite que se 
adelantará. En la comunicación se señalará que contará con un término 
máximo de quince (15) días hábiles siguientes al recibo de esta para que 
comparezca a otorgar la escritura pública de transferencia de las zonas de 
cesión a favor del municipio de Montería y el procedimiento que se adoptará 
en caso de que no comparezca el mencionado urbanizador y/o titular de la 
licencia y/o propietario, lo anterior de conformidad con lo establecido en el 
artículo 37 de la Ley 1437 de 2011, o la norma que la modifique, derogue o 
sustituya. 
  
7.4. Declaratoria de propiedad pública. Surtido el procedimiento 
administrativo descrito en los numerales anteriores, se adelantará la 
declaratoria de propiedad pública mediante la suscripción de una escritura 
pública de declaratoria de propiedad pública, con fundamento en los 
documentos urbanísticos aprobatorios del respectivo proyecto. En todo caso, 
se observarán las normas notariales y registrales vigentes. 
 


Parágrafo. Dado que la escritura pública de declaratoria de propiedad pública versa 
sobre bienes de uso público y/o destinados al uso público, señalados en actos 
administrativos prevalentes (plano y resolución aprobatoria), dicho instrumento 
público no incluye la declaración del área remanente de las zonas que se conservan 
en dominio privado. 


 


 



https://www.bogotajuridica.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?dt=S&i=41249#37
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ARTÍCULO OCTAVO. Corresponderá al Banco de Suelos e Inmobiliario de Montería –
BIM–, la expedición de la certificación de dotación y entrega de las zonas de cesión de 
las actuaciones urbanísticas, para efectos de cumplir con la previsión existente en el 
Decreto Único Nacional 1077 de 2015, que en el parágrafo 4º del artículo 2.2.6.1.1.7., 
señala que para poder expedir licencia de construcción por parte del Curador Urbano o 
la autoridad competente, si la licencia de urbanismo está vencida, se deberá demostrar, 
por parte del titular de la licencia de urbanismo o parcelación, que se han ejecutado la 
totalidad de las obras contempladas en la misma y entregado y dotado las cesiones 
correspondientes. 


Si el urbanizador responsable no ejecuto la totalidad de las obras contempladas en la 
licencia y/o no hizo entrega y/o no doto las cesiones, el Banco de Suelos e Inmobiliario 
de Montería –BIM– no podrá expedir la certificación hasta que eso no sea cumplido, 
quedando facultado para intervenir en el trámite de licencia de construcción para hacer 
cumplir las obligaciones que tiene el urbanizador responsable con el Municipio de 
Montería, iniciar las acciones de recibo y titulación y si es necesario, iniciar las acciones 
policivas y/o judiciales conducentes a dicho fin de la entrega y dotación de las zonas de 
cesión. 


ARTÍCULO NOVENO.SEXTO: El presente Decreto rige a partir de la fecha de su 
expedición. 


 


Dado en Montería a los 


 


 


PUBLIQUESE Y CUMPLASE 


 


 


HUGO FERNANDO KERGUELEN GARCÍA 
Alcalde 


Municipio de Montería 
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MARCO NORMATIVO PARA LA VIVIENDA DE INTERÉS SOCIAL 
EN EL PLAN NACIONAL DE DESARROLLO LEY 2294 DE 2023 


 
Septiembre de 2.024 


 
 
 
Por solicitud de la Gerencia del BIM se trae del Plan Nacional de Desarrollo Ley 2294 de 
2023, los artículos correspondientes a la VIVIENDA DE INTERÉS SOCIAL. 
 
ARTÍCULO 293. CONCEPTO DE VIVIENDA DE INTERÉS SOCIAL. En cumplimiento de 
lo establecido en el artículo 91 de la Ley 388 de 1997, la vivienda de interés social es aquella 
que se desarrolla para garantizar el derecho a la vivienda de los hogares de menores 
ingresos, que cumple con los estándares de calidad en diseño urbanístico, arquitectónico y 
de construcción sostenible, y cuyo valor no exceda de 135 Salarios Mínimos Legales 
Mensuales Vigentes (SMLMV). 
  
El valor máximo de la vivienda de interés prioritario será de 90 Salarios Mínimos Legales 
Mensuales Vigentes (SMLMV). El Gobierno nacional podrá establecer excepcionalmente, 
a partir de estudios técnicos, valores máximos hasta por 150 Salarios Mínimos Legales 
Mensuales Vigentes (SMLMV) para este tipo de viviendas, cuando se presente alguna o 
varias de las siguientes condiciones: 
  
A) Cuando las viviendas incorporen criterios de sostenibilidad adicionales a los mínimos 
que defina el Gobierno nacional. 
 
B) Cuando las viviendas de acuerdo a lo definido por el CONPES 3819 de 2014 o el que lo 
modifique, se encuentren ubicadas en ciudades uninodales cuya población supere los 
trescientos mil (300.000) habitantes, o en aglomeraciones urbanas cuya población supere 
quinientos mil (500.000) habitantes. 
 
C) Cuando las viviendas se encuentren en territorios de difícil acceso, o respondan a 
características culturales, geográficas, económicas o climáticas específicas, en las 
condiciones que defina el Gobierno nacional. 
  
El Gobierno nacional podrá establecer, a partir de estudios técnicos, un valor superior a los 
135 Salarios Mínimos Legales Mensuales Vigentes (SMLMV) en los departamentos de 
Amazonas, Guaviare, Guainía, San Andrés, Providencia y Santa Catalina, Putumayo, 
Chocó, Vaupés y Vichada, reconociendo el costo de materiales de construcción y su 
transporte, mano de obra y su enfoque diferencial. 
  
El Gobierno nacional definirá, a través del Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, en un 
plazo inferior a un año desde la entrada en vigencia de la presente ley, las condiciones 
socio económicas que deben cumplir los hogares, los mecanismos aplicables para ser 
elegibles en la política habitacional, las características mínimas de habitabilidad de la 
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vivienda y su entorno, así como las medidas activas y/o pasivas de sostenibilidad que deben 
incluir las viviendas de interés social. 
  
PARÁGRAFO PRIMERO. El precio máximo de la vivienda de interés social (VIS) será de 
ciento cincuenta (150) SMMLV, en los distritos y municipios para los cuales el Gobierno 
nacional, en vigencia del artículo 85 de la Ley 1955 de 2019, haya definido ese precio 
máximo. Lo anterior, sin perjuicio del precio máximo dispuesto en este artículo para la VIS 
que se ejecute en el marco de programas y/o proyectos de renovación urbana. 
  
PARÁGRAFO SEGUNDO. Hasta tanto el Gobierno nacional, a través del Ministerio de 
Vivienda, Ciudad y Territorio, reglamente lo establecido en el presente artículo, tratándose 
de programas y/o proyectos de renovación urbana, la vivienda de interés social podrá tener 
un precio superior a los 135 Salarios Mínimos Legales Mensuales Vigentes (SMLMV), sin 
que éste exceda de 175 Salarios Mínimos Legales Mensuales Vigentes (SMLMV). La 
vivienda de interés prioritario en renovación urbana podrá tener un precio superior a 90 
Salarios Mínimos Legales Mensuales Vigentes (SMLMV), sin que éste exceda de 110 
Salarios Mínimos Legales Mensuales Vigentes (SMLMV). 
  
PARÁGRAFO TERCERO. Todos los negocios jurídicos tales como adhesión a contrato 
fiduciario, contrato de leasing habitacional, promesa de compraventa, compraventa y otros 
asociados a la adquisición de viviendas de interés social y que hubieren sido iniciados con 
anterioridad a la entrada en vigencia del presente artículo, podrán terminar su ejecución 
con el precio máximo contemplado para este tipo viviendas en la normatividad anterior. 
  
PARÁGRAFO CUARTO. Los beneficios tributarios y no tributarios destinados a la 
promoción de la vivienda de interés social serán aplicados únicamente a las unidades 
habitacionales que cumplan con los criterios establecidos en este artículo. 
  
PARÁGRAFO QUINTO. Los recursos correspondientes a subsidios familiares de vivienda 
urbana y rural que sean objeto de renuncia por parte de su beneficiario, que se venzan, no 
sean efectivamente asignados o que correspondan a aquellos recuperados mediante 
actuaciones administrativas o judiciales, deberán ser incorporados en el presupuesto del 
Fondo Nacional de Vivienda - Fonvivienda- en la siguiente vigencia y serán transferidos 
directa, total o parcialmente a los patrimonios autónomos en los que sea fideicomitente el 
Fondo Nacional de Vivienda -Fonvivienda- de acuerdo con las instrucciones que para el 
efecto imparta el consejo directivo del fondo, previa viabilidad técnica del comité técnico 
que para este efecto se conforme. Estos recursos serán destinados a la financiación o 
cofinanciación de programas o proyectos de vivienda de interés social, a la construcción 
y/o dotación de equipamientos públicos colectivos y/o a la infraestructura de servicios 
públicos domiciliarios. Lo anterior, independientemente de la vigencia presupuestal de los 
recursos. 
  
Respecto de los subsidios familiares de vivienda que se encuentren sin aplicar, Fonvivienda 
podrá proceder a su vencimiento sin que se requiera surtir previamente el proceso a que se 
refiere el parágrafo 1 del artículo 8 de la Ley 1537 de 2012. 
  
En todo caso, los recursos del Presupuesto General de la Nación asignados a Fonvivienda 
y que se incorporen a patrimonios autónomos en los cuales dicha entidad sea 
Fideicomitente, independiente del rubro presupuestal de los referidos recursos, podrán ser 



https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=47971#8.p1

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=47971#8
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destinados para la construcción y/o dotación de equipamientos públicos colectivo y/o 
infraestructura de servicios públicos domiciliarios, incluida la adquisición de predios para 
esos propósitos, para los programas de vivienda de interés social y prioritaria que se 
ejecuten en el marco de los patrimonios autónomos. La entidad aportante de los recursos 
definirá los porcentajes de los recursos aportados que pueden ser destinados a estos 
propósitos. 
  
PARÁGRAFO SEXTO. Cuando la entidad otorgante de subsidios familiares de vivienda 
100% en especie (SFVE) advierta el acaecimiento de una causal para su restitución, de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 21 de la Ley 1537 de 2012, adelantará un 
procedimiento administrativo para lograr la restitución formal del título de dominio del bien 
inmueble y, con el fin de lograr la restitución material, se podrán Incoar las acciones 
policivas a que haya lugar, según los términos y condiciones dispuestos en la legislación 
vigente. 
  
Sin perjuicio de lo anterior, una vez surtido el proceso administrativo, por virtud de la ley e 
independientemente del negocio jurídico suscrito para que el hogar beneficiario se 
convirtiera en propietario de la vivienda, la entidad otorgante del SFVE o los fideicomisos 
en los cuales esta sea fideicomitente, podrán convertirse en titulares del derecho de dominio 
de las viviendas restituidas, para lo cual solo se requerirá la inscripción del acto 
administrativo correspondiente en el folio de matrícula inmobiliaria de la vivienda. 
  
Cuando, en virtud de acreditación emitida por autoridad competente, se determine que las 
viviendas han sido utilizadas como medio o instrumento para la ejecución de actividades 
ilícitas, podrán ser restituidas por parte de la entidad otorgante, para ser asignadas a otros 
hogares que se encuentren en las condiciones señaladas en el artículo 12 de la Ley 1537 
de 2012, aún en el evento en que no se cuente con decisión judicial. 
  
Las viviendas que sean objeto de restitución de acuerdo con lo establecido en el presente 
artículo podrán ser transferidas a Fonvivienda o a patrimonios autónomos constituidos por 
la entidad otorgante de los subsidios, hasta el momento en que sean transferidas a un 
nuevo hogar beneficiario. En el caso de solicitarse renuncias al SFVE, la restitución del 
título de dominio del bien inmueble procederá con la sola inscripción del acto administrativo 
que acepta la renuncia en el folio de matrícula inmobiliaria, sin ser necesaria la resciliación 
de la escritura pública de transferencia. En estos casos, el título de dominio se establecerá 
en la entidad otorgante del SFVE o los fideicomisos en las cuales esta sea fideicomitente. 
  
ARTÍCULO 294. Modifíquese el inciso segundo del artículo 800-1 del Estatuto Tributario, el 
cual quedará así: 
  
ARTÍCULO 800-1. OBRAS POR IMPUESTOS. 
  
(...) 
  
El objeto de los convenios será la inversión directa en la ejecución de proyectos de 
trascendencia económica y social en los diferentes municipios definidos como las Zonas 
Más Afectadas por el Conflicto Armado (Zomac) y en los municipios con Programas de 
Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET), relacionados con agua potable y saneamiento 
básico, energía, salud pública, educación pública, bienes públicos rurales, adaptación al 



https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=47971#21

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=47971#12

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=6533#800-1





 
Contrato de prestación de servicios No. BIM-CD-006-2024 4 


cambio climático y gestión del riesgo, pagos por servicios ambientales, tecnologías de la 
información y comunicaciones, infraestructura de transporte, infraestructura productiva, 
infraestructura cultural, infraestructura deportiva, vivienda de interés social rural y las demás 
que defina el manual operativo de Obras por Impuestos, todo de conformidad con lo 
establecido en la evaluación de viabilidad del proyecto. Los proyectos a financiar podrán 
comprender las obras, servicios y erogaciones necesarias para su viabilidad, planeación, 
preoperación, ejecución, operación, mantenimiento e interventoría, en los términos 
establecidos por el manual operativo de Obras por Impuestos, según el caso. También 
podrán ser considerados proyectos en jurisdicciones que, sin estar localizadas en las 
Zomac, de acuerdo con el concepto de la Agencia de Renovación del Territorio, resulten 
estratégicos para la reactivación económica y/o social de las Zomac o algunas de ellas. Así 
mismo, accederán a dichos beneficios los departamentos que conforman la Amazonía 
colombiana, que cuenten con una población inferior a ochenta y cinco mil (85.000) 
habitantes, tal y como lo certifique la autoridad competente a treinta y uno (31) de diciembre 
de 2022. 
  
(...) 
  
ARTÍCULO 295. CIERRE PROGRAMA DE SUBSIDIO FAMILIAR DE VIVIENDA DE 
INTERÉS SOCIAL Y PRIORITARIO RURAL. Con el fin de verificar el estado actual del 
programa de subsidio familiar de vivienda de interés social y prioritario rural, 
correspondiente a los años 2000 a 2019, el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural 
contratará de manera directa una auditoría que tenga como fin determinar el número de 
subsidios que están otorgados pendientes de ser materializados, el estado de avance de 
ejecución y los valores que se requieren para su respectivo cumplimiento. 
  
Como resultado de la auditoría que se lleve a cabo, el Gobierno Nacional, a través del 
Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, indexará los subsidios familiar de vivienda de 
interés social y prioritario rural de las vigencias 2000 al 2019, que no hayan culminado la 
fase de obra a la entrada en vigencia de la presente ley, su monto será actualizado al valor 
del subsidio máximo establecido por el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio en el 
artículo 2.1.10.1.1.4.1 del Decreto 1077 de 2015, o cualquier disposición que lo sustituya, 
modifique o derogue. 
  
Para este efecto el Gobierno nacional realizará la apropiación presupuestal y los ajustes 
correspondientes respetando tanto el Marco de Gasto de Mediano Plazo, así como el Marco 
Fiscal de Mediano Plazo. 
  
PARÁGRAFO PRIMERO. Las entidades territoriales tendrán un término de tres (3) meses, 
a partir de la expedición de la presente ley, para remitir los documentos que hagan falta 
sobre los beneficiarios propuestos. Cumplido el término anterior, las entidades otorgantes 
deberán excluir a los beneficiarios que no cumplieron con los requisitos establecidos por el 
programa de subsidio familiar de vivienda de interés social y prioritario rural. Dichos 
beneficiarios podrán presentarse a las convocatorias que realice para tal fin el Ministerio de 
Vivienda, Ciudad y Territorio. 
  
PARÁGRAFO SEGUNDO. El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, teniendo en 
cuenta el resultado de la auditoría del programa de subsidio familiar de vivienda de interés 
social y prioritario rural, podrá contratar de manera directa, si lo considera necesario, una 
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nueva entidad operadora del programa de subsidio familiar de vivienda de interés social y 
prioritario rural, con el fin de culminar las actividades que se requieran por parte de las 
entidades otorgantes para cerrar el programa, incluidos los subsidios otorgados por orden 
judicial. 
  
ARTÍCULO 296. FORMALIZACIÓN DE LA PROPIEDAD PRIVADA. El Ministerio de 
Vivienda, Ciudad y Territorio o la entidad que este determine, otorgará títulos de propiedad 
legalmente registrados a hogares que tengan la calidad de poseedores y que hayan sido 
beneficiarios de un subsidio familiar de vivienda en cualquiera de sus modalidades. Esta 
posesión no podrá contrariar las disposiciones legales referentes a la prescripción 
adquisitiva de dominio, sucesión, saneamiento de que trata la Ley 1561 de 2012, las que la 
modifiquen o sustituyan, y demás disposiciones concordantes. El Gobierno nacional, a 
través del Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, reglamentará el procedimiento. 
  
ARTÍCULO 297. Adiciónese el inciso quinto y tres parágrafos al artículo 4 de la Ley 2079 
de 2021, así: 
  
ARTÍCULO 4. POLÍTICA DE ESTADO DE VIVIENDA Y HÁBITAT. 
  
(...) 
  
La política de vivienda y hábitat, a cargo del Gobierno nacional, incluirá un enfoque 
diferencial que reconozca las condiciones socio económicas y culturales de los pueblos 
indígenas, de las comunidades negras, afrocolombianas, raizales, palenqueras, 
campesinas y de grupos poblacionales específicos, especialmente de la población víctima 
del conflicto armado, incluyendo para esta última, el diseño de estrategias encaminadas a 
superar las barreras para la utilización de subsidios no aplicados en vigencias anteriores. 
  
PARÁGRAFO PRIMERO. Para todos los efectos legales, se entiende que los negocios 
jurídicos celebrados por los patrimonios autónomos constituidos por FONVIVIENDA, para 
efectos de la ejecución de los subsidios familiares de vivienda otorgados por el Gobierno 
Nacional en el marco de la política de vivienda y hábitat urbana y rural, son de naturaleza 
jurídica privada. 
  
PARÁGRAFO SEGUNDO. Con el fin de generar cohesión y articulación en la ejecución de 
la política de vivienda y hábitat, el Fondo Nacional de Vivienda “Fonvivienda” tendrá como 
objetivos consolidar el Sistema Nacional de Información de Vivienda y ejecutar las políticas 
del Gobierno Nacional en materia de vivienda de interés social, agua y saneamiento básico, 
en particular aquellas orientadas a la descentralización territorial de la inversión de los 
recursos destinados a estas actividades, administrando: Los recursos asignados en el 
Presupuesto General de la Nación en inversión para vivienda de interés social, agua y 
saneamiento básico; los recursos que se apropien para la formulación, organización, 
promoción, desarrollo, mantenimiento y consolidación del Sistema Nacional de Información 
de Vivienda y en general bienes y recursos de que trata la presente ley, para lo cual podrá 
constituir patrimonios autónomos a través de la suscripción de contratos de fiducia 
mercantil. 
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PARÁGRAFO TERCERO. El Fondo Nacional de Vivienda podrá estructura y ejecutar 
proyectos y programas para el sector de agua y saneamiento básico, que permitan 
garantizar las condiciones de acceso y mínimo vital de la población. 
  
ARTÍCULO 298. EJECUCIÓN DEL PROGRAMA “BARRIOS DE PAZ”. En el marco del 
programa Barrios de Paz, el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio y/o Fonvivienda, 
podrán gestionar y/o financiar intervenciones de mejoramiento en áreas de origen informal 
legalizadas o susceptibles de legalización urbanística, o en áreas de origen formal que sean 
susceptibles de ser mejoradas. Lo anterior, en articulación con las entidades territoriales, 
los distintos sectores y las organizaciones sociales y comunitarias. Así mismo, podrán 
gestionar y/o financiar acciones de legalización urbanística en articulación con las entidades 
territoriales. 
  
PARÁGRAFO PRIMERO. En todo caso, se deberá asegurar que las áreas objeto de 
intervenciones de mejoramiento no se encuentren ubicadas en zonas de riesgo no mitigable 
dentro del Plan de Ordenamiento Territorial. 
  
PARÁGRAFO SEGUNDO. El Gobierno nacional, a través del Ministerio de Vivienda, 
Ciudad y Territorio, reglamentará lo relacionado con las acciones de legalización, titulación, 
asentamientos, intervenciones, adquisición de predios y demás iniciativas relacionadas con 
el programa al que hace referencia el presente artículo. 
  
ARTÍCULO 299. INSTRUMENTO PARA LA FINANCIACIÓN DEL DESARROLLO 
URBANO REGIONAL Y RENOVACIÓN URBANA PARA CIUDADES. Con el fin de apoyar 
la eficiencia en la aplicación del principio de reparto equitativo de las cargas y los beneficios 
y potenciar el desarrollo regional, reducir las brechas de desigualdad y ordenar el territorio 
alrededor del agua, mitigar los efectos del cambio climático, conseguir la equidad y la 
construcción de la Paz, el Gobierno nacional podrá cofinanciar el desarrollo de estudios y 
diseños, así como la construcción de infraestructura asociada a los proyectos estratégicos 
para el desarrollo urbano contemplados en los diferentes instrumentos de planificación y 
gestión, que garanticen la aplicación de criterios estandarizados en gestión del riesgo de 
desastres y cambio climático de conformidad con la estrategia nacional de coordinación 
para la adaptación al cambio climático de los asentamientos y reasentamientos humanos. 
  
ARTÍCULO 300. Adiciónense los parágrafos 2, 3 y 4 al artículo 255 de la Ley 1955 de 2019, 
así: 
  
ARTÍCULO 255. VIVIENDA RURAL EFECTIVA. 
  
(...) 
  
PARÁGRAFO SEGUNDO. El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural y el Banco 
Agrario, culminarán los proyectos de vivienda de interés social rural sobre los que se hayan 
comprometido subsidios antes del 1 de enero de 2020, para lo cual se apropiarán recursos 
del Presupuesto General de la Nación, que deberán sujetarse a las disponibilidades 
presupuestales, al Marco Fiscal de Mediano Plazo y al Marco de Gasto de Mediano Plazo, 
que permitan el cierre de los proyectos a su cargo. Así mismo, los excedentes y/o 
rendimientos financieros que generen los recursos destinados al subsidio familiar de 
vivienda de interés social y prioritario rural a cargo del Banco Agrario de Colombia S.A, así 
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como aquellos recursos de subsidios adjudicados y no materializados o que hayan sido 
objeto de renuncia por parte de los beneficiarios, podrán ser destinados al cierre del 
programa de vivienda rural, sin previa consignación al Tesoro Público y previa 
programación presupuestal en el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural para tales 
fines. 
  
PARÁGRAFO TERCERO. Los recursos del Presupuesto General de la Nación asignados 
a Fonvivienda podrán ser destinados para la construcción de equipamientos de hábitat y 
acceso a servicios públicos domiciliarios para la vivienda de interés social rural. Fonvivienda 
definirá mediante resolución las condiciones para la utilización de estos recursos. 
  
PARÁGRAFO CUARTO. El Gobierno nacional en desarrollo de la política de vivienda rural, 
a través del Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, adelantará programas de 
formalización y/o saneamiento de la falsa tradición y titulación de la propiedad rural. Para 
el ejercicio de esta competencia se requerirá que el predio rural haya sido o vaya a ser 
objeto del subsidio familiar de vivienda. El Gobierno nacional, por iniciativa del Ministerio de 
Vivienda, Ciudad y Territorio, reglamentará la materia. 
  
ARTÍCULO 301. Adiciónese el parágrafo 6 al artículo 6° de la Ley 3 de 1991, así: 
  
ARTÍCULO 6. 
  
(...) 
  
PARÁGRAFO SEXTO. En los casos en los que se aplique el subsidio familiar de vivienda 
otorgado por el Gobierno nacional, las entidades territoriales y las Cajas de Compensación 
Familiar, en las modalidades de mejoramiento de vivienda, vivienda progresiva o 
construcción en sitio propio, el Gobierno nacional por iniciativa del Ministerio de Vivienda, 
Ciudad y Territorio, establecerá las condiciones especiales para autorizar la ejecución de 
las intervenciones y la verificación del cumplimiento de las normas técnicas de construcción 
que le apliquen a la intervención que se desarrolle, sin que sea necesaria la expedición de 
la respectiva licencia de construcción o acto de reconocimiento. Las autorizaciones deben 
estar conformes a lo previsto en el plan de ordenamiento territorial del municipio 
correspondiente. 
  
ARTÍCULO 302. FORTALECIMIENTO DE LA VIVIENDA DIFERENCIAL, VIVIENDA DE 
INTERÉS CULTURAL Y UTILIZACIÓN DE MATERIALES Y SISTEMAS ALTERNATIVOS 
TRADICIONALES DE CONSTRUCCIÓN. El Gobierno nacional, por iniciativa del Ministerio 
de Vivienda, Ciudad y Territorio, definirá condiciones especiales para la construcción de la 
vivienda diferencial, que incluye la vivienda de interés cultural, que permitan e incentiven el 
uso de materiales y sistemas alternativos fundamentados en las características locales, 
regionales, geográficas, culturales e históricas de la región o sector del territorio. 
  
ARTÍCULO 303. GIRO DIRECTO PARA EL PAGO DE SUBSIDIOS. Las personas 
prestadoras de los servicios públicos de acueducto, alcantarillado y aseo, a las cuales el 
municipio o distrito no les haya transferido los recursos para el pago de subsidios de seis 
(6) periodos de facturación, cuando la misma se expida de manera mensual, o tres (3) 
cuando la misma se expida de manera bimestral, habiendo cumplido los requisitos 
establecidos en la Normatividad vigente, podrán solicitar a la Nación Ministerio de Vivienda, 
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Ciudad y Territorio -MVCT, el giro directo de los recursos del Sistema General de 
Participaciones para Agua Potable y Saneamiento Básico asignados al ente territorial para 
dar cumplimiento al parágrafo del artículo 11 de la Ley 1176 de 2007, con el fin de asegurar 
los recursos para el pago de subsidios por el plazo de un año, sin que sobrepase la 
anualidad. Para tal efecto, el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio -MVCT 
reglamentará la materia. 
  
En todo caso, de acuerdo con la metodología de planeación presupuestal y financiera 
establecida en el Decreto 1077 de 2015 el municipio identificará, en su autonomía territorial, 
la necesidad de subsidios con el fin de apropiar en el presupuesto los recursos necesarios 
para tal fin. 
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BIENES DE USO PÚBLICO – Desafectación / SUSTITUCIÓN DE BIEN DE USO 
PÚBLICO –Condiciones / CAMBIO DE DESTINACIÓN DE BIEN DE USO PÚBLICO 
– Competencia /CAMBIO DE DESTINACIÓN DE BIEN DE USO PÚBLICO – 
Requisitos / BIEN DE USO PÚBLICO – Requisitos de canje. Compensación / CAMBIO 
DE BIEN DE USO PÚBLICO A BIEN FISCAL – El canje, la compensación o la 
sustitución no debe ser simultáneo o concomitante con la decisión de conversión / 
REITERACIÓN DE JURISPRUDENCIA


Los bienes que van a ocupar el lugar de los bienes cuyo uso público fue variado, a su vez, deben 
ser afectados por la autoridad local para su destinación al uso, goce y disfrute de la colectividad. 
En efecto, debe existir una manifestación de voluntad de la autoridad pública por medio de la 
cual se incorpore un bien al uso o goce de la comunidad. El bien que se utilice para la sustitución 
referida, que por supuesto, no debe tener la calidad de bien de uso público sino fiscal, debe 
ser apto para el uso público y tener condiciones equivalentes a las de aquél que reemplaza. 
Esta Sección, en sentencia de 4 de octubre de 2012, al referirse al contenido y alcance del 
artículo 6º de la Ley 9ª de 1989, precisó que "el cumplimiento del requisito del canje no 
tiene que ser concomitante o simultáneo con el cambio de destinación del bien", de forma tal 
que no hacerlo en el mismo momento no invalida el acto administrativo municipal 
respectivo que dispone tal variación. Y agregó que la compensación prevista en dicha norma 
es un "asunto que puede ser exigido por la comunidad mediante el uso de las acciones 
correspondientes".


FUENTE FORMAL: LEY 9 DE 1989 – ARTÍCULO 6 / DECRETO 1504 DE 1998 –
ARTÍCULO 4


NORMA DEMANDADA: ACUERDO 024 DE 2005 (29 de julio) CONCEJO MUNICIPAL 
DE BELLO (ANTIOQUIA) (No anulado) / ACUERDO 046 DE 2005 (14 de diciembre) 
CONCEJO MUNICIPAL DE BELLO (ANTIOQUIA) (No anulado)


CONSEJO DE ESTADO


SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO


SECCIÓN PRIMERA


Consejero ponente: OSWALDO GIRALDO LÓPEZ


Bogotá, D.C., quince (15) de marzo de dos mil dieciocho (2018)


Radicación número: 05001-23-31-000-2006-03673-01


Actor: MARTÍN MONTOYA VANEGAS


Demandado: MUNICIPIO DE BELLO (ANTIOQUIA)


Referencia: NULIDAD – CAMBIO DE DESTINACIÓN DE BIENES DE USO PÚBLICO.


La Sala decide el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada contra la Sentencia del 
13 de diciembre de 2011 proferida por el Tribunal Administrativo de Antioquia, mediante la cual 
declaró la nulidad del acto acusado.


I.- ANTECEDENTES


1. La demanda







En ejercicio de la acción de nulidad que consagra el artículo 84 del C.C.A., y a través de 
apoderado judicial, el ciudadano MARTÍN MONTOYA VANEGAS demandó ante el Tribunal 
Administrativo de Antioquia al Municipio de Bello (Antioquia) y al Concejo Municipal de Bello, 
con el objeto de que se accediera a las siguientes:


1.1. Pretensiones


"A. Declarar la nulidad del Acuerdo Municipal de Bello #024 del 29 de julio de 2005 y el acuerdo 
que lo aclara #046 del 14 de diciembre del 2005.


B. Condenar en costas y agencias en derechos a los demandados." (Folio 107 del cuaderno 
principal)


1.2. Fundamentos de hecho


El 18 de julio de 2004 la Alcaldesa de Bello (Antioquia) radicó ante el Concejo Municipal de esa 
localidad el proyecto de Acuerdo número 026, con el que pretendía el cambio de destinación de 
cuatro (4) zonas verdes de uso público. En la exposición de motivos hace una vaga mención de 
las normas en que se apoya, citando como tales los artículos 6° de La ley 9° de 1989 y 4º del 
Decreto 1504 de 1998, disposiciones que autorizan a los concejos municipales, a iniciativa del 
Alcalde, para cambiar la destinación de los bienes de uso público "siempre y cuando sean 
canjeados por otros de características equivalentes", ateniendo criterios de calidad, accesibilidad 
y localización.


Aunque la frase "siempre y cuando" que contiene la norma es condicional, esto es, exige que 
previamente al cambio de destinación del bien se determine por cuál será cambiado o canjeado, 
en la exposición de motivos del proyecto no se indicaron las zonas verdes a cambiar.


El citado proyecto, luego de surtidos los dos debates de ley, se convirtió en el Acuerdo número 
024 del 29 de julio de 2005, acto que cambió la destinación inicial de zona verde de los cuatro (4) 
espacios públicos allí mencionados por el uso institucional. Este acuerdo fue aclarado 
posteriormente mediante el Acuerdo 046 del 14 de diciembre de 2005.


La comunidad de la Urbanización Portal del Norte, ubicada en la zona verde de que trata el literal 


D del proyecto de acuerdo 026, haciendo uso de su derecho a participar en el debate de éste, 
presentó un escrito de oposición que se radicó en el concejo municipal el día 25 de julio de 2005 


con copia para cada uno de los concejales, el cual nunca les fue repartido a éstos.


Aprobado el Acuerdo 024 de 2005, la zona verde del literal D fue entregada por la Alcaldesa y el 
presidente del Concejo Municipal de Bello al Sacerdote José Gustavo Gutiérrez Londoño, 
Párroco de la Iglesia Nuestro Amigo Jesús, para la construcción de un templo, conforme había 
sido su compromiso con éste desde el 15 de mayo de 2005.


La Alcaldesa de Bello suscribió con el Párroco el contrato de comodato número 181 del 9 de 
septiembre de 2005, entregando por cinco (5) años la citada zona verde, la cual "jamás será 
recuperada y tampoco devuelta al municipio o a la comunidad" en razón de la construcción del 
templo. Igualmente, la Alcaldesa presentó solicitud de licencia de construcción en ese predio.


La zona verde atrás mencionada está comprendida dentro de los límites del plano aprobado por la 


Curaduría Primera de Bello y se encuentra relacionada en el reglamento de propiedad horizontal 
de la Urbanización Portal del Norte, de forma tal que pertenece a los propietarios en







común y proindiviso en proporción a los derechos de las áreas privadas.


1.1.3. Normas violadas y concepto de la violación


En opinión del demandante los actos administrativos acusados vulneran los artículos 77 y 81 de 
la Ley 136 de 1994, 6 y 38 de la Ley 9ª de 1989 en concordancia con el artículo 4 del Decreto 
1504 de 1998, 63, 79 y 80 de la  Constitución  Política, y 3 y 19 parágrafo 1º de la Ley 675 de 
2001.


Señala que el artículo 77 de la Ley 136 de 1994 fue infringido porque el Presidente del Concejo 
Municipal de Bello no dio la orden de repartir entre los concejales el escrito que la comunidad de 
la Urbanización Portal del Norte entregó el día 25 de julio de 2005 en la secretaría de dicha 
corporación, en el que se oponían a la aprobación del proyecto de acuerdo. Y que también se 
desconoció el artículo 81 de esta norma legal, puesto que el Acuerdo 024 no fue publicado dentro 
de los (10) días siguientes a la sanción (ocurrida el 5 de agosto de 2005).


Aduce, por otro lado, que los artículos 6º de la Ley 9 de 1989 y 4º del Decreto 1504 de 1998 
autorizan a los concejos municipales para cambiar la destinación de los bienes de uso público, a 
iniciativa de los alcaldes, siempre y cuando sean cambiados por otros de características 
semejantes, y que esto no se cumplió en el Proyecto de Acuerdo N° 026 de 2005, pues no se 
especificó la zona verde que reemplazaría la que cambiaría de uso, y la motivación de tal 
proyecto fue vaga y no explicó claramente la necesidad del cambio ni del nuevo uso que tendría.


Estima que al despojar a la comunidad del Municipio de Bello de algunas zonas verdes y 
entregarlas en comodato a un particular, se vulneró el artículo 79 de la Constitución Política que 
establece como deber del Estado proteger la diversidad e integridad del ambiente y conservar las 
áreas de importancia ecológica. Asimismo, en su criterio, al modificar el uso de las zonas verdes 
por el "uso institucional" se desconoció el artículo 82 de ese mismo estatuto, puesto que al Estado 
le corresponde prevenir y controlar los factores de deterioro ambiental.


Precisa que, con el contrato de comodato suscrito se vulnera el artículo 63 de la Carta que dispone 
que los bienes de uso público son inalienables, pues con fundamento en aquél "entrega un bien de 
esta especie a un particular para que construya un templo, cumplido lo cual se sabe que quedará 
enajenado por siempre, ya que si lo regresaran al terminar el plazo del comodato, qué haría el 
municipio con una Iglesia Católica, y la comunidad perdería igualmente una pequeña zona 
ecológica"[1].


Considera, asimismo, que se vulneró con dicho contrato el artículo 38 de la Ley 9ª de 1989, "que 
prohíbe celebrar contratos de comodato como el 181 de 2005, del Municipio de Bello con el 
sacerdote (particular) Gustavo Gutiérrez, para la construcción de la Iglesia Católica Nuestro 
Amigo Jesús, en cuya confesión religiosa existe la obligación bíblica de diezmar, es decir, sus 
feligreses contribuyen con el 10% de sus ingresos y la entrega de otros bienes y servicios para su 
sostenimiento", dineros que son remitidos a su Vicaría, de modo que "existe allí un discreto 
ánimo de lucro o mínimo un ingreso permanente de dinero"[2].


Que la zona verde común de la urbanización Portal del Norte, misma del literal D del Acuerdo 
024 demandado, encaja dentro de la definición de bien común de tal urbanización, en los 
términos de los artículos 3 y 19 parágrafo 1º de la Ley 675 de 2001, "ya que se encuentra 
relacionada en el Reglamento de Propiedad Horizontal del Portal del Norte, como zona verde, y 
además está contenida dentro de los límites de esa urbanización en los Planos que aprobó la 
Curaduría Primera de Bello". Además, cuando la Constructora Construvis S.A. cedió esa zona







verde, el Municipio, cumpliendo las normas de urbanismo que obligan a hacer esas cesiones 
gratuitas, advirtió en la escritura que "[d]icho inmueble se cede para ZONA VERDE PÚBLICA 
de la Urbanización PORTAL DEL NORTE", señalándose también en dicho documento que se 
"acepta la cesión de los inmuebles para zona verde pública que se hace al Municipio de Bello (...) 
perteneciente a la Urbanización PORTAL DEL NORTE propiedad horizontal" [3].


Por ende, atendiendo a las citadas normas (posteriores a la Ley 9ª de 1989), esa zona verde 
pertenece a los propietarios de las áreas privadas, en común y proporción a sus bienes privados.


2. Contestación de la demanda


2.1. El Municipio de Bello contestó en tiempo la demanda y se opuso a sus pretensiones.


Afirmó que en la exposición de motivos de un proyecto de acuerdo basta indicar qué impulsó a la 
Administración a presentarlo.


Indicó que la frase "siempre y cuando" no tiene la connotación de "previamente", sino que "de 
ese canje depende la validez de la actuación"[4], y que la calificación sobre la calidad, linderos, 
área, ubicación, etc. del bien no depende de un ciudadano ni de la comunidad sino de sus 
representantes en la corporación edilicia.


Manifestó que el acto impugnado se tramitó legalmente y no fue objetado por la Alcaldesa ni el 
Gobernador, y que el "uso institucional" no debe referirse necesariamente a la entidad pública, 
sino entenderse como una expresión que tiene la connotación de infraestructura para el servicio 
general como medio de atender algunas de las necesidades de los asociados, en los términos del 
artículo 21 numeral 4 del Acuerdo 12 de 2000, que contiene el Plan de Ordenamiento Territorial 
del Municipio de Bello. Y precisó que en el terreno cedido en comodato o préstamo de uso
(contrato cuya celebración está autorizada por la Ley 80 de 1993) se pretende construir un templo 
religioso como parte de la infraestructura de servicios a la comunidad de ese entorno y acorde 
con el clamor del 96% de los habitantes que expresaron dicha necesidad.


Señaló, además: (i) que la Administración realizó los trámites ante la Curaduría, pues ésta no 
podía autorizar a un tercero para construir sobre un lote de propiedad del ente territorial; (ii) que 
el contrato de comodato podía celebrarse en este caso, pues la Iglesia Católica es una institución 
sin ánimo de lucro que no adjudica bienes a socio alguno; (iii) que el propietario de la zona 
objeto de ese contrato es el municipio y no los copropietarios del condominio Portal del Norte;
(iv) que el parágrafo 1º del artículo 19 de la Ley 617 de 2000 hace referencia a los bienes 
comunes, pero no a los ajenos que se encuentran por fuera de la propiedad horizontal; y (v) que 
la vía para la supuesta e imposible recuperación del bien no es la acción de nulidad sino el 
proceso reivindicatorio establecido en el Código Civil.


2.2. El Concejo Municipal de Bello, a través de su Presidenta, contestó la demanda y se opuso a 
la prosperidad de sus pretensiones.


Argumentó que los acuerdos demandados se ajustan a las normas vigentes, y que en la 
exposición de motivos se expresó que el cambio de destinación se hace conforme lo determine el 
Plan de Ordenamiento Territorial y atendiendo los lineamientos de la Ley 9ª de 1989.


Señaló que no se ha vulnerado el derecho a un ambiente sano, toda vez que el mismo acuerdo 
acusado establece en su artículo 2º que: "Las áreas verdes que cambian de destinación se 
compensan por este mismo Acuerdo, en el mismo número de metros cuadrados, por los predios







propiedad del municipio de Bello que conforman la unidad estratégica Cerro Quitasol".


Destacó que no fue parte del contrato de comodato, razón por la cual no se pronuncia sobre la 
violación de las normas legales que se refieren a éste.


Finalmente, señaló, por un lado, que la Administración no ha desconocido la cesión gratuita que 
realizó la constructora al municipio, pero que cambió su destinación conforme lo autoriza la Ley 
9ª de 1989, y por el otro, que los actos acusados no infringen la Ley 675 de 2001, pues la 
Urbanización Portal del Norte sigue teniendo sus zonas comunes destinadas en otro predio.


3. La sentencia apelada


El Tribunal Administrativo de Antioquia mediante Sentencia del 27 de febrero de 2012 declaró la 
nulidad de los actos acusados.


Precisó que conforme al artículo 5 de la Ley 9° de 1989 se entiende por espacio público el 
conjunto de bienes que por su naturaleza, uso o afectación, son destinados a la satisfacción de las 
necesidades urbanas colectivas que trascienden, por tanto, los límites de los intereses 
individuales de los habitantes, y que constituyen espacio público, entre otras, las áreas para la 
recreación pública constitutivas de zonas verdes. Agregó que, de acuerdo al artículo 6º de esa 
misma norma legal, el destino de los bienes de uso público incluidos en el espacio público de las 
áreas urbanas y suburbanas no podrá ser variado sino por los concejos o juntas metropolitanas 
por iniciativa del alcalde, siempre y cuando sean canjeados por otros de características 
equivalentes.


Indicó que el artículo 117 de la Ley 388 de 1998, que adicionó un parágrafo al citado artículo 5 
de la Ley 9° de 1989, es preciso en señalar que el espacio público resultante de los procesos de 
urbanización y construcción se incorporará con el solo procedimiento de registro de la escritura 
de constitución de la urbanización en la Oficina de Instrumentos Públicos, en la cual se 
determinarán las áreas públicas objeto de cesión y las áreas privadas, por su localización y 
linderos.


Subrayó que el Decreto 1504 de 1998 en sus artículos 4, 5 y 25 también prevé que el destino de 
los bienes de uso público incluidos en el espacio público no podrá ser variado sino por los 
concejos municipales o distritales a través de los planes de ordenamiento territorial o de los 
instrumentos que los desarrollen aprobados por la autoridad competente, siempre que sean 
sustituidos por otros de características y dimensiones equivalentes o superiores, y que la 
sustitución deberá efectuarse atendiendo, entre otros criterios, los de calidad, accesibilidad,  y 
localización.


Afirmó que no existiendo discusión en cuanto a que, mediante el Acuerdo impugnado, se dispuso 
el cambio de destinación de unos bienes, cuyo uso inicial era "zona verde" y ahora es
"institucional", lo que corresponde analizar es el cumplimiento de Ley 9ª de 1989, en 
concordancia con el artículo 4 del Decreto 1504 de 1998, normas que se citaron como violadas 
por cuanto supuestamente no se cumplió con el canje o cambio del bien por otro de 
características equivalentes.


Precisó que las citadas disposiciones son claras al indicar; la primera, que cuando se trate de un 
bien destinado al espacio público -zona verde en este caso-, tal uso no podrá ser variado sino por 
los Concejos, por iniciativa del Alcalde, "siempre y cuando sean canjeados por otros de 
características equivalentes"; y la segunda, que el destino de los bienes de uso público incluidos







en el espacio público no podrá ser variado sino por los Concejos Municipales o Distritales a 
través de los planes de ordenamiento territorial o de los instrumentos que los desarrollen 
aprobados por la autoridad competente "siempre que sean sustituidos por otros de características 
y dimensiones equivalentes  o superiores".


Advirtió que "de[l] acuerdo impugnado no se desprende que las zonas verdes que allí se hace 
mención a las cuales se les cambió el uso de destinación hayan sido canjeadas por otras, ni la 
entidad demandada probó que posteriormente las hubiera sustituido, por lo que por este aspecto 
habrá lugar a declarar la nulidad del Acuerdo Municipal No 024 del 29 de julio de 2005 y en 
consecuencia conlleva la nulidad del Acuerdo 046 del 14 de diciembre de 2005, que lo aclaró, 
por violación del artículo 6 de la ley 9 de 1989, en concordancia con el artículo 4 del Decreto 
1504 de 1998"[5].


4. Fundamentos del recurso de apelación


Inconforme con la decisión anterior el Municipio de Bello la apeló, y al efecto afirmó que el 
Tribunal no tuvo en cuenta el artículo 2º "del acto atacado", en el que se dispone que "[l]as áreas 
verdes que cambian de destinación se compensan por este mismo Acuerdo, en el mismo número 
de metros cuadrados, por los predios propiedad del municipio de Bello que conforma (sic) la 
unidad estratégica Cerro Quitasol", área de conservación ecológica cercana al lote objeto de este 
proceso.


Precisó que en efecto el lote fue debidamente compensado en predios del citado cerro y allí se 
construyó un parque para ubicar la escultura denominada Las Cometas que antes existía en el 
lote desafectado, de lo que se desprende que el municipio si cumplió con el mandato legal de 
sustituir la franja con otra de iguales características para destinarla a los mismos fines.


5.- Alegatos del Ministerio Público


El Agente del Ministerio Público no intervino en esta etapa procesal.


6. Alegatos de conclusión en la segunda instancia


Solo alegó de conclusión en esta instancia el demandante, para solicitar que sea confirmada la 
sentencia apelada, como quiera que con los actos demandados se transgredió la Ley 9ª de 1989 y 
el Decreto 1504 de 1998.


II- CONSIDERACIONES


1. Los actos acusados


Se solicita en este proceso la nulidad de los acuerdos municipales 024 de 29 de julio de 2005, 
"Por medio del cual se cambia de destinación de uso sobre unos predios y se dan unas facultades 
a la Alcaldesa"; y 046 de 14 de diciembre de 2005, "Por medio del cual se aclara el artículo 
primero el literal D) del Acuerdo Municipal No. 024 de julio 29 de 2005", expedidos por el 
Concejo Municipal de Bello (Antioquia).


2. Problema jurídico a resolver


De acuerdo con los antecedentes reseñados, el problema jurídico a resolver por la Sala consiste 
en establecer si, en sustitución de los bienes a que se refieren los actos acusados (Acuerdos 
municipales 024 y 046 de 2005, expedidos por el Concejo Municipal de Bello), se concedió otro







bien de uso público de esa misma naturaleza. Para efectos de decidir esta cuestión, por 
encontrarse íntimamente relacionado con ella, deberá establecerse previamente si tal sustitución 
debe ser concomitante o simultánea con la decisión del concejo municipal de modificar el uso del 
bien.


3. Análisis de la impugnación


3.1. Los Bienes Públicos: bienes de uso público y bienes fiscales


En el sistema jurídico colombiano[6] los bienes públicos se han clasificado tradicionalmente en 
bienes de uso público y en bienes fiscales.


Según lo ha expresado esta Corporación[7], aunque esta categorización sigue vigente, después de 
la Constitución Política de 1991 la misma resultaría insuficiente de cara a otras modalidades de 
bienes públicos que, por la singularidad de sus características, no siempre resulta sencillo 
encuadrar en las conceptualizaciones tradicionales, como ocurre por ejemplo con el patrimonio 
histórico y cultural y el segmento del espectro electromagnético. Lo anterior, no obstante -
conforme se ha precisado-, no implica la desaparición de las categorías tradicionales, sino su 
incorporación dentro de un espectro más amplio, en virtud del cual la noción de "bienes públicos" 
no se agota en los bienes de uso público y en los fiscales, ni se define por un factor normativo, 
sino por la disposición y afectación del bien, de suerte que el grado de disposición es el que 
determina el régimen jurídico con miras a concluir si un bien específico está o no dentro del 
comercio y las consecuencias respectivas.


Los bienes de uso público son aquellos cuya titularidad pertenece al Estado destinados al uso, 
goce y disfrute de todos los habitantes del territorio; están sometidos al régimen de derecho 
público y sobre ellos el Estado ejerce derechos de administración y de policía, con miras a 
garantizar y proteger su uso y goce común, por motivos de interés general.


Con el fin de proteger los bienes de uso público y asegurar el destino asignado a ellos -su uso por 
parte de la comunidad- se les ha revestido constitucionalmente[8] de las siguientes 
características: la inalienabilidad, que implica que los mismos se encuentren fuera del comercio y 
por ende no se pueden negociar (vender, donar, permutar, etc.); la inembargabilidad, condición 
que impide que pueden ser objeto material de medidas cautelares en procesos judiciales; y la 
imprescriptibilidad, característica que apunta a que no sean susceptibles de adquirir por 
usucapión. A estas tres garantías jurídicas se agrega otra, de estirpe legal, consagrada en el 
artículo 6 de la Ley 9ª de 1989, por virtud de la cual el destino de los bienes de uso público sólo 
puede ser variado por los concejos municipales y distritales, a iniciativa de los respectivos 
alcaldes, bajo la condición de que sean canjeados por otros bienes de características similares. 
Sobre esta última la Sala se referirá con más detalle más adelante.


Así mismo, la Constitución Política[9] impone al Estado el deber de velar por la protección de la 
integridad del espacio público -dentro del cual el derecho positivo nacional ha tenido a bien 
incluir a los bienes de uso público[10]- y porque se garantice su destinación al uso común, el cual 
está llamado a prevalecer sobre el interés particular por mandato constitucional.


Por su parte, los bienes fiscales son aquellos que pertenecen a una persona jurídica de derecho 
público de cualquier naturaleza que por regla general están destinados a servir como instrumentos 
materiales para el ejercicio de funciones públicas o para la prestación de servicios a cargo de las 
entidades estatales, y el Estado los posee y los administra de conformidad con el régimen jurídico 
que prevea el derecho común.







En efecto, respecto de estos bienes el Estado detenta el derecho de dominio como si se tratase de 
un bien de propiedad particular, y como rasgos que les distinguen se tienen el carácter de 
enajenables y de embargables, pues su régimen jurídico resulta similar al que el ordenamiento 
jurídico dispensa a la propiedad privada. Los mismos, no obstante, son imprescriptibles.


3.2. La desafectación de los bienes de uso público


La desafectación ha sido definida[11] como el fenómeno jurídico por el cual un bien que ostenta 
la calidad de uso público deja de serlo, por cuanto cambia su calidad de bien de dominio público 
a la de un bien patrimonial ya sea del Estado o de los particulares. La misma -se aclara-, no 
consiste en una extinción del dominio sino en una modificación del régimen jurídico que se le 
aplica.


El legislador, como antes se dijo, estableció una garantía en relación con los bienes de uso 
público consistente en que solamente pueden desafectarse para tal uso por decisión de los 
concejos municipales o distritales, y con la condición de que sean reemplazados por otros bienes 
de características equivalentes. Esta exigencia obedece a la necesidad de que la comunidad 
mantenga para su uso y goce un bien semejante al que inicialmente se encontraba afecto al uso 
público.


De acuerdo con lo previsto en el inciso primero del artículo 6º de la Ley 9ª de 1989[12], "[e]l 
destino de los bienes de uso público incluidos en el espacio público de las áreas urbanas y 
suburbanas no podrá ser variado sino por los concejos, juntas metropolitanas o por el consejo 
intendencial, por iniciativa del alcalde o intendente de San Andrés y Providencia, siempre y 
cuando sean canjeados por otros de características equivalentes". 


En esta misma dirección, el artículo 4º del Decreto 1504 de 1998[13] dispone que "[e]l destino 
de los bienes de uso público incluidos en el espacio público no podrá ser variado sino por los 
Concejos Municipales o Distritales a través de los planes de ordenamiento territorial o de los 
instrumentos que los desarrollen aprobados por la autoridad competente, siempre que sean 
sustituidos por otros de características y dimensiones equivalentes o superiores", y precisa que 
"[l]a sustitución debe efectuarse atendiendo criterios, entre otros, de calidad, accesibilidad y 
localización".


Los bienes que van a ocupar el lugar de los bienes cuyo uso público fue variado, a su vez, deben 
ser afectados por la autoridad local para su destinación al uso, goce y disfrute de la colectividad.


En efecto, debe existir una manifestación de voluntad de la autoridad pública por medio de la 
cual se incorpore un bien al uso o goce de la comunidad. El bien que se utilice para la sustitución 
referida, que por supuesto, no debe tener la calidad de bien de uso público sino fiscal, debe ser 
apto para el uso público y tener condiciones equivalentes a las de aquél que reemplaza.


Esta Sección, en sentencia de 4 de octubre de 2012[14], al referirse al contenido y alcance del 
artículo 6º de la Ley 9ª de 1989, precisó que "el cumplimiento del requisito del canje no tiene que 
ser concomitante o simultáneo con el cambio de destinación del bien", de forma tal que no 
hacerlo en el mismo momento no invalida el acto administrativo municipal respectivo que 
dispone tal variación. Y agregó que la compensación prevista en dicha norma es un "asunto que 
puede ser exigido por la comunidad mediante el uso de las acciones correspondientes".


A este respecto señaló lo siguiente:







"[...] [E]sta Corporación ha señalado que el cumplimiento del requisito del canje no tiene que ser 
concomitante o simultáneo con el cambio de destinación del bien. Así lo precisó en sentencia de 
12 de mayo de 1995, al manifestar:


"...el término canje, de conformidad con el Diccionario de la Real Academia de la Lengua 
Española, no solo significa cambiar una cosa por otra, como lo afirma el recurrente, sino que tal 
acepción también se entiende como sustituir. Además, del texto del artículo 6o. de Ley 9a. de 
1989 no se desprende que tal cambio o sustitución deba ser inmediato o concomitante a la 
conversión del bien de uso público en bien fiscal"[15]. (Resalta la Sala).


En consecuencia, si bien está probado que no se ha cumplido la condición del canje que, al tenor 
de lo dispuesto en el artículo 6 de la Ley 9 de 1989, ha de efectuarse para cambiar el destino de 
un bien de uso público, ello no vicia de nulidad las disposiciones demandadas, pero si implica 
que el  Municipio de la Dorada debe compensar a la comunidad, destinando un área de similares 
características a aquella donde funcionaba la antigua plaza de mercado, esto es, un bien de uso 
público habilitado como plaza de mercado, asunto que puede ser exigido por la comunidad 
mediante el uso de las acciones correspondientes." (El resaltado es del texto original)


3.3. El caso concreto


Para efectos de decidir la cuestión jurídica puesta a consideración en esta instancia judicial, es 
pertinente transcribir el texto de los actos acusados, tal y como aparecen en el expediente:


(i)


"ACUERDO MUNICIPAL NRO. 024


(Julio 29 de 2005)


"POR MEDIO DEL CUAL SE CAMBIA LA DESTINACIÓN DE USO SOBRE UNOS 
PREDIOS Y SE DAN UNAS FACULTADES A LA ALCALDESA"


El Concejo Municipal de Bello en uso de sus atribuciones constitucionales y legales, en especial 
las conferidas en la Ley 9na de 1989, 388 de 1997, Decretos No. 1504 de 1998, 1600 de mayo 20 
de 2005 y demás disposiciones vigentes sobre la materia.


ACUERDA:


Artículo Primero. Cámbiese la destinación inicial de Zona Verde, de los lotes con las siguientes 
características ubicados en el Municipio de Bello para "USO INSTITUCIONAL", según se 
describen a continuación:


[...]


D. Lote de 1.647.51 metros cuadrados, ubicado en Niquía parte externa de la urbanización Portal 
del Norte, cedida (sic) por la Urbanizadora Construvis S.A., destinado a zona verde mediante 
escritura 2279 del 29 de diciembre de 2003 de la Notaría Segunda de Bello, matricula 
inmobiliaria 01N-5217 438, cuyos linderos son: por el Norte, del punto N al punto O, en la 
longitud aproximada de 56.72 metros, lindando con la diagonal 55; por el Oriente, del punto 0 al 
punto P, en una longitud aproximada de 18.41 metros, lindando con la diagonal 55 y con vía 
colectora número 2 del punto P al I, en una longitud aproximada de 17.82 metros, por el Sur del 
punto I al J con longitud aproximada de 55.45 metros lindando con el lote Portal del Norte







unidad cerrada, por el Occidente del punto J al K en 24.57 metros lindando con locales 
comerciales, del punto K al L en una longitud de 5 metros y del punto L al M en una longitud de 
8 metros lindando con lote del Portal del Norte y del punto M al N punto de partida en 5 metros 
lindando con acceso a la urbanización (Ver plano anexo P.4).


Artículo Segundo. Facúltese a la Alcaldesa Municipal para que previo cumplimiento de las 
disposiciones legales que regulan la materia, proceda a realizar las compensaciones o 
sustituciones a que hubiere lugar, por el cambio de destinación de uso sobre los predios descritos 
en el artículo primero. Estas facultades son hasta el 31 de diciembre de 2005.


Artículo Tercero. El presente acuerdo rige a partir de la fecha de su sanción y publicación legal, y 
de él hacen parte integrante los planos anexos y (sic) denominados P-1, P-2, P-3 y P-4".
(Subrayas agregadas por la Sala)


(ii)


"ACUERDO MUNICIPAL NRO. 046


(Diciembre 14 de 2005)


"POR MEDIO DEL CUAL SE ACLARA EL ARTÍCULO PRIMERO EL LITERAL D) DEL 
ACUERDO MUNICIPAL No. 024 DE JULIO 29 DE 2005"


El Concejo Municipal de Bello-Antioquia, en uso de sus atribuciones constitucionales y legales, 
en especial las conferidas por la Ley 136 DE 1994:


ACUERDA:


ARTICULO PRIMERO. Se aclara del artículo primero el literal D) del Acuerdo Municipal No 
024 de julio 29 de 2005, el cual quedará así:


LOTE No. 2: Lote zona verde pública a ceder 2, ubicado en la fracción de Niquía del Municipio 
de Bello, con una cabida aproximada de 1.647.51metros cuadrados, y cuyos linderos son los 
siguientes: POR EL NORTE, del punto N al punto O, en una longitud aproximada de 56.72 
metros, lindando con diagonal 55; POR EL ORIENTE, del punto 0 al punto P, en una longitud 
aproximada de 18.41 metros, lindando con diagonal 55 y con vía colectora No. 2 del punto P al I, 
en una longitud aproximada de 17.82 metros, lindando con vía colectora No. 2; POR EL SUR, 
del punto I al punto J, en una longitud aproximada de 55.45 metros, lindando con el lote Portal 
del Norte Unidad cerrada; POR EL OCCIDENTE, del punto J al punto K, en una longitud 
aproximada de 24.57 metros, lindando con lote locales comerciales, del punto K al punto L, en 
una longitud aproximada de 5.00 metros, lindando con lote locales comerciales, del punto L al 
punto M, en una longitud aproximada de 8.00 metros lindando con lote Portal del Norte Unidad 
Cerrada, del punto M al punto N, punto de partida, en una longitud aproximada de 5.00 metros, 
lindando con acceso a la urbanización. Puntos tomados del plano de fajas que se protocolizó en el 
reglamento de propiedad horizontal. MATRICULA INMOBILlRIA NUMERO O1N-5217438.


ARTICULO SEGUNDO. El presente Acuerdo Municipal rige a partir de la fecha de su sanción y 
publicación legal."


Conforme se advierte del texto transcrito, no es cierto, como lo afirma el municipio demandado, 
que en el artículo 2º de los actos acusados se haya incluido una disposición del tenor de la







mencionada en el recurso de apelación; esto es, una norma que exprese qué áreas de zona verde 
son aquellas que van a canjear o sustituir la zona de esa misma naturaleza cuya destinación fue 
cambiada mediante tales actos administrativos.


En efecto, el artículo 2º de los acuerdos municipales, en la forma en que fueron aprobados y 
sancionados, tiene un contenido material distinto al señalado por el municipio de Bello, según 
pasa a verse: (i) en el Acuerdo 024 de 2005, tal artículo corresponde a una disposición a través de 
la cual se faculta a la Alcaldesa municipal para que efectúe las compensaciones o sustituciones a 
que hubiere lugar por el cambio de destinación de los predios descritos en el artículo primero de 
dicho acto, es decir, que en esta norma no se efectúa canje o sustitución alguna de un bien de uso 
público, sino que se defiere esa actuación a un acto posterior de la Administración; y (ii) en el 
Acuerdo 046, el artículo 2º corresponde a la indicación de la fecha en que entra a regir ese acto, 
esto es, al inicio de su vigencia.


Ahora bien, al revisar el expediente, la Sala encuentra que el texto citado en el recurso de 
apelación sí hizo parte del proyecto de acuerdo 026 puesto a consideración por la Alcaldesa ante 
el Concejo Municipal de Bello; no obstante, como acaba de señalarse, no fue incluido en el texto 
final de los acuerdos aprobados.


Aunque dicho texto fue propuesto por la Administración, este no fue acogido en el primer debate 
dado al citado proyecto de acuerdo y por eso se adoptó una norma diferente, tal y como se hace 
constar en el Acta de Sesión número 113 de 29 de julio de 2005 del Concejo Municipal de Bello. 
En dicho documento se lee al respecto lo que informa el ponente del proyecto a la plenaria de esa 
corporación: "Como usted pudo observar en la comisión de asuntos económicos sobre este 
proyecto 026 se planteó la modificación del artículo segundo y fue aprobada por mayoría dentro 
de la comisión, ya para la plenaria y el segundo debate señor Presidente debo repetir para que se 
someta a consideración el proyecto de acuerdo con las siguientes modificaciones. El artículo 
segundo del proyecto de acuerdo 026 quedará de la siguiente manera: Artículo Segundo: 
Facúltese a la Alcaldesa Municipal para que previo cumplimiento de las disposiciones legales 
que regulan la materia, proceda a realizar las compensaciones o sustituciones a que hubiere lugar 
en el cambio de destinación de uso sobre los predios descritos en el artículo primero de este 
mismo proyecto de acuerdo"[16].


Surtido el segundo debate legal y reglamentario de este proyecto, quedó aprobado el Acuerdo 024 
de 29 de julio de 2005, en los términos antes transcritos.


Por ende, no es cierto que se haya adoptado disposición alguna en los actos acusados que señale 
que "[l]as áreas verdes que cambian de destinación se compensan por este mismo Acuerdo, en el 
mismo número de metros cuadrados, por los predios propiedad del municipio de Bello que 
conforma (sic) la unidad estratégica Cerro Quitasol".


No obstante lo anterior, conforme se precisó previamente, ni del artículo 6º de la Ley 9ª de 1989 
ni del artículo 4º del Decreto  1504 de 1998 se deriva que el canje o sustitución a que se refieren 
tales disposiciones deba ser necesariamente simultáneo o concomitante con la decisión de 
conversión del bien de uso público en bien fiscal.


La Sala igualmente debe precisar, siguiendo el criterio jurisprudencial atrás expuesto, que aunque 
está probado que no se ha cumplido con la condición del canje[17], ello no vicia de nulidad los 
acuerdos municipales demandados, pero sí implica que el Municipio de Bello debe compensar a 


la comunidad, destinando un bien de similares características a las del bien







desafectado para el uso público, asunto que puede ser exigido por la comunidad mediante el uso 
de las acciones correspondientes.


En armonía con esa lectura de la norma, precisamente es que la Sala entiende que se haya 
facultado a la alcaldesa municipal de Bello para que, atendiendo las disposiciones legales sobre la 
materia, realice la compensación o sustitución a que haya lugar por razón del cambio de 
destinación del bien descrito en dicho acto.


Ahora bien, el cumplimiento de ese deber por parte de la autoridad administrativa local es un 
asunto que no se resuelve a través de la acción de nulidad, pues deberá ser tramitado y decidido 
en el marco de las acción prevista en la Ley 393 de 1997 para efectos del cumplimiento de las 
normas con fuerza de ley o actos administrativos.


4. Conclusión


En el anterior contexto, concluye la Sala que los acuerdos municipales demandados no vulneran 
las normas superiores contenidas en los artículos 6º de la Ley 9ª de 1989 y 4º del Decreto  1504 
de 1998, razón por la cual se revocará la sentencia de primera instancia que había declarado su 
nulidad por encontrar probada tal infracción. En su lugar, se deniegan las pretensiones de la 
demanda.


Por lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, 
administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,


FALLA:


PRIMERO: REVOCAR la sentencia apelada, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva 
de esta providencia. En su lugar, se dispone DENEGAR las pretensiones de la demanda.


SEGUNDO: Ejecutoriada esta providencia, devuélvase el expediente al Tribunal de origen.


NOTIFIQUESE, PUBLIQUESE, COMUNIQUESE Y CUMPLASE.


Se deja constancia de que la anterior providencia fue leída, discutida y aprobada por la Sala en la 
sesión de la fecha.


HERNANDO SÁNCHEZ SÁNCHEZ      MARÍA ELIZABETH GARCÍA GONZÁLEZ


Presidente


   OSWALDO GIRALDO LÓPEZ        ROBERTO AUGUSTO SERRATO VALDÉS
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AREAS DE CESION GRATUITA OBLIGATORIA -  Concepto 
 
Las áreas de cesión obligatoria gratuita son definidas por el artículo 5o. de la ley 9 
de 1989, como "el conjunto de inmuebles públicos y los elementos arquitectónicos 
y naturales de los inmuebles privados, destinados por su naturaleza, por su uso o 
afectación, a la satisfacción de necesidades urbanas colectivas que trascienden, 
por tanto, los límites de los intereses individuales de los habitantes", señalando en 
su inciso segundo, entre otras, las áreas requeridas para la circulación, tanto 
peatonal, como vehicular, las franjas de retiro de las edificaciones sobre las vías, 
los parques, plazas, zonas verdes y similares, las necesarias para la instalación y 
mantenimiento de los servicios públicos básicos, los elementos constitutivos del 
amoblamiento urbano en todas sus expresiones, etc, y en general "todas las zonas 
existentes o debidamente proyectadas en las que el interés colectivo sea 
manifiesto y conveniente y que constituyan por consiguiente zonas para el uso o el 
disfrute colectivo".  Las cesiones gratuitas constituyen una contraprestación de los 
propietarios de inmuebles por la plusvalía que genera las diferentes actuaciones 
urbanísticas de los municipios. Se trata de bienes que se incorporan al patrimonio 
municipal, con ocasión de la actividad urbanística y que indudablemente 
contribuyen a la integración del espacio público. Están destinadas a regular, con 
fundamento en el art. 82 de la Constitución, la integración del espacio público y de 
los bienes colectivos de uso común. Por lo demás, dichas cesiones gratuitas, con 
ocasión de la actividad urbanística, comportan una carga a los propietarios que se 
enmarca dentro de la función social de la propiedad y su inherente función 
ecológica, que requiere regulación legal en los términos del art. 58 de la 
Constitución.  
 
FUENTE FORMAL: CONSTITUCION POLITICA - ARTICULO 58 / LEY 9 DE 1989 
- ARTICULO 5 
 


AREAS DE CESION OBLIGATORIA GRATUITA - Concejos municipales no 
pueden variar su destilación al uso común 
 
No es dable a los Concejos municipales variar  el destino de las áreas de cesión 
obligatoria gratuita, pues  por mandato de la Constitución y de  la ley,  estas se 
reservan al uso común o colectivo. Por tratarse de  normas de superior jerarquía, 
las autoridades locales están obligadas a acatarlas, al ejercer sus competencias 
de regulación normativa.  La competencia que constitucionalmente habilita a los 
Concejos a modificar los usos del suelo o a variar la destinación de un bien de uso 
público mediante canje por otro equivalente,  en modo alguno conlleva la de mutar 
el destino de las áreas de cesión obligatoria gratuita, pues se reitera, por 
determinación de la Constitución Política y de la Ley estas se reservan al uso 
común o colectivo.  
 
NOTA DE RELATORIA: Sobre las áreas de cesión obligatoria gratuita, Consejo 
de Estado, Sección Primera, sentencia de 19 de noviembre de 2009,  Rad. 2004-
0955, MP. Marco Antonio Velilla. 
 
DERECHO COLECTIVO A LA DEFENSA DEL PATRIMONIO PUBLICO - 
Vulneración por transferencia de dominio de zona de cesión obligatoria 
 
La Escritura Pública No. 1030, de 14 de mayo de 1990  constituye  prueba ad 
substantiam actus  de que el área en controversia es zona de uso público y no un 
bien fiscal, como en aras de la prosperidad de sus pretensiones, argumenta 
erróneamente el municipio. La Sala halla fundamento en el cargo que alega la 







violación al derecho colectivo a la defensa del patrimonio público, pues la 
transferencia de dominio a título gratuito que hizo el municipio de Tunja a la 
Arquidiócesis de Tunja, de  un predio comprendido “dentro de los siguientes 
linderos: NORTE con vía local V-5 al medio y Manzana Q; ORIENTE, con vía local 
V-5 al medio y Manzana N; SUR, con vía V-3 Acceso Principal al Barrio el Medio y 
Manzana P; OCCIDENTE con vía local V-3 al medio y Manzana V y U.”, 
desconoce las  disposiciones constitucionales y legales que han sido materia de 
análisis.   
 
NULIDAD DE ESCRITURA PUBLICA - Improcedencia de la Acción Popular 
 
Empero, revocará el numeral 4º de la sentencia apelada, comoquiera que el a quo 
carecía de competencia para haber declarado la nulidad del negocio jurídico de 
cesión formalizado en la Escritura Pública No. 1699 de 2000 (26 de octubre), 
otorgado en la Notaría Tercera del Círculo de  Tunja, pues  es jurisprudencia 
reiterada de ésta Sección, que  la jurisdicción ordinaria es la competente para 
decidir la nulidad de escrituras públicas.  
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Demandado: MUNICIPIO DE TUNJA 


 
 


Se decide la impugnación interpuesta por el municipio y la Arquidiócesis de Tunja, 


contra la sentencia de 21 de noviembre de 2005, mediante la cual el Tribunal 


Administrativo de Boyacá estimó las pretensiones de la demanda.  


 


I. ANTECEDENTES 


 
1. LA DEMANDA 


 


El 22 de julio de 2002, el ciudadano Olegario Suárez Villareal, entabló acción 


popular contra el municipio de Tunja, para reclamar protección a los derechos 


colectivos al goce del espacio público,  la utilización y defensa de los bienes de uso 


público y  la defensa del patrimonio público, que estimó violados por haber cedido 







el municipio a título gratuito el área en que se ubica el Polideportivo del barrio Villa 


Luz y la zona pública adyacente, a la Arquidiócesis de Tunja. 


Mediante Auto de 15 de noviembre de 20021, se vinculó como entidad demandada 


a la Arquidiócesis de Tunja. 


 


1.1. Hechos 


 


Afirma el demandante que mediante escritura pública No. 1699 de 26 de octubre de 


2000, el municipio de Tunja transfirió a la Arquidiócesis de Tunja, a titulo de cesión 


gratuita el dominio y posesión del terreno donde está ubicado el Polideportivo del 


Barrio Villa Luz y la zona pública adyacente  


 


1.2. Pretensiones 


 


El actor solicita que se hagan las siguientes declaraciones y condenas: 


 


“1.  Que se decreten las medidas cautelares necesarias por parte de 
su Despacho a fin de que cese la vulneración y agravio sobre los 
derechos colectivos que tiene la comunidad del barrio Villa Luz sobre 
la zona pública o polideportivo y que se suspenda o prohíba iniciar la 
construcción del complejo arquitectónico del cual ya se tienen la 
maqueta en la Curia (apartamentos, locales comerciales, salas de 
conferencias, parqueaderos, y una pequeña capilla) por parte de la 
Arquidiócesis de Tunja y con base en la Escritura Pública 1699 de 
fecha 26-10-2000, mediante la cual el municipio transfirió a la 
Arquidiócesis de Tunja el mencionado bien, violando la Constitución y 
la Ley. 
2. El Honorable Magistrado mediante providencia que ponga fin al 
agravio injustificado de que fuimos víctimas la comunidad del barrio 
Villa Luz, por parte del municipio de Tunja, quien mediante acto 
administrativo de otorgamiento de la Escritura Publica No. 1699, del 
26 de octubre de 2000, de la Notaria Tercera de Tunja, transfirió el 
dominio y posesión, a título de cesión, a favor de la Arquidiócesis de 
Tunja, el Polideportivo y la zona pública adyacente a nuestro barrio, 
ordene al funcionario (Alcalde municipal de Tunja) REVOCAR el acto 
administrativo mencionado anteriormente, por ser contrario a la 
Constitución Política y a la Ley, y en su aplicación del artículo 69 del 
Código Contencioso Administrativo.  
3. Que como consecuencia de lo anterior, el municipio de Tunja 
restituya a su favor el bien de uso público mencionado y que vinimos 
poseyendo desde el año de 1990, y en el cual se construyó hace 9 
años un Polideportivo y es en el que nuestros niños, la juventud 
y la comunidad de los barrios circunvecinos y de nuestro barrio 
hacen deporte, se recrean y desarrollan actividades culturales.  
4. Sírvase, Honorable Magistrado decretar la celebración de una 
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Audiencia Especial, para lo cual se ha de fijar fecha y hora, con 
anuencia del señor Alcalde de Tunja, el Ministerio Público y el 
Defensor del Pueblo (como coadyuvantes en interés colectivo), y el 
suscrito.  
5. Si fuere fallida la Audiencia Especial, el Honorable Magistrado 
producirá sentencia en la que ordene volver las cosas a su estado 
anterior, que se puede dar mediante la restitución del inmueble por 
parte del municipio, ya sea mediante acuerdo y consiguiente 
cancelación o anulación de la Escritura Pública No. 1699 del 26 de 
octubre de 2000, de la Notaria Tercera del Circuito de Tunja.  
6. Se condene al municipio de Tunja a pagar las costas y gastos 
procesales, y los honorarios profesionales (incentivos, artículos 39 y 
40 de la Ley 472 de 1998) y a dar cumplimiento al fallo que ponga fin 
a la presente demanda, dentro de los 30 días siguientes a su 
ejecutoria (artículos176 y 177 del C.C.A).”2 


 
 
2.      LAS CONTESTACIONES 


 
2.1 El municipio de Tunja, mediante apoderado, manifestó que no ha violado los 


derechos colectivos al goce del espacio público y la utilización y defensa de los 


bienes de uso público, y a la defensa del patrimonio público, por la transferencia del 


Polideportivo del barrio Villa Luz y la zona pública adyacente a la Arquidiócesis de 


Tunja. 


 


Indicó que el Alcalde de Tunja decidió modificar la escritura pública No. 1699, del 


26 de octubre de 2000, en el sentido de transferir el 40% del dominio del 


Polideportivo y del predio adyacente, ubicados en los linderos: Por el norte: con 


vía local V-5 al medio y Manzana Q; Por el oriente: con vía local V-5 al medio y 


Manzana N; Por el Sur: con vía V-3 Acceso Principal al Barrio el Medio y Manzana 


P; Por el occidente: con vía local V-3 al medio y Manzana V y II, a la Arquidiócesis 


de Tunja. 


 


Propuso la excepción de “falta de legitimación en la causa por activa”, toda vez 


que el actor no cuenta con el respaldo de la comunidad del barrio Villa Luz, para 


interponer la acción popular. 


 


2.2. La Arquidiócesis de Tunja, mediante apoderada, se opuso a las 


pretensiones de la demanda.  


 


Indicó que la cesión que el municipio de Tunja le hizo, del Polideportivo y del 


predio adyacente, ubicados en los linderos: Por el norte: con vía local V-5 al medio 







y Manzana Q; Por el oriente: con vía local V-5 al medio y Manzana N; Por el Sur: 


con vía V-3 Acceso Principal al Barrio el Medio y Manzana P; Por el occidente: con 


vía local V-3 al medio y Manzana V y II, con el fin de construir una parroquia para 


la comunidad, se encuentra ajustada a derecho.   


 


Adujo que el Tribunal no es competente para ordenar, a través de acción popular, 


la cancelación o anulación de la escritura pública No. 1699, de 26 de octubre de 


2000.  


 


3. LA AUDIENCIA DE PACTO DE CUMPLIMIENTO 


 


Tuvo lugar el 12 de noviembre de 2005 con la asistencia del Procurador 45 


Delegado para Asuntos Administrativos, el Delegado de la Defensoría del Pueblo, 


del actor y del Alcalde de Tunja. Se declaró fallida debido a que no se arribó a 


fórmula de pacto de cumplimiento.  


 


 


 


4. ALEGATOS DE CONCLUSION 


 


4.1  El actor señaló que la vulneración de los derechos colectivos invocados se 


debe a que la cesión realizada a la Arquidiócesis de Tunja,  mediante escritura 


pública No. 1699, de 26 de octubre de 2000, es ilegal.   


 


4.2 La Junta de Acción Comunal del barrio Villa Luz, coadyuvó la demanda y 


señaló que la vulneración de los colectivos invocados es ocasionada por la cesión 


ilegal que de una zona pública hizo el Alcalde de Tunja a la Arquidiócesis de 


Tunja. 


 


4.3 El municipio de Tunja se opuso a las solicitudes del actor, argumentando que 


la Alcaldía de Tunja, el 4 de junio de 2002, se comprometió con la comunidad del 


barrio Villa Luz a garantizar que la Arquidiócesis de Tunja construyera una capilla 


en el Barrio, y a respetar las zonas de recreación y deporte utilizadas por los 


habitantes del sector.  


 


Adujo que el Alcalde de Tunja presentó a consideración del Concejo del mismo 
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municipio un proyecto de acuerdo encaminado a obtener las modificaciones y 


autorizaciones necesarias para conciliar las diferencias presentadas entre la 


comunidad del barrio Villa Luz y la Arquidiócesis de Tunja, el cual no fue 


aprobado.  


 


4.4 La Arquidiócesis de Tunja, mediante apoderada, se opuso a las pretensiones 


de la demanda, argumentando que la comunidad del barrio Villa Luz, a través de 


la Junta de Acción Comunal, solicitó al Alcalde y a varios Concejales de Tunja que 


le cedieran el Polideportivo y el predio adyacente, ubicados en los linderos: Por el 


norte: con vía local V-5 al medio y Manzana Q; Por el oriente: con vía local V-5 al 


medio y Manzana N; Por el Sur: con vía V-3 Acceso Principal al Barrio el Medio y 


Manzana P; Por el occidente: con vía local V-3 al medio y Manzana V y II, a la 


Arquidiócesis, para la construcción de una capilla para el barrio.  


 


4.5 La comunidad del barrio Villa Luz se opuso a las pretensiones de la demanda, 


argumentando que no hay vulneración a los derechos colectivos invocados, pues 


existe destinación específica de la cesión del terreno a la construcción de una 


capilla. Manifestó que no permitir la construcción de una iglesia en el barrio viola 


los derechos de los feligreses que desean tener un templo. 


 


II. LA SENTENCIA APELADA 


 
El Tribunal Administrativo de Boyacá estimó las pretensiones de la demanda, pues 


consideró que se violaron los derechos colectivos al goce del espacio público y la 


utilización y defensa de los bienes de uso público, y la defensa del patrimonio 


público. 


 


Argumentó que del material allegado al expediente se demuestra que el municipio 


de Tunja cedió a la Arquidiócesis de Tunja, a titulo gratuito, un lote de terreno en 


donde se encuentra ubicado el Polideportivo del barrio Villa Luz. Arguyó que la 


actuación adelantada por el municipio desconoce los artículos 633, 824 y 1025 de la 
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Constitución Política, los artículos 41 numeral 76 y 91 numeral 27 de la Ley 136 de 


1994, los artículos 18, 29, 410 y 1911 del Decreto 1504 de 1998. 


                                                           
6 Artículo 41. Es prohibido a los concejos:  
1. Obligar a los habitantes, sean domiciliados o transeúntes a contribuir con dineros o servicios 
para fiestas o regocijos públicos.  
2. Aplicar o destinar los bienes y rentas municipales a objetos distintos del servicio público.  
3. Intervenir en asuntos que no sean de su competencia, por medio de acuerdos o de resoluciones.  
4. Dar votos de aplauso o de censura a actos oficiales; pero podrán pedir la revocación de los que 
estimen; ilegales o inconvenientes, exponiendo los motivos en que se funden.  
5. Privar a los vecinos de otros municipios de los derechos, garantías o protección de que disfruten 
los de su propio municipio.  
6. Decretar actos de proscripción o persecución contra personas naturales o jurídicas.  
7. Decretar auxilios o donaciones en favor de personas naturales o jurídicas.  
8. Tomar parte en el trámite o decisión de asuntos que no son de su competencia.  
7Articulo 91. Los alcaldes ejercerán las funciones que les asigna la Constitución, la ley, las 
ordenanzas, los acuerdos y las que le fueren delegadas por el Presidente de la República o 
gobernador respectivo.  
Además de las funciones anteriores, los alcaldes tendrán las siguientes:  
A) En relación con el Concejo:  
1. Presentar los proyectos de acuerdo que juzgue convenientes para la buena marcha del 
municipio.  
2. Presentar oportunamente los proyectos de acuerdo sobre planes y programas de desarrollo 
económico y social, y de obras públicas, que deberá estar coordinado con los planes 
departamentales y nacionales.  
3. Presentar dentro del término legal el proyecto de acuerdo sobre el presupuesto anual de rentas 
y gastos.  
4. Colaborar con el Concejo para el buen desempeño de sus funciones; presentarles informes 
generales sobre su administración en la primera sesión ordinaria de cada año, y convocarlo a 
sesiones extraordinarias en las que sólo se ocupará de los temas y materias para los cuales fue 
citado.  
5. Sancionar y promulgar los acuerdos que hubiere aprobado el Concejo y objetar los que 
considere inconvenientes o contrarios al ordenamiento jurídico.  
6. Reglamentar los acuerdos municipales.  
7. Enviar al gobernador, dentro de los cinco (5) días siguientes a su sanción o expedición los 
acuerdos del Concejo, los decretos de carácter general que expida, los actos mediante los cuales 
se reconozca y decrete honorarios a los concejales y los demás de carácter particular que el 
gobernador le solicite.  
8. Aceptar la renuncia o conceder licencia a los concejales cuando el concejo esté en receso;  
B) En relación con el orden público:  
1. Conservar el orden público en el municipio, de conformidad con la ley y las instrucciones del 
Presidente de la República y del respectivo gobernador. La Policía Nacional cumplirá con prontitud 
y diligencia las órdenes que le imparta el alcalde por conducto del respectivo comandante.  
2. Dictar para el mantenimiento del orden público o su restablecimiento de conformidad con la ley, 
si fuera del caso, medidas tales como:  
a) Restringir y vigilar la circulación de las personas por vías y lugares públicos;  
b) Decretar el toque de queda;  
c) Restringir o prohibir el expendio y consumo de bebidas embriagantes;  
d) Requerir el auxilio de la fuerza armada en los casos permitidos por la Constitución y la ley;  
e) Dictar dentro del área de su competencia, los reglamentos de policía local necesarios para el 
cumplimiento de las normas superiores, conforme al artículo 9o., del Decreto 1355 de 1970 y 
demás disposiciones que lo modifiquen o adicionen.  
(…) 
8 Articulo 1. Es deber del Estado velar por la protección de la integridad del espacio público y por 
su destinación al uso común, el cual prevalece sobre el interés particular. En el cumplimiento de la 
función pública del urbanismo, los municipios y distritos deberán dar prelación a la planeación, 
construcción, mantenimiento y protección del espacio público sobre los demás usos del suelo. 
9 Artículo 2 El espacio público es el conjunto de inmuebles públicos y los elementos arquitectónicos 
y naturales de los inmuebles privados destinados por naturaleza, usos o afectación a la 
satisfacción de necesidades urbanas colectivas que trascienden los límites de los intereses 
individuales de los habitantes. 
10 Artículo 4. El destino de los bienes de uso público incluidos en el espacio público no podrá ser 
variado sino por los Concejos Municipales o Distritales a través de los planes de ordenamiento 
territorial o de los instrumentos que los desarrollen aprobados por la autoridad competente, 
siempre que sean sustituidos por otros de características y dimensiones equivalentes o superiores. 







 


Concedió el incentivo a favor del actor en cuantía de diez (10) salarios mínimos 


mensuales, en consonancia con lo previsto en el artículo 39 de la Ley 472 de 


1998, a cargo del municipio de Tunja.  


 


Dispuso en la parte resolutiva:  


 


“1.- Decláranse no probadas las excepciones de “incongruencia entre la 
petición y la realidad” y “falta de legitimación en la causa por pasiva”, 
propuestas por el apoderado del municipio de Tunja. 
2.- Ampárense los derechos colectivos al goce del espacio público, la 
utilización y defensa de los bienes de uso publico y la defensa del 
patrimonio público, de los que son titulares los habitantes del Barrio Villa 
Luz del municipio de Tunja. 
3.- Declárase la excepción de ilegalidad respecto del Acuerdo municipal No. 
023 de 16 de agosto de 2000, expedido por el Concejo de Tunja, por medio 
del cual facultó al Alcalde para ceder el lote de terreno donde se encuentra 
ubicado el Polideportivo del barrio Villa Luz, en favor de la Arquidiócesis de 
esta ciudad. 
4.- Declárase la nulidad del contrato de cesión contenido en la escritura 
pública No. 1699, de fecha de 26 de octubre de 2000, otorgada en la 
Notaria Tercera del círculo de Tunja. Comuníquese esta decisión al señor 
Notario Tercero de Tunja y al Registrador de Instrumentos Públicos de esta 
misma ciudad, para lo de su cargo. 
5.- Prevéngase al representante de la Arquidiócesis de Tunja que, si a la 
fecha de ejecutoria de esta sentencia aún no lo han hecho, dentro de un 
plazo no mayor a treinta (30) días contados a partir de la ejecutoria de esta 
providencia, proceda a restituir al municipio de Tunja el área de terreno que 
le fuera cedida mediante la escritura pública No. 1699, de 26 de octubre de 
2000, otorgada en la Notaria Tercera del círculo de Tunja.  
6.- Por su parte, el Alcalde del municipio de Tunja procederá a adelantar las 
actuaciones administrativas o judiciales que sean necesarias en orden a la 
restitución del bien inmueble que fuera cedido a la Arquidiócesis de Tunja, 
para lo cual dispondrá de un plazo de dos (2) meses, contados a partir de la 
ejecutoria de esta sentencia.   
7.- Prevéngase al Alcalde del municipio de Tunja para que, en lo sucesivo, 
se abstenga de incurrir en las actuaciones que dieron origen a ésta acción. 
8.- Para la verificación del cumplimiento de éste fallo, confórmase un 
Comité que estará integrado por el Defensor del Pueblo Regional Boyacá, el 
Personero de Tunja, el Procurador Regional de Boyacá y el Presidente de 
la Junta de Acción Comunal del Barrio Villa Luz de Tunja, el cual rendirá 
informes bimensuales ante la Secretaría General de la Corporación. 
Líbrense las comunicaciones respectivas. 
9.- Para los efectos relacionados con el registro público de acciones 
populares y de grupo, por la Secretaría General de la Corporación 


                                                                                                                                                                                 
La sustitución debe efectuarse atendiendo criterios, entre otros, de calidad, accesibilidad y 
localización. 
11 Artículo 19. En el caso de áreas públicas de uso activo o pasivo, en especial parques, plazas y 
plazoletas, los municipios y distritos podrán autorizar su uso por parte de entidades privadas para 
usos compatibles con la condición del espacio mediante contratos. En ningún caso estos contratos 
generarán derechos reales para las entidades privadas y deberán dar estricto cumplimiento a la 
prevalencia del interés general sobre el particular. 







compúlsese copia de esta providencia con destino a la Defensoría Regional 
del Pueblo. Así mismo, con destino a la Procuraduría General de la Nación, 
a la Fiscalía General de la Nación y a la Contraloría General de la 
República, para lo de su cargo. 
10. Fíjese como incentivo a favor del actor popular, y con cargo al municipio 
de Tunja, una suma equivalente a diez (10) salarios mínimos mensuales.  
11.- Niéganse las demás suplicas de la demanda.”12 


 


III. IMPUGNACION 


 


3.1 El municipio de Tunja replicó la decisión manifestando que el bien cedido 


constituye un bien fiscal. 


 


Sostuvo que el bien cedido a la Arquidiócesis de Tunja se utilizará para la construir 


la capilla del barrio Villa Luz, por lo cual no existe vulneración del derecho 


colectivo al goce del espacio público, máxime si la misma comunidad ha solicitado 


su construcción.  


 


3.2 La Arquidiócesis de Tunja replicó la decisión del Tribunal por cuanto viola los 


derechos constitucionales y legales de los asociados del barrio Villa Luz, pues ya 


que impide el libre desarrollo al culto de los ciudadanos. 


 


Adujo que no es posible predicar que vulneró los derechos colectivos invocados, 


pues los actos jurídicos en virtud de los cuales se cedió el Polideportivo y la zona 


adyacente, gozan de presunción de legalidad. 


 


Agregó que la acción popular no es el medio idóneo para perseguir la nulidad de 


contratos estatales.  


 


IV. ALEGATOS DE CONCLUSION 


 


4.1 El actor y el municipio de Tunja no realizaron manifestación alguna.  


4.2 La Arquidiócesis de Tunja reiteró los argumentos presentados en el recurso de 


apelación y argumentó que no existe vulneración de los derechos colectivos 


invocados, por cuanto la construcción de la capilla en el barrio Villa Luz no 


representa amenaza para los habitantes. 


                                                           
12 Folios 322 a 323.  







4.3 La Procuraduría Tercera Delegada ante el Consejo de Estado, sostuvo que la 


sentencia recurrida debe ser confirmada, por cuanto el bien cedido al municipio de 


Tunja a través de escritura pública No. 1030 del 14 de mayo de 1990, es de uso 


público, por tanto su transferencia, a titulo gratuito, a la Arquidiócesis de Tunja, 


vulnera los derechos colectivos al goce del espacio público y la utilización y 


defensa de los bienes de uso público, y la defensa del patrimonio público.  


 


V. CONSIDERACIONES 


 
El artículo 88 de la Constitución Política dispone: 


 


“Artículo 88. La ley regulará las acciones populares para la protección de 
los derechos e intereses colectivos, relacionados con el patrimonio, el 
espacio, la seguridad y la salubridad públicas, la moral administrativa, el 
ambiente, la libre competencia económica y otros de similar naturaleza 
que se definan en ella” 


 


En desarrollo de este precepto constitucional se expidió la Ley 472 de 1998 (25 de 


agosto) cuyo artículo 2° define las acciones populares así: 


 


“Artículo 2°. Las acciones populares son los medios procesales para la 
protección de los derechos e intereses colectivos.  
 
Las acciones populares se ejercen para evitar el daño contingente, 
hacer cesar el peligro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre los 
derechos e intereses colectivos, o restituir las cosas a su estado anterior 
cuando fuere posible.” 


 


Ahora, en el caso que nos ocupa, los derechos cuyo amparo se pretende son, 


ciertamente, derechos colectivos, contemplados en los literales d) y e), del artículo 


4º de la Ley 472 de 1998 y, en consecuencia, susceptibles de protección mediante 


la interposición de la acción popular. 


 
5.1. Planteamiento del problema jurídico 


 


En el presente caso, el actor pretende que se amparen los derechos colectivos al 


goce del espacio público y la utilización y defensa de los bienes de uso público, y la 


defensa del patrimonio público, los cuales estima vulnerados por el municipio de 


Tunja por la transferencia del Polideportivo del barrio Villa Luz y la zona pública 


adyacente a la Arquidiócesis de Tunja. 







 


Con miras a dilucidar  el problema jurídico planteado, la Sala estima pertinente  


comenzar por caracterizar la naturaleza jurídica de las áreas de cesión obligatoria 


gratuita sobre las cuales recae la controversia y seguidamente  reiterar los criterios 


jurisprudenciales de diferenciación de los bienes de uso público respecto de  los 


bienes fiscales, pues de ello dependerá la decisión por adoptarse en este fallo. 


 


Las cesiones obligatorias gratuitas 


Las áreas de cesión obligatoria gratuita son definidas por el artículo 5o. de la ley 9 


de 1989, como "el conjunto de inmuebles públicos y los elementos arquitectónicos 


y naturales de los inmuebles privados, destinados por su naturaleza, por su uso o 


afectación, a la satisfacción de necesidades urbanas colectivas que trascienden, 


por tanto, los límites de los intereses individuales de los habitantes", señalando en 


su inciso segundo, entre otras, las áreas requeridas para la circulación, tanto 


peatonal, como vehicular, las franjas de retiro de las edificaciones sobre las vías, 


los parques, plazas, zonas verdes y similares, las necesarias para la instalación y 


mantenimiento de los servicios públicos básicos, los elementos constitutivos del 


amoblamiento urbano en todas sus expresiones, etc, y en general "todas las zonas 


existentes o debidamente proyectadas en las que el interés colectivo sea 


manifiesto y conveniente y que constituyan por consiguiente zonas para el uso o 


el disfrute colectivo".  


Las cesiones gratuitas constituyen una contraprestación de los propietarios de 


inmuebles por la plusvalía que genera las diferentes actuaciones urbanísticas de los 


municipios. Se trata de bienes que se incorporan al patrimonio municipal, con 


ocasión de la actividad urbanística y que indudablemente contribuyen a la 


integración del espacio público. Están destinadas a regular, con fundamento en el 


art. 82 de la Constitución, la integración del espacio público y de los bienes 


colectivos de uso común. Por lo demás, dichas cesiones gratuitas, con ocasión de la 


actividad urbanística, comportan una carga a los propietarios que se enmarca dentro 


de la función social de la propiedad y su inherente función ecológica, que requiere 


regulación legal en los términos del art. 58 de la Constitución.  


 


El POT del Municipio de  Tunja (Acuerdo 14 de 200113) plasma estos conceptos, 


con el  mismo alcance  que viene decantándose  desde la Ley 9ª de 1989, según lo 


evidencian sus artículos  51, 54 y 56 del  siguiente tenor: 


                                                           
13 Por medio del cual se adopta el Plan de Ordenamiento Territorial del Municipio de Tunja 







 


“Artículo 51. Areas de Cesión. Se definen como aquellas áreas que 
son entregadas al municipio de manera obligatoria y a titulo gratuito 
por efecto de las diferentes actuaciones urbanísticas realizadas por el 
propietario y que son destinadas a la conformación de zonas verdes, 
de protección ambiental, vías, equipamiento colectivo y espacio 
público en general. 
Parágrafo 1. Toda persona natural o jurídica que realice obras de 
urbanización o construcción deberá ceder a favor del Municipio a titulo 
gratuito las áreas requeridas para vías publicas tanto peatonales como 
vehiculares, incluyendo andenes, separadores de vías y bahías de 
acceso a parqueaderos públicos. 
Parágrafo 2. Así mismo, se cederán al Municipio, las zonas verdes y 
recreativas, tanto como las destinadas para servicios colectivos que han 
de ser de uso publico, junto con los equipamientos que se construyan 
sobre estas de conformidad con las normas establecidas por el presente 
acuerdo, salvo en los casos expresos en que por disposición de este 
mismo no se exija su cesión. 
Parágrafo 3. Las áreas de cesión deberán ser diseñadas, equipadas, 
construidas y entregadas por el urbanizador, para lo cual en el diseño 
deberá incluir: unidad integral recreativa, senderos peatonales, bancos y 
lugares de descanso, amoblamiento urbano, señalización visual, sistema 
de iluminación, sistema de recolección de basura y sistema de 
arborización y ornato.” 
 
 “Artículo 54. Parámetros de aplicación para determinación de cesiones 
gratuitas en zona urbana: Para la determinación de las  áreas de cesión 
se tendrá en cuenta los siguientes parámetros sin importar la  
clasificación del territorio. La Oficina Asesora de Planeación Municipal o 
quien haga sus veces velará para que las áreas de cesión obligatorias 
cumplan con los siguientes parámetros. 
1. Que su localización coincida con el Sistema de Espacios Públicos y 
Equipamientos Colectivos si es del caso. 
2. Sea contigua a una vía pública vehicular o peatonal 
3. No podrán ubicarse en zonas de afectación de líneas de alta tensión, 
en canales abiertos ni cárcavas, tampoco en terrenos inundables o en 
terrenos ideológicamente inestables. 
4. El área a ceder en lo posible deberá concentrarse en un solo globo de 
terreno. Cuando sea necesario el fraccionamiento del área a ceder, no se 
sumarán los residuos por irregularidad en el manzaneo. 
5. Podrá ubicarse un porcentaje de la cesión de Zonas Verdes para la 
conformación de Parques Urbanos aledaños a las Rondas de los Río 
Jordán y la Vega, siempre y 
cuando sea dotada y adaptada como espacio recreativo. 
6. Cuando parte del terreno a urbanizar este destinado a los programas 
de zonas verdes publicas, por el Sistema de Espacio Público deberá 
cederse en dicha parte el área exigida para tal fin por las normas y se 
negociara con el urbanizador la diferencia que resultare. A falta de 
acuerdo, la parte del terreno afectada conservara la destinación prevista 
y la parte restante del mismo será la considerada para el proyecto de 
urbanización y sobre ella se aplicaran todas las normas mínimas 
establecidas.” 
 
“Artículo 56. Recibo de zonas de cesión por el municipio. La 
Administración Municipal por intermedio de la Oficina Asesora de 







Planeación, o la que haga sus veces, recibirá las áreas de cesión 
perfectamente terminadas y equipadas, mediante escritura pública, 
la cual se deberá perfeccionar mediante registro de la   escritura en 
la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos, previa 
confrontación por parte de ésta de las áreas cedidas sobre plano a 
escala apropiada, donde se reverencien éstas áreas y según lo 
estipulado en la minuta correspondiente. Si no se acreditare el 
cumplimiento de estos requisitos, la Administración Municipal, se 
abstendrá de suscribir la escritura de cesión correspondiente. Sin el  
cumplimiento de éste requisito no se podrá expedir permiso de ventas. 
Parágrafo: Las escrituras a que hace referencia el presente artículo, 
reposarán en el lugar adecuado que para tal fin designe la Administración 
Municipal y cuyo  proceso debe contar con el control de la Personería 
Municipal.” 


 


En términos coincidentes,  el artículo 37 de la Ley 388 de 1997 preceptúa: 


 
“Artículo 37. Espacio Público en Actuaciones Urbanísticas. Las 
reglamentaciones distritales o municipales determinarán, para las 
diferentes actuaciones urbanísticas, las cesiones gratuitas que los  
 
propietarios de inmuebles deben hacer con destino a vías locales, 
equipamientos colectivos y espacio público en general, y señalarán el 
régimen de permisos y licencias a que se deben someter, así como las 
sanciones aplicables a los infractores a fin de garantizar el cumplimiento 
de estas obligaciones, todo ello de conformidad a lo dispuesto en el 
capítulo XI de esta ley". 
 
"También deberán especificar, si es del caso, las afectaciones a que estén 
sometidos por efectos de reservas de terreno para construcción de 
infraestructura vial, de transporte, redes matrices y otros servicios de 
carácter urbano o metropolitano. Para las actuaciones que lo requieran 
como la urbanización en terrenos de expansión o la urbanización y 
construcción en terrenos con tratamientos de renovación urbana, deberán 
señalarse el procedimiento previo para establecer la factibilidad de 
extender o ampliar las redes de servicios públicos, la infraestructura vial y 
la dotación adicional de espacio público, así como los procesos o 
instrumentos mediante los cuales se garantizará su realización efectiva y 
la equitativa distribución de cargas y beneficios derivados de la 
correspondiente actuación".  
 


Las cesiones obligatorias gratuitas son una contraprestación a la que se obligan 


los propietarios de terrenos al solicitar el correspondiente permiso para urbanizar o 


edificar, y al aceptar las condiciones que exigen las autoridades competentes, 


dados los beneficios que pueden obtener con tal actividad, las que se imponen en 


desarrollo de la función social urbanística de la propiedad, consagrada en el 


artículo 58 de la Carta, y en ejercicio del poder de intervención del Estado en el 


uso del suelo "con el fin de conseguir el mejoramiento de la calidad de vida de los 


habitantes, la distribución equitativa de las oportunidades y los beneficios del 


desarrollo y la preservación de un ambiente sano" (art. 334 C.N.), como también 







del artículo 82 ibidem que faculta a las entidades públicas para "regular la 


utilización del suelo" en defensa del interés común. 


Para la Sala es claro que las regulaciones urbanísticas cumplen una función social 


y ecológica, pues tienen como propósito la ordenación y planificación del 


desarrollo urbano y el crecimiento armónico de las ciudades, con el fin de 


garantizar una vida adecuada a las personas que las habitan, teniendo en cuenta 


no sólo los derechos individuales sino  


 


también los intereses colectivos en relación con el entorno urbano. Y es por ello 


que se regula la propiedad horizontal, se establecen normas que reglamentan la 


construcción de viviendas señalando el volumen y altura de los edificios, 


imponiendo la obligación de dejar espacio suficiente entre un edificio y otro, la de 


construir determinadas zonas para jardines, parques, áreas verdes, calles 


peatonales, vías de acceso a las viviendas, etc., con el fin de lograr la mejor 


utilización del espacio habitable, para beneficio de la comunidad. 


Cabe agregar aquí que de conformidad con el artículo 313-2 de la Constitución 


Nacional compete a los Concejos Municipales "adoptar los correspondientes 


planes y programas de desarrollo económico y social y de obras públicas"; planes 


que al tenor de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 339 ib., deben 


elaborar y adoptar "de manera concertada" con el Gobierno Nacional, "con el 


objeto de asegurar el uso eficiente de sus recursos y el desempeño adecuado de 


las funciones que les hayan sido asignadas por la Constitución y la ley". 


Igualmente les corresponde "reglamentar los usos del suelo y, dentro de los límites 


que fije la ley, vigilar y controlar las actividades relacionadas con la construcción y 


enajenación de inmuebles destinados a vivienda" (art. 313-7 C.N. ). 


De lo expuesto, se concluye: 


 Las áreas gratuitas de cesión obligatoria por mandato de las leyes 9ª de 1989 y 


388 de 1997  tienen la naturaleza de bien de uso público pues integran el 


espacio público comoquiera que están destinadas al uso cómun o colectivo.   


 


 


 No es dable a los Concejos municipales variar  el destino de las áreas de 


cesión obligatoria gratuita, pues  por mandato de la Constitución y de  la 


ley,  estas se reservan al uso común o colectivo. Por tratarse de  normas 







de superior jerarquía, las autoridades locales están obligadas a acatarlas, al 


ejercer sus competencias de regulación normativa.  La competencia que 


constitucionalmente habilita a los Concejos a modificar los usos del suelo o a 


variar la destinación de un bien de uso público mediante canje por otro 


equivalente,  en modo alguno conlleva la de mutar el destino de las áreas 


de cesión obligatoria gratuita, pues se reitera, por determinación de la 


Constitución Política y de la Ley estas se reservan al uso común o 


colectivo.  


 


Así lo dejó claramente definido la Sección en sentencia del 19 de noviembre de 


2009 (M.P. Marco Antonio Velilla Moreno),  al amparar el derecho al goce del 


espacio público y a su destinación al uso común, en una acción popular de 


supuestos similares a los del caso presente,  


 


“En el caso bajo estudio, la actora le atribuye al municipio de Pereira la 
vulneración del derecho colectivo al goce del espacio publico por tolerar 
el cerramiento que se hizo de la Urbanización Alfa y el Barrio Gamma 
III, edificados en el lote de terreno que le fue cedido por el antiguo 
Instituto de Crédito Territorial, con destinación exclusivamente para 
zonas verdes y la construcción de servicios comunales tales como 
parques, guarderías, puestos de salud, establecimientos públicos, etc. 
Conforme al acervo probatorio, no hay duda que las zonas de 
cesión del Barrio Alfa y los sectores gamma III y IV, antes 
urbanizaciones abiertas, quedaron en el interior de la obra pública 
de cerramiento ordenada por el Concejo Municipal de Pereira, 
impidiendo que el resto de la comunidad que gozaba de ella 
siguiera haciéndolo, para convertirlo en un derecho exclusivo de 
quienes habitan allí. En estos términos, el espacio publico - del 
cual son parte integrantes las áreas de cesión gratuitas al 
municipio, las vías, los parques urbanos, plazas, plazoletas, 
escenarios deportivos, culturales y de espectáculos al aire libre-, 
se encuentra  


 


vulnerado, pues se ha permitido la apropiación por parte de los 
particulares de un ámbito de acción perteneciente a todos y se han 
proferido decisiones que restringen su destinación al uso común o 
excluyen a algunas personas del acceso a dicho espacio, creando 
privilegios a favor de los particulares en detrimento del interés 
general prevalente. También está conculcando el derecho 
colectivo al goce del espacio público porque si bien el lote de 
terreno cedido al municipio de Pereira es un bien fiscal, en su área 
se realizaron obras con destinación al uso público, - (escenarios 
deportivos y recreativos al aire libre)-, que constituyen bienes de 
uso público.”14 (Se resalta) 


                                                           
14 Sentencia de 19 de noviembre de 2009, Rad.: 66001-23-31-000-2004-00955-01(AP), Actor: 
Mallely Mejía Quintero, M.P. Marco Antonio Velilla Moreno 







 


Fuerza es, entonces, concluir que las cláusulas que pretendieron determinar la 


destinación del área en controversia a la Capilla, son absolutamente ineficaces. 


 


 La Escritura Pública No. 1030, de 14 de mayo de 1990  constituye  prueba ad 


substantiam actus  de que el área en controversia es zona de uso público y 


no un bien fiscal, como en aras de la prosperidad de sus pretensiones, 


argumenta erróneamente el municipio.   En esta consta:  


 


“ESCRITURA NUMERO MIL TREINTA (1030) 
 
En la ciudad de Tunja, Capital del Departamento de Boyacá, República 
de Colombia a los catorce (14) días de mayo de mil novecientos 
noventa (1990), ante mí, HERNAN A. OLANO CORREA, Notario 
Primero del Círculo de Tunja, compareció el doctor LUIS ANTONIO 
FIGUEREDO SANCHEZ, varón mayor de edad, vecino de Tunja, mayor 
de 50 años, obrando en su carácter de Gerente y, por consiguiente, 
representante legal de la sociedad INVERSIONES ACUÑA MARIÑO 
LTDA (ACUFISA LIMITADA, Acuña Mariño Figueredo Sánchez 
Limitada) y con sigla “ACUFISA LIMITADA”, constituida mediante 
escritura número diez (10) de fecha cuatro (4) de enero de mil 
novecientos noventa (1990), de la Notaría Segunda de Tunja, inscrita 
en la Cámara de Comercio de Tunja, bajo el número 38-0800085890-01 
de fecha nueve (9) de febrero de 1990, como lo acredita con el 
certificado de constitución y gerencia que se  
 
protocoliza junto con la copia del acta de JUNTA DE SOCIOS No. 02, 
de abril 28/90, en la cual lo autorizan para este acto, dijo: 
(…) 
 
SEPTIMO.- AREAS DE CESION AL MUNICIPIO: Los comparecientes 
por medio de éste mismo instrumento proceden,  
 
como en efecto lo hacen a transferir, a favor del MUNICIPIO DE 
TUNJA, a título de cesión, conforme a las normas legales, las 
áreas señaladas en el plano de la URBANIZACION, como de uso 
público distribuidas así: 1. ZONAS VERDES INSTITUCIONALES: 
AREA GLOBAL SEGUN PLANO: 2.810 m2. 1.1 ESCUELA “VILLA LUZ” 
comprendida dentro de los siguientes linderos: NORTE, con vía pública 
V-5 al medio y Manzana G; ORIENTE, con Vía Local V-3 al medio y 
Manzana E; SUR, con Vía Pública V-3 Acceso principal al barrio al 
medio y Manzana I.; OCCIDENTE, con Vía Local V-5 al medio con 
Manzana H; 1.2. CAPILLA “VILLA LUZ” comprendida dentro de los 
siguientes linderos: NORTE, con vía local V-5 al medio y Manzana Q; 
ORIENTE, con vía local V-5 al medio y Manzana N; SUR, con vía V-3 
Acceso Principal al barrio el Medio y Manzana P; OCCIDENTE, con vía 
local V-3 al medio y Manzana V y II. 1.3.  
(…)”15 


 







La Sala halla fundamento en el cargo que alega la violación al derecho colectivo a la 


defensa del patrimonio público, pues la transferencia de dominio a título gratuito 


que hizo el municipio de Tunja a la Arquidiócesis de Tunja, de  un predio 


comprendido “dentro de los siguientes linderos: NORTE con vía local V-5 al medio y 


Manzana Q; ORIENTE, con vía local V-5 al medio y Manzana N; SUR, con vía V-3 


Acceso Principal al Barrio el Medio y Manzana P; OCCIDENTE con vía local V-3 al 


medio y Manzana V y U.”, desconoce las  disposiciones constitucionales y legales 


que han sido materia de análisis.   


 
Empero, revocará el numeral 4º de la sentencia apelada, comoquiera que el a quo 


carecía de competencia para haber declarado la nulidad del negocio jurídico de 


cesión formalizado en la Escritura Pública No. 1699 de 2000 (26 de octubre), 


otorgado en la Notaría Tercera del Círculo de  Tunja, pues  es  


 


jurisprudencia reiterada de ésta Sección, que  la jurisdicción ordinaria es la 


competente para decidir la nulidad de escrituras públicas.  


 


De otra parte, para garantizar la equidad y la justicia que atañe el particular  


 


que nos concierne, se adicionará la sentencia apelada en el sentido de ordenar al 


municipio de Tunja que restituya a la Arquidiócesis de Tunja, como propietaria de 


buena fe que fue, los gastos notariales y de registro de instrumentos públicos en 


los que incurrió, producto de la cesión que el municipio le realizó, así como el valor 


de las mejoras útiles que haya realizado la Arquidiócesis al predio, y que hayan 


aumentado su valor. 


 


En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso 


Administrativo, Sección Primera, administrando justicia en nombre de la República 


y por autoridad de la ley, 


 


FALLA: 


 


1°.-  CONFIRMANSE los numerales 1º, 2°, 3º y 5º a 11 de la sentencia apelada. 


 


2º.- REVOCASE el numeral 4º de la sentencia apelada. 


 


                                                                                                                                                                                 
15 Folios 7 a 11.  







3º.- ADICIONASE la sentencia apelada en el sentido de ordenar al municipio de 


Tunja que restituya a la Arquidiócesis de Tunja, como propietaria de buena fe que 


fue, los gastos notariales y de registro de instrumentos públicos en los que incurrió, 


producto de la cesión que el municipio le realizó, así como el valor de las mejoras 


útiles que haya realizado la Arquidiócesis al predio, y que hayan aumentado su 


valor. 


 


4º.-   En firme esta providencia, devuélvase el expediente al Tribunal de origen. 


 


La anterior providencia fue discutida y aprobada por la Sala en la sesión de la 


fecha. 
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RAFAEL E. OSTAU DE LAFONT PIANETA      MARIA ELIZABETH GARCIA GONZALEZ 
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FACULTADES PRO TEMPORE OTORGADAS POR LOS CONCEJOS 
MUNICIPALES A LOS ALCALDES - Marco normativo y jurisprudencial / 
FACULTADES PRO TEMPORE OTORGADAS POR LOS CONCEJOS 
MUNICIPALES A LOS ALCALDES - Se deben otorgar por una sola vez, sin prorroga 
y por un tiempo determinado (máximo 6 meses), una vez vencido el término por el 
cual fueron concedidas dichas facultades sin haberse cumplido el cometido para el 
que fueron otorgadas, estas se revierten automáticamente al Concejo Municipal.  
 
La facultad de otorgar facultades pro tempore al jefe del ejecutivo está prevista en 
el artículo 313 numeral 3 de la Constitución Política así: (…) Pero como no se 
establece un término para que el alcalde ejerza dichas facultades pro tempore, se 
debe traer a colación el artículo 150 numeral 10 por analogía, en el que se dispone 
lo siguiente: (…). Lo anterior con la finalidad de que la delegación de funciones 
propias de las corporaciones tales como las Asambleas departamentales o 
Concejos municipales no sean indefinida, es decir, que los gobernadores o alcaldes 
en su condición de jefes del ejecutivo, no puedan tenerlas de manera indefinida, 
mediante prórrogas sucesivas, que llegarían a generar una alteración de las 
funciones previstas en el ordenamiento jurídico. (…) Por otro lado, en sentencia del 
18 de julio de 2012, la Sección Primera del Consejo de Estado se refirió a las 
facultades pro tempore concedidas al Gobernador por parte de la Asamblea 
Departamental, reiterando que las mismas solo pueden ser conferidas por una única 
vez y no pueden ser prorrogadas sucesivamente, al respecto se dijo: (…). Así las 
cosas, se tiene que las facultades pro tempore se deben otorgar por una sola vez, 
sin prorroga y por un tiempo determinado (máximo 6 meses), una vez vencido el 
término por el cual fueron concedidas dichas facultades sin haberse cumplido el 
cometido para el que fueron otorgadas, estas se revierten automáticamente al 
Concejo Municipal o a la Asamblea Departamental. 
 
BIENES PÚBLICOS - Clasificación. 
 
En el sistema jurídico colombiano los bienes públicos se han clasificado 
tradicionalmente en bienes de uso público y en bienes fiscales. Según lo ha 
expresado el Consejo de Estado, aunque esta categorización sigue vigente, 
después de la Constitución Política de 1991 la misma resultaría insuficiente de cara 
a otras modalidades de bienes públicos que, por la singularidad de sus 
características, no siempre resulta sencillo encuadrar en las conceptualizaciones 
tradicionales, como ocurre por ejemplo con el patrimonio histórico y cultural y el 
segmento del espectro electromagnético. Lo anterior, no obstante - conforme se ha 
precisado-, no implica la desaparición de las categorías tradicionales, sino su 
incorporación dentro de un espectro más amplio, en virtud del cual la noción de 
"bienes públicos" no se agota en los bienes de uso público y en los fiscales, ni se 
define por un factor normativo, sino por la disposición y afectación del bien, de 
suerte que el grado de disposición es el que determina el régimen jurídico con miras 
a concluir si un bien específico está o no dentro del comercio y las consecuencias 
respectivas. 
 
BIENES DE USO PÚBLICO – Noción.  
 
Los bienes de uso público son aquellos cuya titularidad pertenece al Estado 
destinados al uso, goce y disfrute de todos los habitantes del territorio; están 
sometidos al régimen de derecho público y sobre ellos el Estado ejerce derechos 
de administración y de policía, con miras a garantizar y proteger su uso y goce 
común, por motivos de interés general. Con el fin de proteger los bienes de uso 
público y asegurar el destino asignado a ellos -su uso por parte de la comunidad- 
se les ha revestido constitucionalmente de las siguientes características: la 
inalienabilidad, que implica que los mismos se encuentren fuera del comercio y por 
ende no se pueden negociar (vender, donar, permutar, etc.); la inembargabilidad, 
condición que impide que pueden ser objeto material de medidas cautelares en 
procesos judiciales; y la imprescriptibilidad, característica que apunta a que no sean 
susceptibles de adquirir por usucapión. A estas tres garantías jurídicas se agrega 
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otra, de estirpe legal, consagrada en el artículo 6 de la Ley 9ª de 1989, por virtud de 
la cual el destino de los bienes de uso público sólo puede ser variado por los 
concejos municipales y distritales, a iniciativa de los respectivos alcaldes, bajo la 
condición de que sean canjeados por otros bienes de características similares. 
Sobre esta última la Sala se referirá con más detalle más adelante. Así mismo, la 
Constitución Política impone al Estado el deber de velar por la protección de la 
integridad del espacio público -dentro del cual el derecho positivo nacional ha tenido 
a bien incluir a los bienes de uso público- y porque se garantice su destinación al 
uso común, el cual está llamado a prevalecer sobre el interés particular por mandato 
constitucional. 
 
BIENES FISCALES – Noción.  
 
Por su parte, los bienes fiscales son aquellos que pertenecen a una persona jurídica 
de derecho público de cualquier naturaleza que por regla general están destinados 
a servir como instrumentos materiales para el ejercicio de funciones públicas o para 
la prestación de servicios a cargo de las entidades estatales, y el Estado los posee 
y los administra de conformidad con el régimen jurídico que prevea el derecho 
común.En efecto, respecto de estos bienes el Estado detenta el derecho de dominio 
como si se tratase de un bien de propiedad particular, y como rasgos que les 
distinguen se tienen el carácter de enajenables y de embargables, pues su régimen 
jurídico resulta similar al que el ordenamiento jurídico dispensa a la propiedad 
privada. Los mismos, no obstante, son imprescriptibles. 
 
BIENES DE USO PÚBLICO – Desafectación / BIENES DE USO PÚBLICO – Su 
destino solo puede ser variado por los concejos por iniciativa del alcalde siempre y 
cuando sean canjeados por otros de características equivalentes.  
 
La desafectación ha sido definida como el fenómeno jurídico por el cual un bien que 
ostenta la calidad de uso público deja de serlo, por cuanto, cambia su calidad de 
bien de dominio público a la de un bien patrimonial ya sea del Estado o de los 
particulares. La misma -se aclara-, no consiste en una extinción del dominio sino en 
una modificación del régimen jurídico que se le aplica. El legislador, como antes se 
dijo, estableció una garantía en relación con los bienes de uso público consistente 
en que solamente pueden desafectarse para tal uso por decisión de los concejos 
municipales o distritales, y con la condición de que sean reemplazados por otros 
bienes de características equivalentes, exigencia que “obedece a la necesidad de 
que la comunidad mantenga para su uso y goce un bien semejante al que 
inicialmente se encontraba afecto al uso público”. De acuerdo con lo previsto en el 
inciso primero del artículo 6º de la Ley 9ª de 1989, "[e]l destino de los bienes de uso 
público incluidos en el espacio público de las áreas urbanas y suburbanas no podrá 
ser variado sino por los concejos, juntas metropolitanas o por el consejo 
intendencial, por iniciativa del alcalde o intendente de San Andrés y Providencia, 
siempre y cuando sean canjeados por otros de características equivalentes". En 
esta misma dirección, el artículo 4º del Decreto 1504 de 1998 dispone que "[e]l 
destino de los bienes de uso público incluidos en el espacio público no podrá ser 
variado sino por los Concejos Municipales o Distritales a través de los planes de 
ordenamiento territorial o de los instrumentos que los desarrollen aprobados por la 
autoridad competente, siempre que sean sustituidos por otros de características y 
dimensiones equivalentes o superiores", y precisa que "[l]a sustitución debe 
efectuarse atendiendo criterios, entre otros, de calidad, accesibilidad y localización". 
Los bienes que van a ocupar el lugar de los bienes cuyo uso público fue variado, a 
su vez, “deben ser afectados por la autoridad local para su destinación al uso, goce 
y disfrute de la colectividad”. 
 
CAMBIO DE DESTINACIÓN DE UN BIEN DE USO PÚBLICO - Es una facultad 
exclusiva de los Concejos Municipales, siempre y cuando sean canjeados por otros 
de características equivalentes de acuerdo con lo previsto en el inciso primero del 
artículo 6º de la Ley 9ª de 1989. 
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En esta oportunidad a la Sala le corresponde determinar si el Concejo Municipal de 
Sogamoso incurrió o no en la señalada violación del artículo 6 de la Ley 9 de 1989 
y del artículo 4 del Decreto 1504 de 1998, al autorizar en el artículo 3 del Acuerdo 
n.º 04 de 2021, expedido por el Concejo Municipal de Sogamoso, al Alcalde del 
municipio de Sogamoso para adelantar los trámites necesarios para compensar el 
área objeto de cambio de destinación de uso público a fiscal, lo que en el sentir del 
departamento de Boyacá debía delimitarse en el tiempo, argumentando que 
“cuando la duma municipal otorga las funciones o atribuciones que le son propias al 
administrador del municipio, estas tienen que ser por el tiempo que la Constitución 
prevé”. Efectivamente, en el presente caso la solicitud del Departamento de Boyacá 
radica en la posible invalidez del Acuerdo n.° 004 de 2021, expedido por el Concejo 
Municipal de Sogamoso, para lo cual presenta como único cargo la presunta falta 
de indicación del límite temporal de vigencia para la facultad otorgada en dicho 
acuerdo, circunscribiéndose a la contenida en el artículo 3°. (…).  Como se 
mencionó en las consideraciones, el cambio de destinación de un bien de uso 
público es una facultad exclusiva de los Concejos Municipales, “siempre y cuando 
sean canjeados por otros de características equivalentes" de acuerdo con lo 
previsto en el inciso primero del artículo 6º de la Ley 9ª de 1989.   
 
FACULTADES PRO TEMPORE OTORGADAS POR LOS CONCEJOS 
MUNICIPALES A LOS ALCALDES - Estos cuerpos colegiados no pueden 
desprenderse en forma definitiva de sus funciones en virtud del numeral 3° 
del artículo 313 de la C.P. 
 
Sin embargo, esos cuerpos colegiados no pueden desprenderse en forma definitiva 
de sus funciones, pues precisamente la Constitución en el numeral 3° del artículo 
313 antes citado, hace claridad que en que la autorización que da el concejo a los 
alcaldes para ejercer funciones que les son propias, debe hacerse pro tempore, es 
decir, por un tiempo limitado, pues de lo contrario, se estarían desprendiendo de las 
funciones que les fueron fijadas, contrariando además lo dispuesto en el artículo 
121 de la Constitución Política. 
 
ACUERDO MUNICIPAL – Invalidez por no haber señalado un término limitante 
para que el Alcalde Municipal ejerciera funciones que son propias de los 
concejos. 
 
En consecuencia, la Sala concluye que el acuerdo acusado resulta inválido, pues 
de la lectura del artículo 1°, en el que se “Autoriza al ejecutivo municipal el cambio 
de destinación de la faja de terreno de 22.050 m2 de uso público a fiscal...” se 
advierte que no guarda coherencia con el ordenamiento jurídico y el principio de 
separación de poderes, al corresponder a los concejos el señalamiento de un 
término limitante para que el Alcalde Municipal ejerza funciones que son propias de 
los concejos, lo que no aconteció en el presente caso. En ese sentido, la Sala 
tampoco recibe como válidos los argumentos los expuestos por los apoderados del 
municipio y el Concejo Municipal de Sogamoso en sus escritos de contestación, al 
señalar que la facultad otorgada en el artículo 3° del acuerdo demandado de realizar 
los trámites necesarios para compensar el área objeto de cambio no implica el 
cambio en la destinación, sino que obedece a unas acciones reglamentarias propias 
del ejecutivo municipal, que son obligatorias ante el cambio de destinación 
autorizado, lo que aseguran no ha sido ni constitucional ni legalmente atribuida de 
manera exclusiva a dichos cuerpos colegiados, y por ello, se autorizó al ejecutivo 
para hacer dicho trámite sin ningún tipo de limitación temporal. Lo anterior, al 
considerar que, si bien la facultad otorgada en el artículo 3°, no es propiamente para 
que éste determinara el cambio de destinación del mencionado inmueble, otorgada 
en el artículo 1° del acto demandado, sino que se concretó expresamente que lo 
sería para “adelantar los trámites necesarios para compensar el área objeto de 
cambio de destinación de uso público a fiscal, de conformidad con el artículo 6 de 
la Ley 9 de 1989”, es decir, que el Alcalde Municipal EJECUTARA lo pertinente a 
dicha destinación, o lo que es lo mismo, que realizara los actos correspondientes 
para “canjear un bien por otro de características equivalentes”, lo cierto es que la  
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autorización contenida en el artículo 3° del acto demandado depende de la facultad 
otorgada en el artículo 1° del acto demandado (facultad otorgada por el Concejo 
Municipal al alcalde de Sogamoso de cambiar la destinación de un inmueble), la 
que como se mencionó líneas atrás, no decanta de manera específica y bajo los 
parámetros fijados por la normativa y la jurisprudencia citadas, el elemento pro 
tempore, dado que NO define el término dentro del cual se faculta al alcalde para 
realizar los actos ya descritos, lo que deriva en la invalidez total del Acuerdo N.° 4 
de 2021 por la interdependencia de cada uno de sus artículos.  
 
NOTA DE RELATORÍA: La providencia que se presenta al público ha sido 
modificada solo para incluir sus anteriores descriptores y restrictores, mas no para 
variar su contenido. Por lo anterior, el código de seguridad del mismo no 
corresponde al de la original. Para validar la integridad de la providencia los 
interesados pueden consultarla y descargarla a través de la plataforma SAMAI 
siguiendo este link:  
 


https://samairj.consejodeestado.gov.co/Vistas/Casos/list_procesos.aspx?guid=1500123330002
02100299001500123 
 


 


REPÚBLICA DE COLOMBIA 


 
TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DE BOYACÁ 


 
 
Tunja, 27 de julio de 2022 
 
Actuación  : Validez de Acuerdo Municipal 
Demandante    : Departamento de Boyacá    
Demandado                        : Acuerdo n.° 4 de 2021 del Concejo 


Municipal de Sogamoso 
Expediente  : 15001-23-33-000-2021-00299-00 


 
Magistrado Ponente    :      Luís Ernesto Arciniegas Triana 


 
Procede la Sala de Decisión No. 2 de esta Corporación a dictar sentencia de 


única instancia para resolver la demanda que ha dado origen al proceso de la 


referencia, instaurada por el departamento de Boyacá solicitando la invalidez 


del Acuerdo n.º 04 de 3 de marzo de 2021 expedido por el Concejo Municipal 


de Sogamoso.  


 


I. ANTECEDENTES 


 
Pretende el actor que por esta Corporación se declare la invalidez del artículo 


3° del Acuerdo n.º 04 de abril de 2021, expedido por el Concejo Municipal de 


Sogamoso “Por el cual se cambia la destinación de parte de faja de un terreno 



https://samairj.consejodeestado.gov.co/Vistas/Casos/list_procesos.aspx?guid=150012333000202100299001500123

https://samairj.consejodeestado.gov.co/Vistas/Casos/list_procesos.aspx?guid=150012333000202100299001500123
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de uso público a fiscal de un predio de propiedad del municipio de Sogamoso 


Boyacá”.  


 


II. HECHOS 


 
El Concejo Municipal de Sogamoso expidió el Acuerdo Municipal n.º 04 de 


2021, el cual fue radicado ante la Gobernación de Boyacá al correo institucional 


asuntosmpales.juridica@boyaca.gov.co, el 10 de marzo de 2021.  


 
Al realizar la revisión jurídica ordenada en el numeral 10 del artículo 305 de la 


Constitución Política, el Gobernador de Boyacá observa que el acto objeto de 


esta demanda es contrario a la Ley y a la Constitución Política.  


 


Estima como norma violada los artículos 150 numeral 10 y el 313 numeral 3 de 


la Constitución Política, el artículo 6 de la Ley 9 de 1989 y el artículo 4 del 


Decreto 1504 de 1998. 


 


Propone un único cargo denominado “facultad pro tempore- delimitación de 


la facultad”, aduciendo que la potestad para hacer el cambio de afectación, es 


decir, modificar el régimen aplicable al bien inmueble del municipio, está a 


cargo de la corporación edilicia de elección popular.  


 


Por dicha razón, manifiesta que se requiere que la citada autorización otorgada 


se encuentre delimitada en el tiempo, de conformidad con las normas 


concordantes, pues se ha estipulado que cuando la duma municipal otorga las 


funciones o atribuciones que le son propias al administrador del municipio, 


estas tienen que ser por el tiempo que la Constitución prevé. 


 
En tal virtud, afirma que el artículo 3° del acto demandado no delimitó dichas 


funciones temporalmente, lo que, en su sentir, contraviene las normas citadas, 


pues la atribución del artículo 61 de la Ley 9 de 19892 y del artículo 43 del 


 
1 “Artículo 6º.- El destino de los bienes de uso público incluidos en el espacio público de las áreas urbanas y suburbanas no podrá ser 
variado sino por los concejos, juntas metropolitanas o por el consejo intendencial, por iniciativa del alcalde o intendente de San Andrés y 
Providencia, siempre y cuando sean canjeados por otros de características equivalentes. El retiro del servicio de las vías públicas continuará 
rigiéndose por las disposiciones vigentes. Los parques y zonas verdes que tengan el carácter de bienes de uso público, así como las vías 
públicas, no podrán ser encerrados en forma tal que priven a la ciudadanía de su uso, goce, disfrute visual y libre tránsito”. 
2 “Por la cual se dictan normas sobre planes de desarrollo municipal, compraventa y expropiación de bienes y se dictan otras disposiciones”. 
3 “El destino de los bienes de uso público incluidos en el espacio público no podrá ser variado sino por los Concejos Municipales o 
Distritales a través de los planes de ordenamiento territorial o de los instrumentos que los desarrollen aprobados por la autoridad competente, 
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Decreto 1504 de 19984, es potestativa de los concejos municipales y para que 


la entidad pueda desprenderse de ella, debe descargarla en la administración 


municipal, por un tiempo determinado (313 - 3 CP). 
 


III. TRÁMITE PROCESAL 
 
 


1. La demanda se presentó ante la Oficina Judicial de Tunja, siendo admitida 


mediante providencia del 5 de mayo de 2021, se fijó en lista, sometiéndola a las 


ritualidades propias del proceso, previstas en el artículo 151 del C.P.A.C.A. y 


en el Decreto 1333 de 1986.  


 


2. Dentro del trámite de la acción de la referencia se pronunció el municipio de 


Sogamoso, a través de apoderado, y el Concejo Municipal, a través de su 


apoderada, solicitando que se declare la validez del acuerdo demandado.  


  


El Municipio de Sogamoso advierte que es el Concejo Municipal al que le 


corresponde tal como lo establece la Constitución, hacer el cambio de 


afectación y facultar al ejecutivo para que continúe con el trámite para el cual 


se expidió el citado acuerdo, y en cumplimiento de tal facultad el artículo 3° 


dispuso:  


 


“Autorizar al alcalde del municipio de Sogamoso para adelantar los trámites 
necesarios para compensar el área objeto de cambio de destinación de uso público 
a fiscal, de conformidad con el artículo 6 de la Ley 9 del 1989”.  


 


Por tanto, explica que el Concejo Municipal autorizó al alcalde adelantar los 


trámites necesarios para compensar el área objeto de cambio de 


destinación, facultad que no ha sido ni constitucional ni legalmente atribuida 


de manera exclusiva a dichas corporaciones, y por ello, dicho cuerpo colegiado 


autorizó al ejecutivo para hacer dicho trámite.  


 


Asevera que la compensación del área no implica el cambio en la destinación, 


reglamentado en las normas que refiere el departamento de Boyacá como 


 
siempre que sean sustituidos por otros de características y dimensiones equivalente o superiores. La sustitución debe efectuarse atendiendo 
criterios, entre otros, de calidad, accesibilidad y localización”. 
4“Por el cual se reglamenta el manejo del espacio público en los planes de ordenamiento territorial”.  
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violadas, sino que obedece a unas acciones reglamentarias propias del ejecutivo 


municipal, que son obligatorias ante el cambio de destinación autorizado. 


 


Explica que por ello es que el Concejo Municipal no determinó la temporalidad 


echada de menos por el accionante, porque no puede fijar límites para la 


suscripción de trámites necesarios, como acuerdo de voluntades, contratos u 


otra figura para compensar el área objeto de cambio de destinación, toda vez 


que esa actuación se traduciría en una extralimitación de funciones.  


 


Establece que a los alcaldes les corresponde en relación con el Concejo 


Municipal, reglamentar los acuerdos municipales. Es por ello que la 


autorización hecha por el Concejo al ejecutivo, se hizo amparado por la ley y 


para ejecutar el objeto del citado acuerdo, pues no habría otra forma de hacerlo. 


 


Por su parte, el concejo municipal de Sogamoso defiende la legalidad del 


Acuerdo 4 del 2021. Expone que el ejecutivo fue autorizado por ellos para 


adelantar los trámites necesarios para compensar el área objeto de cambio de 


destinación. 


 


Sostiene que la citada facultad no ha sido ni constitucional ni legalmente 


atribuida de manera exclusiva a los concejos municipales. 


 


Enseña que la compensación del área no implica el cambio en la destinación, 


sino que obedece a unas acciones reglamentarias propias del ejecutivo 


municipal, que surgen como obligación ante el cambio de destinación 


autorizado. 


 


Que las funciones del alcalde son en esencia de ejecución, dirigiendo la acción 


administrativa que se traduce en el cumplimiento de los acuerdos y para el caso 


concreto, expresa que no hay otra manera de cumplir con lo dispuesto sobre el 


cambio de destinación del predio, que adelantando los trámites para la 


compensación del área objeto del cambio destinación. 
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Concluye que la facultad otorgada al alcalde municipal de Sogamoso a través 


del artículo 3 del Acuerdo 4 del 2021, no corresponde a una función 


expresamente asignada al Concejo Municipal, sino que corresponde 


atribuciones reglamentarias propias del ejecutivo.  


 
3. Mediante providencia del 17 de junio de 2021, se abrió el proceso a pruebas, 


tomándose con todo su valor probatorio los documentos aportados con el escrito 


de la demanda y aportados con la contestación de la misma, y teniendo en cuenta 


que no hubo pruebas por practicar se prescindió del término probatorio, en tanto 


se encontraron aportadas al proceso y las mismas satisfacen el objeto de la 


acción. 


 


Se decide, previas estas, 


 
IV- CONSIDERACIONES 


 
1. Problema jurídico 


 


En esta oportunidad a la Sala le corresponde determinar si el Concejo Municipal 


de Sogamoso incurrió o no en la señalada violación del artículo 65 de la Ley 9 


de 19896 y del artículo 47 del Decreto 1504 de 19988, al autorizar en el artículo 


3 del Acuerdo n.º 04 de 2021, expedido por el Concejo Municipal de Sogamoso, 


al Alcalde del municipio de Sogamoso para adelantar los trámites necesarios 


para compensar el área objeto de cambio de destinación de uso público a fiscal, 


lo que en el sentir del departamento de Boyacá debía delimitarse en el tiempo, 


argumentando que “cuando la duma municipal otorga las funciones o 


atribuciones que le son propias al administrador del municipio, estas tienen 


que ser por el tiempo que la Constitución prevé”. 


 


 
5 “Artículo 6º.- El destino de los bienes de uso público incluidos en el espacio público de las áreas urbanas y suburbanas no podrá ser 
variado sino por los concejos, juntas metropolitanas o por el consejo intendencial, por iniciativa del alcalde o intendente de San Andrés y 
Providencia, siempre y cuando sean canjeados por otros de características equivalentes. El retiro del servicio de las vías públicas continuará 
rigiéndose por las disposiciones vigentes. Los parques y zonas verdes que tengan el carácter de bienes de uso público, así como las vías 
públicas, no podrán ser encerrados en forma tal que priven a la ciudadanía de su uso, goce, disfrute visual y libre tránsito”. 
6 “Por la cual se dictan normas sobre planes de desarrollo municipal, compraventa y expropiación de bienes y se dictan otras disposiciones”. 
7 “El destino de los bienes de uso público incluidos en el espacio público no podrá ser variado sino por los Concejos Municipales o 
Distritales a través de los planes de ordenamiento territorial o de los instrumentos que los desarrollen aprobados por la autoridad competente, 
siempre que sean sustituidos por otros de características y dimensiones equivalente o superiores. La sustitución debe efectuarse atendiendo 
criterios, entre otros, de calidad, accesibilidad y localización”. 
8“Por el cual se reglamenta el manejo del espacio público en los planes de ordenamiento territorial”.  
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Por su parte, el Concejo Municipal y el municipio de Sogamoso solicitan que 


se declare la validez del artículo 3 del Acuerdo n.º 04 de 2021, expedido por el 


Concejo Municipal de Sogamoso, al considerar que la facultad allí otorgada no 


ha sido ni constitucional ni legalmente atribuida de manera exclusiva a dichos 


cuerpos colegiados, y por ello, se autorizó al ejecutivo para hacer dicho trámite 


sin ningún tipo de limitación temporal.  


 


Aseveran que la compensación del área no implica el cambio en la destinación, 


reglamentada en las normas que refiere el departamento de Boyacá como 


violadas, sino que obedece a unas acciones reglamentarias propias del ejecutivo 


municipal, que son obligatorias ante el cambio de destinación autorizado. 


 
 
Con el fin de despejar el problema jurídico inmerso en la solicitud de invalidez 


del referido Acuerdo, la Sala efectuará algunas consideraciones previas sobre i) 


las facultades pro tempore otorgadas por los concejos municipales a los 


alcaldes; ii) Los bienes públicos: bienes de uso público y bienes fiscales; iii) la 


desafectación de los bienes de uso público; y iv) la solución del caso concreto.  


 


2. Facultades pro tempore otorgadas por los concejos municipales a los 
alcaldes 
 


La facultad de otorgar facultades pro tempore al jefe del ejecutivo está prevista 


en el artículo 313 numeral 3 de la Constitución Política así:  


 


“Corresponde a los Concejos 
… 
Autorizar al alcalde para celebrar contratos y ejercer pro tempore precisas 
funciones de las que corresponden al Concejo”.   


 


Pero como no se establece un término para que el alcalde ejerza dichas 


facultades pro tempore, se debe traer a colación el artículo 150 numeral 10 por 


analogía, en el que se dispone lo siguiente:  


 


“Corresponde al Congreso hacer las leyes. Por medio de ellas ejerce las siguientes 
funciones:  
 
… 
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10. Revestir, hasta por seis meses, al Presidente de la República de precisas 
facultades extraordinarias, para expedir normas con fuerza de ley cuando la 
necesidad lo exija o la conveniencia pública lo aconseje. Tales facultades deberán 
ser solicitadas expresamente por el Gobierno y su aprobación requerirá la mayoría 
absoluta de los miembros de una y otra cámara…”. 


 


Lo anterior con la finalidad de que la delegación de funciones propias de las 


corporaciones tales como las Asambleas departamentales o Concejos 


municipales no sean indefinida, es decir, que los gobernadores o alcaldes en su 


condición de jefes del ejecutivo, no puedan tenerlas de manera indefinida, 


mediante prórrogas sucesivas, que llegarían a generar una alteración de las 


funciones previstas en el ordenamiento jurídico. 


Sobre el particular, la Sección Primera del Consejo de Estado en sentencia del 


año 2001, señaló9: 


 
“En relación con las facultades extraordinarias que otorga el Congreso al Presidente de 
la República, y cuyos criterios generales son igualmente válidos para el caso de las 
facultades extraordinarias que conceden los Concejos a los Alcaldes, se tiene que 
siendo del Congreso la atribución legislativa, su eventual ejercicio por el Presidente de la 
República, en tanto que extraordinario, es de interpretación estricta, de donde surge la 
consecuencia de la inexequibilidad de los decretos leyes que el Ejecutivo expida al amparo 
del artículo 150-10 de la Constitución cuando actúa por fuera del término 
expresamente señalado en la ley habilitante o se ocupa en la tarea de legislar sobre 
materias diferentes a las allí contempladas. En tales circunstancias, el Gobierno invade 
la órbita exclusiva de competencias del legislador ordinario, quebranta la Constitución y 
desconoce postulados básicos del Estado de Derecho”. 


 


Igualmente, la misma Corporación, en un caso similar se pronunció en sentencia 


del 12 de abril de 2012 sobre la prórroga de las facultades pro tempore otorgadas 


al jefe del ejecutivo, así: 


 
“En el presente caso es evidente que, si bien el actor no señaló expresamente como 
violado el artículo 313-3 constitucional que establece que  los concejos pueden 
autorizar a los alcaldes para celebrar contratos y ejercer pro témpore precisas 
funciones que le correspondan a aquéllos; en el concepto de la violación si aludió 
al supuesto de hecho de ese artículo al señalar que mediante el acuerdo demandado 
el Concejo Municipal de Montería había prorrogado facultades pro témpore,  
otorgadas de manera precisa mediante Acuerdo 004 de 12 de febrero de 1999. 
 
En conclusión, la acusación de violación del artículo 313-3 superior debió ser 
estudiada y decidida, como en efecto lo fue.  
 
No obstante, la Sala considera que el a quo decidió con fundamento en una 
interpretación errada del citado contrato, según la cual las facultades pro tempore 
que los concejos otorgan a los alcaldes puede ser ampliada o prorrogada, 
desconociendo que las mismas solo pueden ser otorgadas por una única vez. 


 
9 Sentencia de 4 de octubre de 2001, Rad. 08001-23-31-000-1997-03133-01 (6840). M.P. Olga Inés Navarrete Barrero. 
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En efecto el artículo 313-3 solo establece tres condicionamientos a dicha facultad: 
a) Que se otorguen pro tempore, esto es por un tiempo preciso; b) que dichas 
funciones sean de las que corresponden al Concejo, asunto que no es materia de la 
acusación, y c) Que sean precisas, esto es, que no haya dudas acerca de su 
contenido, asunto que tampoco es objeto de cuestionamiento. 
  
La primera condición no fue cumplida por el acto acusado pues extiende a 150 días 
el término inicial de 90 días de duración que el artículo 77 del Acuerdo 004 de 
febrero 12 de 1999 había otorgado para la realización de las actividades allí 
previstas y que se cumplió sin que el alcalde las hubiera ejercido.  
 
Las facultades extraordinarias de las que revisten los concejos a los alcaldes 
corresponden a funciones de aquéllos que se pueden trasladar a los alcaldes 
por un tiempo determinado y por una materia específica; pero vencido dicho 
término sin haberse cumplido los cometidos para los que fueron concedidas, 
esas facultades revierten automáticamente al concejo; perdiendo por ende el 
alcalde competencia sobre dichos asuntos. 
 
… 
 
De manera análoga a las consideraciones expuestas para el nivel nacional, el 
Constituyente quiso limitar la posibilidad de delegación de funciones propias de 
los Concejos Municipales de manera indefinida en los alcaldes, para evitar que 
éstos en su condición de jefes del ejecutivo, pudieran ostentarlas mediante 
sucesivas prórrogas que desnaturalizarían la distribución de funciones previstas en 
el ordenamiento jurídico entre dichas corporaciones y los alcaldes. 
 
Por esas razones, no podía el Concejo Municipal de Montería desconocer, mediante 
el acto acusado, el término de 90 días otorgado inicialmente al Alcalde Municipal 
para ejercer las facultades previstas en el artículo 77 del Acuerdo 04 de 199910 
(Subrayado y negrilla fuera de texto).  


 


Por otro lado, en sentencia del 18 de julio de 201211, la Sección Primera del 


Consejo de Estado se refirió a las facultades pro tempore concedidas al 


Gobernador por parte de la Asamblea Departamental, reiterando que las 


mismas solo pueden ser conferidas por una única vez y no pueden ser 


prorrogadas sucesivamente, al respecto se dijo: 


 


“A efectos de decidir lo pertinente, la Sala debe precisar que el artículo 300 de la 
Constitución Política, en su numeral 9, faculta a las Asambleas Departamentales 
para conferir autorizaciones a los Gobernadores para diferentes propósitos, siendo 
uno de ellos que éstos ejerzan, pro tempore, precisas funciones de las que 
corresponden a dichas corporaciones administrativas, entre las cuales se encuentra 
la establecida en el numeral 7 de esa misma norma, relativa a “Determinar la 
estructura de la Administración Departamental, las funciones de sus 
dependencias, las escalas de remuneración correspondientes a sus distintas 
categorías de empleo; crear los establecimientos públicos y las empresas 
industriales o comerciales del departamento y autorizar la formación de 


 
10 Sentencia del 12 de abril de 2012. Rad. 23001-23-31-000-1999-01518-01. M.P. María Claudia Rojas Lasso 
11 Sentencia del 18 de junio de 2012. Rad.: 50001-23-31-000-2005-20282-01. M.P.: Marco Antonio Velilla Moreno (E) 
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sociedades de economía mixta”.  Además, debe tenerse en cuenta que conforme al 
inciso final del citado artículo 300 de la C.P., las ordenanzas a que se refieren, entre 
otros, el numeral 7 de este artículo, sólo podrán ser dictadas o reformadas a 
iniciativa del Gobernador. 
 
De esta disposición se deprende con claridad entonces que la autorización que se 
confiera por la Asamblea Departamental al Gobernador para que éste ejerza la 
función consistente en “determinar la estructura de la administración 
departamental” - concepto que lógicamente supone medidas como la 
reorganización y/o la reestructuración de la Administración -, debe tener previa 
iniciativa gubernamental e igualmente un límite temporal definido y ser precisa 
en cuanto a su objeto. 
 
Además, debe precisar la Sala que las facultades pro tempore que las Asambleas 
conceden a los Gobernadores solo pueden ser otorgadas por una única vez y no 
pueden ser prorrogadas sucesivamente y que, vencido el término por el cual 
fueron concedidas sin haberse cumplido el cometido para el que fueron 
otorgadas, tales facultades revierten automáticamente a la Asamblea, 
perdiendo por el ende el Gobernador competencia sobre dichos asuntos” 
(subrayado y negrilla fuera de texto). 


 


Así las cosas, se tiene que las facultades pro tempore se deben otorgar por una 


sola vez, sin prorroga y por un tiempo determinado (máximo 6 meses), una vez 


vencido el término por el cual fueron concedidas dichas facultades sin haberse 


cumplido el cometido para el que fueron otorgadas, estas se revierten 


automáticamente al Concejo Municipal o a la Asamblea Departamental. 


 


3. Bienes de uso público y bienes fiscales 


 


En el sistema jurídico colombiano12 los bienes públicos se han clasificado 


tradicionalmente en bienes de uso público y en bienes fiscales.  


 


Según lo ha expresado el Consejo de Estado13, aunque esta categorización sigue 


vigente, después de la Constitución Política de 1991 la misma resultaría 


insuficiente de cara a otras modalidades de bienes públicos que, por la 


singularidad de sus características, no siempre resulta sencillo encuadrar en las 


conceptualizaciones tradicionales, como ocurre por ejemplo con el patrimonio 


histórico y cultural y el segmento del espectro electromagnético.  


 


 
12 Clasificación que se deriva del texto del artículo 674 del Código Civil, a cuyo tenor: "Se llaman bienes de la Unión aquéllos cuyo 
dominio pertenece a la República. || Si además su uso pertenece a todos los habitantes de un territorio, como el de calles, plazas, 
puentes y caminos, se llaman bienes de la Unión de uso público o bienes públicos del territorio. || Los bienes de la Unión cuyo uso no 
pertenece generalmente a los habitantes, se llaman bienes de la Unión o bienes fiscales". 
13 Consejo de Estado, Sala de Consulta y Servicio Civil, concepto número 2154 (expediente núm. 11001 0306 000 2013 00364 00), 
Consejero Ponente Álvaro Namén Vargas. 
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Lo anterior, no obstante - conforme se ha precisado-, no implica la desaparición 


de las categorías tradicionales, sino su incorporación dentro de un espectro más 


amplio, en virtud del cual la noción de "bienes públicos" no se agota en los 


bienes de uso público y en los fiscales, ni se define por un factor normativo, 


sino por la disposición y afectación del bien, de suerte que el grado de 


disposición es el que determina el régimen jurídico con miras a concluir si un 


bien específico está o no dentro del comercio y las consecuencias respectivas. 


 


Los bienes de uso público son aquellos cuya titularidad pertenece al Estado 


destinados al uso, goce y disfrute de todos los habitantes del territorio; están 


sometidos al régimen de derecho público y sobre ellos el Estado ejerce derechos 


de administración y de policía, con miras a garantizar y proteger su uso y goce 


común, por motivos de interés general. 


 


Con el fin de proteger los bienes de uso público y asegurar el destino asignado 


a ellos -su uso por parte de la comunidad- se les ha revestido 


constitucionalmente14 de las siguientes características: la inalienabilidad, que 


implica que los mismos se encuentren fuera del comercio y por ende no se 


pueden negociar (vender, donar, permutar, etc.); la inembargabilidad, 


condición que impide que pueden ser objeto material de medidas cautelares en 


procesos judiciales; y la imprescriptibilidad, característica que apunta a que 


no sean susceptibles de adquirir por usucapión.  


 


A estas tres garantías jurídicas se agrega otra, de estirpe legal, consagrada en el 


artículo 6 de la Ley 9ª de 1989, por virtud de la cual el destino de los bienes de 


uso público sólo puede ser variado por los concejos municipales y distritales, 


a iniciativa de los respectivos alcaldes, bajo la condición de que sean canjeados 


por otros bienes de características similares. Sobre esta última la Sala se referirá 


con más detalle más adelante. 


 


Así mismo, la Constitución Política15 impone al Estado el deber de velar por la 


protección de la integridad del espacio público -dentro del cual el derecho 


 
14 Constitución Política, Artículo 63: "Los bienes de uso público, los parques naturales, las tierras comunales de grupos étnicos, las 
tierras de resguardo, el patrimonio arqueológico de la Nación y los demás bienes que determine la ley, son inalienables, 
imprescriptibles e inembargables." 
15 Dispone el inciso primero del artículo 82 constitucional que: "Es deber del Estado velar por la protección de la integridad del espacio 
público y por su destinación al uso común, el cual prevalece sobre el interés particular". 
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positivo nacional ha tenido a bien incluir a los bienes de uso público16- y porque 


se garantice su destinación al uso común, el cual está llamado a prevalecer sobre 


el interés particular por mandato constitucional. 


 


Por su parte, los bienes fiscales son aquellos que pertenecen a una persona 


jurídica de derecho público de cualquier naturaleza que por regla general están 


destinados a servir como instrumentos materiales para el ejercicio de funciones 


públicas o para la prestación de servicios a cargo de las entidades estatales, y el 


Estado los posee y los administra de conformidad con el régimen jurídico que 


prevea el derecho común. 


 


En efecto, respecto de estos bienes el Estado detenta el derecho de dominio 


como si se tratase de un bien de propiedad particular, y como rasgos que les 


distinguen se tienen el carácter de enajenables y de embargables, pues su 


régimen jurídico resulta similar al que el ordenamiento jurídico dispensa a la 


propiedad privada. Los mismos, no obstante, son imprescriptibles. 


 


4. Desafectación de los bienes de uso público 


 


La desafectación ha sido definida17 como el fenómeno jurídico por el cual un 


bien que ostenta la calidad de uso público deja de serlo, por cuanto, cambia su 


calidad de bien de dominio público a la de un bien patrimonial ya sea del Estado 


o de los particulares. La misma -se aclara-, no consiste en una extinción del 


dominio sino en una modificación del régimen jurídico que se le aplica. 


 


El legislador, como antes se dijo, estableció una garantía en relación con los 


bienes de uso público consistente en que solamente pueden desafectarse para 


tal uso por decisión de los concejos municipales o distritales, y con la condición 


de que sean reemplazados por otros bienes de características equivalentes, 


exigencia que “obedece a la necesidad de que la comunidad mantenga para su 


uso y goce un bien semejante al que inicialmente se encontraba afecto al uso 


público”18. 


 
16 Ley 9ª de 1989, artículo 5º; y Decreto 1504 de 1998, artículo 3. 
17 Corte Constitucional, Sentencia T-150 de 1995, Magistrado Ponente Alejandro Martínez Caballero. 
18 Sección primera del Consejo de Estado, sentencia de Nulidad de 15 de marzo de 2018, CP.: Oswaldo Giraldo López, Radicación 
número: 05001-23-31-000-2006-03673-01, Actor: Martín Montoya Vanegas, Demandado: municipio de Bello (Antioquia) 
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De acuerdo con lo previsto en el inciso primero del artículo 6º de la Ley 9ª de 


198919, "[e]l destino de los bienes de uso público incluidos en el espacio 


público de las áreas urbanas y suburbanas no podrá ser variado sino por los 


concejos, juntas metropolitanas o por el consejo intendencial, por iniciativa del 


alcalde o intendente de San Andrés y Providencia, siempre y cuando sean 


canjeados por otros de características equivalentes" (Subrayado y negrilla 


fuera de texto). 


 


En esta misma dirección, el artículo 4º del Decreto 1504 de 199820 dispone que 


"[e]l destino de los bienes de uso público incluidos en el espacio público no 


podrá ser variado sino por los Concejos Municipales o Distritales a través de 


los planes de ordenamiento territorial o de los instrumentos que los desarrollen 


aprobados por la autoridad competente, siempre que sean sustituidos por otros 


de características y dimensiones equivalentes o superiores", y precisa que 


"[l]a sustitución debe efectuarse atendiendo criterios, entre otros, de calidad, 


accesibilidad y localización". 


 


Los bienes que van a ocupar el lugar de los bienes cuyo uso público fue variado, 


a su vez, “deben ser afectados por la autoridad local para su destinación al 


uso, goce y disfrute de la colectividad”21. 


 


En la misma sentencia citada se establece que debe existir una manifestación de 


voluntad de la autoridad pública por medio de la cual se “incorpore un bien al 


uso o goce de la comunidad. El bien que se utilice para la sustitución referida, 


que por supuesto, no debe tener la calidad de bien de uso público sino fiscal, 


debe ser apto para el uso público y tener condiciones equivalentes a las de 


aquél que reemplaza”. 


 


 
19 “Por la cual se dictan normas sobre planes de desarrollo municipal, compraventa y expropiación de bienes y se dictan otras 
disposiciones”. 
20  “Por el cual se reglamenta el manejo del espacio público en los planes de ordenamiento territorial”. 
21 Sección primera del Consejo de Estado, sentencia de Nulidad de 15 de marzo de 2018, CP.: Oswaldo Giraldo López, Radicación 
número: 05001-23-31-000-2006-03673-01, Actor: Martín Montoya Vanegas, Demandado: municipio de Bello (Antioquia) 
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La Sección Primera del Consejo de Estado en sentencia de 4 de octubre de 


201222, al referirse al contenido y alcance del artículo 6º de la Ley 9ª de 1989, 


precisó que "el cumplimiento del requisito del canje no tiene que ser 


concomitante o simultáneo con el cambio de destinación del bien", de forma tal 


que, no hacerlo en el mismo momento no invalida el acto administrativo 


municipal respectivo que dispone tal variación. Y agregó que la compensación 


prevista en dicha norma es un "asunto que puede ser exigido por la comunidad 


mediante el uso de las acciones correspondientes". 


 


A este respecto señaló lo siguiente: 
 


"[...] [E]sta Corporación ha señalado que el cumplimiento del requisito del canje 
no tiene que ser concomitante o simultáneo con el cambio de destinación del bien. 
Así lo precisó en sentencia de 12 de mayo de 1995, al manifestar:  
 
"...el término canje, de conformidad con el Diccionario de la Real Academia de la 
Lengua Española, no solo significa cambiar una cosa por otra, como lo afirma el 
recurrente, sino que tal acepción también se entiende como sustituir. Además, del 
texto del artículo 6o. de Ley 9a. de 1989 no se desprende que tal cambio o 
sustitución deba ser inmediato o concomitante a la conversión del bien de uso 
público en bien fiscal"23. (Resalta la Sala). 


 


Del mismo modo, la Sección Primera del Consejo de Estado, en la sentencia 


de nulidad de 15 de marzo de 2018, CP.: Oswaldo Giraldo López, concluyó 


que si bien se “probó que no se ha cumplido la condición del canje que, al tenor 


de lo dispuesto en el artículo 6 de la Ley 9 de 1989, ha de efectuarse para 


cambiar el destino de un bien de uso público, ello no vicia de nulidad las 


disposiciones demandadas, pero sí implica que el Municipio de la Dorada debe 


compensar a la comunidad, destinando un área de similares características a 


aquella donde funcionaba la antigua plaza de mercado, esto es, un bien de uso 


público habilitado como plaza de mercado, asunto que puede ser exigido por 


la comunidad mediante el uso de las acciones correspondientes." (El resaltado 


es del texto original). 


 
 


5. Análisis y solución del caso concreto 
 
 


 
22 Proferida en el proceso con radicado número 17001-23-31-000-2004-01292-01, Consejero Ponente Marco Antonio Velilla Moreno. 
23 Consejo de Estado.-Sala de lo Contencioso Administrativo.-Sección Primera. Bogotá, D. C., 12 de mayo de 1995. Consejero Ponente: 
Ernesto Rafael Ariza Muñoz. Referencia: Expediente No. 3158. Actor: Carlos Julio Vásquez y otros. 
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El Acuerdo n.° 004 de 2021 proferido por el Concejo Municipal de Sogamoso, 


demandado dentro del proceso de la referencia, dispone en la parte 


considerativa y resolutiva lo siguiente: 


 


“Que el Estado puede afectar o desafectar bienes, de acuerdo a las especiales 
necesidades o circunstancias que se requieran. Dicho tema es competencia de los 
Concejos Municipales a quiénes les corresponde determinar el uso de los suelos, 
afectar o desafectar dichos usos, conforme a las normas que se citan el siguiente 
acápite. 
 
Que la Ley 9 de 1989 establecido en sus artículos 6 y 7, la posibilidad de que los 
municipios puedan desafectar los bienes inmuebles destinados al uso público 
siempre y cuando estos sean canjeados por otros espacios de características 
similares o mediante el pago de un valor equivalente al mismo. 
 
Para la validez de lo anterior se requiere que dicha desafectación sea aprobada por 
el respectivo Concejo Municipal, mediante el acuerdo respectivo. 
... 
Qué con la escritura pública n.° 1475 del 23 de octubre de 2013 suscrita en la 
Notaría Primera de Sogamoso, el municipio de Sogamoso adquirió el inmueble de 
mayor extensión identificado con el folio de matrícula inmobiliaria n.° 095- 
129766, que tenía un área de 33.501.00 m2 destinado para la Villa Olímpica del 
Sur, según lo dispuesto en el Acuerdo Municipal 016 de 2013.  
 
Que posteriormente, con el Acuerdo Municipal n.° 058 del 28 diciembre de 2018, 
por el cual autoriza al ejecutivo municipal el cambio de la destinación de la 
extensión de terreno y 4000 m2 que hace parte del predio de mayor extensión 
mencionados en el artículo primero estableció: “Autorícese al Ejecutivo 
Municipal, por el término de dos meses a partir de la vigencia del presente 
acuerdo para destinar 4000 metros cuadrados que forman parte del inmueble 
de propiedad del municipio de Sogamoso, identificado con el folio matrícula 
inmobiliaria n.° 095- 129766, código catastral 000200061491000, ubicado en la 
calle 11 Sur con carrera 14, para la construcción de la sede Centro Vida Abuelo 
Próspero, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de este acuerdo”.  
 
Que en observancia del artículo primero del Acuerdo Municipal, la Administración 
Municipal, suscribió la escritura pública número 153 de 5 de febrero de 2019 en la 
notaría primera de Sogamoso, en la que se efectúa la división material del área de 
mayor extensión de 33.501 m2, en tres lotes así: Lote 1 que continuó con la 
destinación a la Villa Olímpica del Sur le correspondió la identidad registral 
n.° 095- 153837 y quedó con un área de 23.901.93 m2. Lote 2 El predio con 
destino al Centro del Abuelo Próspero al que le correspondió el área de 4000 M2... 
y el área para la carrera 14 con 1414.08M2… 
 
Que se requiere el cambio de destinación de uso público a fiscal de la faja de 
terreno de 22.050 metros cuadrados, que hace parte del lote que se identifica 
con la matrícula inmobiliaria número 195-153837 que corresponde a la Villa 
Olímpica del Sur... 
 
Que se requiere del cambio de destinación de uso público a fiscal de la precitada 
área, con el fin de adelantar el negocio jurídico a título oneroso con 
COSERVICIOS S.A. E S P, para que el municipio de Sogamoso adquiera el 
derecho de cuota equivalente al 33.33% de propiedad de la aludida empresa de 
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servicios públicos, del terreno donde se encontraba construido el Centro 
Administrativo demolido y así el municipio de Sogamoso ostentaría el 100% de la 
propiedad del citado precio, el cual se destinará al uso Público de la plaza seis 
de Septiembre, en cumplimiento del artículo 6 de la Ley 9 de 1989, tal cómo se 
plasmó en el artículo segundo del resuelve del Acuerdo Municipal n.° 025 del 2020.  
... 
Es importante resaltar que ya existe un predio vecino con uso institucional de 
servicios, como es el centro de vida Abuelo Próspero.  
... 
Qué para desafectar un bien de uso público situado en áreas urbanas y suburbanas 
el artículo 6 de la Ley 9 de 1989, establece la necesidad de “canjear” un bien por 
otro de características equivalentes, esto es, por otro bien que sea capaz de prestar 
el mismo uso común, con la salvedad de que no se trate de vías públicas (dentro 
de la cual se encuentra las calles, puentes, etc.), por las razones que se expondrán 
a continuación”.  
... 


ACUERDA: 
 
ARTÍCULO PRIMERO. Autorizar al ejecutivo municipal el cambio de 
destinación de la faja de terreno de 22.050 m2 de uso público a fiscal que hace parte 
del predio de mayor extensión, denominado Lote 1, con identidad registral n.° 095-
153837 ubicado en el municipio de Sogamoso... 
 
PARÁGRAFO: El área objeto de cambio destinación de uso público a fiscal, se 
identifica en el plano adjunto que se protocolizan con el presente acuerdo, 
levantado por la Oficina Asesora de Planeación del Municipio de Sogamoso. 
 
ARTÍCULO SEGUNDO El área objeto de cambio de destinación de uso público 
a fiscal que hace parte del predio con folio de matrícula inmobiliaria número 095-
153837, tiene como fin la transferencia de la propiedad a título oneroso a 
COOSERVICIOS S.A. E S P con NIT 8918000314, como contraprestación del 
negocio jurídico que el municipio de Sogamoso efectúe para adquirir el derecho de 
cuota equivalente al 33% de propiedad de COOSERVICIOS S A E S P del predio 
con identidad registral N.° 095-157904, según el valor que arroje los avalúos 
comerciales a la fecha de la negociación. 
 
ARTÍCULO TERCERO. Autorizar al Alcalde del Municipio de Sogamoso para 
adelantar los trámites necesarios para compensar el área objeto de cambio de 
destinación de uso público a fiscal, de conformidad con el artículo 6 de la Ley 9 de 
1989.  
 
ARTÍCULO CUARTO. El presente acuerdo rige a partir de la fecha de su 
sanción, publicación y deroga las disposiciones que le sean contrarias” (Subrayado 
fuera de texto).  


 


En esta oportunidad a la Sala le corresponde determinar si el Concejo Municipal 


de Sogamoso incurrió o no en la señalada violación del artículo 624 de la Ley 9 


 
24 “Artículo 6º.- El destino de los bienes de uso público incluidos en el espacio público de las áreas urbanas y suburbanas no podrá ser 
variado sino por los concejos, juntas metropolitanas o por el consejo intendencial, por iniciativa del alcalde o intendente de San Andrés y 
Providencia, siempre y cuando sean canjeados por otros de características equivalentes. El retiro del servicio de las vías públicas continuará 
rigiéndose por las disposiciones vigentes. Los parques y zonas verdes que tengan el carácter de bienes de uso público, así como las vías 
públicas, no podrán ser encerrados en forma tal que priven a la ciudadanía de su uso, goce, disfrute visual y libre tránsito”. 
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de 198925 y del artículo 426 del Decreto 1504 de 199827, al autorizar en el 


artículo 3 del Acuerdo n.º 04 de 2021, expedido por el Concejo Municipal de 


Sogamoso, al Alcalde del municipio de Sogamoso para adelantar los trámites 


necesarios para compensar el área objeto de cambio de destinación de uso 


público a fiscal, lo que en el sentir del departamento de Boyacá debía 


delimitarse en el tiempo, argumentando que “cuando la duma municipal otorga 


las funciones o atribuciones que le son propias al administrador del municipio, 


estas tienen que ser por el tiempo que la Constitución prevé”. 


 


Efectivamente, en el presente caso la solicitud del Departamento de Boyacá 


radica en la posible invalidez del Acuerdo n.° 004 de 2021, expedido por el 


Concejo Municipal de Sogamoso, para lo cual presenta como único cargo la 


presunta falta de indicación del límite temporal de vigencia para la facultad 


otorgada en dicho acuerdo, circunscribiéndose a la contenida en el artículo 3°. 


 


No obstante, argumenta el departamento que la competencia para autorizar al 


alcalde para cambiar la destinación específica de un bien inmueble de propiedad 


del municipio, como la contenida en el artículo 1°, se encuentra en cabeza del 


concejo municipal, pero que de conformidad con lo preceptuado en el artículo 


313- 3 constitucional debe hacerse de manera limitada, con especificación del 


término para el cual se concede la autorización, es decir, facultades pro tempore.  


 


Como se mencionó en las consideraciones, el cambio de destinación de un bien 


de uso público es una facultad exclusiva de los Concejos Municipales, “siempre 


y cuando sean canjeados por otros de características equivalentes" de acuerdo 


con lo previsto en el inciso primero del artículo 6º de la Ley 9ª de 198928.  


 


Sin embargo, esos cuerpos colegiados no pueden desprenderse en forma 


definitiva de sus funciones, pues precisamente la Constitución en el numeral 3° 


del artículo 313 antes citado, hace claridad que en que la autorización que da 


 
25 “Por la cual se dictan normas sobre planes de desarrollo municipal, compraventa y expropiación de bienes y se dictan otras disposiciones”. 
26 “El destino de los bienes de uso público incluidos en el espacio público no podrá ser variado sino por los Concejos Municipales o 
Distritales a través de los planes de ordenamiento territorial o de los instrumentos que los desarrollen aprobados por la autoridad competente, 
siempre que sean sustituidos por otros de características y dimensiones equivalente o superiores. La sustitución debe efectuarse atendiendo 
criterios, entre otros, de calidad, accesibilidad y localización”. 
27“Por el cual se reglamenta el manejo del espacio público en los planes de ordenamiento territorial”.  
28 “Por la cual se dictan normas sobre planes de desarrollo municipal, compraventa y expropiación de bienes y se dictan otras 
disposiciones”. 
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el concejo a los alcaldes para ejercer funciones que les son propias, debe 


hacerse pro tempore, es decir, por un tiempo limitado, pues de lo contrario, se 


estarían desprendiendo de las funciones que les fueron fijadas, contrariando 


además lo dispuesto en el artículo 121 de la Constitución Política29. 


 


En consecuencia, la Sala concluye que el acuerdo acusado resulta inválido, pues 


de la lectura del artículo 1°, en el que se “Autoriza al ejecutivo municipal el 


cambio de destinación de la faja de terreno de 22.050 m2 de uso público a 


fiscal...” se advierte que no guarda coherencia con el ordenamiento jurídico y 


el principio de separación de poderes, al corresponder a los concejos el 


señalamiento de un término limitante para que el Alcalde Municipal ejerza 


funciones que son propias de los concejos, lo que no aconteció en el presente 


caso.  
 
 


En ese sentido, la Sala tampoco recibe como válidos los argumentos los 


expuestos por los apoderados del municipio y el Concejo Municipal de 


Sogamoso en sus escritos de contestación, al señalar que la facultad otorgada 


en el artículo 3° del acuerdo demandado de realizar los trámites necesarios para 


compensar el área objeto de cambio no implica el cambio en la destinación, sino 


que obedece a unas acciones reglamentarias propias del ejecutivo municipal, 


que son obligatorias ante el cambio de destinación autorizado, lo que aseguran 


no ha sido ni constitucional ni legalmente atribuida de manera exclusiva a 


dichos cuerpos colegiados, y por ello, se autorizó al ejecutivo para hacer dicho 


trámite sin ningún tipo de limitación temporal.  


 


Lo anterior, al considerar que, si bien la facultad otorgada en el artículo 3°, no 


es propiamente para que éste determinara el cambio de destinación del 


mencionado inmueble, otorgada en el artículo 1° del acto demandado, sino que 


se concretó expresamente que lo sería para “adelantar los trámites necesarios 


para compensar el área objeto de cambio de destinación de uso público a fiscal, 


de conformidad con el artículo 6 de la Ley 9 de 1989”, es decir, que el Alcalde 


Municipal EJECUTARA lo pertinente a dicha destinación, o lo que es lo 


mismo, que realizara los actos correspondientes para “canjear un bien por otro 


 
29 Ninguna autoridad del Estado podrá ejercer funciones distintas de las que le atribuyen la Constitución y la ley. 
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de características equivalentes”, lo cierto es que la  autorización contenida en 


el artículo 3° del acto demandado depende de la facultad otorgada en el artículo 


1° del acto demandado (facultad otorgada por el Concejo Municipal al alcalde 


de Sogamoso de cambiar la destinación de un inmueble), la que como se 


mencionó líneas atrás, no decanta de manera específica y bajo los parámetros 


fijados por la normativa y la jurisprudencia citadas, el elemento pro tempore, 


dado que NO define el término dentro del cual se faculta al alcalde para realizar 


los actos ya descritos, lo que deriva en la invalidez total del Acuerdo N.° 4 de 


2021 por la interdependencia de cada uno de sus artículos.  


 


En mérito de lo expuesto, el Tribunal Contencioso Administrativo de Boyacá, 


Sala de Decisión No. 2, administrando justicia en nombre de la República y por 


autoridad de la Ley,  


 
FALLA: 


 
PRIMERO. DECLARAR LA INVALIDEZ del Acuerdo No. 04 de 3 de 


marzo de 2021, proferido por el Concejo Municipal de Sogamoso, conforme a 


la motivación expuesta.  


 
SEGUNDO. Comuníquese esta determinación al Departamento de Boyacá, al 


Presidente del Concejo, al Alcalde y al Personero Municipal de Sogamoso. 


 


En firme esta providencia procédase a su archivo dejando las anotaciones y 


constancias de rigor. 


Notifíquese y cúmplase, 


La anterior providencia fue discutida y aprobada en sesión ordinaria de la fecha. 


 
LUÍS ERNESTO ARCINIEGAS TRIANA 


Magistrado 
 


JOSÉ ASCENCIÓN FERNÁNDEZ OSORIO 
Magistrado 


 
DAYÁN ALBERTO BLANCO LEGUÍZAMO 


Magistrado 
 





